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de la consultoría y asistencia que se indica. (PD.
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CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO
TECNOLOGICO
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taría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de equipamien-
to informático departamental del Servicio Andaluz
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dicación definitiva en su ámbito. 12.629

Resolución de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adju-
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CONSEJERIA DE CULTURA

Resolución de 15 de marzo de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se anuncia la
adjudicación definitiva de Contratos. 12.630

Resolución de 21 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Instituciones del Patrimonio His-
tórico, por la que se anuncia concurso por pro-
cedimiento abierto para la adjudicación del con-
trato de consultoría y asistencia. (PD.
1998/2002). 12.630

Resolución de 21 de junio de 2002, de la Dirección
General de Instituciones del Patrimonio Histórico,
por la que se anuncia concurso por procedimiento
abierto para la adjudicación del contrato de con-
sultoría y asistencia. (PD. 1999/2002). 12.630

Resolución de 28 de junio de 2002, del Instituto
Andaluz del Patrimonio Histórico, por la que se
anuncia concurso por procedimiento abierto para
la adjudicación de servicios. (PD. 2000/2002). 12.631

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

Resolución de 6 de junio de 2002, de la Dirección
General de Gestión del Medio Natural, por la que
se hace pública la adjudicación de contratos, en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 93.22
del RDL 2/2000, de 16 de junio, por el que se
aprueba el TRLCAP. 12.631

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

Resolución de 19 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato que se cita. 12.632

UNIVERSIDADES

Resolución de 14 de junio de 2002, de la Uni-
versidad Pablo de Olavide de Sevilla, por la que
se convoca concurso abierto para la ejecución
de las obras que se citan. (PP. 2009/2002). 12.632

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA

Resolución de 24 de mayo de 2002, del Instituto
de Deportes, por la que se anuncia la contratación
que se indica. (PP. 1984/2002). 12.632

Anuncio de subasta pública. (PP. 1940/2002). 12.633

EMPRESA PUBLICA DE LA RADIO Y TELEVISION
DE ANDALUCIA

Anuncio de contratación (Expte. CC/1-014/02).
(PD. 1988/2002). 12.633

Anuncio de contratación (Expte. CC/1-015/02).
(PD. 1987/2002). 12.633

EMPRESA PUBLICA DE SUELO
DE ANDALUCIA

Anuncio de licitación de Concurso de Proyecto
y Obra de Urbanizac ión (Expte. núm.
43/06-2002). (PD. 2011/2002). 12.634

Anuncio de licitación de concurso de obra. (PD.
2010/2002). 12.634

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

Anuncio de la Secretaría General Técnica, por
el que se emplaza a don José M. Fernández Cam-
pos para que pueda comparecer ante el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. Tres de
Málaga y personarse en el recurso núm. 362/01,
interpuesto por Explotaciones Turísticas Univer-
sales del Sur de Andalucía, S.L., como posible
tercero interesado en el recurso. 12.635

CONSEJERIA DE JUSTICIA
Y ADMINISTRACION PUBLICA

Anuncio de la Delegación Provincial de Granada,
notificando trámites de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita. 12.635

Anuncio de la Delegación Provincial de Granada,
notificando resolución denegatoria recaída en
expediente de Asistencia Jurídica Gratuita. 12.636

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO
TECNOLOGICO

Resolución de 26 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se con-
voca el levantamiento de actas previas a la ocu-
pación de fincas afectadas por el Proyecto «Línea
Aérea de Media Tensión (20 kV) y Centro de
Transformación Intemperie (50 kA) para sumi-
nistro de energía eléctrica a la posición S-06.2,
en el término municipal de Mijas. (PP
1992/2002). 12.636

Anuncio de la Delegación Provincial de Almería,
de información pública sobre instalación eléctrica
e impacto ambiental. (PP. 699/2002). 12.636

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

Resolución de 3 de julio de 2002, de la Dirección
General de Transportes, por la que se somete
a información pública y ambiental el estudio infor-
mativo de la red de metro de Málaga. 12.637

Resolución de 3 de julio de 2002, sobre período
de información pública para la obra clave
07-AA-1553-0.0.0.0-SV, actuación de seguridad
vial en eliminación de tramo de concentración
de accidentes en la carretera A-492, PK 3+000
(TCA núm. 67, Huelva). 12.637

CONSEJERIA DE SALUD

Anuncio de la Delegación Provincial de Sevilla,
en el que se requiere a las empresas que se citan
para que presenten solicitudes de convalidación
o baja en el registro sanitario de alimentos. 12.638
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CONSEJERIA DE CULTURA

Anuncio de la Delegación Provincial de Jaén, por
el que se somete a información pública el pro-
cedimiento de inscripción específica, en el Catá-
logo General del Patrimonio Histórico Andaluz,
de la Zona Arqueológica de Fuente Alamo en Alca-
lá la Real (Jaén). 12.638

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

Resolución de 12 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se acuerda
constituir el acogimiento familiar permanente de
la menor MCMC (expediente núm. CO-4498/01). 12.645

Resolución de 15 de noviembre de 2001, del
Delegado Provincial de Sevilla, dictada en el expe-
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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

ORDEN de 26 de junio de 2002, por la que se
establecen las bases reguladoras para la concesión de
becas de formación, investigación y apoyo relativas a
la Unión Europea y a la Cooperación Internacional al
Desarrollo y se realiza la convocatoria para el año 2002.

La Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía establece
que las subvenciones y ayudas que se concedan con cargo
al Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía se
otorgarán con arreglo a los principios de publicidad, libre con-
currencia y objetividad, exigiendo a tal efecto la previa apro-
bación de la regulación específica o, en su defecto, de las
oportunas bases reguladoras de la concesión previamente a
la autorización de los créditos.

Por otro lado el Decreto 254/2001, de 20 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento de concesión de ayudas
y subvenciones por parte de la Junta de Andalucía, unifica
el régimen jurídico de la concesión y establece un procedi-
miento común para lograr mayor coordinación, transparencia
y celeridad en la tramitación, resolución y control de las ayudas.

La Consejería de la Presidencia a través de la Dirección
General de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior, en base
al Decreto 61/1995, de 14 de marzo, relativo a la estructura
orgánica de la Consejería de la Presidencia, tiene encomen-
dadas, entre otras tareas, el desarrollo de acciones de for-
mación, información y divulgación dirigidas a la sociedad anda-
luza en general sobre la actividad de la Unión Europea y sobre
Cooperación Exterior.

En este ámbito promueve la formación especializada de
licenciados universitarios sobre la actividad de la Unión Euro-
pea y en el ámbito Cooperación Internacional al Desarrollo
mediante la realización de trabajos de investigación y apoyo
en la red de centros de información europea existente por
toda la región, en la Delegación de la Junta de Andalucía
en Bruselas y en la misma Dirección General.

La Consejería de la Presidencia, consciente de la nece-
sidad de aportar a los nuevos titulados universitarios una expe-
riencia en las áreas de su competencia que facilite su posterior
incorporación al mercado laboral, pretende establecer, median-
te la presente Orden, la normativa que ha de regir las con-
vocatorias anuales de las becas a conceder, limitándose las
convocatorias a especificar un contenido mínimo indispen-
sable. Se agiliza con ello la tramitación de las convocatorias
a la vez que se unifican las condiciones de todos los becarios.

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas por
el artículo 107 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto y régimen.
1. La presente Orden tiene por objeto establecer las bases

reguladoras y el procedimiento general para la concesión de
las becas de Formación, Investigación y Apoyo relativas a la
Unión Europea y a la Cooperación Internacional al Desarrollo.

2. Las becas a las que se refiere la presente Orden se
concederán con arreglo a los principios de publicidad, libre
concurrencia y objetividad.

3. La concesión de las ayudas se efectuará mediante el
régimen de concurrencia competitiva de conformidad con lo
establecido en el artículo 9 del Decreto 254/2001, de 20
de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el

que se regulan los procedimientos para la concesión de sub-
venciones y ayudas públicas por la Administración de la Junta
de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen jurí-
dico (BOJA núm. 136, de 24 de noviembre) y dicha concesión
estará, en todo caso, limitada por las disponibilidades pre-
supuestarias existentes.

Artículo 2. Finalidad y materia.
Las becas que se regulan en esta Orden tendrán como

finalidad la formación de personas físicas en materias rela-
cionadas con las competencias de la Consejería de la Pre-
sidencia sobre la Unión Europea y la Cooperación Internacional
al Desarrollo.

Artículo 3. Convocatoria.
1. La convocatorias de las becas se efectuarán anualmente

mediante Orden de la Consejería de la Presidencia, preferi-
blemente en una única convocatoria en la que se incluirán
las becas gestionadas por la Dirección General de Asuntos
Europeos y de Cooperación Exterior.

2. La convocatoria habrá de especificar la aplicación de
la presente Orden a la concesión y ejecución de las becas
convocadas como normativa específica reguladora de las mis-
mas, sin perjuicio de la aplicación de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y demás normas que procedan.

3. Las convocatorias contendrán como mínimo los
siguientes extremos:

a) Número de becas que se convocan.
b) Plazo de presentación de solicitudes.
c) Duración de las becas.
d) Centro Directivo de adscripción.
e) Cuantía bruta de la dotación de las becas y desglose

de las asignaciones.
f) Finalidad y materias de las becas.
g) Titulación, formación específica y otros requisitos

exigidos.
h) Conocimiento de idioma/s requeridos.
i) Experiencia, en su caso, exigida.
i) Composición y miembros de la Comisión de Selección.
j) Las determinaciones que deban especificarse en la con-

vocatoria del ejercicio en cumplimiento de lo que establezca
la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma u otra
disposición de aplicación, así como aquellas otras que se con-
sidere necesario especificar.

4. La Orden de convocatoria se publicará en el «Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía».

Artículo 4. Beneficiarios.
1. Podrán solicitar las becas objeto de esta Orden las

personas físicas que, en la fecha de finalización del plazo
de presentación de solicitudes, reúnan los siguientes requisitos:

a) Poseer la nacionalidad española o de algún Estado
miembro de la Unión Europea y ser vecino o haber nacido
en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) Cumplir con los requisitos establecidos en la convo-
catoria relativos a la titulación universitaria, formación espe-
cífica, experiencia e idiomas.

c) No haber sido separado del servicio de cualquiera de
las Administraciones Públicas mediante expediente discipli-
nario.

d) No ser o haber sido beneficiario de una beca rela-
cionada con el objeto de la convocatoria.
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e) No haber sido objeto de una resolución administrativa
o judicial firme de reintegro, sin que se haya acreditado su
ingreso.

f) No estar cumpliendo condena que inhabilite para obte-
ner subvenciones, becas o ayudas públicas de cualquier tipo.

2. Además de los anteriores y de las que se establezcan
en la Ley de Presupuestos vigente al momento de la con-
vocatoria, podrán establecer otros requisitos específicos que
resulten adecuados a la finalidad y materia de la beca.

3. Los requisitos habrán de cumplirse en el momento
de la solicitud de la beca y hasta la finalización de la misma.

Artículo 5. Formación específica.
1. Al objeto de la presente Orden se considerará formación

específica la que se ajuste a uno de los criterios siguientes:

a) Aquella que otorga un título universitario de especia-
lista en las materias objeto de la beca.

b) Aquella que, con independencia de la formación aca-
démica para la obtención del título universitario, la comple-
mente mediante la realización de estudios específicos de post-
grado o cursos específicos de formación en materias expre-
samente relacionadas con el objeto de la convocatoria.

c) Formación adquirida en períodos de prácticas u otros
similares combinada con formación teórica.

2. Los estudios o cursos que no se hayan finalizado a
la fecha límite de presentación de solicitudes y que incluyan
en sus contenidos las materias objeto de la convocatoria serán
considerados como formación específica si vienen acreditados
por una certificación del Director o responsable del mismo
que permita acreditar el número de horas cursadas y las mate-
rias abordadas.

Artículo 6. Dotación.
1. Cada beca comprenderá doce asignaciones mensuales

cuya cuantía bruta se especificará en la correspondiente con-
vocatoria y que se abonará durante todo el período de disfrute
de la misma por mensualidades vencidas. A estas cantidades
se le efectuarán las retenciones fiscales establecidas en la
normativa vigente.

2. Una asignación para gastos de carácter extraordinario
ocasionados por la actividad y para la suscripción por parte
del beneficiario de una póliza de seguro combinado de acci-
dentes individuales, intervención quirúrgica, hospitalización y
asistencia médica.

Los gastos extraordinarios se desembolsarán previa auto-
rización expresa del titular de la Dirección General de Asuntos
Europeos y Cooperación Exterior una vez que hayan sido jus-
tificados documentalmente y de conformidad con el apartado
e) del artículo 15 de esta Orden.

Los gastos ocasionados por la suscripción de la póliza
del seguro mencionado no superarán el 40% de la asignación
para gastos extraordinarios y serán desembolsados previa pre-
sentación del justificante del gasto de conformidad con el apar-
tado c) del artículo 15 de esta Orden.

3. Así mismo, la dotación podrá comprender una asig-
nación para gastos de viajes ocasionados por los desplaza-
mientos de ida y vuelta del becario al Centro Directivo donde
haya sido adscrito que será desembolsada junto con la primera
mensualidad.

4. La asignación mensual de las becas que sean objeto
de prórroga experimentará durante la misma la correspondiente
revisión con arreglo al Indice de Precios al Consumo.

Artículo 7. Duración y prorrogas.
1. Las becas tendrán una duración inicial máxima de

doce meses, pudiendo prorrogarse, en su caso, por períodos
de seis meses hasta un máximo de doce meses, siempre que
lo permitan las disponibilidades presupuestarias y con arreglo

a lo dispuesto en el Decreto 44/1993, de 20 de abril, por
el que se regulan los gastos de anualidades futuras.

2. El Director General de Asuntos Europeos y Cooperación
Exterior, por delegación del titular de la Consejería de la Pre-
sidencia, mediante resolución y antes de transcurrir el período
inicial de las becas, podrá prorrogar el disfrute de la misma
siempre que el beneficiario haya cumplido las obligaciones
establecidas en la presente Orden, a la vista de la memoria
elaborada por el becario y previo informe favorable del titular
del Centro Directivo o del Servicio al que se encuentre adscrito
el becario.

3. El período de duración se contará desde la fecha de
inicio de las actividades becadas, la cual se determinará en
la respectiva resolución de concesión.

Artículo 8. Solicitudes y documentación.
1. Las solicitudes se dirigirán al Consejero de la Presi-

dencia y se presentarán en el Registro General de la Consejería
de la Presidencia (C/ Alfonso XII, 17, 41071, Sevilla) o en
la forma prevista en los artículos 38.4 de la Ley del Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 51.2 de la Ley de Gobierno y Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Las solicitudes se ajustarán al modelo impreso que
figuren como Anexo 1 para las distintas convocatorias debiendo
cumplimentar el área/materia de la beca solicitada.

3. El plazo de presentación de solicitudes será establecido
en la Orden de convocatoria.

4. A la solicitud se acompañará la siguiente documen-
tación:

a) Fotocopia debidamente compulsada del DNI/NIF del
solicitante. Los solicitantes extranjeros acompañarán la docu-
mentación equivalente.

b) Declaración expresa responsable de ser vecino o haber
nacido en la Comunidad Autónoma de Andalucía con el com-
promiso de presentar la correspondiente certificación acredi-
tativa en el supuesto de resultar beneficiario.

c) Copia debidamente compulsada del título universitario
exigido, y en el caso de no disponer del mismo, copia com-
pulsada de la certificación acreditativa de haberlo solicitado
y tener abonados los derechos, expedida de acuerdo con la
Resolución de 26 de junio de 1989, de la Secretaría de Estado
de Universidades e Investigación.

d) Copia debidamente compulsada de la certificación del
expediente académico del solicitante con las asignaturas y
calificaciones obtenidas y fecha de finalización de los estudios
en la titulación requerida por la convocatoria.

e) Copia debidamente compulsada de los documentos
que acrediten la formación específica y/o la experiencia reque-
rida en la convocatoria.

f) Copia debidamente compulsada de los documentos
que acrediten su formación en los idiomas requeridos, o en
su caso, declaración responsable en la que el interesado decla-
re que posee conocimientos suficientes de dichas lenguas.

g) Currículum vitae.
h) Declaración expresa responsable de no haber sido

separado del servicio de cualesquiera de las Administraciones
Públicas mediante expediente disciplinario.

i) Declaración expresa responsable de otras becas con-
cedidas por otras Administraciones o Entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, de las que esté disfrutando en
el momento de la solicitud y, en su caso, el compromiso de
renunciar a las mismas en el supuesto de resultar beneficiario.

j) Declaración expresa responsable de que sobre el soli-
citante no ha recaído resolución administrativa o judicial firme
de reintegro de ayudas o subvenciones públicas o, en su caso,
deberá acreditar su ingreso.

k) Aquellas otras declaraciones que se exijan en cada
convocatoria en cumplimiento de lo que establezca la Ley
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del Presupuesto de la Comunidad Autónoma u otra disposición
de aplicación.

Las referidas declaraciones expresas responsables se ajus-
tarán al modelo de impreso que figura en el Anexo 2 de esta
Orden.

5. En los casos en que la documentación del apartado 4
o parte de ella se encuentre en poder de la Consejería de
la Presidencia de la Junta de Andalucía, con una antigüedad
inferior a cinco años, no será necesaria su remisión, bastando
al efecto una declaración del solicitante en la que se haga
constar que los datos reflejados en la documentación obrante
en la Administración permanecen inalterados, procurando
identificar el expediente o la Orden de convocatoria a la que
concurrió. Si solo obra en poder de la Consejería parte de
la documentación deberá aportar junto con la declaración la
complementaria.

6. Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos o
no se acompañasen los documentos que se señalan en el
apartado anterior, se requerirá al interesado para que, en el
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los docu-
mentos, con la indicación de que, si no lo hiciera, se le tendrá
por desistido de su petición en virtud de lo establecido en
el artículo 71 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

7. El desistimiento por falta de subsanación en el plazo
indicado se revolverá por delegación del titular de la Consejería
de la Presidencia mediante resolución del Director General
de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior que será dictada
en los términos previstos en el artículo 42.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Artículo 9. Comisión de Selección.
1. Para llevar a cabo la valoración de las solicitudes y

la selección de los candidatos, se constituirá una Comisión
de Selección que estará presidida por el Director General de
Asuntos Europeos y Cooperación Exterior.

2. Cada convocatoria determinará la composición y los
miembros de la Comisión de Selección en función de las carac-
terísticas de las becas y del centro de destino al que serán
asignados los becarios.

3. Las Comisiones de Selección se regirán por las normas
contenidas en el Capítulo II del Título II de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Artículo 10. Criterios y procedimiento de selección.
1. La selección de los candidatos se efectuará en dos

fases. En la primera fase se valorarán los méritos de acuerdo
con el siguiente baremo:

a) Expediente académico:

- Nota media matrícula de honor: 4 puntos.
- Nota media sobresaliente: 3 puntos.
- Nota media notable: 2 puntos.
- Otras: 1 punto.

b) Nivel de formación específica en las materias objeto
de las becas convocadas:

- Título universitario de especialista o cursos de postgrado
de 100 o más horas lectivas: 3 puntos.

- Cursos de formación de 20 o más horas lectivas: 0,5
puntos por curso hasta un máximo de 3 puntos.

c) Idiomas: 1 punto por idioma hasta un máximo de
2 puntos.

d) Experiencia laboral o en trabajos en prácticas: 0,5
puntos por mes hasta un máximo de 3 puntos.

2. No se valorarán aquellos méritos que no se acrediten
documentalmente.

3. Tras la valoración de las solicitudes, la Comisión de
Selección elaborará una relación de candidatos por el orden
de puntuación obtenido y determinará el número de los mismos
que accederá a la segunda fase. Dicha relación se publicará
en los tablones de anuncios de la Consejería de la Presidencia
y de las Delegaciones de Gobierno de la Junta de Andalucía
de cada una de las provincias en los términos del artículo
59.5.b) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pudiendo
sustituirse dicha publicación por la notificación individual y
surtiendo sus mismos efectos.

4. En la segunda fase los candidatos seleccionados serán
convocados a una entrevista personal con la Comisión de
Selección.

5. Con carácter previo a esta entrevista la Comisión de
Selección podrá convocar a los candidatos incluidos en el lis-
tado a que se refiere el apartado 3 a realizar unas pruebas
escritas para valorar sus conocimientos sobre la Unión Europea
o la Cooperación Internacional al Desarrollo, la realidad de
la Comunidad Autónoma de Andalucía y los idiomas exigidos.

Artículo 11. Causas de exclusión.
1. Quedarán excluidos del proceso de selección los can-

didatos que no cumplan con alguno de los requisitos esta-
blecidos en el artículo 4 de la presente Orden o en las res-
pectivas órdenes de convocatorias y aquellos que no se encuen-
tren incluidos en la relación citada en el artículo 10 apartado 3
de la presente Orden.

2. Dichas solicitudes se resolverán, por delegación del
titular de la Consejería de la Presidencia, mediante resolución
del Director General de Asuntos Europeos y Cooperación Exte-
rior y serán notificadas a los interesados conforme a lo dis-
puesto en los artículos 58 y 59 de la vigente Ley de Régimen
Jurídico de los Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común con expresión de los recursos que
procedan.

Artículo 12. Resolución, notificación y publicación.
1. Concluidas las dos fases del proceso selectivo, la Comi-

sión de Selección respectiva elaborará una relación ordenada
de los candidatos a los cuales se proponen como beneficiarios
y suplentes.

2. El Presidente de la Comisión elevará al Consejero de
la Presidencia la relación de los beneficiarios y de los suplentes
proponiendo la concesión de las becas.

3. La adjudicación a los beneficiarios y la determinación
del orden de prelación de los suplentes se formalizará mediante
Resolución del Consejero de la Presidencia, que será publicada
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de conformidad
con el artículo 13 del Decreto 254/2001, de 20 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento de concesión de ayudas
y subvenciones por parte de la Junta de Andalucía, y contendrá
como mínimo los siguientes extremos:

a) La finalidad o finalidades de la subvención.
b) El programa y crédito presupuestario al que se

imputan.
c) los datos de los beneficiarios.
d) La cantidad concedida a cada beneficiario.
e) La fecha de incorporación del becario al Centro Direc-

tivo correspondiente al que figure adscrita la beca que, en
ningún caso, será superior a un mes, a contar desde la fecha
de la resolución de concesión.

f) La fecha de finalización de la beca.
g) la relación ordenada de al menos cuatro suplentes

por convocatoria, para que, en caso de renuncia, imposibilidad



BOJA núm. 81Página núm. 12.546 Sevilla, 11 de julio 2002

o incumplimiento de las obligaciones por parte de los bene-
ficiarios, puedan cubrirse las becas por el período restante.

h) La forma y secuencia de los pagos y los requisitos
exigidos para su abono.

i) Las condiciones que se impongan al beneficiario.
j) El plazo y la forma de justificación.

4. En el plazo de los diez días siguientes a la publicación
de dicha resolución los beneficiarios deberán proceder a:

a) La aceptación de la beca y de cuantas obligaciones
se deriven de la presente Orden.

b) La renuncia, en su caso, a otras becas.
c) Presentar una copia debidamente compulsada de la

certificación de empadronamiento o de nacimiento emitida
por el organismo correspondiente.

5. Transcurrido dicho plazo sin haberse efectuado la acep-
tación, la renuncia a otras becas o la presentación de la referida
certificación de empadronamiento o de nacimiento, la Reso-
lución de concesión perderá su eficacia acordándose el archivo
con notificación al interesado. La misma consecuencia se pro-
ducirá si el adjudicatario de la beca no se incorporase en
el plazo establecido en la resolución de concesión, salvo que
medie causa justificada.

La competencia para acordar el archivo regulado en el
presente apartado se delega en el titular de la Dirección General
de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior.

6. En los supuestos previstos en el apartado anterior en
los que la adjudicación de la beca quede sin efecto, se resolverá
la misma a favor del suplente que le corresponda según el
orden establecido.

7. En todo caso, no podrá resolverse la concesión de
ayudas a beneficiarios sobre los que haya recaído Resolución
administrativa o judicial firme de reintegro, hasta que su ingre-
so esté acreditado.

Artículo 13. Plazo y efectos del silencio.
El plazo máximo para resolver y publicar la Resolución

será de seis meses. Transcurrido el citado plazo sin que se
hubiese dictado y publicado Resolución expresa, las solicitudes
podrán entenderse desestimadas por silencio administrativo,
de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley
9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido
del silencio administrativo y los plazos de determinados pro-
cedimientos como garantías procedimentales para los ciu-
dadanos.

Artículo 14. Condiciones del disfrute de la beca.
1. La concesión y disfrute de las becas no implicará ningún

tipo de relación laboral entre el beneficiario y la Junta de
Andalucía.

2. Con independencia de los derechos de propiedad inte-
lectual que corresponden a los autores de los trabajos, estudios
e informes realizados, la Consejería de la Presidencia se reserva
la facultad de uso y publicación de los mismos. No obstante,
los autores podrán publicarlos o difundirlos previa autorización
expresa de la citada Consejería, en cuyo caso el becario deberá
hacer constar que la actividad se ha realizado mediante una
beca de la citada Consejería.

3. El becario deberá cumplir el régimen de formación
o de investigación que se establezca por el responsable Centro
Directivo correspondiente, y sus actividades se desarrollarán
en el centro administrativo y en el horario que se determine
por aquél.

Artículo 15. Obligaciones del becario.
1. Los becarios habrán de cumplir las obligaciones esta-

blecidas en el artículo 105 de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, además
de aquellas otras que, en cumplimiento de la Ley del Pre-

supuesto de la Comunidad Autónoma u otra disposición de
aplicación se recojan en cada convocatoria anual, y en par-
ticular las siguientes:

a) Realizar las actividades que determine el responsable
del Centro Directivo correspondiente o la persona que este
designe.

b) Presentar en el último mes de duración de la beca
al responsable del Centro Directivo una memoria de las acti-
vidades realizadas.

c) Presentar en el transcurso del primer mes de vigencia
de la beca la documentación justificativa de los gastos deri-
vados de la contratación del seguro para su abono con cargo
a la asignación prevista para gastos extraordinarios.

d) Presentar, en su caso, la documentación justificativa
de los gastos de viajes ocasionados por el desplazamiento
del becario desde su ciudad de origen a la del Centro Directivo
correspondiente en el plazo máximo de dos meses contados
desde la fecha de finalización de la beca.

e) Presentar, en su caso, la documentación justificativa
de los gastos extraordinarios a los que se refiere el artículo
6 apartado 2, en un plazo no superior a un mes desde la
fecha de realización de los mismos.

f) Asimismo, el becario que renuncie antes de la fina-
lización de la vigencia de la beca, deberá presentar una memo-
ria con las actividades realizadas hasta ese momento en el
plazo de un mes contado desde la fecha la aceptación de
la renuncia.

2. Los beneficiarios se someterán a las actuaciones de
comprobación y de control financiero que corresponden a la
Intervención General de la Junta de Andalucía, en relación
con la ayuda concedida y a las previstas en la legislación
del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de
Andalucía.

3. Los beneficiarios deberán hacer constar en toda la infor-
mación o publicidad que se efectúe de la actividad que esta
ha sido subvencionada por la Junta de Andalucía a través
de la Consejería de la Presidencia.

4. Así mismo, comunicarán a la Dirección General de
Asuntos Europeos y Cooperación Exterior la obtención de otras
becas o ayudas procedentes de cualesquiera Administraciones
o Entes públicos o privados, nacionales o internacionales, y
toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para su
adjudicación.

Artículo 16. Modificación, renuncias e incidencias.
1. De conformidad con el artículo 110 de la Ley General

de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la beca y, en todo caso, la obtención
concurrente de becas o ayudas otorgadas por otras Adminis-
traciones o Entes públicos o privados, nacionales o interna-
cionales, podrá dar lugar a la modificación de la Resolución
de concesión, siendo competente para resolver dichas inci-
dencias el Director General de Asuntos Europeos y Cooperación
Exterior, por delegación del titular de la Consejería de la
Presidencia.

2. La renuncia a la beca por parte del beneficiario, una
vez iniciado el disfrute de la misma, deberá ser comunicada
mediante el correspondiente escrito dirigido al Director General
de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior, con al menos
siete días de antelación a la fecha que desee hacerla efectiva.

3. En el caso de renuncia por causas no justificadas o
realizada en los dos primeros meses de disfrute de la beca,
el beneficiario deberá devolver las cantidades recibidas hasta
ese momento de las asignaciones previstas en artículo 6 de
la presente Orden.

4. Si la renuncia está fundada en causas justificadas y
es aceptada por el Director General de Asuntos Europeos y
Cooperación Exterior, el beneficiario perderá los derechos eco-
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nómicos que se prevén en el apartado 1 del artículo 6 para
la parte de la beca no disfrutada y no estará obligado a devolver
las cantidades recibidas hasta la fecha de las asignaciones
previstas en el artículo 6 apartado 2 y 3.

5. Cuando quede vacante por renuncia del beneficiario
la beca quedará disponible para su cobertura por el tiempo
que reste hasta su finalización. El Director General de Asuntos
Europeos y Cooperación Exterior, por delegación del Consejero,
podrá adjudicarla al suplente que por orden le corresponda
siempre que el período de disfrute restante no impida cumplir
la finalidad de la beca y que las disponibilidades presupues-
tarias lo permitan.

6. La dotación económica de la beca adjudicada al suplen-
te se determinará en la resolución de concesión atendiendo
al período de disfrute respecto a las asignaciones mensuales
y a los fondos disponibles a la fecha de concesión de la asig-
nación para gastos extraordinarios y para el seguro. La asig-
nación para desplazamientos se concederá íntegramente.

7. La Dirección General de Asuntos Europeos y Coope-
ración Exterior podrá conceder la suspensión del disfrute de
la beca por razones o causas excepcionales que impidan o
dificulten sensiblemente el desarrollo de la formación del beca-
rio y siempre que las disponibilidades presupuestarias lo per-
mitan, a petición razonada del interesado y previo informe
favorable del titular del Centro Directivo o del Servicio al que
se encuentre adscrito el becario. Dicha suspensión no supon-
drá la pérdida de los derechos adquiridos como becario pudién-
dose recuperar el período interrumpido. Las interrupciones no
podrán ser superiores a seis meses a lo largo de la duración
de la beca y de la prórroga. Los efectos económicos y admi-
nistrativos de las interrupciones se establecerán en la Reso-
lución por la que se autoriza la misma, siendo competente
para dictar dicha resolución el Director General de Asuntos
Europeos y Cooperación Exterior, por delegación del Consejero.

8. El Director General de Asuntos Europeos y Cooperación
Exterior por delegación del Consejero de la Presidencia, previo
informe del director de la beca, podrá declarar la pérdida de
la beca, en su caso, con reintegro de las cantidades percibidas,
si el beneficiario no realizase, en plazo y forma, las tareas
que le sean asignadas, si aquéllas no reunieran los requisitos
de calidad exigibles o si la renuncia se realiza por causas
no suficientemente justificadas. En tal caso, procederá igual-
mente a adjudicar la beca al suplente que por orden le
corresponda.

9. El régimen sancionador en materia de subvenciones
y ayudas públicas será el establecido en el artículo 116 de
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de Andalucía, conforme a la previsto en el Texto Refundido
de la Ley General Presupuestaria, aprobada mediante Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Artículo 17. Reintegro.
De conformidad con lo establecido en el artículo 112

de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda
Pública de Andalucía, procederá el reintegro de las cantidades
percibidas y la exigencia del interés de demora desde el
momento del pago de la beca, en los siguientes supuestos:

a) Obtener la beca sin reunir las condiciones requeridas
para ello.

b) Incumplimiento de la finalidad para la que la beca
fue concedida.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación.
d) Incumplimiento de las condiciones impuestas a los

beneficiarios con motivo de la concesión de la beca.
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el artículo 85.bis de la Ley 5/1983, de 19
de julio.

Artículo 18. Incompatibilidades.
El disfrute de las becas concedidas al amparo de esta

Orden es incompatible con la de cualquier otra beca o ayuda
financiada con fondos públicos o privados, nacionales o inter-
nacionales, así como con sueldos o salarios que impliquen
vinculación contractual o estatutaria del interesado.

Disposición Adicional Unica. Convocatoria de becas para
el año 2002.

1. Se convoca beca de formación en las áreas de docu-
mentación, asesoramiento e información relativas a la Unión
Europea, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Area/materia solicitada: Areas de documentación, ase-
soramiento e información relativas a la Unión Europea.

b) Número de becas que se convocan: Dos.
c) Plazo de presentación de solicitudes: Veinte días natu-

rales contados a partir del día siguiente al de la publicación
de la presente Orden.

d) Duración: Doce meses.
e) Centro de adscripción: Dirección General de Asuntos

Europeos y Cooperación Exterior (Sevilla).
f) Cuantía bruta de la dotación de cada beca: 9.870

euros.
g) Desglose de las asignaciones: 12 mensualidades a

razón de 760 euros; gastos extraordinarios: 750 euros.
h) Finalidad y materia de la beca: Formación mediante

la realización de trabajos de apoyo en las áreas de docu-
mentación, asesoramiento e información relativas a la Unión
Europea.

i) Titulación: Licenciatura (preferentemente en: Derecho,
Ciencias Económicas y Empresariales, Ciencias Políticas, Geo-
grafía y Ciencias de la Información) e Ingenierías Superiores.

j) Formación específica: Materias relacionadas con la
Unión Europea.

k) Idiomas: Inglés y francés.
l) Comisión de Selección. Presidente: Director General

de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior o persona que
le sustituya; vocales: Secretario General Técnico del depar-
tamento o persona que le sustituya; Jefe de Servicio de Rela-
ciones Institucionales, Asesoramiento e Información y Jefa del
Servicio de Coordinación y Seguimiento de la Normativa Comu-
nitaria. Secretario: Un funcionario de la Dirección General de
Asuntos Europeos y Cooperación Exterior designado por el
titular.

2. Se convoca beca de formación en las áreas de Coo-
peración Internacional al Desarrollo con Iberoamérica, con
arreglo a las siguientes condiciones:

a) Area/materia solicitada: Areas de Cooperación Inter-
nacional al Desarrollo con Iberoamérica.

b) Número de becas que se convocan: Una.
c) Plazo de presentación de solicitudes: Veinte días natu-

rales contados a partir del día siguiente al de la publicación
de la presente Orden.

d) Duración: Doce meses.
e) Centro de adscripción: Dirección General de Asuntos

Europeos y Cooperación Exterior (Sevilla).
f) Cuantía bruta de la dotación de cada beca: 9.870

euros.
g) Desglose de las asignaciones: 12 mensualidades a

razón de 760 euros; gastos extraordinarios: 750 euros.
h) Finalidad y materia de la beca: Formación especia-

lizada sobre la actividad de Cooperación Internacional al
Desarrollo.

i) Titulación: Licenciatura (preferentemente en: Derecho,
Ciencias Económicas y Empresariales, Ciencias Políticas, Geo-
grafía, Antropología y Ciencias de la Información) e Ingenierías
Superiores.
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j) Formación específica: Materias relacionadas con la
Cooperación Internacional al Desarrollo.

k) Idioma: Inglés.
l) Experiencia: Experiencia en proyectos de Cooperación

Internacional al Desarrollo.
m) Comisión de Selección: Presidente: Director General

de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior o persona que
le sustituya; vocales: Secretario General Técnico del depar-
tamento o persona que le sustituya; Jefe de Servicio de Coo-
peración al Desarrollo y Jefa del Servicio de Coordinación y
Seguimiento de la Normativa Comunitaria. Secretario: Un fun-
cionario de la Dirección General de Asuntos Europeos y Coo-
peración Exterior designado por el titular.

3. Se convoca beca de formación en las áreas de Coo-
peración Internacional al Desarrollo con el Magreb, con arreglo
a las siguientes condiciones:

a) Area/materia solicitada: Areas de Cooperación Inter-
nacional al Desarrollo con el Magreb.

b) Número de becas que se convocan: Una.
c) Plazo de presentación de solicitudes: Veinte días natu-

rales contados a partir del día siguiente al de la publicación
de la presente Orden.

d) Duración: Doce meses.
e) Centro de adscripción: Dirección General de Asuntos

Europeos y Cooperación Exterior (Sevilla).
f) Cuantía bruta de la dotación de cada beca: 9.870

euros.
g) Desglose de las asignaciones: 12 mensualidades a

razón de 760 euros; gastos extraordinarios: 750 euros.
h) Finalidad y materia de la beca: Formación especia-

lizada sobre la actividad de Cooperación Internacional al
Desarrollo.

i) Titulación: Licenciatura (preferentemente en: Derecho,
Ciencias Económicas y Empresariales, Ciencias Políticas, Geo-
grafía, Antropología y Ciencias de la Información) e Ingenierías
Superiores.

j) Formación específica: Materias relacionadas con la
Cooperación Internacional al Desarrollo.

k) Idioma: Inglés o francés.
l) Experiencia: Experiencia en proyectos de Cooperación

Internacional al Desarrollo.
m) Comisión de Selección. Presidente: Director General

de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior o persona que
le sustituya; Vocales: Secretario General Técnico del depar-
tamento o persona que le sustituya; Jefe de Servicio de Coo-
peración al Desarrollo y Jefa del Servicio de Coordinación y
Seguimiento de la Normativa Comunitaria. Secretario: Un fun-
cionario de la Dirección General de Asuntos Europeos y Coo-
peración Exterior designado por el titular.

4. Se convoca beca para la realización de trabajos de
apoyo, investigación y estudio sobre las materias de compe-
tencia de la Delegación de la Junta de Andalucía en Bruselas,
con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Area/materia solicitada: Trabajos de apoyo, investiga-
ción y estudio sobre las materias de competencia de la Dele-
gación de la Junta de Andalucía en Bruselas.

b) Número de becas que se convocan: Dos.
c) Plazo de presentación de solicitudes: Veinte días natu-

rales contados a partir del día siguiente al de la publicación
de la presente Orden.

d) Duración: Doce meses.
e) Centro de adscripción: Delegación de la Junta de Anda-

lucía en Bruselas.
f) Cuantía bruta de la dotación de cada beca: 13.150

euros.
g) Desglose de las asignaciones: 12 mensualidades a

razón de 1.000 euros; gastos extraordinarios: 750 euros; gas-
tos de desplazamientos: 400 euros.

h) Finalidad y materia de la beca: Realización de trabajos
de apoyo, investigación y estudio sobre las materias de com-
petencia de la Delegación.

i) Titulación: Licenciatura (preferentemente en: Derecho,
Ciencias Económicas y Empresariales, Ciencias Políticas, Geo-
grafía y Ciencias de la Información) e Ingenierías Superiores.

j) Formación específica: Materias relacionadas con la
Unión Europea.

k) Idiomas: Inglés y francés.
l) Comisión de Selección. Presidente: Director General

de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior o persona que
le sustituya; Vocales: Secretario General Técnico del depar-
tamento o persona que le sustituya; Delegado de la Junta
de Andalucía en Bruselas o persona que le sustituya; un repre-
sentante del Instituto de Fomento de Andalucía y el Jefe de
Servicio de Relaciones Institucionales, Asesoramiento e Infor-
mación. Secretario: Un funcionario de la Dirección General
de Asuntos Europeos y Cooperación Exterior designado por
el titular.

Disposición Transitoria Unica. Becas en ejecución.
Las becas que se estén realizando a la fecha de entrada

en vigor de esta Orden continuarán rigiéndose por su respectiva
Orden de convocatoria.

Disposiciones Finales.
Primera. Habilitación.
Se faculta al titular de la Dirección General de Asuntos

Europeos y Cooperación Exterior para cuantas actuaciones
sean necesarias para la ejecución y aplicación de la presente
Orden.

Segunda. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 26 de junio de 2002

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de la Presidencia



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.549



BOJA núm. 81Página núm. 12.550 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.551

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

DECRETO 171/2002, de 4 de junio, por el que
se determina el calendario de fiestas laborales de la
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2003.

El apartado 2 del artículo 37 del Texto Refundido de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, establece en su párrafo
primero, con carácter general, un máximo de catorce fiestas
laborales al año, con carácter retribuido y no recuperable, de
las cuales dos serán locales, debiendo respetarse, en todo
caso, como fiestas de ámbito nacional las de Natividad del
Señor, 25 de diciembre, Año Nuevo, 1 de enero, Fiesta del
Trabajo, 1 de mayo, y 12 de octubre, como Fiesta Nacional
de España.

El párrafo segundo de la citada norma prevé, respetando
las fiestas anteriormente relacionadas, la posibilidad de que
el Gobierno del Estado traslade a los lunes las fiestas de ámbito
nacional que tengan lugar entre semana, siendo, en todo caso,
objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el des-
canso laboral correspondiente a las fiestas que coincidan con
domingo.

Asimismo, el párrafo tercero del referido precepto faculta
a las Comunidades Autónomas, dentro del límite anual de
catorce días festivos, para sustituir las fiestas de ámbito nacio-
nal que se determinen reglamentariamente y aquéllas que se
trasladen a lunes, por fiestas que por tradición le sean propias,
pudiendo hacer uso de la facultad de traslado a los lunes
de las fiestas que tengan lugar entre semana.

El artículo 45 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de
julio, determina las fiestas de ámbito nacional y los proce-
dimientos de sustitución de las mismas.

De lo anteriormente expuesto se ha estimado conveniente
para esta Comunidad Autónoma que, de las fiestas de ámbito
nacional que puede sustituir por otras propias, no sustituir
las celebraciones correspondientes a la Epifanía del Señor,
6 de enero, y Jueves Santo, 17 de abril, por ser tradicionales
de Andalucía, ni realizar la opción correspondiente entre las
fiestas de San José, 19 de marzo, y Santiago Apóstol, 25
de julio, sustituyendo dicha opción por la fiesta correspondiente
al 28 de febrero, Día de Andalucía, en aplicación del Decre-
to 149/1982, de 15 de diciembre, que declaró dicha fecha
inhábil a efectos laborales y con carácter permanente en nues-
tra Comunidad Autónoma.

Asimismo, en relación a las fiesta correspondiente al 12
de octubre, Fiesta Nacional de España, que por imperativo
legal de lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 2
del art. 37 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de
los Trabajadores, al coincidir con domingo, ha de trasladarse
al lunes inmediato posterior, 13 de octubre.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y
Desarrollo Tecnológico y previa deliberación del Consejo de
Gobierno en su reunión del día 4 de junio de 2002.

D I S P O N G O

Artículo 1. Las fiestas laborales para la Comunidad Autó-
noma de Andalucía durante el año 2003, con carácter retri-
buido y no recuperable, serán las siguientes:

6 de enero: Epifanía del Señor.
28 de febrero: Día de Andalucía.
17 de abril: Jueves Santo.

Artículo 2. Consecuentemente, el Calendario de Fiestas
Laborales para el año 2003 de la Comunidad Autónoma de
Andalucía es el que como Anexo se incorpora al presente
Decreto.

Artículo 3. La propuesta de cada municipio de hasta dos
fiestas locales se realizará ante la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico, en la forma prevista en la Orden de
la Consejería de Trabajo de 11 de octubre de 1993.

Disposición final única. El presente Decreto producirá
efecto el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 4 de junio de 2002

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

A N E X O

1 enero Año Nuevo
6 enero Epifanía del Señor
28 de febrero Día de Andalucía
17 de abril Jueves Santo
18 de abril Viernes Santo.
1 mayo Fiesta del Trabajo
15 agosto Asunción de la Virgen
13 octubre Por la Fiesta Nacional de España
1 noviembre Todos los Santos
6 diciembre Día de la Constitución Española
8 diciembre Inmaculada Concepción
25 diciembre Natividad del Señor

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 28 de mayo de 2002, de la
Universidad de Málaga, por la que se convocan a con-
curso público becas de investigación con cargo a Pro-
yectos, Grupos, Contratos y Convenios de Investigación.

La Universidad de Málaga convoca becas de investigación
con cargo a contratos, convenios, proyectos o grupos de inves-
tigación, con arreglo a las siguientes

BASES DE CONVOCATORIA

1. Normas generales.
La presente convocatoria se regirá por lo dispuesto en

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de
enero; el Reglamento sobre Nombramiento de Colaboradores
Becarios con Cargo a Créditos de Investigación de la Uni-
versidad de Málaga, y demás normas vigentes que sean de
aplicación, en particular por las normas específicas contenidas
en esta Resolución y sus Anexos.

La instrucción del procedimiento corresponderá al
Vicerrectorado de Investigación y Desarrollo Tecnológico. Asi-
mismo, se delega en la Vicerrectora de Investigación y Desarro-
llo Tecnológico la resolución de concesión y el nombramiento
de los becarios, que se producirá en los cuatro meses siguientes
a la finalización del plazo de presentación de solicitudes.

La resolución de concesión pone fin a la vía administrativa
y contra la misma cabe interponer, en el plazo de un mes,
recurso potestativo de reposición, al amparo de los artículos
116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, modi-
ficada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Asimismo, se podrá
interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo, en virtud de lo dispuesto en
el artículo 13.a), en relación con el artículo 10.1.a) de la
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Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, en el plazo de dos meses, a contar desde el día
siguiente a la fecha de su notificación o publicación, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la citada Ley 29/1998.
Dicho recurso no podrá ser interpuesto hasta que el anterior
recurso potestativo sea resuelto expresamente o se haya pro-
ducido desestimación presunta, por el transcurso de un mes
desde su interposición.

En el supuesto de no producirse la resolución de concesión
en el plazo señalado, se entenderán desestimadas las soli-
citudes. Las solicitudes desestimadas podrán ser recuperadas
por los solicitantes en el plazo de un mes a partir de la publi-
cación de la resolución de concesión de becas.

Las becas se financiarán con cargo a los créditos corres-
pondientes de los proyectos, grupos de investigación, contratos
o convenios que dan lugar a esta convocatoria. Debiendo existir
crédito suficiente para su concesión.

2. Requisitos de los solicitantes.
Podrán solicitar estas becas quienes ostenten las con-

diciones académicas o de titulación requeridas en los distintos
perfiles que figuran en el Anexo de esta Resolución, siempre
que posean la nacionalidad española o sean nacionales de
un país miembro de la Unión Europea, o sean extranjeros
residentes en España en el momento de solicitar la beca.

3. Condiciones de la convocatoria.
El disfrute de la beca al amparo de esta convocatoria

es incompatible con cualquier otra beca o ayuda financiada
con fondos públicos o privados españoles o comunitarios, así
como con sueldos o salarios que impliquen vinculación con-
tractual o estatutaria del interesado.

La concesión de una beca no establece relación contrac-
tual o estatutaria con el Centro al que quede adscrito el bene-
ficiario, ni implica por parte del Organismo receptor ningún
compromiso en cuanto a la posterior incorporación del inte-
resado en la plantilla del mismo.

El disfrute de una beca, cuando, según la convocatoria
específica, requiera una dedicación de cuarenta horas sema-
nales, es incompatible con el registro en las Oficinas del Ins-
tituto Nacional de Empleo (Inem) como demandante de
empleo, al tratarse de subvenciones que exigen dedicación
exclusiva.

La dotación económica de la beca estará, asimismo, espe-
cificada en cada uno de los Anexos, pudiendo contemplarse
retribuciones a partir de 51.500 pesetas brutas mensuales,
por una dedicación de veinte horas semanales, y de 103.000
pesetas brutas, para una dedicación de cuarenta horas sema-
nales. Las becas implicarán además un seguro de asistencia
médica y de accidentes.

La duración de estas becas dependerá de las condiciones
establecidas en cada Anexo. En cualquier caso, la duración
de la beca no podrá exceder de la duración temporal del con-
venio, contrato, grupo o proyecto de investigación para el que
se concede.

Transcurrido el período de duración de la beca, las soli-
citudes de prórroga se presentarán en el Vicerrectorado de
Investigación y Desarrollo Tecnológico, en el penúltimo mes
de disfrute de la beca, en impreso normalizado establecido
al efecto.

Por su parte, las renuncias se presentarán en el Vicerrec-
torado de Investigación y Desarrollo Tecnológico. Para aquellas
renuncias o bajas que se produzcan durante los tres primeros
meses, los directores de investigación podrán hacer propuesta
de sustitución, de acuerdo con la relación priorizada, hecha
en su momento.

4. Formalización de solicitudes.
Las solicitudes se formalizarán en el impreso normalizado,

cuyo modelo se encuentra a disposición de los interesados
en el Vicerrectorado de Investigación y Desarrollo Tecnológico

de la Universidad de Málaga, encontrándose como Anexo II
en la presente convocatoria. En el caso de concursar por más
de una beca de colaboración, será requisito indispensable la
presentación de una solicitud por cada beca acompañada de
documentación correspondiente.

Las solicitudes se presentarán en el plazo de quince días
hábiles, contados a partir del siguiente a la presente publi-
cación en el BOJA, en el Registro General de la Universidad
de Málaga, o bien por cualquiera de los medios previstos en
el artículo 38 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, dirigiéndose a la Excma. Sra. Vicerrectora de Inves-
tigación y Desarrollo Tecnológico, Campus El Ejido, s/n (Edificio
del Rectorado).

Las solicitudes deberán ir acompañadas de la siguiente
documentación:

a) Fotocopia del DNI, Pasaporte o tarjeta de residente,
en su caso.

b) Fotocopia del título universitario o resguardo acredi-
tativo de estar en posesión del mismo.

c) Certificación académica personal.
d) Currículum vitae del solicitante. Se deberá acreditar

que posee la experiencia y/o el conocimiento requerido en
el perfil de la beca.

5. Selección de los candidatos.
La selección de los candidatos será realizada por la Comi-

sión de Selección, que podrá determinar la no concesión de
beca, cuando los solicitantes no reúnan las condiciones del
perfil solicitado en la convocatoria. Esta Comisión estará inte-
grada por:

- La Excma. Sra. Vicerrectora de Investigación y Desarrollo
Tecnológico, que actuará como Presidente.

- Los miembros de la Comisión de Investigación que repre-
senten al Centro en el que va a desarrollar sus actividades
el becario.

- El Jefe del Servicio de Investigación, que actuará como
Secretario.

La resolución de concesión o denegación de las becas
se hará pública en el tablón de anuncios del Vicerrectorado
de Investigación y Desarrollo Tecnológico, con sede en el Cam-
pus El Ejido, s/n, 3.ª planta del edificio del Rectorado, en
la que se incluirán los candidatos a los que se les concede
la beca, entendiéndose desestimadas el resto de las solicitudes
presentadas.

A cada aspirante seleccionado se le expedirá una cre-
dencial de Colaborador Becario, indicando el código del grupo,
contrato o proyecto de investigación, nombre del investigador
principal, fecha de duración de la beca y remuneración de
la misma.

6. Obligaciones del becario.
a) La aceptación de la beca por parte del beneficiario

implica la de las normas fijadas en la convocatoria y las deter-
minadas por el director de la beca, quien fijará el horario,
el lugar de desarrollo de su formación y demás circunstancias
de su trabajo, dentro de la normativa vigente en la Universidad
de Málaga.

b) Incorporarse al centro de aplicación en la fecha auto-
rizada, entendiéndose la no incorporación como renuncia a
la beca.

c) Solicitar autorización al Vicerrectorado de Investigación
y Desarrollo Tecnológico para cualquier interrupción razonada
de la beca o ausencia temporal, que deberá ser informada
favorablemente por el director de la misma.

d) La no observancia de estas normas supondrá la anu-
lación de la beca concedida.
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La presente Resolución, que entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el BOJA, pone fin a la vía admi-
nistrativa. Cabe, no obstante, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 22 de la L.O. 11/1983, de 25 de agosto, de
Reforma Universitaria, interponer, en el plazo de un mes, recur-
so potestativo de reposición, al amparo de los artícu-
los 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Asimismo,
se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 13.a), en relación con el artículo 10.1.a)
de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente a la fecha de su notificación o publicación,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la citada
Ley 29/1998. Dicho recurso no podrá ser interpuesto hasta
que el anterior recurso potestativo sea resuelto expresamente
o se haya producido desestimación presunta, por el transcurso
de un mes desde su interposición.

Málaga, 28 de mayo de 2002.- El Rector, Antonio Díez
de los Ríos Delgado.

ANEXO I

Núm. becas: 6.
Departamento: Economía Aplicada (Estructura Económica).
Centro: Facultad de Filosofía y Letras.
Investigador principal: Doña Laura María Moniche Bermejo.
Código proyecto: 8.07/16.1916.
Código investigación: 93 A, 93 B, 93 C, 93 D, 93 E y 93 F.
Cuantía: 901 E/mes.
Duración: 6 meses.
Jornada: 40 horas.

Titulación.
Se solicitan seis becarios con la siguiente titulación: Licen-

ciados en Ciencias Económicas y Empresariales, Licenciatura
en Economía, Licenciatura en Administración y Dirección de
Empresas, Licenciado Marketing en Investigación de Mercado.

Lugar de desarrollo de la beca.
La beca se realizará en la sede del Instituto de Estadística

de Andalucía, Isla de la Cartuja, Sevilla.

Selección de becarios.
Se valorará el currículum y una entrevista personal. Dicha

entrevista con la Jefa del Servicio de Estadísticas Económicas
y el Jefe del Servicio de Estadísticas Demográficas y Sociales
del Instituto de Estadística de Andalucía será llevada a cabo
en Sevilla en la sede del mismo. El baremo a aplicar será
el siguiente:

1. Expediente académico 25%.
2. Conocimientos en economía 15%.

3. Conocimientos en informática 5%.
4. Otros méritos 5%.
5. Entrevista personal 50%.

La fecha de celebración de la entrevista se comunicará
a los aspirantes una vez finalizado el plazo de presentación
de solicitudes, por medio del tablón de anuncios del Vicerrec-
torado de Investigación y Desarrollo Tecnológico de la Uni-
versidad de Málaga o en la página Web http://www.uma.es/in-
vestigacion/, dentro del espacio de becas y ayudas.

El nombramiento de becario colaborador está condicio-
nado a la existencia de crédito suficiente para hacer frente
a la beca.

Núm. becas: 2.
Departamento: Economía Aplicada (Estructura Económica).
Centro: Facultad de Filosofía y Letras.
Investigador principal: Doña Laura María Moniche Bermejo.
Código proyecto: 8.07/16.1916.
Código investigación: 94 G y 94 H.
Cuantía: 901 E/mes.
Duración: 6 meses.
Jornada: 40 horas.

Titulación.
Se solicitan dos becarios con la siguiente titulación: Licen-

ciados en CC. y Técnicas Estadísticas, Licenciado en Esta-
dística o Licenciado en Matemáticas.

Lugar de desarrollo de la beca.
La beca se realizará en la sede del Instituto de Estadística

de Andalucía, Isla de la Cartuja, Sevilla.

Selección de becarios.
Se valorará el currículum y una entrevista personal. Dicha

entrevista con la Jefa del Servicio de Estadísticas Económicas
y el Jefe del Servicio de Estadísticas Demográficas y Sociales
del Instituto de Estadística de Andalucía será llevada a cabo
en Sevilla en la sede del mismo. El baremo a aplicar será
el siguiente:

6. Expediente académico 25%.
7. Conocimientos en economía 15%.
8. Conocimientos en informática 5%.
9. Otros méritos 5%.
10. Entrevista personal 50%.

La fecha de celebración de la entrevista se comunicará
a los aspirantes una vez finalizado el plazo de presentación
de solicitudes, por medio del tablón de anuncios del Vicerrec-
torado de Investigación y Desarrollo de la Universidad de Mála-
ga o en la página Web http://www.uma.es/investigacion/, den-
tro del espacio de becas y ayudas.

El nombramiento de becario colaborador está condicio-
nado a la existencia de crédito suficiente para hacer frente
a la beca.
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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 14 de junio de 2002, por la que se
cesan miembros titular y suplente del Consejo Andaluz
de Consumo, en representación de la Confederación
de Empresarios de Andalucía (CEA).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 del Decre-
to 57/1987, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Regla-
mento del Consejo Andaluz de Consumo, a propuesta de la
Directora General de Consumo, y en virtud de los artícu-
los 39 y 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y de la Administración General de la Comunidad Autónoma,
así como del Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que
las competencias en estas materias quedan asumidas por la
Consejería de Gobernación,

D I S P O N G O

Artículo único. Vengo en cesar como miembro titular del
Consejo Andaluz del Consumo a don Santiago Herrero León
y como miembro suplente de dicho Consejo a don José Guerre-
ro Huesca por la Confederación de Empresarios de Andalucía
(CEA), con todas las atribuciones que le confiere la legislación
vigente.

Sevilla, 14 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

ORDEN de 14 de junio de 2002, por la que se
nombran miembros titular y suplente del Consejo Anda-
luz de Consumo, en representación de la Confederación
de Empresarios de Andalucía (CEA).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 del Decre-
to 57/1987, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Regla-
mento del Consejo Andaluz de Consumo, a propuesta de la
Directora General de Consumo, y en virtud de los artícu-
los 39 y 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y de la Administración General de la Comunidad Autónoma,
así como del Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que
las competencias en estas materias quedan asumidas por la
Consejería de Gobernación,

D I S P O N G O

Artículo único. Vengo en nombrar como miembro titular
del Consejo Andaluz del Consumo a don José Guerrero Huesca
y como miembro suplente de dicho Consejo a doña Carmen
Obando Santaella por la Confederación de Empresarios de
Andalucía (CEA), con todas las atribuciones que le confiere
la legislación vigente.

Sevilla, 14 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO

Consejero de Gobernación

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 14 de junio de 2002, de la Dele-
gación del Gobierno de Jaén, por la que se procede
a la corrección de errores de la de 15 de mayo de
2002, por la que se convoca concurso de méritos para
la provisión de puestos de trabajo vacantes en la misma
(BOJA núm. 69, de 13.6.2002).

Advertido error en la composición de la Comisión de Valo-
ración que figura en el Anexo III de la Resolución de 15 de
mayo de 2002, de esta Delegación del Gobierno, por la que
se convoca concurso de méritos para la provisión de puestos
de trabajo vacantes en la misma, se transcribe a continuación
la nueva composición de la misma:

ANEXO III

COMISION DE VALORACION

Presidente: Don Andrés Cubero Serrano.
Presidente suplente: Don Manuel Serrano Pérez.

Vocales:

Don Francisco Ruiz Luque.
Doña Inmaculada Valdivia Montilla.
Don José Luis Rodríguez Hermoso.
Doña Joaquina Puche Rodríguez-Acosta (Representante

de CSI-CESIF).
Don Francisco J. Cámara Jurado.

Vocales suplentes:

Don Rafael García Liébana.
Don Gustavo Ruiz-Cátedra Pérez.
Don Ramón Pereira Cárdenas.
Doña M.ª Consolación Martínez Plaza.
Don José Carlos Arenas Argüelles (Representante de

CSI-CESIF).

Vocal Secretario: Doña Soledad Moreno Barranco.
Vocal Secretario suplente: Don Manuel Colmenero

Gutiérrez.

Jaén, 14 de junio de 2002.- El Delegado, Francisco
Reyes Martínez.
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CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, de la Vice-
consejería, por la que se anuncia convocatoria pública
para cubrir puesto de trabajo de libre designación en
la Consejería.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función
Pública de la Junta de Andalucía, y el Decreto 56/1994, de
1 de marzo, de atribución de competencias en materia de
personal, esta Viceconsejería en virtud de las competencias
que tiene delegadas por Orden de 3 de noviembre de 1995
(BOJA núm. 146, de 17 de noviembre de 1995), anuncia
la provisión de un puesto de trabajo de libre designación en
la Consejería de Agricultura y Pesca, con sujeción a las siguien-
tes bases:

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda. Podrá participar en la presente convocatoria el
personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño del mismo en el Anexo que se acompaña y
aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

Tercera. 1. Las solicitudes, dirigidas al Viceconsejero de
Agricultura y Pesca, se presentarán dentro del plazo de quince
días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la publi-
cación de la presente Resolución en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía, en el Registro General de la Consejería
de Agricultura y Pesca, situado en Sevilla, C/ Tabladilla, s/n,
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

2. En la instancia figurarán los datos personales y el puesto
que se solicita, acompañando currículum vitae en el que se
hará constar el número de registro de personal, cuerpo de
pertenencia, grado personal consolidado, títulos académicos,
puestos de trabajo desempeñados, y cuantos otros méritos
se relacionen con el contenido del puesto que se solicite.

3. Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

4. Una vez transcurrido el período de presentación de
instancias, las solicitudes formuladas serán vinculantes para
los peticionarios y el destino adjudicado será irrenunciable,
salvo que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión,
se hubiera obtenido otro destino mediante convocatoria
pública.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Viceconsejero, Juan
Paniagua Díaz.

A N E X O

CONCURSO PUESTO LIBRE DESIGNACION

Centro directivo y localidad: Delegación Provincial Jaén.
Huelma.

Código puesto de trabajo: 6820610.
Denominación: Director OCA.
Número de plazas: 1.
ADS: F.
Modo acceso: PLD.
Grupo: A B.
Cuerpo : P-A2.

Area funcional: Admón. Agraria.
Nivel CD: 26.
Complemento específico: XXXX-, 11.118,96 E.
Expr: 3.
Méritos específicos: Experiencia en tareas de coordinación

y supervisión de actuaciones comarcales. Experiencia en coor-
dinación de programas y tareas de control, estudio y plani-
ficación de actividades.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 1 de julio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que, a propuesta de la Comi-
sión de Selección que ha valorado el proceso selectivo
para ingresar en el Cuerpo Superior Facultativo de Ins-
tituciones Sanitarias de la Junta de Andalucía, espe-
cialidad de Veterinaria, convocado por Resolución que
se cita, se aprueba la resolución provisional de dicho
proceso selectivo y se anuncia la publicación de las
relaciones provisionales en los tablones de anuncios
de los Servicios Centrales del SAS y de las Delegaciones
Provinciales de la Consejería de Salud.

De conformidad con lo establecido en la base 7.1 del
Anexo I de la Resolución de 26 de octubre de 2001, (BOJA
núm. 129, de 8 de noviembre), por la que se convocan pruebas
selectivas para ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo de
Instituciones Sanitarias de la Junta de Andalucía, de la Espe-
cialidad de Veterinaria, y en uso de las atribuciones que tiene
conferidas en virtud de lo dispuesto en la Ley 8/1986, de
6 de mayo, del Servicio Andaluz de Salud, (BOJA núm. 41
de 10 de mayo), en el Decreto 16/2001, de 30 de enero,
por el que se regula el acceso al Cuerpo Superior Facultativo
de Instituciones Sanitarias de la Junta de Andalucía, espe-
cialidades de Farmacia y Veterinaria, y la provisión de plazas
adscritas al mismo en los Centros Asistenciales del Servicio
Andaluz de Salud (BOJA núm 24, de 27 de febrero), y en
el Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
del Servicio Andaluz de Salud (BOJA núm. 65 de 6 de junio),
esta Dirección General, a propuesta de la Comisión de Selec-
ción que ha valorado el proceso selectivo para ingresar en
el Cuerpo Superior Facultativo de Instituciones Sanitarias de
la Junta de Andalucía, especialidad de Veterinaria,

HA RESUELTO

Primero. Aprobar la relación provisional de aspirantes que
han superado el proceso selectivo para ingresar en el Cuerpo
Superior Facultativo de Instituciones Sanitarias de la Junta
de Andalucía, especialidad de veterinaria, convocado por Reso-
lución de 26 de octubre de 2001 (BOJA núm. 129, de 8
de noviembre).

Segundo. Aprobar la Relación provisional de aquellos aspi-
rantes que, habiendo superado la fase de oposición, no suman
puntos suficientes para superar el proceso selectivo.

Tercero. Anunciar la publicación de dichas Relaciones
Provisionales en los tablones de anuncios de los Servicios
Centrales del Servicio Andaluz de Salud y de las Delegaciones
Provinciales de la Consejería de Salud, a partir del mismo
día de publicación de la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía. Los aspirantes que no figuren
incluidos en ninguna de dichas relaciones tienen la consi-
deración de no aptos.

Dichas relaciones se publican por orden alfabético y en
las mismas consta la puntuación consignada por los aspirantes
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en el autobaremo de méritos presentado por los mismos; la
puntuación obtenida en la fase de oposición; la puntuación
obtenida en la fase de concurso desglosada conforme a los
apartados del baremo contenido en el Anexo II de la Resolución
de convocatoria; y el número de orden obtenido por aquellos
aspirantes que han superado el proceso selectivo.

Conforme a la base 6.6 del Anexo I de la Resolución
de convocatoria, la Comisión de Selección sólo ha verificado
la autobaremación practicada por aquellos aspirantes que,
habiendo superado la fase de oposición, y una vez sumada
la puntuación resultante del autobaremo practicado por cada
uno de ellos a la obtenida en dicha fase de oposición, tuvieron
mayor puntuación total.

Por ello, la Comisión de Selección no ha procedido a
verificar el autobaremo de aquellos aspirantes que se auto-
consignaron una puntuación inferior a la provisionalmente
obtenida por el último aspirante con opción a plaza.

Contra dichas Relaciones Provisionales podrán presen-
tarse alegaciones ante la Comisión de Selección en el plazo
de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente al de
la publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 1 de julio de 2002.- El Director General de Personal
y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

RESOLUCION de 4 de julio de 2002 de corrección
de errores de la de 16 de mayo de 2002, del SAS,
por la que se convoca proceso extraordinario de con-
solidación de empleo para la selección y provisión de
plazas de determinadas especialidades de la categoría
de Técnicos Especialistas dependientes del Servicio
Andaluz de Salud (Anatomía Patológica, Laboratorio,
Medicina Nuclear, Radiodiagnóstico y Radioterapia).

Publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
núm. 74, de 25 de junio, Resolución de 16 de mayo, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca proceso
extraordinario de consolidación de empleo para la selección
y provisión de plazas de determinadas especialidades de la
categoría de Técnicos Especialistas dependientes del Servicio
Andaluz de Salud (Anatomía Patológica, Laboratorio, Medicina
Nuclear, Radiodiagnóstico y Radioterapia) se han advertido
errores en el texto de la misma, lo que se publica para general
conocimiento.

Página núm. 11.286.
Donde dice: «1.1.3. En distinta especialidad a la que

se concursa con nombramiento fijo(...)».
Debe decir: «1.1.3. En distinta categoría profesional y,

en su caso, especialidad a la que se concursa con nombra-
miento fijo(...)».

Donde dice: «1.2.3. En distinta especialidad a la que
se concursa con nombramiento fijo(...)».

Debe decir: «1.2.3. En distinta categoría profesional y,
en su caso, especialidad a la que se concursa con nombra-
miento fijo(...)».

Página núm. 11.287.
Donde dice: «2.1.3. En distinta especialidad a la que

se concursa...)».
Debe decir: «2.1.3. En distinta categoría profesional y,

en su caso, especialidad a la que se concursa...)».

Donde dice: «2.2.3. En distinta especialidad a la que
concursa...)».

Debe decir: «2.2.3. En distinta categoría profesional y,
en su caso, especialidad a la que se concursa...)».

Puesto que dichos errores afectan al baremo de méritos
que rige el referido proceso, esta Dirección General de Personal
y Servicios del Servicio Andaluz de Salud en virtud de las
competencias que tiene conferidas por Decreto 245/2000,
de 31 de mayo (BOJA núm. 65, de 6 de junio) de Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Salud y del Servicio Anda-
luz de Salud,

R E S U E L V E

Prorrogar, en 15 días hábiles contados desde del día
siguiente al de la publicación de la presente Resolución en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, el plazo de pre-
sentación de solicitudes establecido en la base 2.7.7 de la
citada Resolución de 16 de mayo de 2002.

Sevilla, 4 de julio de 2002.- El Director General de Personal
y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Uni-
versidad de Granada, por la que se convoca concur-
so-oposición libre para cubrir tres plazas de personal
laboral con la categoría de Ayudante de Servicio de
Conserjería Grupo V, vacantes en el Campus Univer-
sitario de Ceuta de esta Universidad.

Este Rectorado, en uso de las competencias que le están
atribuidas en el artículo 86, apartado «K» de los Estatutos
de esta Universidad, aprobados por acuerdo del Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía de 15 de mayo de 1985
y publicados por Decreto 162/1985, de 17 de julio, en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 74, de 26
de julio, dentro del marco de lo dispuesto en el artículo 2.2.e)
de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni-
versidades, ha resuelto convocar, para su provisión mediante
el sistema de concurso-oposición libre, 3 plazas de personal
laboral fijo, dotadas presupuestariamente y que se hallan
vacantes en la plantilla de esta Universidad en el Campus
Universitario de Ceuta, con sujeción a las bases que a con-
tinuación se reproducen y que han sido elaboradas por la
Gerencia previo acuerdo con el Comité de Empresa.

BASES DE CONVOCATORIA

1. Normas generales.
1.1. Se convocan pruebas selectivas para cubrir 3 plazas

de Personal Laboral con la categoría de Ayudante de Servi-
cios de Conserjería (Grupo V) vacantes en el Campus Uni-
versitario de Ceuta de esta Universidad, mediante el proce-
dimiento de concurso-oposición libre.

1.2. La realización de estas pruebas selectivas se ajustará
a lo establecido en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
para la Reforma de la Función Pública (BOE núm. 185, de
3 de agosto de 1984) modificada por la Ley 23/1988, de
28 de julio (BOE núm. 181, de 29 de julio) en los artículos
4 y 29 del Real Decreto 364/95, de 10 de marzo, por el
que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal
al Servicio de la Administración del Estado (BOE núm. 85,
de 10 de abril de 1995); en el vigente Convenio Colectivo
de Trabajo de ámbito interprovincial del Personal Laboral de
las Universidades Andaluzas (BOJA núm. 98, de 30 de junio
de 1994); Reglamento del Personal de Administración y
Servicios de la Universidad de Granada y a las normas de
esta Resolución.

1.3. El procedimiento de selección de los aspirantes cons-
tará de las siguientes fases: Fase de oposición y fase de con-
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curso, con las valoraciones, pruebas y puntuaciones que se
especifican en el Anexo I de esta convocatoria.

1.4. Las pruebas selectivas se desarrollarán, quedando
garantizados, en todo momento, la igualdad de condiciones
de los candidatos y el respeto a los principios constitucionales
de publicidad, capacidad y mérito, con arreglo al siguiente
calendario:

El primer ejercicio no se iniciará antes del día 1 de sep-
tiembre de 2002. La fecha, hora y lugar en que se realizará
el mismo se fijarán en la Resolución del Rectorado en que
se apruebe la lista de admitidos y excluidos.

1.5. Tras la publicación de las listas de aprobados se
creará una lista de sustituciones en la que figurarán relacio-
nados, por orden de calificación, aquéllos que, habiendo supe-
rado la fase de oposición, obtuvieron tras la aplicación del
concurso una nota inferior a la del último de los aspirantes
seleccionados.

1.6. Las funciones que, con carácter general, correspon-
den a las plazas en relación con la categoría y grupo que
se convoca, así como la jornada de trabajo y horario de la
misma, se ajustarán a lo que determine el Convenio Colectivo
del Personal Laboral de las Universidades Andaluzas.

1.7. Las retribuciones y demás derechos de contenido
económico se ajustarán a lo que determina el citado Convenio
Colectivo y demás normas de carácter general en materia de
retribuciones de personal laboral al servicio de las Adminis-
traciones Públicas.

1.8. El desempeño de las plazas convocadas quedará
sometido a la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incom-
patibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones
Públicas (BOE núm. 4, de 4 de enero de 1985).

2. Requisitos de los candidatos.
2.1. Para ser admitidos a la realización de las pruebas

selectivas, los aspirantes deberán reunir los siguientes requi-
sitos:

a) Tener cumplidos los dieciocho años de edad y no haber
alcanzado la edad de jubilación legalmente establecida.

b) Ser español o nacional de un Estado miembro de la
Unión Europea o nacional de aquellos Estados a los que, en
virtud de tratados internacionales, celebrados por la Unión
Europea y ratificados por España, sea de aplicación la libre
circulación de trabajadores en los términos en que ésta se
halle definida en el Tratado Constitutivo de la Unión Europea
y extranjeros de conformidad con la normativa aplicable.

c) Estar en posesión del Certificado de Escolaridad o For-
mación Laboral equivalente o experiencia laboral con categoría
profesional reconocida en Ordenanza Laboral o Convenio
Colectivo, o estar en condiciones de obtenerlo en la fecha
en que termine el plazo de presentación de solicitudes.

d) No padecer enfermedad ni estar afectado por limi-
tación física o psíquica que sea incompatible con el desempeño
de las funciones propias de las plazas objeto de esta con-
vocatoria. Quienes tengan la condición de minusválido, reco-
nocida por el IASS, deberán tener catalogada la minusvalía,
acreditando su compatibilidad con las funciones de la plaza
a la que aspiran.

e) No haber sido separado mediante expediente disci-
plinario del Servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni hallarse inhabilitado para el desempeño de las
correspondientes funciones.

2.2. Los requisitos establecidos en la base 2.1 deberán
poseerse el día de la finalización del plazo de presentación
de solicitudes y gozar de los mismos hasta la firma del contrato
como Personal Laboral.

3. Solicitudes.
3.1. Quienes deseen tomar parte en estas pruebas selectivas

deberán hacerlo constar en instancia que se acompaña como

Anexo III a esta convocatoria y que será facilitada gratuitamente
en el Servicio de Personal de la Universidad de Granada, Edificio
Santa Lucía, C/ Santa Lucía, núm. 2 (Granada) y en la Facultad
de Educación y Humanidades de Ceuta, C/ El Greco, núm. 10
(Ceuta). A la instancia se acompañarán dos fotocopias del docu-
mento nacional de identidad.

3.2. La presentación de solicitudes (ejemplares 1 y 2
del modelo de solicitud), se hará en el Registro General de
la Universidad, o en la forma establecida en el artículo 38.4
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (BOE núm. 285, de 27 de noviembre de
1992) modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE
núm. 12, de 14 de enero), en el plazo de veinte días naturales
contados a partir del siguiente al de la publicación de la pre-
sente convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado», y se
dirigirán al Excelentísimo Señor Rector Magnífico de la Uni-
versidad de Granada.

3.3. Los aspirantes con minusvalías deberán indicar, en
la casilla dispuesta para ello, las posibles adaptaciones de
tiempo y medios que requieran para la realización del ejercicio
de la presente convocatoria.

3.4. Los derechos de examen serán de 15 y se ingresarán
en la cuenta corriente núm. 0101745629 de la Caja General
de Ahorros de Granada (Cód. 2031), oficina principal de
Granada, abierta a nombre de «Pruebas Selectivas de Acceso
a la Universidad de Granada», bien directamente o mediante
transferencia bancaria a dicha cuenta. En la solicitud deberá
figurar el sello del mencionado banco, acreditativo del pago
de los derechos, o ir acompañada del resguardo acreditativo
de la transferencia, cuya falta determinará la exclusión del
aspirante. En ningún caso la presentación y pago en el banco
supondrá sustitución del trámite de presentación, en tiempo
y forma, de la solicitud ante el órgano expresado anteriormente.

3.5. La justificación documental de los méritos que los
aspirantes quieran hacer valer en la fase de concurso deberán
ser aportados en el plazo improrrogable de diez días naturales,
contados a partir del siguiente al de la publicación, en el tablón
de anuncios del Servicio de Personal, de las listas de aprobados
de la fase de oposición.

3.6. Los aspirantes quedan vinculados a los datos que
hayan hecho constar en su solicitud, pudiendo demandar su
modificación mediante escrito motivado, dentro del plazo esta-
blecido para la presentación de solicitudes. Transcurrido dicho
plazo, no se admitirá ninguna petición de esta naturaleza.

3.7. Los errores de hecho que pudieran advertirse podrán
subsanarse en cualquier momento de oficio o a petición del
interesado.

4. Admisión de aspirantes.
4.1. Expirado el plazo de presentación de instancias, el

Rector de la Universidad de Granada dictará Resolución en
el plazo máximo de un mes, que se publicará en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, en el tablón de anuncios
del Servicio de Personal (Edificio Santa Lucía, s/n) y en los
tablones de anuncios de los Campus Universitarios de Ceuta
y Melilla y en la que además de declarar aprobada la lista
de admitidos y excluidos se recogerá el lugar y la fecha de
comienzo de los ejercicios, así como la relación de los aspi-
rantes excluidos con indicación de las causas de exclusión.
En la lista deberá constar, en todo caso, los apellidos, nombre
y número de documento nacional de identidad.

4.2. Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo de
diez días naturales, contados a partir del siguiente al de la
publicación de la Resolución en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, para poder subsanar el defecto que haya moti-
vado la exclusión.

4.3. Los derechos de examen serán reintegrados, a los
aspirantes que hayan sido excluidos definitivamente de la rea-
lización de las pruebas selectivas.
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5. Tribunal Calificador.
5.1. El Tribunal Calificador de estas pruebas estará for-

mado por los miembros que se especifican en el Anexo III
de esta Resolución.

5.2. Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de
intervenir cuando concurran las circunstancias previstas en
el art. 28.2 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Los aspirantes podrán recusar a los miembros del Tribunal
cuando concurran las circunstancias previstas en el punto
anterior.

5.3. Con anterioridad a la iniciación de las pruebas selec-
tivas, la autoridad convocante publicará en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, en su caso, Resolución por la que
se nombre a los nuevos miembros del Tribunal que habrán
de sustituir a los que hayan perdido su condición por alguna
de las causas previstas en la base anterior.

5.4. El Tribunal Calificador adoptará las medidas precisas
en aquellos casos en que resulte necesario, de forma que
los aspirantes con minusvalía gocen de similares condiciones
para la realización de los ejercicios que el resto de los par-
ticipantes, en este sentido se establecerá, para las personas
con minusvalía que lo soliciten, las adaptaciones posibles en
tiempo y medios para su realización.

5.5. En ningún caso el Tribunal podrá aprobar ni declarar
que han superado las pruebas selectivas un número superior
de aspirantes que el de plazas convocadas. Cualquier pro-
puesta de aprobados que contravenga lo establecido será nula
de pleno derecho.

6. Desarrollo del ejercicio.
6.1. En cualquier momento el Tribunal podrá requerir

a los opositores para que acrediten su identidad.
6.2. Los aspirantes serán convocados para la realización

de los ejercicios en llamamiento único, siendo excluidos de
la oposición quienes no comparezcan, salvo en los casos debi-
damente justificados y libremente apreciados por el Tribunal.

6.3. En cualquier momento del proceso selectivo, si el
Tribunal tuviere conocimiento de que alguno de los aspirantes
no posee la totalidad de los requisitos exigidos en la presente
convocatoria, previa audiencia del interesado, deberá proponer
su exclusión al Rector de la Universidad de Granada, comu-
nicándole asimismo las inexactitudes o falsedades formuladas
por el aspirante en la solicitud de admisión a las pruebas
selectivas, a los efectos procedentes. Esta Resolución pondrá
fin a la vía administrativa, pudiendo el interesado interponer,
potestativamente, recurso de reposición ante el Rector o bien
recurso contencioso-administrativo ante la Sala correspondien-
te del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

7. Listas de aprobados.
7.1. Finalizada la fase de concurso, el Tribunal hará públi-

ca la lista de los aspirantes que han superado el concur-
so-oposición, por orden de puntuación obtenido.

7.2. La puntuación total se obtendrá de la forma esta-
blecida en el Anexo I de esta convocatoria.

7.3. La lista de aprobados no podrá superar el número
de plazas convocadas, siendo nula de pleno derecho cualquier
actuación en sentido contrario, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 18 de la Ley 30/1984.

7.4. Dicha relación se publicará en el Servicio de Personal,
en el lugar de celebración del ejercicio y en el Rectorado de
esta Universidad.

7.5. El Presidente del Tribunal enviará al Rector de la
Universidad de Granada copia certificada de la lista de pun-
tuaciones obtenidas por los aspirantes tras la aplicación de
la fase de concurso, especificando la propuesta de contratación
a favor de los tres candidatos que han obtenido la mayor
puntuación.

8. Presentación de documentos y firma de contratos.
8.1. En el plazo de veinte días naturales a contar desde

la publicación en el Rectorado de la Universidad de las rela-
ciones de aprobados a que se refiere la base anterior, los
opositores que figuren en las mismas deberán presentar en
el Servicio de Personal de esta Universidad los siguientes
documentos:

a) Certificado médico oficial acreditativo de no padecer
enfermedad ni defecto físico que imposibilite para el servicio.

b) Fotocopia debidamente compulsada del título o docu-
mento que le ha facultado para participar en el concur-
so-oposición.

c) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado mediante expediente disciplinario de ninguna Adminis-
tración Pública, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de
las funciones públicas.

d) Los aspirantes que hayan hecho valer su condición
de minusválidos deberán presentar certificación del organismo
competente de la Consejería de Trabajo y Seguridad Social
que acredite tal condición, e igualmente deberán presentar
certificación de los citados Organos de la Administración Sani-
taria acreditativo de la compatibilidad con el desempeño de
tareas y funciones correspondientes.

8.2. Será requisito indispensable para la firma del contrato
como personal laboral fijo superar el reconocimiento previo
a que hace referencia el apartado a) del punto anterior.

8.3. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo los casos
de fuerza mayor, no presentaren la documentación, o del exa-
men de la misma se dedujera que carecen de alguno de los
requisitos señalados en la base 2.1, no podrán obtener la
condición de personal laboral fijo y quedarán anuladas las
actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que hubie-
ren incurrido por falsedad en la solicitud inicial.

8.4. En el contrato que se suscriba, se fijará el período
de prueba que determina el Convenio Colectivo y tendrá los
efectos que el ordenamiento jurídico laboral dispone.

9. Norma final.
9.1. Los aspirantes, por el hecho de participar en este

concurso-oposición, se someten a las bases de esta convo-
catoria y su desarrollo y las decisiones que adopte el Tribunal,
sin perjuicio de las reclamaciones pertinentes. El Tribunal está
facultado para resolver las dudas que se presenten y tomar
los acuerdos necesarios para el buen orden de las pruebas
selectivas en todo lo no previsto en las bases, así como para
su interpretación.

9.2. La convocatoria y sus bases y cuantos actos admi-
nistrativos se deriven de ella y de las actuaciones del Tribunal
podrán ser impugnados por los interesados en los casos y
en la forma establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, pudiendo inter-
poner contra la presente Resolución, potestativamente, recurso
de reposición ante este Rectorado en el plazo de un mes a
partir del día siguiente al de la publicación de la Resolución
o bien recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses, a contar desde el día siguiente a la publicación de
esta convocatoria, ante el Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de Granada, conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 116.1 de la mencionada Ley.

Granada, 5 de junio de 2002.- El Rector, David Aguilar
Peña.

B A R E M O

1. Antigüedad en la Universidad de Granada: 1,5 puntos
por año o fracción mensual que corresponda (máximo 10
puntos).
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2. Haber superado pruebas selectivas para el acceso a
la categoría convocada: 0,5 puntos por prueba (máximo 1
punto).

3. Cursos de perfeccionamiento: Impartidos u homolo-
gados por Organismos Oficiales y relacionados con la categoría
a cubrir (máximo 4 puntos):

- Hasta 15 horas: 0,2 puntos.
- Hasta 30 horas: 0,4 puntos.
- Hasta 50 horas: 0,7 puntos.
- Hasta 75 horas: 1,1 puntos.
- Hasta 100 horas: 1,6 puntos.
- Hasta 150 horas: 2,5 puntos.
- Más de 150 horas: 3 puntos.

Aquellos cursos en los que no conste el número de horas
se valorarán con 0,1 punto.

4. Titulación académica: Se valorará la diferencia entre
la máxima titulación presentada y la necesaria para acceder
al grupo al que se aspira (máximo 2 puntos):

- Bachiller Superior o equivalente: 1 punto.
- Diplomado o equivalente: 1,5 puntos.
- Licenciado o equivalente: 2 puntos.

5. Experiencia profesional: (máximo 10 puntos) 2 pun-
tos/año o fracción proporcional correspondiente en la Admi-
nistración.

1 punto/año o fracción proporcional correspondiente fuera
de la Administración.

6. Parados. Máximo 2 puntos:
- Sin hijos: 1 punto.
- Con hijos: 2 puntos.
7. Por familiares con minusvalía superior al 33% a su

cargo: 0,5 puntos por cada familiar (máximo 1 punto).

ANEXO I

A. FASE DE OPOSICION

Ejercicio teórico-práctico. La fase de oposición constará
de un único ejercicio teórico-práctico, consistente en preguntas
con respuestas alternativas y que versará sobre el contenido
del programa que se acompaña como Anexo II a esta
convocatoria.

Calificación del ejercicio. El ejercicio será calificado sobre
una puntuación máxima de 60 puntos. Tendrán carácter eli-
minatorio y será necesario obtener 30 puntos para superarlo.

B. FASE DE CONCURSO

Finalizada la fase de oposición, tendrá lugar la fase de
concurso. Tan sólo participarán en esta fase aquellos aspirantes
que hayan superado la fase de oposición. La valoración de
estos méritos se realizará de conformidad con el baremo que
se acompaña a esta convocatoria. En ningún caso los puntos
obtenidos en esta fase podrán ser computados para superar
el ejercicio de la fase de oposición.

Para que el Tribunal valore los méritos alegados, será
requisito necesario e imprescindible que los aspirantes aporten
la justificación documental de los méritos que quieran hacer
valer en la fase de concurso. Estos documentos justificativos
deberán ser aportados en el plazo improrrogable de diez días
naturales, contados a partir del siguiente al de la publicación
de las listas de aquéllos que han superado la fase de oposición,
y los mismos se presentarán en el Registro General de la
Universidad.

Aquellos aspirantes que en el plazo anteriormente men-
cionado no presenten los documentos acreditativos, y salvo
causas de fuerza mayor libremente apreciadas por el Tribunal,

no podrán ser objeto de valoración alguna en la fase de
concurso.

Para la valoración de los méritos alegados, el Tribunal
tomará para su cómputo como fecha límite, en su caso, la
de finalización del plazo de presentación de las solicitudes
de participación en las presentes pruebas selectivas.

C. VALORACION FINAL

La valoración final del proceso selectivo vendrá dada por
la suma de las puntuaciones obtenidas en ambas fases (opo-
sición y concurso), no pudiendo resultar aprobados, tras la
suma de ellas, un número mayor de personas que el total
de plazas convocadas.

En caso de igualdad en la puntuación total, una vez suma-
das las fases de concurso y oposición, se dará prioridad al
aspirante que mayor puntuación hubiera obtenido en la fase
de oposición; en caso de persistir la igualdad, ésta se resolverá
por sorteo entre los aspirantes igualados.

ANEXO II

PROGRAMA

1. Convenio Colectivo del personal laboral de las Uni-
versidades Públicas de Andalucía (publicado en el BOJA de
30 de junio de 1994).

2. Conocimientos sobre las funciones del Coordinador de
Servicios, Técnico Auxiliar de Conserjería, Técnico Auxiliar de
Servicios Técnicos, Obras, Equipamiento y Mantenimiento,
Ayudante de Servicio de Conserjería, Ayudante de Oficios de
Servicios Técnicos, Obras, Equipamiento y Mantenimiento,
Ayudante de Servicios de Limpieza y Técnico Auxiliar de Lim-
pieza, en su caso.

3. Estatutos de la Universidad de Granada aprobados por
Decreto 162/85, de 17 de julio, BOJA núm. 74, de 26 de
julio: Artículos 44 al 125 (Organos de Gobierno), artículos
174 al 197 (personal de Administración y Servicios) y artículos
278 al 291 (Servicios a la Comunidad Universitaria) y modi-
ficaciones introducidas en estos artículos por la Ley Orgáni-
ca 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE de
24 de diciembre).

TRIBUNAL CALIFICADOR

Tribunal titular:

Presidente: Ilma. Sra. doña M.ª Angustias Montellano Del-
gado, Profesora Titular de Universidad y Gerente de la Uni-
versidad de Granada.

Vocales:

- Don Francisco Alvarez Calvo, personal laboral con la
categoría de Técnico Auxiliar de Conserjería, nombrado por
el Rector.

- Don Antonio L. Cobo Mariscal, Vicegerente de Personal
Laboral de esta Universidad.

- Don Manuel Granados Peregrín, personal laboral con
la categoría de Coordinador de Servicios de esta universidad.

- Don Miguel A. García Mendoza, personal laboral con
la categoría de Coordinador de Servicios de esta Universidad.

Secretaria: Doña Encarnación Garrido Treviño, funcionaria
de la Escala Administrativa, adscrita al Servicio de Personal.

Tribunal suplente:

Presidente: Don Manuel Díaz Carrillo, Profesor Titular de
Universidad y Secretario General de la Universidad de Granada.
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Vocales:

- Doña Concepción García Rienda, personal laboral con
la categoría de Técnico Auxiliar de Conserjería, nombrado por
el Rector.

- Don Félix Raya Muñoz, Vicegerente de Personal Fun-
cionario de esta Universidad, nombrado por el Rector.

- Doña Rosario Ortiz Jiménez, personal laboral con la
categoría de Coordinador de Servicios de esta Universidad.

- Doña Daniela Torrecillas López, personal laboral con
la categoría de Coordinador de Servicio.

Secretaria: Doña Dolores Gérez Morata, funcionaria de
la Escala Administrativa, adscrita al Servicio de Personal.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, de la Uni-
versidad Internacional de Andalucía, por la que se
anuncia convocatoria pública para proveer puesto de
trabajo por el procedimiento de libre designación.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.1.b)
de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma
de la Función Pública, en su nueva redacción dada por la
Ley 23/1988, de 28 de julio, y en su artículo 52 del Real
Decreto 364/1995, de 10 de marzo (BOE de 10 de abril),
por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del
Personal al Servicio de la Administración General del Estado
y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional
de los Funcionarios Civiles de la Administración General del
Estado, este Rectorado ha resuelto anunciar para su provisión,
por el procedimiento de libre designación, el puesto de trabajo
que se relaciona en el Anexo I de la presente Resolución,
con sujeción a las siguientes

B A S E S

Primera. El puesto de trabajo que se convoca podrá ser
solicitado por los funcionarios que a la fecha de finalización
del plazo de presentación de instancias reúnan los requisitos

establecidos para su desempeño en la vigente Relación de
Puestos de Trabajo, publicada por Resolución Rectoral de 18
de junio de 2001, de la Universidad Internacional de Andalucía
(BOJA núm. 85, de 26 de julio de 2001), y en el artículo
73 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de
Universidades.

Segunda. Los interesados dirigirán las solicitudes al Rec-
torado de la Universidad Internacional de Andalucía, calle Amé-
rico Vespucio, núm. 2 (Monasterio de Santa María de las Cue-
vas), 41092, Sevilla, en el modelo de instancia que figura
como Anexo II a la presente convocatoria.

Tercera. El plazo de presentación de solicitudes será de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente a aquél
en que tenga lugar la publicación de la presente Resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, bien directamente
o a través de las oficinas a las que se refiere el artículo 38.4
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Cuarto. Los aspirantes acompañarán a la solicitud
«currículo vitae» en el que figuren los título académicos, años
de servicios, puestos de trabajo desempeñados en la Admi-
nistración y cursos realizados, así como cualquier otro mérito
que se considere oportuno alegar, mediante documentación
original o fotocopias debidamente compulsadas.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Rector, José María
Martín Delgado.

ANEXO I

Núm. de orden: 3.
Denominación: Jefe de Servicio de Control Interno.
Adscripción: Funcionario.
Forma de provisión: Libre designación.
Grupo: A.
N.C.D.: 28.
C. específico: 11.832,72 euros.
Localidad: Sevilla.
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Asuntos Europeos y Cooperación Exte-
rior, por la que se hace pública la relación de sub-
venciones concedidas durante el año 2001 al amparo
de la Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Dirección General ha acordado hacer

pública la relación de subvenciones concedidas durante el
año 2001 a las Organizaciones No Gubernamentales de
Desarrollo, presentadas al amparo de la Orden de la Consejería
de la Presidencia de 26 de febrero de 2001 (BOJA núm.
29, de 10 de marzo de 2001), reguladora del régimen de
concesión de subvenciones a las ONGD que realicen proyectos
de Cooperación Internacional al Desarrollo, con indicación de
la correspondiente aplicación presupuestaria, entidad bene-
ficiaria, proyecto e importe concedido.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General,
Joaquín Rivas Rubiales.
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CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José Antonio Cazorla
Pomares y doña Dolores Alvarez García, en represen-
tacion de Hostelerías Cazorla, SL, contra otra dictada
por el Delegado Provincial de Huelva, recaída en el
expediente núm. H-121/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-

trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Hostelerías Cazorla, S.L.», de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.
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«Visto el recurso de alzada interpuesto por don José Anto-
nio Cazorla Pomares y doña Dolores Alvarez García, en nombre
y representación de la entidad “Hostelerías Cazorla, S.L.”, con-
tra Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria en Huelva, de fecha 21 de febrero
de 2000, recaída en el expediente H-121/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Huelva dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
ochenta mil pesetas (80.000 ptas.) o cuatrocientos ochenta
euros con ochenta céntimos (480,8 E) de conformidad con
los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho con-
tenidos en la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución los interesados
interpusieron recurso de alzada, alegando en síntesis que la
empresa disponía de libro de hojas de quejas y reclamaciones
y lista de precios y peso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, dispone que
“los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento
público observando los requisitos legales pertinentes tendrán
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa
de los respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar
los propios administrados”.

Las alegaciones de los recurrentes no desvirtúan los
hechos constatados en el acta de inspección.

Tercero. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y demás disposiciones concordantes y de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José
Antonio Cazorla Pomares y doña Dolores Alvarez García, en
nombre y representación de la entidad “Hostelerías Cazorla,
S.L.”, contra Resolución de la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Huelva, en consecuencia
mantener la misma en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 6 de mayo de 2002. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José María Astolfi Pérez
de Guzmán, en representación de Centros Comerciales
Pryca, SA, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno de Sevilla, recaída en el expediente
núm. CSM-124/00.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Centros Comerciales Pryca, S.A.», de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Sevilla, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don José María
Astolfi Pérez de Guzmán, en nombre y representación de la
entidad “Centros Comerciales Pryca, S.A.”, contra Resolución
de la Delegación Provincial de la Consejería del Gobierno en
Sevilla, de fecha 19 de julio de 2000, recaída en el expediente
CSM-124/00.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegación del Gobierno en Sevilla dictó la
Resolución de referencia, por la que se impone a la citada
entidad una sanción de ciento veinticinco mil pesetas
(125.000 ptas.) o setecientos cincuenta y un euros con vein-
tiséis céntimos (751,26 E) de conformidad con los antece-
dentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos en
la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesis:

- Inexistencia de infracción de los preceptos que se con-
sideran infringidos en el Acuerdo de Iniciación.

- Falta de intencionalidad e inexistencia de culpabilidad
por parte de Centros Comerciales Pryca, S.A.

- Prevalencia del principio constitucional de presunción
de inocencia.

- Nulidad del expediente sancionador por indefensión
basada en el art. 24.2 de la C.E. en relación con el art. 62.1 a)
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

- Incorrecta graduación de la sanción por inaplicabilidad
del art. 36 de la Ley 26/1984, de 19 de julio.

- Solicitud de práctica de prueba testifical.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Los hechos se resumen en producto que se
adquiere en gran centro comercial a un precio distinto al ofer-
tado en folleto publicitario, alegándose por parte de la entidad
error tipográfico en el folleto, así como que existía cartel indi-
cador de dicho error.

La entidad recurrente alega inexistencia de infracción ya
que todo se debió a un error, en ningún caso a publicidad
engañosa; el error que alega la recurrente no es suficiente
para enervar la responsabilidad de la infracción pues el ele-
mento culpabilista esencial en cualquier infracción adminis-
trativa con rango, incluso, de exigencia constitucional, no se
excluye por la existencia del error, si se aprecia la existencia
objetiva del error, toda vez que pudo disiparse con una dili-
gencia que le era exigible, dado que ha de procurar que las
ofertas dirigidas al público sean veraces, y a la vista de los
antecedentes de hecho declarados probados en la tramitación
del expediente, no puede prosperar la alegación en este
sentido.

Además, en el derecho administrativo sancionador rige
el principio de culpabilidad, recogido como uno de los ins-
piradores de la potestad sancionadora por el artículo 130.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, si bien hay que matizar respecto a dicha
afirmación que para responder de las infracciones adminis-
trativas basta que las personas que sean responsables de las
mismas lo sean aun a título de simple inobservancia (además
de por dolo, culpa o negligencia): “Sólo podrán ser sancionados
por hechos constitutivos de infracción administrativa las per-
sonas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mis-
mos aun a título de simple inobservancia”.

Tercero. Respecto a las alegaciones de prevalencia del
principio constitucional de presunción de inocencia y nulidad
del expediente sancionador por indefensión basada en el
art. 24.2 de la C.E. en relación con el art. 62.1 a) de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ambas alegaciones han
de ser desestimadas porque al contrario de lo alegado en el
escrito de recurso no existe indefensión, el hecho ha quedado
acreditado, no sólo de la documentación aportada por el recla-
mante, sino del reconocimiento por la entidad de la discor-
dancia entre el folleto publicitario y el precio real del producto,
sin que lo alegado por el recurrente sobre cartel anunciador
indicando el error, de “manera visible en el pasillo en el que
están ubicadas las cervezas”, eximen del deber de diligencia
mínimo que se exige a un centro comercial de la entidad
de la sancionada.

Cuarto. Las cuantías de las sanciones previstas en el
art. 36.1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios (“Las infracciones
en materia... serán sancionadas con multas de acuerdo con

la siguiente graduación: Infracciones leves, hasta 500.000
ptas.”) son superiores a las contempladas en el Real Decreto
1945/1983, por lo que, como se ha dicho jurisprudencial-
mente, el art. 10 de éste último debe entenderse derogado.
Y siendo así que los hechos podían sancionarse con multa
de hasta 500.000 ptas., la cuantía finalmente establecida
de 125.000 ptas., se encuentra dentro de lo que sería el
grado mínimo de ese marco sancionador, no apareciendo como
desproporcionada. De acuerdo con la graduación establecida
en el art. 36 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, autoriza
para las infracciones leves multa de hasta 500.000 ptas; el
principio de proporcionalidad, que rige el Derecho sancionador,
exige que la aplicación de la sanción pecuniaria concreta ha
de efectuarse conforme a este principio, atendiendo al alcance
de la antijuridicidad de la conducta contemplada y al reproche
social que ésta merece, y en concreto a los parámetros que
incorpora el art. 10.2 del R.D. 1945/83 (volumen de ventas,
cuantía del beneficio ilícito obtenido, efecto perjudicial de la
infracción en los precios y el consumo, y el dolo, culpa y
reincidencia), sin perjuicio de lo establecido en el art. 7.2
del mismo Real Decreto. En consecuencia no cabe apreciar
la desproporción de la sanción impuesta.

Quinto. Respecto a la solicitud de la práctica de la prueba
solicitada, reiteración de la efectuada durante la tramitación
del expediente, el art. 80.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, permite al Instructor del procedimiento rechazar
aquélla cuando sea manifiestamente improcedente o innece-
saria; es lo que ha sucedido en el presente expediente, ya
que la práctica de la prueba solicitada, de practicarse, no
altera la realidad del hecho por el que se sanciona, en con-
secuencia no existe indefensión, máxime cuando como bien
se manifiesta en la Resolución impugnada, los testigos pro-
puestos mantienen relación profesional con la entidad san-
cionada, tratándose de testigos no imparciales.

Sexto. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y demás disposiciones concordantes y de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José
María Astolfi Pérez de Guzmán, en nombre y representación
de la entidad “Centros Comerciales Pryca, S.A.”, contra Reso-
lución de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, en consecuencia mantener la misma en sus propios
términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 13 de mayo de 2002. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Angel Costilla Puro, en
representacion de San Pablo Motor, SL, contra otra
dictada por el Delegado Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria en Huelva, recaída en el expediente
núm. H-255/98.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «San Pablo Motor, S.L.», de la Resolución adop-
tada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr.
Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Angel Cos-
tilla Puro, en nombre y representación de la entidad “San
Pablo Motor, S.L.”, contra Resolución de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva,
de 14 de diciembre de 1999, recaída en expediente núm.
H-255/98,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Huelva, dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
cincuenta mil pesetas (50.000.ptas), o trescientos euros con
cincuenta céntimos (300,5 E), de conformidad con los ante-
cedentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos en
la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone recurso de alzada, en el que, en síntesis, alegó lo
que a su derecho estimó oportuno.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Notificada la Resolución recurrida al interesado
el 14 de enero de 2000, interpone recurso de alzada el día
25 de febrero de 2000, según sello de certificado en Correos,
en Sevilla, por tanto, fuera del plazo de un mes establecido
para la interposición del recurso de alzada en el artículo 115
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, en su redacción dada
conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer del fondo del asunto.

Tercero. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, Regla-
mento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad San-
cionadora, y demás disposiciones concordantes y de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por don Angel Costilla Puro, en nombre
y representación de la entidad “San Pablo Motor, S.L.”, contra
Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria en Huelva, de 14 de diciembre de 1999,
recaída en expediente núm. H-255/98, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, confirmando la Reso-
lución recurrida en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 6 de mayo de 2002. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por doña Isabel Sánchez Rivera
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de
Sevilla recaída en el expte. núm. SC-10/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña Isabel Sánchez Rivera de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a diecisiete de abril de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes
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A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. SC-10/99-M,
tramitado en instancia, se fundamenta en el Acta/Denuncia
levantada el 9 de diciembre de 1998 por miembros de la Unidad
del Cuerpo Nacional de Policía, adscrita a la Junta de Andalucía.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla por la que se
imponía multa de doscientas cincuenta mil una pesetas
(250.001 pesetas, 1.502,54 euros), como responsable de
una infracción a lo dispuesto en los arts. 4, 29.1 y 29.3
de la Ley 2/86, de Juego y Apuestas de la CA de Andalucía,
en relación con los arts. 6 y 26 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19
de noviembre.

Tercero. El expediente se incoó mediante Acuerdo de Ini-
ciación de fecha 8 de abril de 1999, recayendo Resolución
el 18 de mayo de 2000, cuyo intento de notificación se produjo
con fechas 25 y 29 de mayo de 2000, siendo finalmente
publicada en BOJA el 29 de agosto de 2000.

Cuarto. Notificada la resolución sancionadora, el intere-
sado interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el
que sucintamente formula las siguientes alegaciones: Cadu-
cidad del procedimiento.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las Resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-
nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación, ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.

I I

En virtud de lo preceptuado en el art. 113.3 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, por razones de sistemática pro-
cede analizar en un primer término la caducidad del expediente
sancionador, pues resulta obvio que la eventual apreciación
de aquella haría inoperante el análisis de las demás cuestiones
de fondo y forma planteadas en el expediente.

El plazo máximo de resolución del procedimiento san-
cionador de referencia, atendiendo a la fecha del Acuerdo de
Iniciación, 8 de abril de 1999, es de un año, en virtud del
art. 1.º del Decreto 124/97, de 27 de abril, y art. 64 del
Decreto 491/1996, de 19 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, debiendo
de cohonestarse lo dispuesto en dichos artículos con la pre-
visión que se realizaba en el art. 43.4 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, que añadía 30 días al mencionado plazo,
sin que exista en el presente supuesto causa alguna de interrup-
ción de dicho plazo imputable al interesado; el expediente
fue resuelto una vez que ya se había producido la caducidad
o perención del expediente, el 18 de mayo de 2000.

Alcanzada la precedente conclusión se hace ocioso, por
inútil, el examen de las demás cuestiones de fondo y forma

planteadas en el expediente, debiendo limitarse los pronun-
ciamientos de la presente Resolución a la ya declarada cadu-
cidad del procedimiento sancionador, con sus inherentes con-
secuencias legales, singularmente la de anular la sanción
impuesta al recurrente.

Como corolario de lo expuesto, resuelvo estimar el recurso
interpuesto, revocando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don J. Ignacio Pérez Lope-
tegui, en representación de Recreativos Los Naranjos,
SL, contra otra dictada por el Delegado del Gobierno
de Huelva recaída en el expte. núm. H-21/01-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Recreativos Los Naranjos, S.L.», de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Huelva, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a dos de abril de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 8 de mayo de 2001 el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva acordó la
iniciación de expediente sancionador contra Recreativos Los
Naranjos, S.L., por tener instalada y en explotación el 3 del
mismo mes en el establecimiento Bar El Parque de Gibraleón
una máquina tipo B que carecía de boletín de instalación.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno dictó Resolución
el 15 de diciembre de 2001 por la que se le imponía una
sanción consistente en multa de 150.000 pesetas (901,51 E)
por infracción a los artículos 25.4 de la Ley del Juego y Apues-
tas de la Comunidad Autónoma de Andalucía y 43.1 del Regla-
mento de Máquinas Recreativas y de Azar de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, aprobado por el Decreto 491/1996,
de 19 de noviembre, calificada grave en los artículos 29.1
de la Ley y 53.1 del Reglamento.
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Tercero. Notificada dicha Resolución, el interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, en el que sucin-
tamente formula las siguientes alegaciones:

- El 19 de abril había presentado la solicitud de auto-
rización de instalación, que obtuvo ocho días después de la
inspección.

- No se motiva el montante de la sanción.
- La Resolución es de 15 de diciembre de 2000, cuando

la visita inspectora tuvo lugar el 3 de mayo de 2001.

A estas alegaciones son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

La alegación hecha por la entidad recurrente sobre la
fecha de la resolución cae por su propia base. En los folios
20 a 22 del expediente constan primero la propuesta de Reso-
lución de 12 de junio de 2001 y, después, la resolución con
fecha de 15 de diciembre de 2000. El evidente error material
cometido puede rectificarse en esta misma resolución, al ampa-
ro de lo dispuesto en el artículo 105.2 de la LRJAP-PAC,
según el cual las Administraciones Públicas podrán, asimismo,
rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de
los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos
existentes en sus actos, por lo que pasamos a analizar las
otras alegaciones efectuadas.

I I I

El propio recurrente reconoce en su escrito de recurso
que estaba explotando la máquina sin haber obtenido pre-
viamente el boletín de instalación al haberlo solicitado el 19
de abril y ser la inspección el 3 de mayo y no haberlo obtenido
hasta el día 11. Debe señalarse que una máquina no se puede
instalar hasta que no sea autorizado el boletín de instalación.
En este sentido se expresa la sentencia del Tribunal de 22
de diciembre de 1993, que establecía (...) incluso acogiéndose
al régimen del art. 40 del Reglamento... la actividad admi-
nistrativa de control de las condiciones del cambio, entre otras,
las relativas al núm. de máquinas del nuevo local, impiden
entender que la autorización sea meramente declarativa, más
al contrario se puede concluir que es constitutiva, es decir,
sólo existirá desde el momento del sello o visado del boletín.

Igualmente, la de 7 de febrero de 1994, que en su fun-
damento jurídico quinto establece que los boletines de ins-
talación (...) permiten la identificación de la máquina en lugar
concreto y determinado, y conste que teniéndolos tres de ellas
para determinado local estaba en local distinto, y eso es un
hecho típico subsumible en el art. 46.1 del tan citado
Reglamento.

Asimismo, la de 21 de marzo de 1994, que en su fun-
damento jurídico cuarto dispone (...) la primera diligenciación
del boletín de instalación de la máquina sólo habilita para

su emplazamiento en el local que aquél reseña, más para
cualquier cambio de local será preciso que su traslado se vea
amparado por un nuevo diligenciado al que debe preceder
actividad del interesado solicitándolo.

I V

En cuanto a la cuantía de la sanción, la sentencia de
la Sala en Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
de 11 de marzo de 1996, también en un caso de explotación
de máquina sin boletín de instalación, decía: Segundo. La
infracción se califica como grave y se sanciona con 150.000
pesetas de multa (curiosamente, la misma que en el presente
caso). El demandante pretende que se rebaje la calificación
a leve, y la cuantía de la multa en consecuencia. Sin embargo,
ello no es posible. La sanción está bien conceptuada como
grave a tenor de lo establecido en el artículo 46 del Decreto
de 29 de julio de 1987, y la cuantía es correcta puesto que
la Administración podía imponerla entre el límite mínimo de
100.000 pesetas hasta los 5.000.000, por tanto, fijarla en
150.000 pesetas parece perfectamente correcto.

Por cuanto antecede, vista la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, apro-
bado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás nor-
mas de general y especial aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998, de
13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Guadajoz y Campiña Este.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de Guadajoz y Campiña Este, siendo objeto de aprobación
por la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el
Consorcio del Guadajoz y Campiña Este.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Guadajoz y Campiña Este, que se adjuntan
como Anexo de esta Resolución.
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Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITORIAL
DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO DEL

GUADAJOZ Y CAMPIÑA ESTE

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico y la Mancomunidad de
Municipios del Guadajoz y Campiña Este de Córdoba, de con-
formidad con las atribuciones que tienen conferidas dichos
Organismos y al amparo y con arreglo a lo previsto en los
arts. 57 y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decreto
Legislativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba
el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en
materia de Régimen Local, el art. 33 de la Ley 7/1993, de
27 de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Anda-
lucía, y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de
la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
del Guadajoz y Campiña Este.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico del Guadajoz y Campiña Este
es una Corporación de Derecho Público, que goza de per-
sonalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico del Guadajoz y Campiña Este
se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equi-
librado y sostenido del territorio que conforman todos los muni-
cipios integrantes del mismo, mediante la promoción de medi-
das para aprovechar plenamente las posibilidades que ofrece
la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la economía
social y en las nuevas actividades ligadas a las necesidades

aún no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar el
acercamiento a los ciudadanos de las políticas y competencias
de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, así como
reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades Locales
prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que constituye
el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades y, en última instancia, la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.
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Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Baena, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO PRIMERO

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativas en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.

El número de vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes servi-
cios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.
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Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones, en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

CAPITULO II

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio y, en general, su funcionamiento se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañadas del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por

acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 20, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del
total de los votos del Consejo Rector.

Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente manera:

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos en fun-
ción del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido, con carácter general, por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

CAPITULO PRIMERO

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
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ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO SEGUNDO

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Será aplicable a los tributos que establezca el Consorcio
el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley
General Tributaria y en las disposiciones dictadas para su
desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en

las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudieran establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

CAPITULO TERCERO

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y la Mancomunidad de municipios del Guadajoz
y Campiña Este, de Córdoba, en las cuantías señaladas ante-
riormente y en su caso de los órganos y Entidades que lo
compongan en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores, y demás disposiciones laborales vigentes.
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TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a la Mancomunidad
de Municipios consorciada les corresponde la inspección supe-
rior de la gestión desarrollada por el Consorcio de la Unidad
Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico del Gua-
dajoz y Campiña Este.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín

Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la zona Hinojosa del Duque.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Zona Hinojosa
del Duque, siendo objeto de aprobación por la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico y el Consorcio de la Zona
Hinojosa del Duque.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la Zona Hinojosa del Duque, que se adjuntan
como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DE LA ZONA HINOJOSA DEL DUQUE

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Belal-
cázar, Fuente la Lancha, El Viso, Santa Eufemia, Villaralto,
Villanueva del Duque e Hinojosa del Duque, de conformidad
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con las atribuciones que tienen conferidas dichos Organismos
y al amparo y con arreglo a lo previsto en los artículos 57
y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decreto Legis-
lativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto
Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en materia
de Régimen Local; el artículo 33 de la Ley 7/1993, de 27
de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de la
Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de la Zona de Hinojosa del Duque.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de Hinojosa del
Duque es una Corporación de Derecho Público, que goza de
personalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
Estatutos y al Ordenamiento Jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de Hinojosa del
Duque, se constituye con el objetivo de contribuir a un desarro-
llo equilibrado y sostenido del territorio que conforman todos
los municipios integrantes del mismo, mediante la promoción
de medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que
ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la
economía social y en las nuevas actividades ligadas a las nece-
sidades aún no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar
el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-
tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos, se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades y, en última instancia, la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Hinojosa del Duque, sita en Plaza de la Catedral, 1,
sin perjuicio de que su actuación y ámbito de influencia se
extenderá necesariamente a todo el territorio integrado por los
municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO PRIMERO

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

- El Consejo Rector.
- La Presidencia del Consejo Rector.
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- La Vicepresidencia.
- El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/as de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical, con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores, con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las Instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes servi-
cios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los Convenios Colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio

de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio, a propuesta
del Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del Presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las Actas y Certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre éste.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de Actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector u órgano que tenga delegada la competencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia, en la totalidad de sus funciones, en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
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6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales
vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.

7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en
las disposiciones de las Corporaciones Locales.

8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del
Consorcio.

9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-
lladas.

10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la
Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

CAPITULO SEGUNDO

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio y, en general, su funcionamiento se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de Actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas, cuando así lo requiera el/la intere-
sado/a, y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 28, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio,
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

CAPITULO PRIMERO

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o Enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO SEGUNDO

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destinen para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
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tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.

g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Será aplicable a los tributos que establezca el Consorcio
el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley
General Tributaria y en las disposiciones dictadas para su
desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de derecho público promovida y parti-
cipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

CAPITULO TERCERO

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y los municipios de Belalcázar, Fuente la Lancha,
El Viso, Santa Eufemia, Villaralto, Villanueva del Duque e Hino-
josa del Duque, en las cuantías señaladas anteriormente y,
en su caso, de los órganos y Entidades que lo compongan
en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de Hinojosa
del Duque.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.
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TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de publicación a que se refiere la disposición anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la Zona de Pozoblanco.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Zona
de Pozoblanco, siendo objeto de aprobación por la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el Consorcio de Pozo-
blanco.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la Zona de Pozoblanco, que se adjuntan
como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DE LA ZONA DE POZOBLANCO

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Añora,
Alcaracejos, Cardeña, Conquista, Dos Torres, El Guijo, Pedro-
che, Pozoblanco, Torrecampo y Villanueva de Córdoba, de
conformidad con las atribuciones que tienen conferidas dichos
Organismos y al amparo y con arreglo a lo previsto en los
arts. 57 y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decreto
Legislativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba
el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en
materia de Régimen Local, el art. 33 de la Ley 7/1993, de
27 de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Anda-
lucía, y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de
la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de la Zona de Pozoblanco.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de Pozoblanco
es una Corporación de Derecho Público, que goza de per-
sonalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, juzgados y tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
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Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de Pozoblanco
se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equi-
librado y sostenido del territorio que conforman todos los muni-
cipios integrantes del mismo, mediante la promoción de medi-
das para aprovechar plenamente las posibilidades que ofrece
la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la economía
social y en las nuevas actividades ligadas a las necesidades
aún no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar el
acercamiento a los ciudadanos de las políticas y competencias
de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, así como
reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades Locales
prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que constituye
el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos, se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades y, en última instancia, la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Pozoblanco, sin perjuicio de que su actuación y
ámbito de influencia se extenderá necesariamente a todo el
territorio integrado por los municipios participantes en el
mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO PRIMERO

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativas en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.
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Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.

El número de vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes servi-
cios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre éste.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector u órgano que tenga delegada la competencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

CAPITULO II

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio y, en general, su funcionamiento se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
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le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañadas del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 40, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del
total de los votos del Consejo Rector.

Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente manera:

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos en fun-
ción del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido, con carácter general, por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

CAPITULO PRIMERO

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO SEGUNDO

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Será aplicable a los tributos que establezca el Consorcio
el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley
General Tributaria y en las disposiciones dictadas para su
desarrollo.



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.585

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudieran establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
Independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

CAPITULO TERCERO

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y los municipios de Añora, Alcaracejos, Cardeña,
Conquista, Dos Torres, El Guijo, Pedroche, Pozoblanco, Torre-
campo y Villanueva de Córdoba, en las cuantías señaladas
anteriormente y en su caso de los órganos y Entidades que
lo compongan en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de la Zona de
Pozoblanco.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48.1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49.1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
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dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CORRECCION de errores a la Resolución de 8
de mayo de 2002, de la Secretaría General Técnica,
por la que se notifica la adoptada por el Consejero
de Gobernación al recurso de alzada interpuesto por
don José Millán Carrillo, en representación de Promo-
ciones Milcasur, SL, contra otra dictada por el Delegado
Provincial de Málaga, recaída en el expediente núm.
PC-248/98.

Advertido error en la Resolución mencionada, publicada
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 66,
de 6 de junio de 2002, se procede a efectuar la siguiente
corrección:

En la página 9.605, columna izquierda, en el texto del
apartado del Sumario dice:

«Resolución de 8 de mayo de 2002, de la Secretaría
General Técnica, por la que se notifica la Resolución adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada inter-
puesto por doña Helena Rivelles Sesto contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Málaga, recaída en el Expte. núm. PC 248/98.»

Y debe decir:

«Resolución de 8 de mayo de 2002, del Ilmo. Sr. Secre-
tario General Técnico, por la que se notifica la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so de alzada interpuesto por don José Millán Carrillo, en nom-
bre y representación de “Promociones Milcasur, S.L.”, contra
otra dictada por el Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Málaga, recaída en el Expte.
núm. PC 248/98.»

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 2 de julio de 2002, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa FCC Medio Ambiente, SA, encargada
de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos
urbanos en las localidades de Vejer, Medina Sido-
nia-Benalup, San José del Valle, Paterna de la Rivera
y Alcalá de los Gazules (Cádiz), mediante el estable-
cimiento de servicios mínimos.

Por los Delegados de Personal de la empresa FCC Medio
Ambiente, S.A. ha sido convocada huelga durante los días
12 de julio a 31 de agosto de 2002, ambos inclusive, desde
las 0,00 horas hasta las 24 horas y que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de dicha empresa encargada
de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urbanos
en las localidades de Vejer, Medina Sidonia-Benalup, San José
del Valle, Paterna de la Rivera y Alcalá de los Gazules (Cádiz).

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimien-
to de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o de
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa FCC Medio Ambiente, S.A., encar-
gada de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urba-
nos en las localidades de Vejer, Medina Sidonia-Benalup, San
José del Valle, Paterna de la Rivera y Alcalá de los Gazules
(Cádiz), presta un servicio esencial para la comunidad, cual
es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial
mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que
la falta de salubridad en la mencionada ciudad, colisiona fron-
talmente con el derecho a la salud proclamado en el artículo
43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artí-
culo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983 y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,
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D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar a los trabajadores de la empresa FCC Medio Ambiente,
S.A., encargada de la limpieza viaria y recogida de residuos
sólidos urbanos en las localidades de Vejer, Medina Sido-
nia-Benalup, San José del Valle, Paterna de la Rivera y Alcalá
de los Gazules (Cádiz), convocada durante los días 12 de
julio a 31 de agosto de 2002, ambos inclusive desde las
0,00 horas hasta las 24 horas deberá ir acompañada del
mantenimiento de los servicios mínimos que figuran en el
Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 2 de julio de 2002

JOSE ANTONIO VIERA CHACON ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Empleo y Desarrollo Consejero de Gobernación

Tecnológico

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social
Ilmo. Sr. Director General de Administración Local
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico e Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de
Cádiz

A N E X O

En cada una de las localidades de San José del Valle,
Medina Sidonia y Benalup-Casas Viejas y Vejer de la Frontera,
se realizarán los siguientes servicios mínimos:

a) Se realizará la recogida de residuos en Centros Sani-
tarios y Mercados y Matadero (si lo hubiera) existentes en
la localidad.

b) Igualmente se realizará la recogida de residuos en
aquellos lugares que se decida por el Excmo. Ayuntamiento
a la vista de que el aumento de las mismas ponga en peligro
la salud de los ciudadanos en los supuestos que existan focos
infecciosos.

La dotación para realizar los servicios señalados en las
letras a) y b) será de un vehículo (camión) de recogida de
basuras con su dotación correspondiente.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 28 de junio de 2002, por la que se
delegan competencias en los Delegados Provinciales
de la Consejería.

La Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes
de 3 de agosto de 2001, por la que se modifican la de 27 de

enero de 2000, sobre desarrollo y tramitación de los distintos
Programas de Vivienda y Suelo del III Plan Andaluz de Vivienda
y Suelo para el cuatrienio 1999-2002, y la de 25 de mayo
de 1999, por la que se desarrolla el Programa de Rehabilitación
Autonómica regulado en el Decreto 78/1999, de 30 de marzo,
por el que se establecen normas especiales de intervención
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en el recinto his-
tórico de Cádiz en materia de vivienda y suelo, introdujo en su
Disposición Adicional Unica una delegación de facultades en
materia de contratación para la redacción de los estudios y
de los proyectos técnicos así como de direcciones de obras
de diversos Programas del III Plan Andaluz de Vivienda y Suelo
1999-2002.

Por otra parte, el artículo 4.1, párrafo 2.º, del Reglamento
General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre,
dispone que la delegación de competencias no conllevará la
aprobación del gasto, salvo que se incluya de forma expresa,
siendo necesario, consecuentemente, completar la delegación
efectuada en materia de contratación con las correspondientes
en materia de gestión de los respectivos gastos públicos, con
el fin de conseguir la necesaria celeridad en la tramitación
de los expedientes administrativos.

En tal sentido, el artículo 47 de la Ley 6/1983, de 21
de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y el artículo 13 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
establecen, con carácter general, la posible delegación de com-
petencias por parte de sus titulares en órganos administrativos,
sean o no jerárquicamente dependientes.

Así mismo el artículo 50, apartado 1, de la Ley 5/1983,
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma, atribuye a los titulares de las distintas Con-
sejerías la facultad de aprobar los gastos propios de los servicios
a su cargo así como autorizar su compromiso y liquidación,
e interesar de la Consejería de Hacienda la ordenación de
los correspondientes pagos, atribución confirmada por el artícu-
lo 39.6 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, anteriormente citada,
y por el artículo 2.º del Decreto 258/1987, de 26 de octubre,
por el que se determinan las competencias de los órganos
de la Comunidad Autónoma en materia de ejecución de gasto
público. Dicho artículo 50 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
concluye, en su apartado 3, estableciendo específicamente
la posibilidad de delegar tales facultades en los términos que
se establezcan reglamentariamente.

En su virtud, y en el ejercicio de las facultades legalmente
atribuidas,

D I S P O N G O

Artículo único. Delegación de facultades en materia de
contratación y gestión económica y presupuestaria.

1. Se delega en los Delegados Provinciales de la Consejería
de Obras Públicas y Transportes las facultades atribuidas a
los órganos de contratación para la contratación de la redacción
de los estudios y de los proyectos técnicos en los Programas
de Autoconstrucción de Viviendas, Reparaciones del Patrimo-
nio Público Residencial de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía y Rehabilitación Autonómica. Igualmente se delega la
contratación de la dirección de obras y trabajos técnicos y
sociales complementarios de los Programas de Promoción
Pública Directa, Actuaciones Singulares, Autoconstrucción de
Viviendas, Reparaciones del Patrimonio Público Residencial
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y Rehabilitación
Autonómica.
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No se incluyen entre las facultades a que se refiere el
párrafo anterior aquéllas que han sido objeto de delegación
en el Viceconsejero por el artículo 1 de la Orden de 29 de
diciembre de 2000, de delegación de competencias en diver-
sos órganos de la Consejería.

2. Se delega en los Delegados Provinciales de la Consejería
de Obras Públicas y Transportes las facultades que en materia
de aprobación de gastos, su compromiso y liquidación y orde-
nación de pagos vienen atribuidas a la Consejera por el artícu-
lo 50.1 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y el artículo
39.6 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la
Administración de la Comunidad Autónoma en las materias
que se delegan en el apartado anterior.

Disposición Derogatoria Unica.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o infe-
rior rango se opongan a lo establecido en la presente Orden
y expresamente la Disposición Adicional Unica de la Orden
de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de 3 de
agosto de 2001 por la que se modifican la de 27 de enero
de 2000, sobre desarrollo y tramitación de los distintos Pro-
gramas de Vivienda y Suelo del III Plan Andaluz de Vivienda
y Suelo para el cuatrienio 1999-2002, y la de 25 de mayo
de 1999, por la que se desarrolla el Programa de Rehabilitación
Autonómica regulado en el Decreto 78/1999, de 30 de marzo,
por el que se establecen normas especiales de intervención
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en el recinto histórico
de Cádiz en materia de vivienda y suelo.

Disposición Final Unica. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 28 de junio de 2002

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 8 de abril de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Huelva, por la que se hacen públi-
cas subvenciones concedidas en el año 2001 al ampa-
ro de la norma que se cita.

Esta Delegación Provincial, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 109 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, y en el artículo 8.3 de la Ley 1/2000, de 27
de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para el año 2001, ha resuelto hacer públicas
las subvenciones concedidas en el año 2001, que figuran
en los Anexos de la presente Resolución, al amparo de la
normativa que se cita.

Huelva, 8 de abril de 2002.- El Delegado, Juan Manuel
López Pérez.
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CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 3 de junio de 2002, por la que se
aprueban las plantillas orgánicas de los centros públi-
cos de enseñanzas no universitarias, dependientes de
la Consejería.

Ver esta disposición en fascículos 2, 3 y 4 de 4 de este
mismo número

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 10 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde total de la vía pecuaria Cordel de la Pasada
de la Grulla a la Estación, en el término municipal
de Los Barrios, provincia de Cádiz (V.P. 840/01).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
«Vereda de la Pasada de la Grulla a la Estación», en el término

municipal de Los Barrios, en la provincia de Cádiz, instruido
por la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambien-
te en Cádiz, se ponen de manifiesto los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Las vías pecuarias del término municipal de Los
Barrios fueron clasificadas por Orden Ministerial de 31 de
enero de 1958, incluyendo la «Vereda de la Pasada de la
Grulla a la Estación», con una anchura legal de 20,89 metros
y una longitud aproximada, dentro del término municipal, de
unos 2.500 metros.

Segundo. Mediante Resolución de 11 de febrero de 2000,
de la Viceconsejería de Medio Ambiente, y en virtud del Con-
venio de Cooperación suscrito entre la Consejería de Medio
Ambiente y el Ayuntamiento de Los Barrios para la Ordenación
y Recuperación de las vías pecuarias de este municipio, se
acordó el Inicio del Deslinde de la vía pecuaria antes referida,
en el término municipal de Los Barrios, provincia de Cádiz.

Tercero. Los trabajos materiales de Deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
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ron el 27 de marzo de 2000, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos y publicándose en el Boletín
Oficial de la Provincia de Cádiz núm. 35, de 12 de febrero
de 2000.

En dicho acto don José Ignacio Rodríguez Muñoz, en
representación de la Delegación Provincial en Cádiz de la Con-
sejería de Agricultura y Pesca, manifiesta que el Cordel atra-
viesa parte del Sector VII de la zona Regable del Guadarranque
(Campo de Gibraltar), entendiendo que se han respetado los
límites de la vía pecuaria.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la provincia de Cádiz
núm. 279, de 1 de diciembre de 2000.

Quinto. A la Proposición de Deslinde se han presentado
alegaciones por parte de los siguientes interesados:

- Don Alonso Rojas Ocaña, Alcalde-Presidente del Ayun-
tamiento de Los Barrios.

- Don Miguel Gutiérrez Reborio.
- Don Pedro Herrera Noria.
- Don Andrés Francisco del Pino Lupiañez.
- Don Plácido Gómez Muñoz.
- Don Manuel Jiménez Gómez.
- Doña Rafaela Trujillo Carrillo.
- Don José Luis Ternero Robledo.
- Don José Luis Gavira Lobato.
- Don Manuel García Córdoba.
- Don Juan Camacho Ramírez.
- Don José Rojas Correro.
- Renfe Delegación de Patrimonio de Andalucía y Extre-

madura.

Sexto. Las alegaciones formuladas por los interesados cita-
dos anteriormente pueden resumirse como sigue:

- Caducidad del expediente.
- Nulidad del expediente por infracción de los arts. 8

y 15 de la Ley 30/1992 y por vicios del Reglamento de Vías
Pecuarias, aprobado por R.D. de 23 de diciembre de 1944.

- Nulidad de la Resolución de aprobación de la Cla-
sificación.

- Falta de Clasificación.
- Titularidad registral de los terrenos, aportando copias

de títulos inscritos en el Registro de la Propiedad.
- Reducción de la Vereda a una Colada de 10 metros.
- Solicitud de modificación del trazado.
- Perjuicio económico y social.
- Parcelación realizada por el IARA en el año 1968. En

cuanto a lo manifestado por el representante de Renfe, decir
que no puede considerarse una alegación propiamente dicha,
ya que lo que se solicita por esta Entidad es que en el presente
deslinde se tenga en cuenta la normativa referida a la Ley
de Ordenación de Transportes Terrestres y el Reglamento que
la desarrolla.

Las alegaciones formuladas por los antes citados serán
objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho de la
presente Resolución.

Séptimo. El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
emitió el preceptivo informe con fecha 22 de enero de 2002.

Octavo. Mediante Resolución de la Secretaría General Téc-
nica de fecha 6 de agosto de 2001, se acuerda la ampliación
del plazo establecido para instruir y resolver el presente pro-
cedimiento de deslinde durante nueve meses más.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente Deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel de la Pasada
de la Grulla a la Estación», en el término municipal de Los
Barrios, fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 31 de
enero de 1958, debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto
administrativo definitorio de los límites de cada vía pecuaria,
ajustarse a lo establecido en el acto de Clasificación.

Cuarto. Respecto a las alegaciones formuladas en la fase
de exposición pública, se informa lo siguiente:

En cuanto a la caducidad alegada por don José Rojas
Correro, don Juan Camacho Ramírez y don José Luis Ternero
Robledo respecto a la caducidad alegada, por considerar que
se ha dictado la resolución fuera de plazo, aclarar que mediante
Resolución de la Viceconsejería de Medio Ambiente de fecha
11 de febrero de 2000, se inicia el presente expediente de
Deslinde, siendo el plazo para resolver de dieciocho meses;
y mediante Resolución de fecha 6 de agosto de 2001, se
acordó la ampliación del plazo establecido para resolver el
expediente durante nueve meses más, por lo que no se ha
producido la caducidad del procedimiento aducida por los
recurrentes, resolviéndose el expediente dentro de plazo.

Por otra parte, se alega la nulidad del expediente por
infracción de los artículos 8 y 15 de la Ley 30/1992, en
relación con el artículo 9 de la Constitución, dado que el expe-
diente administrativo de deslinde trae su causa en un Convenio
suscrito entre la Consejería de Medio Ambiente y el Ayun-
tamiento de Los Barrios, Convenio éste que no figura en el
expediente administrativo y que, además, se está aplicando
sin haber cumplimentado su preceptiva publicación y noti-
ficación a las partes interesadas, conforme a lo dispuesto en
los artículos 8 y 15 de la Ley 30/1992.

Dicha alegación resulta improcedente en el presente pro-
cedimiento, dado que el Convenio al que se hace referencia
constituye un negocio jurídico bilateral entre dos Administra-
ciones Públicas que es independiente del procedimiento de
deslinde que nos ocupa, cuyo objeto es la realización de los
estudios necesarios y operaciones precisas para lograr la plena
ordenación y recuperación de las vías pecuarias existentes
en el término municipal de Los Barrios, a través de la enco-
mienda de gestión de una serie de tareas cuya distribución,
financiación y plazo regula.

En cuanto a lo manifestado por los alegantes citados al
considerar la nulidad del expediente por vicios del Reglamento
de Vías Pecuarias, aprobado por R.D. de 23 de diciembre
de 1944, cuestionando la validez de la Clasificación de las
Vías Pecuarias del término municipal de Los Barrios en que
se basa el presente deslinde, y entendiendo que la Orden
de Clasificación no determina el itinerario, extensión, linderos
ni demás características de la vía pecuaria, alegando nulidad
del expediente de deslinde por no haberse notificado el referido
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acto de clasificación, considerando, además, que no existe
clasificación, señalar que el Deslinde se ha realizado conforme
a lo establecido en la vigente normativa de vías pecuarias,
siguiéndose el procedimiento regulado en la Ley 3/1995, de
23 de marzo, de Vías Pecuarias, y en el Decreto 155/1998,
de 21 de julio, por lo que no se ha actuado con discrecionalidad
para proceder al mismo, al existir un procedimiento establecido
al efecto para deslindar las vías pecuarias. Por lo tanto, en
modo alguno se trata de un supuesto de nulidad de pleno
derecho, cuyas causas están perfectamente tasadas en el ar-
tículo 62.1.º de la Ley 30/1992.

A este respecto, manifestar que el objeto del presente
expediente es el deslinde de una vía pecuaria, que fue cla-
sificada por Orden Ministerial y, por lo tanto, clasificación
incuestionable, siendo un acto administrativo ya firme, no sien-
do procedente entrar ahora en la clasificación aprobada en
su día; en este sentido, la Sentencia del TSJA de 24 de mayo
de 1999 insiste en la inatacabilidad de la Clasificación, acto
administrativo firme y consentido, con ocasión del deslinde.
De acuerdo con lo establecido en los artículos 7 de la Ley
3/1995, de Vías Pecuarias, y 12 del Reglamento de Vías
Pecuarias, la clasificación es el acto administrativo de carácter
declarativo en virtud del cual se determinan la existencia y
características físicas generales de cada vía pecuaria; por ello,
los motivos que tratan de cuestionar la referida Orden de cla-
sificación, así como las características de la vía pecuaria cla-
sificada, no pueden ser objeto de impugnación en este momen-
to procedimental, dada la extemporaneidad manifiesta, una
vez transcurridos los plazos que dicha Orden establecía para
su impugnación, de acuerdo con las disposiciones vigentes
en su momento, tratándose, por lo tanto, de un acto firme.

Por otra parte, con referencia a la pretendida nulidad del
procedimiento de clasificación, al amparo de lo establecido
en el art. 62.1 de la LRJAP y PAC, al no haber sido notificado
de forma personal del resultado del expediente de clasificación
de las vías pecuarias de Los Barrios, se ha de manifestar
que no es procedente la apertura del procedimiento de revisión
de oficio de dicho acto por cuanto que no concurren los requi-
sitos materiales exigidos.

Concretamente, el procedimiento de referencia no incurre
en la causa de nulidad alegada, por cuanto que el Reglamento
de Vías Pecuarias, aprobado por el Decreto de 23 de diciembre
de 1944, entonces vigente, no exigía tal notificación, esta-
bleciéndose en su art. 12:

«La Dirección General de Ganadería, previos los oportunos
informes sobre las reclamaciones y propuestas presentadas,
elevará el expediente a la Resolución Ministerial.»

Respecto a la prescripción adquisitiva y la titularidad regis-
tral alegadas, además de por los antes citados, por don José
Luis Gavira Lobato y don Manuel García Córdoba, aportando
estos últimos copias de Escrituras, hay que decir:

En cuanto a la titularidad registral planteada, hay que
atender a la teoría ya reiterada por el Gabinete Jurídico de
la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía,
en cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura Públi-
ca, inscrita además en el Registro de la Propiedad, se mantiene
que la protección del Registro no alcanza a los datos de mero
hecho de los bienes de dominio público, y el hecho de señalar
que limita con una vía pecuaria, ni prejuzga ni condiciona
la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado, en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad

abstracta del Registro de incidir en el dominio público. Parten
de la afirmación doctrinal de que el Registro le es indiferente
al dominio público, citando concretamente a Beraud y Lezon,
en cuanto entienden que los bienes de dominio público carecen
de potencialidad jurídica para ser salvaguardados por la ins-
cripción, ya que su adscripción a fines de carácter público
los sitúa fuera del comercio de los hombres, haciéndolos ina-
lienables e imprescriptibles, llevando en su destino la propia
garantía de inatacabilidad o inmunidad, de manera que en
ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el art. 8.3 de la Ley 3/1995, de 23 de
marzo, que establece: «El deslinde aprobado declara la pose-
sión y la titularidad demanial a favor de la Comunidad Autó-
noma, dando lugar al amojonamiento, y sin que las inscrip-
ciones del Registro de la Propiedad puedan prevalecer frente
a la naturaleza demanial de los bienes deslindados».

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, indicar
que ello corresponde a un estado de cosas anterior en el tiempo
a la promulgación de la Ley 3/1995, de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

En cuanto a lo alegado por don José Rojas Correro y
don Juan Camacho Ramírez, manifestando su disconformidad
respecto a la anchura de la vía pecuaria, considerándola como
excesiva, al quedar reducida por la clasificación de vereda
a una Colada de 10 metros, señalar en primer lugar que se
trata de un Cordel y no de una Vereda, y respecto a la reducción
de la misma, señalar que esta afirmación no puede ser com-
partida en atención a la naturaleza y definición del acto de
clasificación de una vía pecuaria, cuyo objeto es la deter-
minación de la existencia y categoría de las vías pecuarias;
es decir, la clasificación está ordenada a acreditar o confirmar
la identidad y tipología de una vía pecuaria.

A pesar de que las clasificaciones efectuadas al amparo
de lo establecido en los Reglamentos anteriores a la vigente
Ley de Vías Pecuarias distinguiesen entre vías pecuarias nece-
sarias, innecesarias o sobrantes, dichos extremos no pueden
ser tenidos en consideración en la tramitación de los pro-
cedimientos de deslindes de vías pecuarias, dado que dichas
declaraciones no suponían sin más la desafectación de la vía
pecuaria.

La filosofía que impregna la nueva regulación de las vías
pecuarias, consistente en dotar a las mismas, al margen de
seguir sirviendo a su destino prioritario, de nuevos usos que
las rentabilicen social, ambiental y económicamente, dado su
carácter de patrimonio público, choca frontalmente con el espí-
ritu que inspiró a los anteriores Reglamentos en los que se
preveía la venta por el Estado de los terrenos pertenecientes
a las mismas que, por una u otras causas, hubiesen perdido
total o parcialmente su utilidad como tales vías pecuarias.
De ahí que dichas consideraciones (necesaria, innecesaria o
sobrante) no puedan ser mantenidas en la actualidad, y resulte
improcedente hablar de partes necesarias o sobrantes de la
vía pecuaria en cualquier deslinde posterior a la entrada en
vigor de la Ley 3/1995, en cuanto supone la desaparición
de estas categorías.

En cuanto a lo alegado por el Ayuntamiento de Los Barrios,
don Pedro Herrera Noria, don Andrés Francisco del Pino, don
Plácido Gómez Muñoz, doña Rafaela Trujillo Carrillo, don
Manuel Jiménez Gómez, don José Luis Gavira Lobato, don
Manuel García Córdoba y don Miguel Gutiérrez Reborio, decir
lo siguiente:

En primer lugar sostienen los alegantes el perjuicio eco-
nómico y social que supondría el deslinde para los numerosos
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titulares de las explotaciones agrícolas afectadas, y las indus-
trias allí afincadas, así como para los trabajadores de las mis-
mas. A este respecto, manifestar que el deslinde no es más
que la determinación de los límites de la vía pecuaria en bene-
ficio de todos. No obstante, las consecuencias del mismo en
cada caso podrían ser susceptibles de estudio en un momento
posterior.

En segundo lugar, respecto a la solicitud por parte de
todos los alegantes de modificar el trazado del Cordel, mani-
festar que no es ésta la vía adecuada para plantear esta cues-
tión, al ser éste un procedimiento de deslinde, que tiene por
objeto únicamente la definición de los límites de la vía pecuaria;
no obstante lo anterior, en un momento posterior se podría
solicitar la Modificación de trazado de la vía pecuaria, pro-
cedimiento administrativo que se regula en los artículos 32
y ss. del Reglamento de Vías Pecuarias, aprobado por el Decre-
to 155/1998, de 21 de julio.

Por último, en cuanto a lo manifestado sobre la parce-
lación de terrenos realizada por el IARA (antiguo IRYDA) en
el Cordel ahora deslindado, los alegantes no aportan ningún
documento que acredite estos extremos, apareciendo sólo en
las Escrituras que las fincas lindan con parcelas del IRYDA.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con las modificaciones introducidas por la Ley 4/1999, de
13 de enero, con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995,
de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998,
de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Vías
Pecuarias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás
legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Cádiz, con fecha 15 de noviembre de 2001, así como
el Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,

R E S U E L V O

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Cordel
de la Pasada de la Grulla a la Estación», en el término municipal
de Los Barrios, provincia de Cádiz, a tenor de los datos y
la descripción que siguen y en función a las coordenadas
que se anexan a la presente Resolución.

- Longitud deslindada: 2.077 metros.
- Anchura: 37,61 metros.
- Superficie deslindada: 78.600 m2.

Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Los Barrios,
provincia de Cádiz, con una anchura de 37,61 m, la longitud
deslindada es de 2.077 m, y la superficie de 78.600 m2,
que en adelante se conocerá como “Cordel de la Pasada de
la Grulla a la Estación”, y cuyos linderos son:

- Al Norte: Con fincas de doña Rafaela Trujillo Carrillo,
don Francisco Javier Pérez López, don Pedro Herrera Noria,
don José Luis Gavira Lobato, don Miguel García Córdoba, don
Pedro Martínez Candela y don Miguel Gutiérrez Rebollo.

- Al Sur: Con terrenos de don Juan Carlos Pacheco García,
don José del Pino Ramón, don Diego Correro Márquez y Ayun-
tamiento de Los Barrios.

- Al Este: Con la Estación de Ferrocarril de Los Barrios.
- Al Oeste: Con el Cordel de Algeciras.»

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la Con-
sejera de Medio Ambiente, conforme a lo establecido en la
Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y Procedimiento Administrativo Común, en el plazo de
un mes desde la notificación de la presente, así como cualquier
otro que pudiera corresponder de acuerdo con la normativa
aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 10 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE LA SECRETARIA GENERAL
TECNICA DE LA CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE, DE
FECHA 10 DE MAYO DE 2002, POR LA QUE SE APRUEBA
EL DESLINDE TOTAL DE LA VIA PECUARIA «CORDEL DE
LA PASADA DE LA GRULLA A LA ESTACION», EN EL TER-
MINO MUNICIPAL DE LOS BARRIOS, PROVINCIA DE CADIZ

RELACION DE COORDENADAS UTM DEL DESLINDE

«CORDEL DE LA PASADA DE LA GRULLA A LA ESTACION»

RESOLUCION de 28 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde parcial de la vía pecuaria Cordel del Gallego,
tramo tercero, comprendido desde el Cordel de Mai-
rena hasta el Cordel de Utrera a Carmona, en el término
municipal de Alcalá de Guadaira, provincia de Sevilla
(V.P. 058/01).

Examinado el Expediente de Deslinde de la vía pecuaria
«Cordel del Gallego», en el tramo tercero descrito, a su paso
por el término municipal de Alcalá de Guadaira, en la provincia
de Sevilla, instruido por la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Medio Ambiente en Sevilla, se ponen de manifiesto
los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Las vías pecuarias del término municipal de Alca-
lá de Guadaira fueron clasificadas por Orden Ministerial de
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28 de enero de 1947, incluyendo el «Cordel del Gallego»,
con una anchura variable a lo largo de su recorrido, pero
nunca inferior a 37,61 metros, y una longitud aproximada,
dentro de este término municipal, de 22.000 metros.

Segundo. A propuesta de la Delegación Provincial de la
Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, por Resolución de
5 de febrero de 2001, de la Viceconsejería de Medio Ambiente,
se acordó el Inicio del Deslinde parcial de la vía pecuaria
antes referida, en el término municipal de Alcalá de Guadaira,
provincia de Sevilla.

Tercero. Los trabajos materiales de Deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se reali-
zaron el 3 de mayo de 2001, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, y publicándose en el Boletín
Oficial de la Provincia de Sevilla núm. 67, de fecha 22 de
marzo de 2001.

En el acto de inicio de las operaciones materiales de des-
linde no se hacen manifestaciones por parte de los asistentes.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla
núm. 277, de fecha 29 de noviembre de 2001.

Quinto. A la Proposición de Deslinde se han presentado
alegaciones por parte de los siguientes interesados:

- Don Miguel Afán de Ribera Ibarra, como Secretario
General Técnico de ASAJA-Sevilla.

- Don José Gómez Millán, en nombre propio y en el de
doña Anacleta Campanario Molina.

- Don Francisco Javier Rubio Marín, en nombre propio
y en el de C.B. Hnos. Rubio Marín.

- Don Javier Buendía Ramírez de Arellano, en nombre
de Bucare, S.L.

- Doña Rosa González Escalada Díaz, en su nombre y
en el de sus hermanas.

- RENFE, Delegación de Patrimonio de Andalucía y
Extremadura.

Sexto. Los cuatro primeros citados anteriormente presen-
tan idénticas alegaciones, que pueden resumirse como sigue:

- Falta de Motivación. Arbitrariedad. Nulidad.
- Existencia de numerosas irregularidades desde un punto

de vista técnico.
- Efectos y alcance del deslinde.
- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con

reclamación del posible amparo legal que pudiera otorgarle
la inscripción registral.

- Nulidad del procedimiento de deslinde al constituir una
vía de hecho.

- Nulidad de la clasificación origen del presente proce-
dimiento con fundamento en el art. 102 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común.

- Falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley
de Vías Pecuarias como competencia estatal.

- Indefensión y perjuicio económico y social.

Por su parte, doña Rosa González Escalada manifiesta
que es propietaria, junto con sus tres hermanas, de una finca,
no estando de acuerdo con el deslinde realizado, señalando
que la finca tiene la misma linde desde hace más de 40
años. Adjunta como documentos copia del pago del IBI rústico
del año 1999, y Plano descriptivo de la situación de la finca.

En cuanto a lo manifestado por el representante de RENFE,
decir que no puede considerarse una alegación propiamente

dicha, ya que lo que se solicita por esta Entidad es que en
el presente deslinde se tenga en cuenta la normativa referida
a la Ley de Ordenación de Transportes Terrestres y el Regla-
mento que la desarrolla.

Séptimo. El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
emitió el preceptivo Informe, con fecha 9 de mayo de 2002.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente Deslinde, en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, modificada por
la Ley 4/1999, de 13 de enero, reguladora del Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y demás legislación aplicable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel del Galle-
go», en el término municipal de Alcalá de Guadaira, fue cla-
sificada por Orden Ministerial de fecha 28 de enero de 1947,
debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto administrativo
definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a
lo establecido en el acto de Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones formuladas por los
cuatro primeros interesados antes citados, ya expuestas, hay
que decir:

En primer término, respecto a la alegación relativa a la
falta de motivación, nulidad y arbitrariedad, así como la refe-
rente a la nulidad del procedimiento de deslinde al constituir
una vía de hecho, sostener que el procedimiento de deslinde
tiene su fundamento en el acto de clasificación de la vía pecua-
ria, en el que se determina la existencia, anchura, trazado
y demás características físicas generales de la vía pecuaria.

Por otra parte, la Resolución de aprobación del deslinde
deriva de un expediente en el que consta una Proposición
de Deslinde realizada conforme a los trámites legalmente esta-
blecidos, sometida a información pública, y en la que se inclu-
yen todos los datos necesarios para el conocimiento del recorri-
do, características y lindes de la vía pecuaria, por lo que en
modo alguno puede hablarse de existencia de indefensión en
el presente procedimiento.

En segundo lugar, se hace referencia a una serie de irre-
gularidades detectadas desde un punto de vista técnico, si
bien las mismas no se refieren al concreto Procedimiento de
Deslinde que nos ocupa, sino al Procedimiento de Clasificación
de una vía pecuaria. Así, se hace referencia a «clasificadores»
y a la «clasificación», se establece que no se ha señalizado
en el campo el eje de la vía pecuaria, cuando en el Acto
de Apeo de un Procedimiento de Deslinde se realiza un esta-
quillado de todos y cada uno de los puntos que conforman
las líneas bases de la vía pecuaria; se establece que se han
tomado los datos desde un vehículo en circulación o que no
se ha tenido en cuenta la dimensión Z o la cota de la supuesta
vía pecuaria, para acto seguido manifestar que «el deslinde
se hace con mediciones a cinta métrica por la superficie de
suelo, por tanto se tiene en cuenta la Z».
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El único proceso donde se ha tenido en cuenta dicha
técnica del GPS ha sido en la obtención de los puntos de
apoyo necesarios para la orientación exterior del vuelo foto-
gramétrico realizado para cubrir la vía pecuaria; siendo esta
técnica la empleada para la generación de la cartografía deter-
minante para el deslinde de la vía pecuaria. Por tanto, la
técnica del GPS no ha sido empleada para la obtención o
replanteo de los puntos que definen la vía pecuaria.

La información que se tiene para la definición del eje
de la vía pecuaria se obtiene aplicando la metodología de
trabajo que a continuación se describe, apoyados en la car-
tografía a escala 1/2.000 obtenida a partir del vuelo foto-
gramétrico:

En primer lugar, se realiza una investigación de la docu-
mentación cartográfica, histórica y administrativa existente, al
objeto de recabar todos los posibles antecedentes que puedan
facilitar la identificación de las líneas bases que la definen
(expediente de Clasificación del término municipal, bosquejo
planimétrico, planos catastrales -históricos y actuales-, imá-
genes del vuelo americano del año 56, datos topográficos
actuales de la zona objeto de deslinde, así como otros docu-
mentos depositados en diferentes archivos y fondos documen-
tales). Seguidamente, se procede al análisis de la documen-
tación recopilada y superposición de diferentes cartografías
e imágenes, obteniéndose las primeras conclusiones del estu-
dio que se plasman en documento planimétrico a escala
1:2.000 u otras, según detalle, realizada expresamente para
el deslinde. A continuación, y acompañados por los prácticos
del lugar (agentes de medio ambiente, etc.) se realiza un minu-
cioso reconocimiento del terreno al objeto de validar o corregir
las conclusiones del estudio, pasando a confeccionar segui-
damente el plano de deslinde, en el que aparecen perfec-
tamente definidos los límites de la vía pecuaria (aristas o eje,
en su caso). Finalmente, se realiza el acto formal de apeo
en el que se estaquillan todos y cada uno de los puntos que
conforman las líneas bases recogidas en el meritado plano,
levantando acta de las actuaciones practicadas así como de
las posibles alegaciones al respecto.

Por tanto, podemos concluir que el eje de la vía pecuaria
no se determina de modo aleatorio y caprichoso.

Por otra parte, respecto a la apreciación que exponen
los alegantes, relativa a que «el Plan de Ordenación y Recu-
peración de las Vías Pecuarias andaluzas dice claramente que
deben incluirse los datos de altitud en la toma de datos»,
manifestar que dicho Plan no establece ni prescribe las pre-
visiones técnicas que se han de reflejar en los expedientes
de Clasificación y Deslinde de vías pecuarias, sino que úni-
camente constituye un instrumento de planificación, cuyo obje-
to es determinar la Red Andaluza de Vías Pecuarias, así como
establecer las actuaciones necesarias para su recuperación
y puesta en uso, determinando unos niveles de prioridad.

En otro orden de cosas, los efectos y el alcance del deslinde
aparecen determinados en el art. 8 de la Ley de Vías Pecuarias,
a cuyo tenor: «3. El deslinde aprobado declara la posesión
y la titularidad demanial a favor de la Comunidad Autónoma,
dando lugar al amojonamiento, y sin que las inscripciones
del Registro de la Propiedad puedan prevalecer frente a la
naturaleza demanial de los bienes deslindados. 4. La Reso-
lución de aprobación del deslinde será título suficiente para
rectificar, en forma y condiciones que se determinen regla-
mentariamente, las situaciones jurídicas registrales contradic-
torias con el deslinde. Dicha Resolución será título suficiente
para que la Comunidad Autónoma proceda a la inmatriculación
de los bienes de dominio público cuando lo estime conve-
niente. En todo caso, quienes se consideren afectados por
la resolución aprobatoria del deslinde podrán ejercitar las accio-
nes que estimen pertinentes en defensa de sus derechos y
solicitar la anotación preventiva de la correspondiente recla-
mación judicial.»

Sostienen, por otra parte, los alegantes, la prescripción
posesoria de los terrenos pecuarios, con reclamación del posi-
ble amparo legal que pudiera otorgarle la inscripción registral.
A este respecto, manifestar:

En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura
Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad, hemos
de mantener que la protección del Registro no alcanza a los
datos de mero hecho de los bienes de dominio público, y
el hecho de señalar que limita con una vía pecuaria ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995,
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

Por otra parte, con referencia a la pretendida nulidad del
procedimiento de clasificación, al amparo de lo establecido
en el art. 62.1 de la LRJAP y PAC, al considerarse vulnerado
el derecho a la defensa establecido en el art. 24 de la Cons-
titución Española, al no haber sido notificado de forma personal
del resultado del expediente de clasificación de las vías pecua-
rias del término municipal, se ha de manifestar que no es
procedente la apertura del procedimiento de revisión de oficio
de dicho acto por cuanto que no concurren los requisitos mate-
riales exigidos.

Concretamente, los procedimientos de referencia no
incurren en la causa de nulidad alegada, por cuanto que el
Reglamento de Vías Pecuarias aprobado por el Decreto 23
de diciembre de 1944, entonces vigente, no exigía tal noti-
ficación, estableciéndose en su art. 12:

«La Dirección General de Ganadería, previos los oportunos
informes sobre las reclamaciones y propuestas presentadas,
elevará el expediente a la resolución ministerial.

La Orden Ministerial aprobatoria se publicará en el Boletín
Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Provincia a
la que afecte la clasificación.»

Por otra parte, respecto a la alegación articulada relativa
a la falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley antes
citada, así como a la competencia estatal de dicho desarrollo,
sostener que dicho artículo resulta de aplicación directa, al
establecer con claridad que las inscripciones del Registro de
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la Propiedad no pueden prevalecer frente a la naturaleza dema-
nial de los bienes deslindados.

Así mismo, tampoco puede prosperar la alegación relativa
a la posible inconstitucionalidad de dicho precepto, al no cons-
tituir una norma de carácter expropiatorio, dado que no hay
privación de bienes a particulares, sino determinación de des-
lindar el dominio público.

Respecto a la indefensión alegada, considerando que no
han tenido acceso a una serie de documentos que relacionan,
informar que se ha consultado numeroso Fondo Documental
para la realización de los trabajos técnicos del deslinde y,
como interesados en el expediente, y de acuerdo con lo esta-
blecido en los artículos 35 y 37 de la LRJAP y PAC, han
tenido derecho, durante la tramitación del procedimiento, a
conocer el estado de tramitación del mismo, y a obtener copia
de toda la documentación obrante en el expediente, además
del acceso a los registros y a los documentos que forman
parte del mismo.

Por último, sostienen los alegantes el perjuicio económico
y social que supondría el deslinde para los numerosos titulares
de las explotaciones agrícolas afectadas, así como para los
trabajadores de las mismas. A este respecto, manifestar que
el deslinde no es más que la determinación de los límites
de la vía pecuaria en beneficio de todos. No obstante, las
consecuencias del mismo en cada caso podrían ser suscep-
tibles de estudio en un momento posterior.

En cuanto a lo manifestado por doña Rosa González Esca-
lada Díaz, en su propio nombre y en nombre de sus hermanas,
doña Margarita, doña Victoria y de los herederos de su hermana
doña Fabiola, mostrando su desacuerdo con el trazado de
la vía pecuaria, considerando que es el vecino colindante el
que posiblemente haya modificado el vallado que divide la
finca, aclarar que el deslinde, como acto definidor de los límites
de la vía pecuaria, se ha ajustado a lo establecido en el acto
de clasificación, estando justificado técnicamente en el expe-
diente.

Más concretamente, y conforme a la normativa aplicable,
en dicho Expediente se incluyen: Informe, con determinación
de longitud, anchura y superficie deslindadas; superficie intru-
sada, y número de intrusiones; plano de intrusión del Cordel,
de situación del tramo, Croquis de la Vía Pecuaria, y Plano
de Deslinde. Por ello, no desvirtuando la documentación pre-
sentada el trazado de la vía pecuaria, no procede corrección
del deslinde.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de

la Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás legislación
aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla, con fecha 4 de abril de 2002, así como el Informe
del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,

R E S U E L V O

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Cordel
del Gallego», tramo tercero, comprendido desde el Cordel de
Mairena hasta el Cordel de Utrera a Carmona, en el término
municipal de Alcalá de Guadaira, provincia de Sevilla, a tenor
de los datos y la descripción que siguen, y en función a las
coordenadas que se anexan a la presente Resolución.

Longitud deslindada: 4.970,06 metros.
Anchura: Variable, nunca inferior a 37,61 metros.
Superficie deslindada: 23-50-66 ha.
Descripción:

«Finca rústica, en el término de municipal de Alcalá de
Guadaira, provincia de Sevilla, de forma alargada, con una
anchura legal no inferior a 37,61 m, la longitud deslindada
es de 4.970,06 m, con una superficie de 23-50-66 ha, que
en adelante se conocerá como “Cordel del Gallego”, tramo
tercero, que linda:

- Al Norte: Con fincas de don José Luis Gaytán Aya-
la-Maestre y doña Fabiola Cívico.

- Al Sur: Con fincas de don Rafael Camacho Alvarez,
Camagro, S.A, don José Luis Rubio Marín, don Manuel Mon-
toya Sosa, don Francisco Montoya Sosa, don Juan Montoya
Sosa, don Enrique Montoya Sosa, don Antonio Montoya Sosa,
don José Gómez Miñán, don José Romero Morales y don
Rafael González Fernández, que este último pertenece al tér-
mino municipal de Utrera.

- Al Este y al Oeste: Con más vías pecuarias.»

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la Con-
sejera de Medio Ambiente, conforme a lo establecido en la
Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo
de un mes desde la notificación de la presente, así como
cualquier otro que pudiera corresponder de acuerdo con la
normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 28 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE, DE FECHA
28 DE MAYO DE 2002, POR LA QUE SE APRUEBA EL DESLINDE PARCIAL DE LA VIA PECUARIA «CORDEL DEL GALLEGO»,
TRAMO TERCERO, COMPRENDIDO DESDE EL CORDEL DE MAIRENA HASTA EL CORDEL DE UTRERA A CARMONA, EN EL

TERMINO MUNICIPAL DE ALCALA DE GUADAIRA, PROVINCIA DE SEVILLA

RELACION DE COORDENADAS U.T.M. DEL PROYECTO DE DESLINDE DE LA VIA PECUARIA
(Referidas al Huso 30)

CORDEL DEL GALLEGO
(Tramo III)
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RESOLUCION de 28 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslide parcial de la vía pecuaria Cañada Real de
Robledo a Lora del Río y Sevilla, en su tramo núm. 7,
desde el Cordelillo que le une con la Cañada Real
de Sevilla hasta el Abrevadero Real de Fuente de la
Higuera, incluido el descansadero y aguadero de
Cañuelo, en el término municipal de Constantina, pro-
vincia de Sevilla (V.P. 259/01).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
«Cañada Real de Robledo a Lora del Río», en su tramo 7.º,
incluido el Descansadero y Aguadero de Cañuelo, a su paso
por el término municipal de Constantina, en la provincia de
Sevilla, instruido por la Delegación Provincial de la Consejería
de Medio Ambiente en Sevilla, se ponen de manifiesto los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria antes citada fue clasificada por
Orden Ministerial de fecha 24 de diciembre de 1965, con
una anchura legal de 75,22 metros, y una longitud aproxi-
mada, dentro del término municipal, de 4.850 metros.

Segundo. Mediante Resolución de 30 de junio de 1998,
de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Medio
Ambiente, se acordó el inicio del Deslinde de la vía pecuaria
antes referida, en el término municipal también citado.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el día 10 de noviembre de 1998, notificándose dicha
circunstancia a todos los afectados conocidos, y publicándose
en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

En el acto de inicio de las operaciones materiales de des-
linde, se realizaron manifestaciones por parte de los siguientes:

1. Don José y Don Baltasar Morejón Oliveros manifiestan
su disconformidad con el apeo realizado, por las siguientes
razones:

- No haber recibido notificación alguna en relación con
el acto de inicio de las operaciones materiales de deslinde,
no suponiendo el hecho de comparecer notificación en forma
y causándoles este hecho indefensión.

- Incomparecencia de algún representante del Ayunta-
miento que pudiera defender los intereses de los vecinos.

- Falta de acreditación del representante de la Adminis-
tración actuante en el deslinde.

- Reconocen la existencia de la Cañada Real, siendo dis-
conformes con la ubicación y el trazado de ésta, así como
con la finalidad que se pretende dar a la misma.

- Hacen constar que cuando su madre, doña Manuela
Oliveros Caballos, cercó la finca, hace más de 30 años, fue
el Departamento de Vías Pecuarias, el organismo público que
le asesoró e indicó donde tenía que poner las alambradas.

- Se reservan las acciones legales que pudieran corres-
ponderle.

2. Don Fernando Ramón Aranda Cabrera, por su parte,
solicita que el límite izquierdo de la Cañada Real sea coin-
cidente con el cercado de piedra que va por el lado izquierdo
de la carretera, en dirección a Lora del Río.

Por otra parte, hace las siguientes manifestaciones:

- Desacuerdo con el itinerario y trazado marcado a la
vía pecuaria, considerando que la vía pecuaria sigue el iti-
nerario de la carretera quedando a la derecha de ésta.

- Las cercas actuales están puestas por indicación de
Vías Pecuarias.

- Solicitan la anulación del acto de deslinde al no pre-
sentar credencial el representante de la Delegación Provincial
de Medio Ambiente, y no estar presente ningún representante
del Ayuntamiento de Constantina.

- Hace constar que formulará alegaciones y presentará
la documentación acreditativa de lo manifestado.

Cuarto. Redactada la proposición de deslinde, que se rea-
liza de conformidad con los trámites preceptivos e incluyéndose
claramente la relación de ocupaciones, intrusiones y colin-
dancias, ésta se somete a exposición pública.

Como consecuencia de la aportación de documentación
por parte de Doña Mercedes Delgado Durán, en los proce-
dimientos administrativos de deslinde de la vía pecuaria que
nos ocupa «Cañada Real de Robledo a Lora del Río y Sevilla»,
en sus tramos séptimo y octavo, tras un estudio de la referida
documentación, y con objeto de ajustar al máximo el presente
deslinde a la clasificación de la vía pecuaria citada, se modificó
la propuesta de deslinde original, sometiéndose la nueva pro-
puesta a un nuevo período de información pública, tras los
trámites legales procedentes.

Quinto. A la proposición de deslinde original, a la que
se ha hecho referencia, se presentaron alegaciones por parte
de los siguientes:

- Miguel Afán de Ribera Ibarra, Secretario General Téc-
nico de ASAJA-Sevilla.

- Don Baltasar Morejón Oliveros.
- Don José Morejón Oliveros.
- Don Fernando Ramón Aranda Cabrera.
- Doña Mercedes Delgado Durán.

Los alegantes plantean las siguientes cuestiones:

1. Falta de motivación, arbitrariedad y nulidad del
deslinde.

2. Nulidad de la clasificación.
3. Respeto a las situaciones posesorias preexistentes, y

prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con recla-
mación del posible amparo legal que pudiera otorgarle la ins-
cripción registral de los terrenos objeto de deslinde.

4. Disconformidad con el trazado.
5. Falta de notificación del acto de inicio de las ope-

raciones materiales de deslinde.
6. Reiteración de manifestaciones realizadas en el acto

de inicio de las operaciones materiales de deslinde.
Estas alegaciones serán objeto de valoración en los Fun-

damentos de Derecho de la presente Resolución.

Sexto. Se solicitó el preceptivo informe del Gabinete
Jurídico.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
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cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Robledo a Lora del Río», incluido el Descansadero y Aguadero
de Cañuelo, fue clasificada por Orden Ministerial de fecha
24 de diciembre de 1965, debiendo, por tanto, el Deslinde,
como acto administrativo definitorio de los límites de cada
vía pecuaria, ajustarse a lo establecido en el acto de Cla-
sificación.

Cuarto. En lo que se refiere a las alegaciones, ya referida
en la exposición de Antecedentes de Hechos, hay que decir:

1. No es posible hablar de falta de motivación en el pre-
sente expediente de Deslinde, ya que el mismo se ha elaborado
llevando a cabo un profundo estudio del terreno, con utilización
de una abundante documental, y con sujeción, además, al
Acto Administrativo de Clasificación, firme y consentido -STSJA
de 24 de mayo de 1.999-, de la vía pecuaria que mediante
el presente se deslinda.

2. Con referencia a la cuestión aducida relativa a la pres-
cripción posesoria, así como la protección dispensada por el
Registro, puntualizar lo que sigue:

a) En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escri-
tura Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad,
hemos de mantener que la protección del Registro no alcanza
a los datos de mero hecho de los bienes de dominio público,
y el hecho de señalar que limita con una vía pecuaria ni
prejuzga ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos, ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

Esta argumentación se completa enmarcándola en una
consideración genérica sobre la posibilidad abstracta del Regis-
tro de incidir en el dominio público.

Se parte, a estos efectos, de la afirmación doctrinal de
que el Registro le es indiferente al dominio público, citando
concretamente a Beraud y Lezon, en cuanto entienden que
los bienes de dominio público carecen de potencialidad jurídica
para ser salvaguardados por la inscripción, ya que su ads-
cripción a fines de carácter público los sitúa fuera del comercio
de los hombres, haciéndoles inalienables e imprescriptibles,
llevando en su destino la propia garantía de inatacabilidad
o inmunidad, de manera que en ellos la inscripción es
superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que en su apartado 3.º establece: «El Deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma dando lugar al amojonamiento
y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».

b) En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, adu-
cida de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha
de indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de Junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad. En
cuanto a las alegaciones formuladas por don Fernando Ramón

Aranda Cabrera, decir que éste aporta una serie de documentos
en acreditación de sus manifestaciones. Tras un estudio de
los mismos, hay que aclarar que ninguno de ellos hace refe-
rencia a un expediente de vías pecuarias.

El deslinde de una vía pecuaria es el acto administrativo
por el que se definen los límites de la misma, de conformidad
con lo establecido en el acto administrativo de clasificación.
Otro acto diferente es la delimitación de los linderos de una
finca a título particular mediante una Resolución Judicial que
aclare la posesión de las tierras a favor de un propietario y
el realizar el correspondiente amojonamiento.

Respecto al documento aportado por el Sr. Aranda Cabre-
ra, relativo a expediente de reconocimiento y rectificación de
mojones de las vías pecuarias, abrevaderos, descansaderos
y apartaderos existentes en el término de Constantina para
uso y disfrute de la ganadería en general, decir que, efec-
tivamente, es un antecedente a tener en cuenta, y como tal
se ha estudiado. No obstante, es preciso hacer al mismo las
siguientes matizaciones:

En el citado expediente de 1867, no se dice que los
vallados sean del Ventorrillo o Las Canteras, hay que tener
en cuenta que existía la Dehesa de San Isidro de Las Canteras
y la Hacienda del Ventorrillo, fincas distintas que, en aquella
época pertenecían al mismo dueño Los citados vallados no
tienen, por tanto, que corresponderse, con el actual muro de
piedra existente en la zona, que, según denuncias existentes,
fue levantado entre 1950 y 1960.

Por último, don Fernando Ramón Aranda afirma que «no
tiene más servidumbre que la del Camino de Lora del Río
a Constantina que la atraviesa...» A esto hay que puntualizar
que las vías pecuarias no representan servidumbre de paso
o carga limitativa del dominio, por lo que es muy aventurado
y sin base jurídica, relacionar la servidumbre del Camino de
Lora a Constantina con el recorrido de la vía pecuaria, ya
que dicho Camino conforma, según plano de expediente antes
citado, aportado de contrario, el cateto de un triángulo que,
partiendo de la carretera, llegaría a la entrada de la finca «El
Ventorrillo», constituyendo los otros dos lados del triángulo
la Cañada Real que nos ocupa cuyo vértice es el Abrevadero
de La Higuera.

Respecto a las alegaciones presentadas por don José y
don Baltasar Morejón Oliveros, y en cuanto a la falta de noti-
ficación del acto de apeo, reiterado por los mismos, decir lo
siguiente: consta la personación e intervención de los alegantes
en el acto de inicio de las operaciones materiales del presente
deslinde, apareciendo sus firmas en Acta levantada al efecto.
Por otra parte, los Sres. Morejón Oliveros han evacuado el
trámite de alegaciones en fase de exposición pública del expe-
diente, por lo que, en definitiva no cabe, en ningún caso,
aceptar que se haya producido un supuesto de indefensión.

Por último, en lo que se refiere a la acreditación de los
representantes de la Administración actuante en el presente
Deslinde, decir que, sin perjuicio de la presunción de legi-
timidad en el ejercicio de sus funciones, de que goza el personal
al servicio de las Administraciones Públicas, el interesado pue-
de, a tenor del artículo 35 de la Ley 30/1992, antes citada,
solicitar ante ésta la identificación de las personas que inter-
vinieron en las operaciones materiales de deslinde, sin que
ello invalide la actuación realizada por éstas.

De igual modo, a tenor de lo dispuesto en el artículo
19.4 del Decreto 155/1998, por el que se aprueba el Regla-
mento de Vías Pecuarias de nuestra Comunidad Autónoma,
la ausencia de técnicos y representantes que designen las
entidades locales no invalidará la eficacia de lo actuado. La
incomparecencia al acto fue por causa imputable al Ayun-
tamiento.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
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26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla, con fecha 25 de abril de 2001, así como el informe
del Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía,

R E S U E L V O

Aprobar el deslinde parcial de la vía pecuaria denominada
«Cañada Real de Robledo a Lora del Río y Sevilla», en su
tramo 7, desde el Cordelillo que le une con la Cañada Real
de Sevilla hasta el Abrevadero Real de Fuente de la Higuera,
incluido el Descansadero y Aguadero de Cañuelo, en el término
municipal de Constantina, provincia de Sevilla, a tenor de
los datos y la descripción que siguen, y en función a las coor-
denadas que se anexan a la presente Resolución.

Longitud deslindada: 5.065 metros.
Anchura: 75,22 metros.
Superficie del Descansadero del Vicario deslindada:

38-54-39 Has.

Descripción: Finca rústica, en el término municipal de
Constantina, provincia de Sevilla, de forma alargada, con una

anchura legal de 75,22 metros, la longitud deslindada es de
5.065 metros y una superficie total de 38-09-72 Has, la super-
ficie a deslindar del Abrevadero-Descansadero de El Cañuelo
será de 38-54-39 Has. que, en adelante, se conocerá como
«Cañada Real del Robledo a Lora del Río y Sevilla», tramo
7.º, que linda al norte y al sur con más vía pecuaria; al este,
con la finca propiedad de don José Morejón Oliveros, don
Baltasar Morejón Oliveros, don Francisco Morejón Oliveros,
finca San Gabriel, propiedad de don Fernando Aranda Cabrera;
finca el Ventorrillo, propiedad de don Fernando y don Manuel
Aranda Cabrera. Al oeste, con la finca El Travieso, propiedad
de doña Manuela Oliveros Ceballo; don Baltasar Morejón Oli-
veros, finca San Gabriel; de Don Fernando Aranda Cabrera,
finca «Peladillas», propiedad de doña Ana María García
Cepeda.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante el Con-
sejero de Medio Ambiente, conforme a lo establecido en la
Ley 4/1999, de Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo
de un mes desde la notificación de la presente, así como
cualquier otro que pudiera corresponder de acuerdo con la
normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, a 28 de mayo
de 2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE, DE FECHA
28 DE MAYO DE 2002, POR LA QUE SE APRUEBA EL DESLINDE PARCIAL DE LA VIA PECUARIA «CAÑADA REAL DE ROBLEDO
A LORA DEL RIO Y SEVILLA», EN SU TRAMO NUM. 7, DESDE EL CORDELILLO QUE LE UNE CON LA CAÑADA REAL DE
SEVILLA HASTA EL ABREVADERO REAL DE FUENTE DE LA HIGUERA, INCLUIDO EL DESCANSADERO Y AGUADERO DE CAÑUELO,
EN EL TERMINO MUNICIPAL DE CONSTANTINA, PROVINCIA DE SEVILLA.

REGISTRO DE COORDENADAS (U.T.M.)
COORDENADAS DE LAS LINEAS

CAÑADA REAL DE ROBLEDO A LORA DEL RIO Y SEVILLA. TRAMO NUM. 7
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RESOLUCION de 31 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde de la vía pecuaria denominada Cordel de
Jerez, en el término municipal de Bornos, provincia
de Cádiz (V.P. 376/00).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
denominada «Cordel de Jerez», en el término municipal de
Bornos (Cádiz), instruido por la Delegación Provincial de la
Consejería de Medio Ambiente en Cádiz, se desprenden los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cordel de Jerez»,
en el término municipal de Bornos, provincia de Cádiz, fue
clasificada por Orden Ministerial de fecha 3 de noviembre
de 1958.
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Segundo. Mediante Resolución de la Viceconsejería de
Medio Ambiente de fecha 2 de agosto de 1999, se acordó
el inicio del deslinde de la mencionada vía pecuaria, en virtud
del Convenio de Cooperación suscrito entre la Consejería de
Medio Ambiente y el Ayuntamiento de Bornos (Cádiz), para
la Ordenación y la Recuperación de las Vías Pecuarias de
este término municipal.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se reali-
zaron el 9 de septiembre de 1999, notificándose dicha cir-
cunstancia a todos los afectados conocidos, siendo asimismo
publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz
núm. 182, de fecha 7 de agosto de 1999.

En dicho acto don José Jurado Girón manifiesta ser pro-
pietario de una finca inscrita en el Registro de la Propiedad
de Arcos, en cuyos linderos no figura colindante con la vía
pecuaria, y que está calificada como zona urbana según las
Normas Subsidiarias Municipales; don Antonio Gutiérrez Bení-
tez se adhiere a lo manifestado anteriormente.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz
núm. 35, de fecha 12 de febrero de 2000.

Quinto. A la Proposición de Deslinde se presentaron idén-
ticas alegaciones por parte de:

- Don José Jurado Girón.
- Don Antonio Gutiérrez Benítez.

Sexto. Las alegaciones presentadas por los interesados
antes citados pueden resumirse como sigue:

- Titularidad registral de los terrenos objeto de deslinde,
aportando copias de Escrituras de Propiedad de sus fincas.

- Indeterminación en el expediente de deslinde de la
superficie afectada de sus fincas.

- Disconformidad con el trazado propuesto.
Las alegaciones formuladas por los antes citados serán

objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho de la
presente Resolución.

Séptimo. Con fecha 24 de enero de 2000, mediante Reso-
lución del Secretario General Técnico, se acordó la ampliación
del plazo establecido para instruir y resolver el presente pro-
cedimiento de deslinde durante 6 meses más.

Octavo. Mediante Resolución de la Secretaría General Téc-
nica de fecha 27 de junio de 2000, se acuerda la suspensión
del plazo establecido para instruir y resolver el procedimiento
de deslinde de la vía pecuaria «Cordel de Jerez» y, emitido
el Informe de Gabinete Jurídico, con fecha 17 de noviembre
de 2000, se acuerda el levantamiento de dicha suspensión
de plazo.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; la Ley 4/1999, de 13 de
enero, de modificación de la Ley 30/1992, y demás legislación
aplicable.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel de Jerez»,
en el término municipal de Bornos, fue clasificada por Orden
Ministerial de fecha 3 de noviembre de 1958, debiendo, por
tanto, el Deslinde, como acto administrativo definitorio de los
límites de cada vía pecuaria, ajustarse a lo establecido en
el acto de la Clasificación.

Aclarar que se deslinda la vía pecuaria en toda su anchura
cuando el tramo está dentro del término de Bornos, mientras
que sólo se deslinda desde el eje de la vía pecuaria en la
parte N.O. del tramo, donde la vía pecuaria lleva la línea divi-
soria de términos entre Bornos y Arcos de la Frontera por
su eje.

Cuarto. Respecto a las alegaciones presentadas cabe
manifestar:

En primer término, respecto a las alegaciones articuladas
en el acto de apeo, en la que manifiestan el carácter urbano
de sus fincas, informar que el deslinde se ha realizado hasta
el límite de suelo urbano, y conforme a lo dispuesto en el
artículo 13 de Real Decreto Legislativo 1/92, los suelos tienen
la consideración de urbanos por insertarse en un ámbito en
el que la edificación se encuentra consolidada prácticamente
en su totalidad.

En cuanto a las alegaciones presentadas a la Proposición
de Deslinde, se informa lo siguiente:

Respecto a la cuestión planteada sobre la protección dis-
pensada por el Registro de la Propiedad, informar que la pro-
tección de Registro no alcanza a los datos de mero hecho
de los bienes de dominio público, y el hecho de señalar que
limita con una vía pecuaria, ni prejuzga ni condiciona la exten-
sión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado, en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndolos inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que establece en su apartado 3.º: «El deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento,
y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».
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Don Antonio Gutiérrez Benítez y don José Jurado Girón
alegan indeterminación en el expediente de deslinde de la
superficie afectada de sus fincas, manifiestando que las mis-
mas pueden formar parte de la que se identifica en el Plano
como parcela a nombre de don Antonio Gutiérrez Benítez,
la parcela de ambos alegantes. Respecto a esta cuestión, seña-
lar que, aun cuando a don José Jurado Girón se le ha notificado
todos los trámites del procedimiento, en los Planos del deslinde
no estaba representada, ni tampoco aparecía en el listado
de colindancias ni de intrusiones, integrándose la misma en
la parcela de don Antonio Gutiérrez Benítez; vistas las Escri-
turas de Propiedad aportadas, se procede a su corrección en
el Plano del deslinde y en el listado de colindancia, indicándose
las superficies afectadas y resultante de ambos propietarios.

Respecto a la disconformidad mostrada por ambos ale-
gantes respecto al trazado de la vía pecuaria, señalar que
el deslinde se ha realizado ajustándose a lo establecido en
el acto de clasificación, y la Proposición de Deslinde se ha
llevado a cabo de acuerdo a los trámites legalmente esta-
blecidos, incluyéndose todos los datos necesarios para el cono-
cimiento del recorrido, características y límites de la vía
pecuaria.

Más concretamente, y de acuerdo con la normativa apli-
cable, en el expediente se incluyen: Informe, con determi-
nación de longitud, anchura y superficie deslindadas; super-
ficie intrusada y número de intrusiones; plano de situación
del Cordel, de situación del tramo, croquis de la vía pecuaria
y plano de deslinde; por ello, con las alegaciones formuladas,
y considerando que la documentación que se acompaña no
acredita lo manifestado en sus escritos, no procede corrección
del trazado de la vía pecuaria, en el tramo de estos alegantes.

Considerando que en el presente deslinde se ha seguido
el procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con las modificaciones introducidas por la Ley 4/1999, de
13 de enero, con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995,
de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998,
de 21 de julio, que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás legislación
aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Cádiz con fecha 14 de junio de 2000, así como el Informe
del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, emitido con
fecha 17 de noviembre de 2000.

HE RESUELTO

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Cordel
de Jerez», en el término municipal de Bornos, provincia de
Cádiz, conforme a los datos y descripción que siguen, y en
función a las coordenadas absolutas que se anexan a la pre-
sente Resolución.

- Longitud deslindada: 804,14 metros.
- Anchura: 37,61 metros.
- Superficie: 30.243,7 m2.
Descripción: «Parcela rústica, de forma cuadrangular, con

una superficie de 30.243,7 m2, sita en el término municipal
de Bornos, y que posee los siguientes linderos:

1.er Tramo:

Comprendido entre el Cordel de Jerez-Bornos, la Ctra.
Nacional Jerez-Cartagena y el núcleo urbano de Bornos, y
cuyos linderos son los siguientes:

- Norte: Ayuntamiento de Bornos.
- Sur: Ayuntamiento de Arcos.
- Este: Con la Carretera Nacional Jerez-Cartagena.
- Oeste: Con el Cordel de Jerez-Bornos.

2.º Tramo:

- Norte: Con fincas propiedad de don Pedro Pérez Pozo,
don Manuel Panadero Carrasco y doña Mercedes Gordillo
Mancilla.

- Sur: Con fincas propiedad de don Manuel Panadero
Carrasco, don Antonio Gutiérrez Benítez y don José Jurado
Girón.

- Este: Con el embalse de Bornos.
- Oeste: Con el casco urbano de Bornos.»

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la Con-
sejera de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, conforme
a la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, en el plazo de un mes desde la notificación
de la presente, así como cualquier otro que pudiera corres-
ponder de acuerdo con la normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 31 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE FECHA 31 DE MAYO DE 2002,
DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA
DE MEDIO AMBIENTE, POR LA QUE SE APRUEBA EL DES-
LINDE DE LA VIA PECUARIA DENOMINADA «CORDEL DE
JEREZ», EN EL TERMINO MUNICIPAL DE BORNOS (CADIZ)

RELACION DE COORDENADAS UTM DEL PROYECTO DE
DESLINDE DE LA VIA PECUARIA

«CORDEL DE JEREZ»

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se aprueba el deslinde
total de la vía pecuaria Cañada Real de Sevilla a Gibral-
tar, en el término municipal de Benaocaz, provincia
de Cádiz (V.P. 039/99).

Examinado el Expediente de Deslinde total de la vía pecua-
ria «Cañada Real de Sevilla a Gibraltar», sita en el término
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municipal de Benaocaz, en la provincia de Cádiz, instruido
por la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambien-
te en Cádiz, se ponen de manifiesto los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria antes citada, sita en el término
municipal de Benaocaz, fue clasificada por Orden Ministerial
de fecha 23 de febrero de 1959, con una anchura de 75,22
metros y una longitud aproximada de 5.700 metros.

Segundo. El deslinde se inicia a propuesta de la Dele-
gación Provincial de Medio Ambiente en Cádiz, por Resolución
del Consejero de Medio Ambiente, de fecha de 10 de marzo
de 1997.

Tercero. Los trabajos materiales de Deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el día 23 de junio de 1997, notificándose dicha circuns-
tancia a todos los afectados conocidos, y publicándose en
el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz de 13 de mayo
de 1997.

En el acto de inicio de las operaciones materiales de Des-
linde se hicieron manifestaciones por parte de los siguientes:

- Don Francisco Gutiérrez Benítez, en nombre y repre-
sentación de don Juan Gutiérrez Rodríguez, manifiesta que,
no estando de acuerdo con el deslinde realizado, se reserva
el derecho a la presentación de documentos que demuestren
que el deslinde no es correcto.

- La manifestación referida en el punto anterior es rei-
terada por don Juan Lobo Orozco.

- Don Cristóbal Martín Benítez manifiesta su conformidad
con el deslinde realizado.

- Don José García Domínguez confirma la existencia de
unos mojones de cemento.

- Don Luis Domínguez Rojas manifiesta que, según Escri-
tura de su propiedad, el Arroyo de la Breña no se llama así,
sino Arroyo del Pilar de la Sen, a la altura de su finca, frente
a la finca del Chamizo, y que la linde de su propiedad va
por dicho Arroyo. Se niega a firmar el acta por disconformidad
con el deslinde.

- Don Faustino Alonso Pascual y don José Carrasco Hidal-
go manifiestan que compraron sus parcelas de buena fe, des-
conociendo las lindes de la Cañada Real.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz.

A dicha Proposición de Deslinde se han presentado ale-
gaciones por los siguientes:

1. Don Gustavo Herrera Cides.
2. Doña Mercedes Yuste Jaén.
3. Don Antonio Rosado Fernández.
4. Don Rafael Vilches Moreno.
5. Don José García Gavilán.
6. Don José Sánchez Gómez.
7. Don Plácido García Gavilán.
8. Don Antonio Gil Ríos.
9. Don Antonio Rodríguez Ramos.
10. Don Pedro José Reguera Ordóñez.
11. Don José Luque Rodríguez.
12. Doña Ana Belén Carrasco Montero.
13. Don Diego Márquez Ramírez.
14. Don Rafael Domínguez León.
15. Doña Josefa Gil Pérez.
16. Don Carlos Ales Esteban, en representación de la

Compañía Sevillana de Electricidad, S.A.

17. Don José Luis Carrasco Hidalgo.
18. Doña Rosario Bautista Marín.
19. Don Guillermo Ramírez Madueño.
20. Don Juan Gómez Villarreal, en representación de Grá-

ficas Ubriqueñas, S.L.
21. Don Diego Carrillo Gutiérrez.
22. Doña Rosario Corrales García.
23. Don José Gavilán Rodríguez.
24. Don Antonio Ramos Gómez.
25. Don José García García.
26. Don José Holgado Arjona.
27. Don Juan Lobo Orozco.
28. Don Juan Gutiérrez Rodríguez.

Las alegaciones formuladas por los anteriormente citados
serán objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho
de la presente Resolución.

Quinto. El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
con fecha 11 de diciembre de 2000, emitió el preceptivo
Informe.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente Procedimiento de Deslinde en virtud
de lo establecido en el artículo 21 del Decreto 155/1998,
de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Vías
Pecuarias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
el Decreto 179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Medio
Ambiente.

Segundo. Al presente procedimiento administrativo le es
de aplicación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Sevilla a Gibraltar» fue clasificada por Orden Ministerial de
23 de febrero de 1959, siendo esta Clasificación conforme
al artículo 7 de la Ley de Vías Pecuarias y el artículo 12
del Reglamento de Vías Pecuarias de Andalucía, respectiva-
mente, «el acto administrativo de carácter declarativo en virtud
del cual se determina la existencia, anchura, trazado y demás
características físicas generales de cada vía pecuaria», debien-
do, por tanto, el Deslinde, como acto administrativo definitorio
de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a lo establecido
en el acto de Clasificación.

Cuarto. Los alegantes citados en el punto cuarto de los
Antecedentes de Hecho plantean, con carácter general, diver-
sas cuestiones que pueden resumirse según lo siguiente:

- Propiedad de las fincas colindantes, aportando títulos
inscritos en el correspondiente Registro de la Propiedad. Pres-
cripción adquisitiva de los terrenos de la vía pecuaria objeto
de deslinde.

- Otorgamiento de licencias, por parte de otros organis-
mos públicos, para la realización de actuaciones en las fincas
afectadas por el deslinde.

- Disconformidad con el trazado y anchura de la vía
pecuaria.

- Personación en el expediente solicitando se le notifiquen
las siguientes actuaciones.
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- Perjuicio económico causado por el presente deslinde.
- Solicitud de cambio de trazado.
- Error de hecho en la adjudicación de parcelas intrusas.

A las referidas alegaciones hay que decir:

Respecto a la disconformidad con el trazado de la vía
pecuaria, decir que, dada la firmeza de la Clasificación de
la vía pecuaria, y siendo el objeto del deslinde la delimitación
física de los límites de la vía pecuaria, conforme a lo establecido
en el acto de clasificación, se trata de una alegación extem-
poránea e improcedente.

Aclarar, además, que la Proposición de Deslinde sometida
a Exposición Pública ha sido realizada conforme a los trámites
legalmente establecidos, y en la misma se incluyen todos los
datos necesarios para el conocimiento del recorrido, carac-
terísticas y lindes de la vía pecuaria. Más concretamente, y
conforme a la normativa aplicable, en dicho Expediente se
incluyen: Informe, con determinación de longitud, anchura
y superficie deslindadas; superficie intrusada, y número de
intrusiones; plano de situación de la vía, de situación del tramo,
croquis de la vía pecuaria y plano de deslinde.

Con relación a las alegaciones formuladas por don Juan
Gutiérrez Rodríguez y don Juan Lobo Orozco, relativas a la
anchura de la vía pecuaria, decir que tras el estudio de las
manifestaciones realizadas por los alegantes, así como de la
documentación aportada por los mismos, han de estimarse
dichas alegaciones, dado que, atendiendo al mandato legal de
deslindar conforme a lo establecido en el acto administrativo
de Clasificación, la anchura de la vía pecuaria en el tramo
referido por el alegante ha de mantenerse en 75,22 metros.
Así, se procede a la rectificación del error, siendo la superficie
real de la vía pecuaria, intrusada por don Juan Gutiérrez Rodrí-
guez, de 548 metros cuadrados.

En cuanto a la prescripción adquisitiva y la titularidad
registral alegadas, hay que decir:

Atendiendo a la teoría ya reiterada por el Gabinete Jurídico
de la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía,
hay que señalar lo siguiente:

En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura
Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad, hemos
de mantener que la protección del Registro no alcanza a los
datos de mero hecho de los bienes de dominio público, y
el hecho de señalar que limita con una vía pecuaria ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que en su apartado 3.º establece: «El Deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento

y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995,
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

En cuanto a las alegaciones relativas al otorgamiento de
licencias por parte de otros organismos públicos, así como
al pago de tributos municipales, etc., hay que decir que dichos
actos administrativos no desvirtúan el carácter de dominio
público de los terrenos pertenecientes a vías pecuarias y, desde
luego, no invalidan el presente deslinde.

A efectos del perjuicio económico, causado por el deslinde,
planteado por algunos de los alegantes, decir que el deslinde
no es más que la determinación de los límites del dominio
público, en beneficio de todos. No obstante, las consecuencias
del mismo, en cada caso, podrían ser susceptibles de estudio
en una fase posterior.

Por último, por parte de algunos de los alegantes se solicita
un cambio de trazado de la vía pecuaria, a lo que contesta
que no es el procedimiento administrativo de deslinde el ade-
cuado para dicha solicitud, ya que el procedimiento admi-
nistrativo para la modificación de trazado se regula expresa-
mente en los artículos 33 y ss. del Decreto 155/1998, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Con independencia de las alegaciones contestadas en los
párrafos anteriores, se hace referencia a otras, en las que se
ponen de manifiesto errores de hecho en cuanto a la adju-
dicación de parcelas a sus propietarios. Más concretamente:

La parcela asignada a don José Gavilán Rodríguez es
la núm. 37 y no la núm. 39, propiedad de don Dámaso
García Gavilán. Se ha realizado la rectificación correspon-
diente.

La parcela que corresponde a don Rafael Vilches Moreno
es la núm. 108, con una superficie de 3.400 metros. Se
ha realizado la correspondiente rectificación.

La parcela núm. 11 corresponde a don Antonio Rodríguez
Ramos, y no a don Manuel Rodríguez Llerena. Se ha realizado
la correspondiente rectificación.

Considerando que el presente Deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada por Orden Ministerial
ya citada, ajustado en todo momento al procedimiento legal-
mente establecido en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, así como a lo regulado en la Ley 3/1995,
de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, y en el Decreto 155/1998,
de 21 de julio, que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás legislación
aplicable.

Vistos la Propuesta de Deslinde, formulada por la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente en Cádiz
con fecha 10 de febrero de 1999, y el Informe del Gabinete
Jurídico de la Junta de Andalucía,

R E S U E L V O

Aprobar el Deslinde total de la vía pecuaria «Cañada Real
de Sevilla a Gibraltar», incluidos el Descansadero Abrevadero
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de la Hedionda y el Abrevadero de la Fuente de la Taranta
o la Tarántula, sita en el término municipal de Benaocaz,
en la provincia de Cádiz, a tenor de la descripción que sigue,
y en función a las coordenadas que se anexan a la presente
Resolución.

Longitud deslindada: 6.395 metros.
Anchura: 75,22 metros.
Superficie deslindada: 481.031,9 metros cuadrados.
Descripción:

Finca rústica, en el término municipal de Benaocaz, pro-
vincia de Cádiz, de forma alargada con una anchura legal
de 75,22 m y una longitud deslinda de 6.395 m, que en
adelante se conocerá como «Cañada Real de Sevilla a Gibral-
tar», que linda: Al Norte, con el término municipal de El Bos-
que; al Este, con las fincas de don Andrés Jiménez Ruiz,
don José García Gil, don Miguel Angel Blanco Morales, don
Francisco Rodríguez Gutiérrez, don Martín Blanco Morales,
don Diego Carrillo Gutiérrez, don Francisco Medinilla Romero,
don José Chacón Pan, don José Aguacil Luque, don Eusebio
Zapata Vázquez, don Antonio Rosado Fernández, don Gui-
llermo Ramírez Madueño, don Antonio Gil Ríos, don José Ríos
Gómez, don José García Gavilán, doña Ana López Panal, don
Cristóbal Martín Benítez, don Jaime Moya Jalón, doña María
Ruiz Domínguez, don Sebastián Moreno Pineda, don Francisco
Rojas Coronil, don Antonio Salguero Domínguez, don Luis
Rosado Orellana, don Juan Gil Pérez, don Manuel Gómez
Cabeza, don José Lamela Pérez, don Plácido García Gavilán,
don José Gavilán Rodríguez, don Damasco García Gavila, don
Miguel Gómez Cabeza, Cordel de Grazalema o de la Garganta
del Boya, La Dehesilla, don Antonio Domínguez Bohórquez,
doña María Domínguez Bohórquez, doña Rosario Corrales Gar-
cía, C.B., don Miguel García Pérez; al Oeste, don Juan Lobo
Orozco, don Juan Gutiérrez Rodríguez, doña Josefa Gil Pérez,
Excmo. Ayto. Ubrique, don José, don Germán, don Rogelio
Arena Moreno y don Luis Domínguez Roja, don Martín Barran-
co Buena, don Cristóbal Amaya Sánchez, don Miguel Amaya
Gallego, don Fausto Alonso Pascual, don José Luis Carrasco

Hidalgo, don Bartolomé Carrasco Gallego, don Juan Moreno
Bohórquez, doña Rosario Corrales García, C.B., doña María
Domínguez Sánchez, don Juan Caballero Redondo, don Anto-
nio Márquez Sánchez, Creaciones Aroma, S.L., don Juan Caba-
llero Redondo, Gráficas Ubrique, don José Luque Rodríguez,
doña María Ordóñez Pozo, don José Sánchez Gómez; al Sur,
con el término municipal de Ubrique.

El Descansadero Abrevadero de la Hedionda tiene una
superficie aproximada de 5 ha, encontrándose asociado a la
Cañada Real de Sevilla a Gibraltar, entre la carretera de Las
Cabezas de San Juan a Ubrique y el Arroyo de la Hedionda
o de la Breña.

Linda al Norte con el Cordel de Grazalema o de la Gajata
del Boyal y la Cañada Real de Sevilla a Gibraltar. Al Sur,
con el Arroyo de la Breña o de la Hedionda y la Cañada
Real de Sevilla a Gibraltar. Al Este, con el Arroyo de la Breña,
y al Oeste con la Cañada Real de Sevilla a Gibraltar.

El Abrevadero de la Fuente de la Taranta o la Tarántula
está situado dentro de la Cañada Real de Sevilla a Gibraltar,
siendo absorbido por la misma. Linda al Norte con el Arroyo
de la Breña; al Sur, con la Cañada y Carretera de Las Cabezas
de San Juan a Ubrique; al Este, con la Cañada y la Colada
del Arroyo de la Breña al Toril, Chite y Agua Nueva, y al
Oeste, con la Cañada.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante el Con-
sejero de Medio Ambiente, conforme a lo establecido en la
Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo
de un mes desde la notificación de la presente, así como
cualquier otro que pudiera corresponder de acuerdo con la
normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 3 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE FECHA 3 DE JUNIO DE 2002, DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA
DE MEDIO AMBIENTE, POR LA QUE SE APRUEBA EL DESLINDE TOTAL DE LA VIA PECUARIA «CAÑADA REAL DE SEVILLA

A GIBRALTAR», EN EL TERMINO MUNICIPAL DE BENAOCAZ, PROVINCIA DE CADIZ

RELACION DE COORDENADAS U.T.M.

CAÑADA REAL DE SEVILLA A GIBRALTAR
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RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se aprueba el deslinde
de la vía pecuaria denominada Cañada Real de Mar-
chena a Estepa, tramo octavo, comprendido desde el
Camino de la Beata hasta la Vereda de la Albina o
de las Animas, en el término municipal de Osuna, pro-
vincia de Sevilla (V.P. 837/01).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
«Cañada Real de Marchena a Estepa», tramo octavo, que dis-
curre desde el camino de la Beata, hasta la Vereda de la
Albina o de las Animas, en el término municipal de Osuna
(Sevilla), instruido por la Delegación Provincial de la Consejería
de Medio Ambiente en Sevilla, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria «Cañada Real de Marchena a
Estepa», en el término municipal de Osuna, en la provincia
de Sevilla, fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 5
de febrero de 1964.

Segundo. Mediante Resolución de la Viceconsejería de
Medio Ambiente de fecha 8 de marzo de 2000, se acordó
el inicio del deslinde de la vía pecuaria «Cañada Real de Mar-
chena a Estepa», en su tramo octavo, en el término municipal
de Osuna, provincia de Sevilla, en virtud del Convenio de
Cooperación suscrito entre la Consejería de Medio Ambiente
y el Ayuntamiento de Osuna para la Ordenación y Recuperación
de las Vías Pecuarias de este municipio.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se fijaron
para el 15 de junio de 2000, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, siendo asimismo publicado
en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla núm. 108,
de fecha 12 de mayo de 2000; no siendo posible celebrar

el acto de deslinde en el día señalado, se traslada al 28 de
julio de 2000, habiéndose comunicado previamente a todos
los interesados, y publicándose en el BOP núm. 135, de fecha
13 de junio de 2000.

Cuarto. En dicho acto don Juan A. Calderón Zamora, don
José María Cejudo Porras, don Salvador Cejudo Porras, don
Rafael Chavarría Mata y don Esteban Zamora Díaz manifiestan
que la vía pecuaria se ha conocido siempre como Camino
de la Fuente, desconociendo que se tratara de una Cañada
Real.

Don Antonio Cáceres Puro manifiesta su desacuerdo con
el deslinde, considerando que la parcela de olivar nunca ha
ocupado terrenos de la vía pecuaria.

Por último, don Ernesto Martín Fernández, en nombre
de Asaja, muestra su oposición al deslinde por los motivos
que expondrá en su momento.

Quinto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla
núm. 71, de fecha 27 de marzo de 2001.

Sexto. A la Proposición de Deslinde se presentaron ale-
gaciones por parte de:

- Don Miguel Afán de Ribera Ibarra, Secretario General
Técnico de Asaja-Sevilla.

- Don Juan Antonio Calderón Zamora.
- Renfe. Delegación de Patrimonio de Andalucía y Extre-

madura.

Séptimo. Los dos primeros interesados citados anterior-
mente presentan idénticas alegaciones que pueden resumirse
como sigue:

- Falta de Motivación. Arbitrariedad. Nulidad.
- Existencia de numerosas irregularidades desde un punto

de vista técnico.
- Efectos y alcance del deslinde.
- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con

reclamación del posible amparo legal que pudiera otorgarle
la inscripción registral.

- Nulidad del procedimiento de deslinde al constituir una
vía de hecho.

- Nulidad de la clasificación origen del presente proce-
dimiento con fundamento en el art. 102 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común.

- Falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley
de Vías Pecuarias como competencia estatal.

- Indefensión y perjuicio económico y social.

En cuanto a lo manifestado por el representante de Renfe,
decir que no puede considerarse una alegación propiamente
dicha, ya que lo que se solicita por esta Entidad es que en
el presente deslinde se tenga en cuenta la normativa referida
a la Ley de Ordenación de Transportes Terrestres y el Regla-
mento que la desarrolla.

Las alegaciones formuladas por los antes citados serán
objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho de la
presente Resolución.

Octavo. Por Resolución de la Secretaría General Técnica
de fecha 6 de agosto de 2001 se acuerda la ampliación del
plazo establecido para instruir y resolver el presente proce-
dimiento de deslinde durante 9 meses más.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; la Ley 4/1999, de 13 de
enero, de Modificación de la Ley 30/1992, y demás legislación
aplicable.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Marchena a Estepa», en el término municipal de Osuna, pro-
vincia de Sevilla, fue clasificada por Orden Ministerial de fecha
5 de febrero de 1964, debiendo, por tanto, el Deslinde, como
acto administrativo definitorio de los límites de cada vía pecua-
ria, ajustarse a lo establecido en el acto de la Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas, se infor-
ma lo siguiente:

Respecto a las alegaciones formuladas en el acto de des-
linde, señalar que la «Cañada Real de Marchena a Estepa»
aparece en la Clasificación de las vías pecuarias del término
municipal de Osuna, y se ha de sostener que el deslinde se
ha ajustado a lo establecido en el acto de clasificación de
la vía pecuaria, no aportando los alegantes ninguna prueba
que desvirtúe la propuesta de trazado realizada.

En cuanto a las alegaciones presentadas a la Proposición
de Deslinde, se informan a continuación:

En primer término, respecto a la alegación relativa a la
falta de motivación, nulidad y arbitrariedad, así como la refe-
rente a la nulidad del procedimiento de deslinde al constituir
una vía de hecho, sostener que el procedimiento de deslinde
tiene su fundamento en el acto de clasificación, siendo éste
el único documento válido para definir los límites de la vía
pecuaria, al determinarse en el mismo la existencia, anchura,
trazado y demás características físicas de cada vía pecuaria,
de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 7 y 8 de la Ley
3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, y arts. 12 y
17 del Reglamento de Vías Pecuarias, no aportando los ale-
gantes ningún tipo de prueba que acredite lo expuesto, y que
pudiera desvirtuar el trazado propuesto.

Por otra parte, la Proposición de Deslinde se ha realizado
conforme a los trámites legalmente establecidos, sometida a
información pública, y en la que se incluyen todos los datos
necesarios para el conocimiento del recorrido, características
y lindes de la Vía Pecuaria, por lo que en modo alguno puede
hablarse de existencia de indefensión en el presente pro-
cedimiento.

En segundo lugar, se hace referencia a una serie de irre-
gularidades detectadas desde un punto de vista técnico. Con
carácter previo se ha de señalar que las mismas no se refieren
a los concretos procedimientos de deslinde que nos ocupan,
sino al procedimiento de clasificación de una vía pecuaria.
Así, se hace referencia a «clasificadores» y a la «clasificación»,
se establece que no se ha señalizado en el campo el eje de
la vía pecuaria, cuando en el acto de apeo de un procedimiento
de deslinde se realiza un estaquillado de todos y cada uno
de los puntos que conforman las líneas bases de la vía pecuaria;
se establece que se ha tomado los datos desde un vehículo
en circulación o que no se ha tenido en cuenta la dimensión
Z o la cota de la supuesta vía pecuaria, para acto seguido,

manifestar que «el deslinde se hace con mediciones a cinta
métrica por la superficie de suelo, por tanto se tiene en cuenta
la Z».

Hechos estos comentarios, se procede a la contestación
punto por punto a los extremos esgrimidos:

1. En primer lugar, sostienen los alegantes que el eje
de la vía pecuaria se determina de un modo aleatorio y capri-
choso, así como que el mismo no ha sido señalizado en el
campo.

A este particular, ha de sostenerse que para definir el
trazado de la vía pecuaria objeto del deslinde se desarrolla
un laborioso y delicado procedimiento, el cual se expone a
continuación:

Primero, se realiza una investigación de la documentación
cartográfica, histórica y administrativa existente al objeto de
recabar todos los posibles antecedentes que puedan facilitar
la identificación de las líneas bases que la definen (expediente
de Clasificación del término municipal de Osuna, bosquejo
planimétrico, planos catastrales históricos y actuales, imágenes
del vuelo americano del año 56, datos topográficos actuales
de la zona objeto de deslinde, así como otros documentos
depositados en diferentes archivos y fondos documentales).

Seguidamente, se realiza el levantamiento del terreno con
receptor GPS en campo, y a continuación se procede al análisis
de la documentación recopilada y superposición de diferentes
cartografías e imágenes, obteniéndose las primeras conclu-
siones del estudio que se plasma en documento planimétrico
a escala 1:1.000, realizada expresamente para el deslinde.
A continuación, y acompañados por los prácticos del lugar
(agentes de medio ambiente, etc.) se realiza un minucioso
reconocimiento del terreno al objeto de validar o corregir las
conclusiones del estudio, pasando a confeccionar seguidamen-
te el plano de deslinde, y en él aparecen perfectamente defi-
nidos los límites de la vía pecuaria (aristas o eje en su caso).

Finalmente, se realiza el acto formal de apeo en el que
se estaquillan todos y cada uno de los puntos que conforman
las líneas bases recogidas en el mencionado plano, levantando
acta de las actuaciones practicadas así como de las posibles
alegaciones al respecto.

Considerar también que normalmente no es el eje de la
Vía Pecuaria el que se replantea en el campo sino los vértices
de las líneas bases que definen la anchura de la misma y
que se describen en su mayoría literalmente, pudiéndose reco-
nocer sobre el terreno y, por tanto, posibilitando su replanteo.
Una vez definidas en campo las líneas base de la vía pecuaria
se puede obtener el eje de la misma.

Por lo tanto, podemos concluir que el eje de la vía pecuaria
no se determina de modo aleatorio y caprichoso.

2. Los alegantes manifiestan que el GPS (Global Position
System) es un recurso de apoyo, pero no un sistema básico
de captura de datos, y que la ejecución de toma de datos
se ha realizado desde un vehículo en circulación.

A este respecto, manifestar que la técnica GPS, bien
empleada, sí que es un sistema básico de obtención de coor-
denadas y no sólo un recurso de apoyo a otras técnicas. El
sistema de posicionamiento global GPS, aunque concebido
como servicio de navegación continuo en tiempo real para
fines militares, rápidamente tuvo aplicaciones en el mundo
civil, tanto en navegación como en cartografía. La aplicación
de las técnicas GPS en topografía y geodesia es de particular
importancia debido a su rapidez y precisión, siendo adoptado
mundialmente por todos los organismos cartográficos desde
sus inicios (en España: Instituto Geográfico Nacional, Centro
Geográfico del Ejército, Centro Cartográfico y Fotográfico del
Ejército del Aire, Dirección General del Catastro, Instituto Car-
tográfico Catalán, etc.).

Los beneficios que sobre la sociedad ha reinvertido el
GPS son muy cuantiosos, tanto en desarrollo como a nivel
económico, mejorando la precisión de los sistemas clásicos
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que introducían errores de propagación. Hasta tal punto que
Europa pretende tener su propio sistema de posicionamiento
global (Galileo), y que Rusia también dispone del suyo propio
(Glonass).

Los errores debidos a los retardos ionosféricos, que se
producen por la variación de la velocidad de las ondas que
emiten los satélites al atravesar la ionosfera, y que depende
básicamente del contenido de electrones en la misma, se tienen
en cuenta y se eliminan cuando se trabaja con receptores
bifrecuencia. Los retrasos troposféricos no dependen de la fre-
cuencia de la señal, sino de la refractividad del medio que
es función de la presión y de la temperatura. La refracción
troposférica es un problema ya clásico en las medidas geo-
désicas, y existen muchos modelos para la determinación del
retraso troposférico (Saastamonien, Hopfield, etc).

Las interferencias en el alineamiento, en el receptor y
el multipath se pueden así mismo eliminar en el proceso de
cálculo analizando las observaciones a cada uno de los satélites
y los resultados estadísticos que ofrece para cada vector. Se
pueden excluir del cálculo satélites que introduzcan errores
en la solución por efecto multipath o por mal funcionamiento,
definir franjas horarias de observación óptimas en cada uno
de ellos o máscaras de elevación que eliminen satélites bajos
con mucha influencia atmosférica. En el levantamiento de los
puntos de apoyo es posible eliminar todos estos efectos pues
el tiempo de observación del que se dispone para cada uno
de ellos es lo suficientemente amplio como para poder analizar
los tramos de interferencias en las señales y obtener datos
correctos.

Además se trata de evitar en la medida de lo posible
realizar observaciones en zonas donde se puedan producir
interferencias, como tendidos eléctricos, y efectos multipath,
como superficies reflectantes (naves industriales)...

Si se empleara el sistema de observación que se expone
en las alegaciones presentadas, utilizando un único receptor
y cualquiera de las tres estaciones de referencia que hay en
Andalucía, se podrían llegar a obtener precisiones de 1 metro.
La disponibilidad y precisión de las posiciones calculadas están
restringidas por el número de satélites empleados y el valor
del Position Dilution of Prescision (PDOP), según su geometría.
Este método, denominado Differential Global Position System
(DGPS) con suavizado, puede llegar a alcanzar precisiones
relativas centimétricas con algoritmos de cálculo sofisticados,
como el DGPS con super suavizado.

Respecto a la disponibilidad selectiva que se hace, es
cierto que por temas militares, y con el fin de evitar tener
coordenadas correctas en tiempo real para usos bélicos de
otros ejércitos, las frecuencias L1 y L2 eran moduladas con
la señal de navegación que contiene la información precisa
de tiempo y la información orbital para el cálculo de efemérides,
y enviadas en forma de código binario generado por un algo-
ritmo matemático. Para la mayoría de los usuarios, solo era
accesible el código C/A (L1), con una degradación producida
por un error intencionado en las efemérides y en el estado
del reloj, reservándose para usos militares el código P (L1
y L2), de mayor precisión. Desde mayo del año 2000, la
disponibilidad selectiva, como era llamada la accesibilidad res-
tringida de precisión, fue eliminada y hoy por hoy cualquier
usuario puede realizar navegación de precisión. Esto sólo suce-
día cuando se trabajaba en tiempo real y con un único receptor
(modo autónomo).

En posicionamientos relativos, estas codificaciones no
impedían el cálculo de las posiciones de manera precisa al
afectar por igual tanto a la estación de referencia como a
la móvil. Además podían conocerse las efemérides de precisión
a partir del día siguiente de la observación (publicadas en
internet), con lo que en postproceso también se eliminaba
la influencia de la disponibilidad selectiva.

El proyecto RECORD tiene diversas aplicaciones, y a medi-
da que se amplíe la cobertura de emisoras tendrá una mayor
importancia, si bien de momento sólo son a nivel de navegación

de precisión y para proyectos en entorno SIG o que no deman-
den grandes precisiones. Para aplicaciones topográficas, es
un método que hoy por hoy no se emplea, aunque se está
investigando cómo aumentar la precisión.

Por otro lado, indicar que no se toman medidas con un
vehículo en marcha.

3. Los alegantes manifiestan que en la Proposición de
Deslinde no aparece ningún certificado de calibración del
receptor GPS.

A este particular indicar que los GPS carecen de certificado
de calibración, pues sus componentes son puramente elec-
trónicos (placa base, reloj interno, sistema de almacenamiento,
sistema de alimentación, antena, amplificador, ...) los cuales
son sólo susceptibles de verificación, lo cual se realiza
periódicamente.

4. Los alegantes indican que la toma de datos se ha
limitado a la toma de datos en dos dimensiones «X» e «Y»,
sin tener en cuenta la «Z», quedando esta circunstancia cla-
ramente recogida en el Plan de Ordenación y Recuperación
de Vías Pecuarias de Andalucía.

En el citado Plan no se establece que hayan de tomarse
los datos de altitud en los procedimientos de clasificación y
deslinde de vías pecuarias. En el mismo únicamente se prevé
la toma de datos de latitud, longitud y altitud aproximados
de las vías pecuarias en los trabajos llevados a cabo para
definir la Red de vías pecuarias de Andalucía. Por otra parte,
el mismo constituye un instrumento de planificación, cuyo
objeto no es establecer las prescripciones técnicas que se han
de reflejar en los expedientes de clasificación y en los de des-
lindes de vías pecuarias.

Dicho lo anterior, y para mayor abundamiento, indicar
que con la toma de datos con GPS se están determinando
vectores de posición tridimensionales en un sistema de refe-
rencia global. Estas posiciones se reducen al elipsoide de refe-
rencia, determinando sus coordenadas geodésicas longitud y
latitud, además de la altura del punto respecto del mismo.
Los errores que pueden existir en la determinación final de
las coordenadas en el sistema de referencia cartográfico local,
a parte de los posibles errores propios del GPS, se producen
en la transformación entre sistemas geodésicos de referencia
o cambio de Datum, y están dentro de las precisiones de
la propia Red Geodésica Nacional.

Respecto a que el replanteo del deslinde se hace en campo
con cinta métrica y por lo tanto se tiene en cuenta la Z del
terreno, hay que decir que es cierto, y para evitar los errores
aducidos en su alegación y mantener la precisión de las medi-
das, se siguen los siguientes requisitos:

A la hora de tomar la medida con la cinta, esta debe
estar lo suficientemente tensa como para eliminar los posibles
errores producidos con la catenaria que forma la cinta al ser
extendida. Si no se tiene en cuenta este requisito, la medida
será errónea. La cinta ha de estar lo más horizontal que se
pueda a la hora de la medida para que la distancia que se
mida coincida con la distancia reducida. Para casos donde
la pendiente del terreno es alta, se fracciona el tramo total
en tramos más pequeños, para procurar que la distancia sea
la reducida y no la hipotenusa del triángulo rectángulo que
se forma.

Teniendo en cuenta estas observaciones, como se tiene,
las medidas con cintas son adecuadas.

Con referencia a la pretendida nulidad del procedimiento
de clasificación, al amparo de lo previsto en el art. 62.1 de
la LRJAP y PAC, al considerarse vulnerado el derecho a la
defensa establecido en el art. 24 de la Constitución, al no
haberse notificado de forma personal del resultado del expe-
diente de clasificación del término de Osuna, manifestar que
no es procedente la apertura del procedimiento de revisión
de oficio de dicho acto, por cuanto que no concurren los requi-
sitos materiales exigidos. Señalar que el Expediente de Cla-
sificación de las Vías Pecuarias del término municipal de Osuna
(Sevilla), incluido en el mismo la «Cañada Real de Marchena
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a Estepa», se tramitó de acuerdo con las normas aplicables,
finalizando en el acto administrativo, ya firme, que clasifica
la vía pecuaria que nos ocupa. Dicha Clasificación fue apro-
bada por Orden Ministerial y, por lo tanto, clasificación incues-
tionable, no siendo procedente entrar ahora en la clasificación
aprobada en su día.

En este sentido, la Sentencia del TSJA de 24 de mayo
de 1999 insiste en la inatacabilidad de la Clasificación, acto
administrativo firme y consentido, con ocasión del deslinde.
Por ello, los motivos que tratan de cuestionar la referida Orden
de clasificación, así como las características de la vía pecuaria
clasificada, no pueden ser objeto de impugnación en este
momento procedimental, dada la extemporaneidad manifiesta,
una vez transcurridos los plazos que dicha Orden establecía
para su impugnación, de acuerdo con las disposiciones vigen-
tes en su momento, tratándose, por lo tanto, de un acto firme.

Respecto a la alegación articulada relativa a la falta de
desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley 3/1995, así como
a la competencia estatal de dicho desarrollo, sostener que
dicho artículo resulta de aplicación directa, al establecer con
claridad que las inscripciones del Registro de la Propiedad
no pueden prevalecer frente a la naturaleza demanial de los
bienes deslindados, y en cuanto a la pretendida inconstitu-
cionalidad de la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecua-
rias, informar que en la Exposición de Motivos de la citada
Ley se establece que: «El Estado ejerce la competencia exclu-
siva que le atribuye el artículo 149.1,23.ª de la Constitución
para dictar la legislación básica sobre esta materia». Y el
artículo 13.7 del Estatuto de Autonomía para Andalucía atri-
buye a la Comunidad Autónoma de Andalucía competencia
exclusiva en materia de vías pecuarias.

En base a esa potestad, y con sujeción al régimen jurídico
de los bienes de dominio público y patrimoniales de la Junta
de Andalucía, regulado en la Ley 4/1986, de 5 de mayo,
del Patrimonio de la Comunidad Autónoma, se aprobó el Decre-
to 155/1998, de 21 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento de Vías Pecuarias de la Comunidad Autónoma de
Andalucía. Y el artículo 5.c) de la Ley 3/1995 establece que
corresponde a las Comunidades Autónomas, respecto de las
vías pecuarias, el deslinde. Así mismo, tampoco puede pros-
perar la alegación relativa a la posible inconstitucionalidad
de la Ley 3/1995, al no constituir una norma de carácter
expropiatorio, ya que no hay privación de bienes a particulares,
sino determinación de deslindar dominio público.

En cuanto a la cuestión planteada por los alegantes sobre
la protección dispensada por el Registro de la Propiedad, y
la prescripción adquisitiva, informar que la protección del
Registro no alcanza a los datos de mero hecho de los bienes
de dominio público, y el hecho de señalar que limita con
una vía pecuaria, ni prejuzga ni condiciona la extensión ni
la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo, y la Dirección General de Registros y del
Notariado, en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos, ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las vías pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que establece en su apartado 3.º: «El deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento,
y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias, de 27 de junio
de 1974, intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

Respecto a la indefensión alegada, considerando que no
han tenido acceso a una serie de documentos que relacionan,
informar que se ha consultado numeroso Fondo Documental
para la realización de los trabajos técnicos del deslinde y,
como interesados en el expediente, y de acuerdo con lo esta-
blecido en los artículos 35 y 37 de la LRJAP y PAC, han
tenido derecho, durante la tramitación del procedimiento, a
conocer el estado de tramitación del mismo, y a obtener copia
de toda la documentación obrante en el expediente, además
del acceso a los registros y a los documentos que forman
parte del mismo.

Por último, sostienen los alegantes el perjuicio económico
y social que supondría el deslinde para los numerosos titulares
de las explotaciones agrícolas afectadas, así como para los
trabajadores de las mismas. A este respecto, aclarar que el
deslinde no es más que la determinación de los límites del
dominio público en beneficio de todos. No obstante, las con-
secuencias del mismo en cada caso podrían ser susceptibles
de estudio en un momento posterior.

Considerando que en el presente deslinde se ha seguido
el procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, con sujeción
a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías
Pecuarias y al Decreto 155/1998, de 21 de julio, que aprueba
el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla con fecha 14 de noviembre de 2001, así como
el Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
emitido con fecha 28 de diciembre de 2001.

R E S U E L V O

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Ca-
ñada Real de Marchena a Estepa», tramo octavo, en el término
municipal de Osuna, provincia de Sevilla, conforme a los datos
y descripción que siguen, y a tenor de las coordenadas abso-
lutas que se anexan a la presente Resolución.

- Longitud deslindada: 2.815 metros.
- Anchura: 75,22 metros.
- Superficie deslindada: 21-17-24 hectáreas.
Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Osuna (pro-
vincia de Sevilla), de forma alargada, con una anchura legal
de 75,22 metros; la longitud deslindada es de 2.815 metros;
la superficie deslindada de 21,1724 hectáreas, que en ade-
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lante se conocerá como «Cañada Real de Marchena a Estepa»,
tramo 8.º, que linda:

- Al Norte: Con fincas propiedad de doña M.ª Amelia
Díez Tejada Vanmoock Chaves; Doña Matilde Díaz Tresgallos,
don Salvador Cejudo Porras; Don José María Cejudo Porras;
Doña Elena Zamora Díaz; Don Alfonso Díez de Tejada Van
Moock Chaves; Don Juan Antonio Calderón Zamora; Doña
Elena Zamora Díaz y doña Manuela Martín Sánchez.

- Al Sur: Con fincas propiedad de don José María Martín
Cabello; Don Alfonso Díez de Tejada Van Moock Chavez; Doña
Matilde Díaz Tresgallos; Doña Carmen Ortiz Barrera; Don
Rafael Chavarría Mata; Doña Pilar Díez de Tejada Van Moock
Chavez; Don Salvador Cejudo Porras; Don Alfonso Díez de
Tejada Van Moock Chavez; Don Francisco Cascajosa Martínez
y Don Alfonso Díez de Tejada Van Moock Chavez.

- Al Este: Con más vía pecuaria.

- Al Oeste: Con más vía pecuaria.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada, conforme a
la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de un mes desde la notificación de la
presente, ante la Consejera de Medio Ambiente de la Junta
de Andalucía, así como cualquier otro que pudiera corres-
ponder de acuerdo con la normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 4 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

ANEXO A LA RESOLUCION DE FECHA 4 DE JUNIO DE 2002, DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA
DE MEDIO AMBIENTE, POR LA QUE SE APRUEBA EL DESLINDE DE LA VIA PECUARIA DENOMINADA «CAÑADA REAL DE

MARCHENA A ESTEPA», TRAMO 8, EN EL TERMINO MUNICIPAL DE OSUNA (SEVILLA)

RELACION DE COORDENADAS UTM DEL PROYECTO DE DESLINDE DE LA VIA PECUARIA «CAÑADA REAL
DE MARCHENA A ESTEPA», TRAMO 8.º, T.M. OSUNA

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se aprueba el deslinde
de la vía pecuaria Vereda de Santa Mónica, en un
tramo único, desde la Cañada Real de Fuentes hasta
La Cañada Real de Ecija a Teba, a su paso por el
término municipal de Osuna, provincia de Sevilla (V.P.
957/01).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
denominada «Vereda de Santa Mónica», en un tramo único,
que comienza en la Cañada Real de Fuentes hasta la Cañada
Real de Ecija a Teba, a su paso por el término municipal
de Osuna (Sevilla), instruido por la Delegación Provincial de
la Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, se desprenden
los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Vereda de Santa
Mónica», en el término municipal de Osuna (Sevilla), fue cla-
sificada por Orden Ministerial de fecha 5 de febrero de 1964
(BOE de 13 de febrero de 1964).

Segundo. A propuesta de la Delegación Provincial de
Medio Ambiente en Sevilla, por Resolución de la Viceconsejería
de Medio Ambiente, de fecha 10 de octubre de 2000, se
acordó el inicio del deslinde parcial de la vía pecuaria deno-
minada «Vereda de Santa Mónica», en un tramo único, ya
descrito.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
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ron el 11 de julio de 2000, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, siendo asimismo publicado
el citado extremo, en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla,
de fecha 25 de noviembre de 2000.

En el acto de inicio de las operaciones materiales de des-
linde, del que se levantó Acta correspondiente, don Antonio
Bocanegra Márquez manifestó que no está conforme con el
señalamiento practicado, ya que los olivos existentes en su
parcela son muy antiguos y, por lo tanto, no deben verse
afectados por el deslinde.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, ésta se
somete a exposición pública, previamente anunciada en el
Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones por parte de los siguientes:

- Don Ignacio López de la Puerta, en nombre de José
López Mazuelos, Jolma, S.A.

- Don Miguel Afán de Ribera Ybarra, Secretario General
Técnico de ASAJA-Sevilla.

- Don Ignacio López de la Puerta, en su escrito de ale-
gaciones, manifiesta que el deslinde que se está realizando
ya se practicó en 1994, resultando ahora afectado y antes
no.

Los extremos alegados por Asaja-Sevilla pueden resumirse
como sigue:

- Falta de Motivación. Arbitrariedad. Nulidad.
- Existencia de numerosas irregularidades desde un punto

de vista técnico.
- Efectos y alcance del deslinde.
- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con

reclamación del posible amparo legal que pudiera otorgarle
la inscripción registral.

- Nulidad del procedimiento de deslinde al constituir una
vía de hecho.

- Nulidad de la clasificación origen del presente proce-
dimiento con fundamento en el art. 102 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común.

- Falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley
de Vías Pecuarias como competencia estatal.

- Indefensión y perjuicio económico y social.

Estas alegaciones serán objeto de valoración en los Fun-
damentos de Derecho de la presente Resolución.

Sexto. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Vereda de Santa
Mónica» fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 5 de
febrero de 1964, debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto
administrativo definitorio de los límites de cada vía pecuaria,
ajustarse a lo establecido en el acto de Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas a la Pro-
posición, cabe señalar:

En lo que se refiere a la alegación del Sr. López de la
Puerta, hay que manifestar que el deslinde de 1994 no fue
aprobado. La fundamentación técnica y jurídica del presente
deslinde se expone a continuación, al hilo del análisis de las
alegaciones formuladas por ASAJA-Sevilla.

En primer término, respecto a la alegación relativa a la
falta de motivación, nulidad y arbitrariedad, así como la refe-
rente a la nulidad del procedimiento de deslinde al constituir
una vía de hecho, sostener que el procedimiento de deslinde
tiene su fundamento en el acto de clasificación de la vía pecua-
ria, en la que se determinan la existencia, anchura, trazado
y demás características físicas generales de la vía pecuaria.

Por otra parte, la Resolución de aprobación del deslinde
deriva de un expediente en el que consta una Proposición
de Deslinde realizada conforme a los trámites legalmente esta-
blecidos, sometida a información pública, y en la que se inclu-
yen todos los datos necesarios para el conocimiento del recorri-
do, características y lindes de la vía pecuaria, por lo que,
en modo alguno, puede hablarse de existencia de indefensión
en el presente procedimiento.

En segundo lugar, se hace referencia a una serie de irre-
gularidades detectadas desde un punto de vista técnico. Con
carácter previo se ha de señalar que las mismas no se refieren
al concreto procedimiento de deslinde que nos ocupa sino
al procedimiento de clasificación de una vía pecuaria. Así,
se hace referencia a «clasificadores» y a la «clasificación»,
se establece que no se ha señalizado en el campo el eje de
la vía pecuaria, cuando en el acto de apeo de un procedimiento
de deslinde se realiza un estaquillado de todos y cada uno
de los puntos que conforman las líneas bases de la vía pecuaria,
se establece que se han tomado los datos desde un vehículo
en circulación o que no se ha tenido en cuenta la dimensión
Z o la cota de la supuesta vía pecuaria, para acto seguido
manifestar que «el deslinde se hace con mediciones a cinta
métrica por la superficie de suelo, por tanto se tiene en cuenta
la Z».

Hechos estos comentarios, se procede a la contestación
punto por punto a los extremos esgrimidos:

1. En primer lugar, sostiene el alegante que el eje de
la vía pecuaria se determina de un modo aleatorio y caprichoso,
así como que el mismo no ha sido señalizado en el campo.

A este particular, ha de sostenerse que para definir el
trazado de la vía pecuaria objeto del deslinde se desarrolla
un laborioso y delicado procedimiento, que exponemos a
continuación:

Primero, se realiza una investigación de la documentación
cartográfica, histórica y administrativa existente al objeto de
recabar todos los posibles antecedentes que puedan facilitar
la identificación de las líneas bases que la definen (expediente
de Clasificación del término municipal de Osuna, bosquejo
planimétrico, planos catastrales históricos y actuales, imágenes
del vuelo americano del año 56, datos topográficos actuales
de la zona objeto de deslinde, así como otros documentos
depositados en diferentes archivos y fondos documentales).
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Seguidamente, se realiza el levantamiento del terreno con
receptor GPS (Global Position Sistem) en campo, y a con-
tinuación se procede al análisis de la documentación reco-
pilada y superposición de diferentes cartografías e imágenes,
obteniéndose las primeras conclusiones del estudio que se
plasma en documento planimétrico a escala 1:1.000, rea-
lizada expresamente para el deslinde. A continuación, y acom-
pañados por los prácticos del lugar (agentes de medio ambien-
te, etc.) se realiza un minucioso reconocimiento del terreno
al objeto de validar o corregir las conclusiones del estudio,
pasando a confeccionar seguidamente el plano desde deslinde,
en él aparecen perfectamente definidos los límites de la vía
pecuaria (aristas o eje en su caso).

Finalmente, se realiza el acto formal de apeo en el que
se estaquillan todos y cada uno de los puntos que conforman
las líneas bases recogidas en el mencionado plano, levantando
Acta de las actuaciones practicadas así como de las posibles
alegaciones al respecto.

Considerar también que, normalmente, no es el eje de
la vía pecuaria el que se replantea en el campo sino los vértices
de las líneas bases que definen la anchura de la misma y
que se describen en su mayoría literalmente, pudiéndose reco-
nocer sobre el terreno y, por tanto, posibilitando su replanteo.
Una vez definidas, en campo, las líneas base de la vía pecuaria,
se puede obtener el eje de la misma.

Por lo tanto, podemos concluir que el eje de la vía pecua-
ria, no se determina de modo aleatorio y caprichoso.

2. El alegante manifiesta que el GPS (Global Position
Sistem) es un recurso de apoyo, pero no un sistema básico
de captura de datos y que la ejecución de toma de datos
se ha realizado desde un vehículo en circulación.

A este respecto, manifestar que la técnica GPS, bien
empleada, sí es un sistema básico de obtención de coorde-
nadas y no sólo un recurso de apoyo a otras técnicas. El
sistema de posicionamiento global -GPS-, aunque concebido
como servicio de navegación continuo en tiempo real para
fines militares, rápidamente tuvo aplicaciones en el mundo
civil, tanto en navegación como en cartografía. La aplicación
de las técnicas GPS en topografía y geodesia es de particular
importancia debido a su rapidez y precisión, siendo adoptado
mundialmente por todos los organismos cartográficos desde
sus inicios (en España Instituto Geográfico Nacional, Centro
Geográfico del Ejército, Centro Cartográfico y Fotográfico del
Ejército del Aire, Dirección General del Catastro, Instituto Car-
tográfico Catalán, etc.).

Los beneficios que sobre la sociedad ha reinvertido el
GPS son muy cuantiosos, tanto en desarrollo como a nivel
económico, mejorando la precisión de los sistemas clásicos
que introducían errores de propagación. Hasta tal punto que
Europa pretende tener su propio sistema de posicionamiento
global (Galileo), y que Rusia también dispone del suyo propio
(Glonass).

Los errores debidos a los retardos ionosféricos, que se
producen por la variación de la velocidad de las ondas que
emiten los satélites al atravesar la ionosfera, y que depende
básicamente del contenido de electrones en la misma, se tienen
en cuenta y se eliminan cuando se trabaja con receptores
bifrecuencia. Los retrasos troposféricos no dependen de la fre-
cuencia de la señal, sino de la refractividad del medio que
es función de la presión y de la temperatura. La refracción
troposférica es un problema ya clásico en las medidas geo-
désicas, y existen muchos modelos para la determinación del
retraso troposférico (Saastamonien, Hopfield, etc).

Las interferencias en el alineamiento, en el receptor y
el multipath se pueden así mismo eliminar en el proceso de
cálculo analizando las observaciones a cada uno de los satélites
y los resultados estadísticos que ofrece para cada vector. Se
pueden excluir del cálculo satélites que introduzcan errores
en la solución por efecto multipath o por mal funcionamiento,
definir franjas horarias de observación óptimas en cada uno
de ellos o máscaras de elevación que eliminen satélites bajos

con mucha influencia atmosférica. En el levantamiento de los
puntos de apoyo es posible eliminar todos estos efectos pues
el tiempo de observación del que se dispone para cada uno
de ellos es lo suficientemente amplio como para poder analizar
los tramos de interferencias en las señales y obtener datos
correctos.

Además, se trata de evitar, en la medida de lo posible,
realizar observaciones en zonas donde se puedan producir
interferencias, como tendidos eléctricos, y efectos multipath,
como superficies reflectantes, naves industriales, etc.

Si se empleará el sistema de observación que se expone
en el escrito de alegaciones presentado por ASAJA, utilizando
un único receptor y cualquiera de las tres estaciones de refe-
rencia que hay en Andalucía, se podrían llegar a obtener pre-
cisiones de 1 metro. La disponibilidad y precisión de las posi-
ciones calculadas están restringidas por el número de satélites
empleados y el valor del Posicion Dilution of Prescision (PDOP),
según su geometría. Este método, denominado Differential Glo-
bal Position Sistem (DGPS) con suavizado, puede llegar a
alcanzar precisiones relativas centimétricas con algoritmos de
cálculo sofisticados, como el DGPS con super suavizado.

Respecto a la disponibilidad selectiva que se hace, es
cierto que por temas militares, y con el fin de evitar tener
coordenadas correctas en tiempo real para usos bélicos de
otros ejércitos, las frecuencias L1 y L2 eran moduladas con
la señal de navegación que contiene la información precisa
de tiempo y la información orbital para el cálculo de efemérides,
y enviadas en forma de código binario generado por un algo-
ritmo matemático. Para la mayoría de los usuarios, sólo era
accesible el código C/A (L1), con una degradación producida
por un error intencionado en las efemérides y en el estado
del reloj, reservándose para usos militares el código P (L1
y L2), de mayor precisión. Desde mayo del año 2000, la
disponibilidad selectiva, como era llamada la accesibilidad res-
tringida de precisión, fue eliminada y hoy por hoy cualquier
usuario puede realizar navegación de precisión. Esto sólo suce-
día cuando se trabajaba en tiempo real y con un único receptor
(modo autónomo). En posicionamientos relativos, estas codi-
ficaciones no impedían el cálculo de las posiciones de manera
precisa al afectar por igual tanto a la estación de referencia
como a la móvil. Además podían conocerse las efemérides
de precisión a partir del día siguiente de la observación (pu-
blicadas en Internet), con lo que en postproceso también se
eliminaba la influencia de la disponibilidad selectiva.

El proyecto Record tiene diversas aplicaciones, y a medida
que se amplíe la cobertura de emisoras tendrá una mayor
importancia, si bien de momento sólo son a nivel de navegación
de precisión y para proyectos en entorno SIG o que no deman-
den grandes precisiones. Para aplicaciones topográficas, es
un método que hoy por hoy no se emplea, aunque se está
investigando cómo aumentar la precisión.

Por otro lado, indicar que no se toman medidas con un
vehículo en marcha.

3. El alegante manifiesta que en la Proposición de Des-
linde no aparece ningún certificado de calibración del receptor
GPS.

A este particular indicar que los GPS carecen de certificado
de calibración, pues sus componentes son puramente elec-
trónicos (placa base, reloj interno, sistema de almacenamiento,
sistema de alimentación, antena, amplificador, ...) los cuales
son sólo susceptibles de verificación, que se realiza perió-
dicamente.

4. El alegante indica que la toma de datos se ha limitado
a la toma de datos en dos dimensiones «X» e «Y», sin tener
en cuenta la «Z», quedando esta circunstancia claramente
recogida en el Plan de Ordenación y Recuperación de Vías
Pecuarias de Andalucía.

En el citado Plan no se establece que hayan de tomarse
los datos de altitud en los procedimientos de clasificación y
deslinde de vías pecuarias. En el mismo únicamente se prevé
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la toma de datos de latitud, longitud y altitud aproximados
de las vías pecuarias en los trabajos llevados a cabo para
definir la Red de vías pecuarias de Andalucía. Por otra parte,
el mismo constituye un instrumento de planificación, cuyo
objeto no es establecer las prescripciones técnicas que se han
de reflejar en los expedientes de clasificación y en los de des-
lindes de vías pecuarias.

Dicho lo anterior y para mayor abundamiento, indicar
que con la toma de datos con GPS se están determinando
vectores de posición tridimensionales en un sistema de refe-
rencia global. Estas posiciones se reducen al elipsoide de refe-
rencia, determinando sus coordenadas geodésicas longitud y
latitud, además de la altura del punto respecto del mismo.
Los errores que pueden existir en la determinación final de
las coordenadas en el sistema de referencia cartográfico local,
aparte de los posibles errores propios del GPS, se producen
en la transformación entre sistemas geodésicos de referencia
o cambio de Datum, y están dentro de las precisiones de
la propia Red Geodésica Nacional.

Respecto a que el replanteo del deslinde se hace en campo
con cinta métrica y por lo tanto se tiene en cuenta la Z del
terreno, hay que decir que es cierto, y para evitar los errores
aducidos en su alegación y mantener la precisión de las medi-
das, se siguen los siguientes requisitos:

A la hora de tomar la medida con la cinta, ésta debe
estar lo suficientemente tensa como para eliminar los posibles
errores producidos con la catenaria que forma la cinta al ser
extendida. Si no se tiene en cuenta este requisito, la medida
será errónea. La cinta ha de estar lo más horizontal que se
pueda a la hora de la medida para que la distancia que se
mida coincida con la distancia reducida. Para casos donde
la pendiente del terreno es alta, se fracciona el tramo total
en tramos más pequeños para procurar que la distancia sea
la reducida y no la hipotenusa del triángulo rectángulo que
se forma.

Teniendo en cuenta estas observaciones, como se tienen,
las medidas con cintas son adecuadas.

En otro orden de cosas, los efectos y el alcance del deslinde
aparecen determinados en el art. 8 de la Ley de Vías Pecuarias,
a cuyo tenor «3. El deslinde aprobado declara la posesión
y la titularidad demanial a favor de la Comunidad Autónoma,
dando lugar al amojonamiento y sin que las inscripciones del
Registro de Propiedad puedan prevalecer frente a la naturaleza
demanial de los bienes deslindados. 4. La resolución de apro-
bación del deslinde será título suficiente para rectificar, en
forma y condiciones que se determinen reglamentariamente,
las situaciones jurídicas registrales contradictorias con el des-
linde. Dicha resolución será título suficiente para que la Comu-
nidad Autónoma proceda a la inmatriculación de los bienes
de dominio público cuando lo estime conveniente. En todo
caso, quienes se consideren afectados por la resolución apro-
batoria del deslinde podrán ejercitar las acciones que estimen
pertinentes en defensa de sus derechos y solicitar la anotación
preventiva de la correspondiente reclamación judicial».

Sostiene la entidad alegante la prescripción posesoria de
los terrenos pecuarios, con reclamación del posible amparo
legal que pudiera otorgarle la inscripción registral. A este res-
pecto manifestar:

En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura
Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad, hemos
de mantener que la protección del Registro no alcanza a los
datos de mero hecho de los bienes de dominio público, y
el hecho de señalar que limita con una Vía Pecuaria ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos ya que, según la Ley Hipotecaria,

los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndolos inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

Efectivamente, la naturaleza demanial de las Vías Pecua-
rias se consagra en el artículo 8 de la Ley 3/1995, de 23
de marzo, que en su apartado 3.º establece: «El Deslinde
aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor
de la Comunidad Autónoma dando lugar al amojonamiento
y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes
deslindados».

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995,
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

Por otra parte, con referencia a la pretendida nulidad del
procedimiento de clasificación, al amparo de lo establecido
en el art. 62.1 de la LRJAP y PAC, al considerarse vulnerado
el derecho a la defensa establecido en el art. 24 de la Cons-
titución Española, al no haber sido notificado de forma personal
del resultado del expediente de clasificación de las vías pecua-
rias del término municipal, se ha de manifestar que no es
procedente la apertura del procedimiento de revisión de oficio
de dicho acto por cuanto que no concurren los requisitos mate-
riales exigidos. Concretamente, los procedimientos de referen-
cia no incurren en la causa de nulidad alegada, por cuanto
que el Reglamento de Vías Pecuarias aprobado por el Decreto
de 23 de diciembre de 1944, entonces vigente, no exigía
tal notificación, estableciéndose en su art. 12: «La Dirección
General de Ganadería, previos los oportunos informes sobre
las reclamaciones y propuestas presentadas, elevará el expe-
diente a la resolución ministerial. La Orden Ministerial apro-
batoria se publicará en el Boletín Oficial del Estado y en el
Boletín Oficial de la Provincia a la que afecte la clasificación».

Por otra parte, respecto a la alegación articulada relativa
a la falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley antes
citada, así como a la competencia estatal de dicho desarrollo,
sostener que dicho artículo resulta de aplicación directa, al
establecer con claridad que las inscripciones del Registro de
la Propiedad no pueden prevalecer frente a la naturaleza dema-
nial de los bienes deslindados. Así mismo, tampoco puede
prosperar la alegación relativa a la posible inconstitucionalidad
de dicho precepto al no constituir una norma de carácter expro-
piatorio dado que no hay privación de bienes a particulares,
sino determinación de deslindar el dominio público.

Por último, sostienen los alegantes el perjuicio económico
y social que supondría el deslinde para los numerosos titulares
de las explotaciones agrícolas afectadas, así como para los
trabajadores de las mismas. A este respecto, manifestar que
el deslinde no es más que la determinación de los límites
de la vía pecuaria en beneficio de todos. No obstante, las
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consecuencias del mismo en cada caso podrían ser suscep-
tibles de estudio en un momento posterior.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla con fecha 19 de diciembre de 2001, así como
el informe del Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio
Ambiente de la Junta de Andalucía, de fecha 8 de marzo
de 2002,

R E S U E L V O

Aprobar el deslinde parcial de la vía pecuaria denominada
«Vereda de Santa Mónica», en un tramo único, desde la Caña-
da Real de Fuentes hasta la Cañada Real de Ecija a Teba,
incluido el Descansadero del Pozo de las Zahurdas, a su paso
por el término municipal de Osuna, a tenor de los datos y
descripción que siguen, así como de las coordenadas que
se anexan a la presente Resolución.

Quedan excluidos del presente deslinde los terrenos de
la vía pecuaria calificados como urbanos por el planeamiento
urbanístico vigente en el término municipal de Osuna.

Longitud deslindada: 4.199,19 metros.

Anchura deslindada: 20,89 metros.

Superficie de la vía pecuaria deslindada: 86.082,55
metros cuadrados.

Superficie del Descansadero del Pozo de las Zahurdas:
10.000 metros cuadrados.

Descripción de la vía pecuaria.
Finca rústica, en el término de municipal de Osuna, pro-

vincia de Sevilla, de forma alargada con una anchura legal
de 20,89 m y una longitud deslindada de 4.199,19 m, con
una superficie de 86.082,55 metros cuadrados, que en ade-
lante se conocerá como «Vereda de Santa Mónica», tramo
único, que linda: Al Norte, con fincas de doña Carmen Fer-
nández Calvo, don Gabriel Martos Luque, doña M.ª Josefa
Márquez Pérez, don Antonio Bocanegra Márquez, doña Amalia
Ortiz Gómez, don José Olmedo Caro, don José Calderón Zamo-
ra Perea, doña M.ª Rosario Caraballo Guerrero, don Antonio
Blanco García, don Manuel Arizaga Lobo, don Cesáreo Martín
Cahvarría, don Antonio Caballo Carreño, Jolma, S.A., Legum-
bres Jaldón, S.A., don Miguel Arregui Rangel, doña Carmen
Sarriá Sánchez, doña Natividad Lobo González, Ayuntamiento
de Osuna, don Luis Domínguez García, don José Luis Valdivia
Gómez, don Manuel Cruz Romero; al Sur, con las fincas don
Rafael Jiménez Puro, doña Amalia Ortiz Gómez, D. Francisco
García Aguilar, doña Luisa García Jiménez, doña Natividad
Orozco Carrasco, don Rafael Carmona Castillo, Fincosuna S.A.,
don Juan Manuel Carmona Segovia, don Juan Antonio Holgado
Fuentes, don Rafael Jiménez Puro, Transportes de Osuna,
SCC, don Francisco Pachón Vilar, don José María Rodríguez
González, doña Felicidad Morilla Gallardo, don José Jiménez
Buzón, don Luis Domínguez García, don Cristóbal Gómez
Rojas, don José Luis Valdivia Gómez, Ayuntamiento de Osuna,
doña Magdalena Domínguez Muriana, don Antonio Jiménez
Jiménez, don Luis Domínguez García, Ayuntamiento de Osuna
y Diputación de Sevilla; al Este, linda con zona urbana de
Osuna; al Oeste, con la Cañada Real de las Fuentes.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada, conforme a
la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común, en el plazo de un mes desde la noti-
ficación de la presente, ante la Consejera de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 6 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

ANEXO A LA RESOLUCION, DE FECHA 6 DE JUNIO DE 2002, DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA CONSEJERIA
DE MEDIO AMBIENTE, POR LA QUE SE APRUEBA EL DESLINDE DE LA VIA PECUARIA «VEREDA DE SANTA MONICA», EN
UN TRAMO UNICO, DESDE LA CAÑADA REAL DE FUENTES HASTA LA CAÑADA REAL DE ECIJA A TEBA, A SU PASO POR

EL TERMINO MUNICIPAL DE OSUNA, PROVINCIA DE SEVILLA

REGISTRO DE COORDENADAS (UTM)
COORDENADAS DE LAS LINEAS

VEREDA DE SANTA MONICA
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RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
1317/01.S.3.ª, interpuesto por don Juan Venegas Gar-
cía, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, se ha
interpuesto por don Juan Venegas García, contra la Resolución
de la Consejera de Medio Ambiente de fecha 30.7.2001, por
la que se desestiman los recursos alzada interpuestos contra
la resolución aprobatoria de los deslindes parciales de la vía
pecuaria «Cañada Real de Sevilla a Gibraltar», entre los llanos
de «La Zarza» y el abrevadero de «La Parrilla», en el t.m.
de El Bosque (Cádiz), y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencioso
administrativo núm. 1317/01.S.3.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 11 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm. 240/02,
interpuesto por don Cristóbal Gil Bernal, ante el Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de
Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Uno de Sevilla, se ha interpuesto por don Cristóbal Gil
Bernal recurso núm. 240/02 contra la Resolución de la Vice-
consejera de Medio Ambiente de fecha 21.2.02, desestima-
toria del recurso de alzada deducido contra Resolución de
la Delegación Provincial de Medio Ambiente en Cádiz de fecha
3.9.01, recaída en el expediente sancionador C-1251/00, ins-
truido por infracción administrativa a la normativa vigente en
materia de Caza, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49

de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 240/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 12 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm. 434/02,
interpuesto por don Antonio Cantero Cuevas, ante el
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. uno
de Córdoba.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1
de Córdoba, se ha interpuesto, por don Antonio Cantero Cue-
vas, recurso núm. 434/02, contra la Resolución de la Vice-
consejera de Medio Ambiente de fecha 4.2.2002, desesti-
matoria del recurso de alzada deducido contra Resolución de
la Delegación Provincial de Medio Ambiente en Córdoba, de
fecha 3.4.2001, recaída en el expediente sancionador
CO-703/00, instruido por infracción administrativa a la nor-
mativa vigente en materia de caza, y a tenor de lo dispuesto
en el artículo 49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción-Con-
tencioso Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 434/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
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en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 12 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso 3686/01-S.1.ª,
interpuesto por don José María Fernández Bobadilla
Campos, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Granada, se
ha interpuesto por don José María Fernández Bobadilla Cam-
pos recurso núm. 3686/01-S.1.ª contra la resolución de la
Consejera de Medio Ambiente de fecha 30.7.01, desestima-
toria del recurso de alzada interpuesto contra la Resolución
de fecha 12.9.00, de la Secretaría General Técnica, por la
que se aprueba el deslinde total de la vil pecuaria denominada
«Cordel de Iznájar», en el término municipal de Loja, provincia
de Granada, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3686/01-S.1.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
1283/01.S.3.ª, interpuesto por Asaja-Sevilla, ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, se ha
interpuesto por Asaja-Sevilla recurso contencioso-administra-
tivo núm. 1283/01-S.3.ª contra la Resolución de la Consejera
de Medio Ambiente de fecha 12.7.2001, desestimatoria del
recurso de alzada interpuesto contra la resolución del Secretario
General Técnico de la Consejería de Medio Ambiente, de fecha
13 de noviembre de 1998, por la que se aprueba el deslinde
del tramo cuarto de la vía pecuaria denominada «Cañada Real
de la Armada» en el t.m. de Utrera (Sevilla), y a tenor de
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 1283/01.S.3.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-

sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm. 218/02,
interpuesto ante el Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. Dos de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Dos de Sevilla, se ha interpuesto por EDECO, Sociedad
Cooperativa Andaluza recurso núm. 218/02 contra resolución
de la Viceconsejera de Medio Ambiente de fecha 25.1.2002,
desestimatoria del recurso de alzada interpuesto contra Reso-
lución de la Delegada Provincial de la Consejería de Medio
Ambiente en Sevilla, de fecha 30 de marzo de 2001, recaída
en el expediente sancionador núm. SE-SAN/RSU/41/00, ins-
truido por infracción administrativa a la normativa vigente en
materia de Residuos, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 218/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
3650/01-S.1.ª, interpuesto por doña Dolores Expósito
López ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Granada, se
ha interpuesto por doña Dolores Expósito López recurso núm.
3650/01-S.1.ª contra la Resolución de la Consejera de Medio
Ambiente de fecha 15.2.02, desestimatoria del recurso de
alzada interpuesto contra la Resolución de 10.10.00, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba la clasi-
ficación de las vías pecuarias del término municipal de Tre-
vélez, provincia de Granada, se remite copia del expediente
administrativo.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3650/01-S.1.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
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sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
3708/01-S.1.ª, interpuesto por doña Pilar Páez Ruiz
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Granada, se
ha interpuesto por doña Pilar Páez Ruiz recurso núm.
3708/01-S.1.ª contra la Resolución de la Consejera de Medio
Ambiente de fecha 30.7.01, desestimatoria del recurso de
alzada interpuesto contra la Resolución de fecha 12.9.00,
de la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
Deslinde total de la vía pecuaria denominada «Cordel de Izná-
jar», en el término municipal de Loja, provincia de Granada,
y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3708/01-S.1.ª.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
3684/01-S.1.ª, interpuesto por doña M.ª Pilar Fer-
nández Bobadilla Campos ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Granada, se
ha interpuesto por doña M.ª Pilar Fernández Bobadilla Campos
recurso núm. 3684/01-S.1.ª contra la Resolución de la Con-
sejera de Medio Ambiente de fecha 30.7.01, desestimatoria
del recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de fecha
12.9.00, de la Secretaría General Técnica, por la que se aprue-
ba el Deslinde total de la vía pecuaria denominada «Cordel
de Iznájar», en el término municipal de Loja, provincia de
Granada, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3684/01-S.1.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
1253/01-S.3.ª, interpuesto por ASAJA-Sevilla, ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, se ha
interpuesto por ASAJA-Sevilla, recurso núm. 1253/01-S.3.ª,
contra la Resolución de la Consejera de Medio Ambiente de
fecha 29.6.01, desestimatoria de los recursos ordinarios inter-
puesto contra la Resolución aprobatoria del deslinde del tramo
primero de la vía pecuaria denominada «Cordel del Marcha-
morón», en el término municipal de Utrera (Sevilla), se remite
copia del expediente administrativo.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 1253/01-S.3.ª.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso núm.
358/02-S.1.ª, interpuesto por ASAJA-Málaga, ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Málaga se ha
interpuesto por Asaja-Málaga, recurso núm. 358/02-S.l.ª, con-
tra la Resolución de la Consejera de Medio Ambiente de fecha
28.11.01, desestimatoria del recurso de alzada interpuesto
contra la Resolución de 15.11.00, de la Secretaría General
Técnica, por la que se aprueba la clasificación de las vías
pecuarias del t.m. de Torremolinos, provincia de Málaga, se
remite copia del expediente administrativo.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 358/02-S.1.ª.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
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o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 17 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Servicios Sociales, por la que se dis-
pone el cumplimiento de la sentencia al recurso
núm. 278/01, de 29 de octubre de 2001, dictada
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Seis de Sevilla.

En el recurso número 278/2001, interpuesto a instancias
de NECSO Entrenacales Cubiertas, S.A., contra la desestima-
ción de la reclamación de intereses de demora en el pago
de las certificaciones de la obra denominada «Adaptación de
plantas para asistidos y adecuación de instalaciones en la
Residencia de Pensionistas de Almería» (Expte. 11/96-O), el

Juzgado de Contencioso-Administrativo número 6 de Sevilla
ha dictado sentencia con fecha 29 de octubre de 2001, que
es firme, cuya parte dispositiva literalmente dice:

«Fallo que estimado el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por la Procuradora Julia Calderón Seguro, en nom-
bre y representación de NECSO Entrecanales Cubiertas, S.A.,
debo anular y anulo el acto administrativo impugnado y debo
condenar y condeno a la Administración demandada al pago
de 1.944.309 pesetas (11.685,53 euros) a NECSO Entre-
canales Cubiertas, S.A., en concepto de intereses de demora,
por retraso en el pago de las certificaciones números 20 a
22, 22SH y 4C a 6C correspondientes a las obras de referencia,
más sus intereses legales incrementados en dos puntos desde
la fecha de la sentencia hasta que sea totalmente ejecutada;
sin hacer pronunciamiento respecto de las costas procesales
que se hubieran causado.»

R E S U E L V O

Ordenar el cumplimiento, en sus propios términos, de
la expresada sentencia.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- La Directora Gerente,
Adoración Quesada Bravo.

4. Administración de Justicia

AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEVILLA

EDICTO de la Sección Octava dimanante del rollo
de apelación núm. 1487/2002. (PD. 1997/2002).

El Magistrado Ponente de la Sección Octava de la Ilma.
Audiencia Provincial de Sevilla.

Hace saber: Que en el rollo de apelación número
1487/2002 dimanante de los autos de juicio de separación
núm. 94/2000, procedentes del Juzgado de Primera Instancia
número 3 de Alcalá de Guadaira, promovidos por Francisca
Alvarez Guijarro contra Manuel Míguez Luque y Ministerio Fis-
cal; se ha dictado sentencia, con fecha 22 de marzo de 2002,
cuyo fallo literalmente dice: «Que estimando íntegramente el
recurso de apelación interpuesto por la representación de doña
Francisca Alvarez Guijarro contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Alcalá de Guadaira
en el Procedimiento de Separación número 94/2000, con
fecha 9 de febrero de 2001, debemos revocar y revocamos
dicha Resolución en el sentido de especificar que la cantidad
concedida en la misma se distribuye en 40.000 pesetas
(240,40 E) en concepto de alimentos para los hijos que viven
en compañía de su madre y 20.000 pesetas (120,20 E)
en concepto de pensión compensatoria para la esposa, man-
teniendo el resto de pronunciamientos de la sentencia recurrida
y en concreto la revalorización de dichas cantidades así como
el tiempo y modo de pago, todo ello sin hacer condena en
las costas causadas en esta alzada.

Dentro del plazo legal devuélvanse las actuaciones ori-
ginales al Juzgado de procedencia con testimonio de esta Reso-
lución para su ejecución.

Así, por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando
en grado de apelación, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.

Y con el fin de que sirva de notificación al/los apelados/s
rebelde/s don Manuel Míguez Luque, extiendo y firmo la pre-
sente en la ciudad de Sevilla, a doce de junio de dos mil
dos.- El Magistrado Ponente. El Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. UNO
DE GRANADA

EDICTO dimanante del procedimiento verbal núm.
432/2001. (PD. 2001/2002).

NIG: 1808742C20011000656.
Procedimiento: Verbal-Desah.F.Pago (N) 432/2001.

Negociado: OL.
De: Doña Josefa Suárez Martínez.
Procuradora: Sra. Carolina González Díaz.
Letrado: Sr. Juan Manuel Reyes Martínez.
Contra: Doña Ana María Gil Rondero.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento verbal-desah.f.pago (N) 432/2001,
seguido en el Juzgado de Primera Instancia núm. Uno de
Granada, a instancia de Josefa Suárez Martínez contra Ana
María Gil Rondero, se ha dictado la sentencia que, copiada
en su encabezamiento y fallo, es como sigue:
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S E N T E N C I A

En la ciudad de Granada, a veintiuno de marzo de dos
mil dos.

El Ilmo. Sr. don José Manuel García Sánchez, Magis-
trado-Juez del Juzgado de Primera Instancia número Uno de
los de Granada, habiendo visto los presentes autos de juicio
verbal de desahucio, promovidos a instancia de doña Josefa
Suárez Martínez, representados por la Procuradora doña Caro-
lina González Díaz contra doña Ana María Gil Rondero.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por el Procurador de los Tribunales, doña Caro-
lina González Díaz, en nombre y representación de doña Josefa
Suárez Martínez, representación acreditada mediante Escritura
de Poder, presentó escrito que por reparto correspondió a este
Juzgado, promoviendo demanda de juicio verbal de desahucio
por falta de pago contra Ana María Gil Rondero, con base
en los hechos y fundamentos de derecho que en el mismo
se señalan y que en la presente se dan por reproducidos,
terminado con la súplica de que, en su día, se dictara sentencia
por la que se declarara haber lugar al desahucio del piso sito
en Camino de Ronda, núm. 90, 5.º, de Granada, apercibiendo
de lanzamiento.

F A L L O

Que estimando la demanda presentada por doña Carolina
González Díaz, en nombre y representación de doña Josefa
Suárez Martínez contra doña Ana María Gil Rondero, debo
declarar y declaro resuelto el contrato de arrendamiento sus-
crito entre ambas partes sobre el local descrito en el hecho
primero de la demanda; y, en consecuencia, debo condenar
y condeno a la demandada al desahucio del mismo, con aper-
cibimiento de lanzamiento si no lo verifica en el plazo que
se señale en ejecución de sentencia. Y con imposición de
costas a la parte demandada.

Contra la presente sentencia cabe interponer recurso de
apelación, ante la Audiencia Provincial de Granada, dentro
del plazo de cinco días, contados desde el siguiente a la
notificación.

Así, por esta mi sentencia, de la que se expedirá testimonio
para su unión a los autos, la pronuncio, mando y firmo.

Publicación. Leída y publicada fue la anterior sentencia
por el Ilmo. Sr. Magistrado Juez de Primera Instancia número
Uno de esta capital, estando celebrando audiencia pública
en el día de la fecha, doy fe.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al/a
los demandado/s Ana María Gil Rondero, extiendo y firmo
la presente en Granada a veintiséis de junio de dos mil
dos.- El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. UNO
DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
núm. 340/2002. (PD. 1994/2002).

NIG: 4109100C20020010479.
Procedimiento: Proced. Ordinario (N) 340/2002. Nego-

ciado: 3.
Sobre: Desahucio y reclamación de cantidad.
De: Doña María Salomé López López.
Procuradora: Sra. Carmen Pino Copero.

Contra: Herederos desconocidos de Manuel Trabajo
Rodríguez.

CEDULA DE EMPLAZAMIENTO

Tribunal que ordena emplazar: Juzgado de Primera Ins-
tancia, número 1, de Sevilla.

Asunto en que se acuerda: El arriba referenciado.
Persona a la que se emplaza: Herederos desconocidos

de Manuel Trabajo Rodríguez en concepto de parte deman-
dada.

Objeto del emplazamiento: Comparecer en el juicio expre-
sado, para contestar a la demanda, en la que figura como
parte demandada.

Tribunal ante el que debe comparecer: En la sede de
este Juzgado.

Plazo para comparecer: Veinte días hábiles computados
desde el siguiente al de este emplazamiento.

PREVENCIONES LEGALES

Si no comparece, se le declarará en situación de rebeldía
procesal y notificada la misma, no se llevará a cabo ninguna
otra, excepto la de la resolución que ponga fin al proceso
(artículos 496 y 497 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento
Civil).

La comparecencia en juicio debe realizarse por medio
de procurador, con la asistencia de abogado (artículos 23 y
31 de la LEC).

Debe comunicar a este Tribunal cualquier cambio de
domicilio que se produzca durante la sustanciación de este
proceso (artículo 155.1 párrafo primero de la LEC).

Asimismo, se le indica que puede enervar la acción de
desahucio, si antes de finalizar el plazo para contestar a la
demanda, paga al actor o pone a su disposición en el Tribunal
o notarialmente el importe de las cantidades reclamadas en
la demanda y el de las que adeude en el momento de dicho
pago (artículo 22.4 y 440.3 de la LEC).

En Sevilla, a tres de junio de dos mil dos.- El/La Secre-
tario/a Judicial.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. DIECIOCHO
DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento ejecutivo
núm. 10/2001. (PD. 2012/2002).

NIG: 4109100C20010000035.
Procedimiento: Ejecutivos 10/2001. Negociado: 1.
De: Caja General de Ahorros de Granada.
Procuradora: Sra. Ana María Asensio Vegas.
Contra: EBC Editorial, S.A., y Editorial Sur Andalucía, S.L.
Procuradora: Sra. Pilar López Bauzada.

E D I C T O

Hago saber: Que en el procedimiento Ejecutivo 10/2001,
seguido en el Juzgado de Primera Instancia número Dieciocho,
de Sevilla, a instancia de Caja General de Ahorros de Granada
contra EBC Editorial, S.A., y Editorial Sur Andalucía, S.L., se
ha dictado la sentencia que, copiada en su encabezamiento
y fallo, es como sigue:

El Ilmo. Sr. don Fernando García Campuzano, Magis-
trado-Juez de Primera Instancia núm. Dieciocho de Sevilla
y su partido, habiendo visto los presentes autos de juicio eje-
cutivo núm. 10/2001-1.º, seguidos ante este Juzgado, entre
partes, de una como demandante la entidad Caja General
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de Ahorros de Granada, representada por la Procuradora doña
Ana María Asensio Vegas y bajo la dirección de Letrado don
Salvador Hidalgo Morales, y de otra como demandadas EBC
Editorial, S.A., y Entidad Sur Andalucía, S.L.

Debo mandar y mando seguir adelante la ejecución des-
pachada contra las entidades EBC Editorial, S.A., y Sur Anda-
lucía, S.L., hasta hacer trance y remate de los bienes embar-
gados y con su importe íntegro pago a la entidad Caja General
de Ahorros de Granada de la cantidad de treinta y ocho mil
cuatrocientos treinta euros con sesenta y cuatro céntimos
(38.430,64 euros) de principal, más intereses y demoras de
la póliza de crédito, importe liquidado al 10 de noviembre
de 2000, más los intereses moratorios que se devenguen desde
la citada fecha al tipo pactado del 20% anual, y las costas
causadas y que se causen en las cuales expresamente condeno
a la parte demandada.

Contra la presente Resolución podrá prepararse recurso
de apelación, ante este Juzgado dentro del plazo de cinco
días, contados desde el siguiente a la notificación, conforme
establece el artículo 457 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Igualmente con esta fecha se ha dictado auto de aclaración
de sentencia cuya parte dispositiva es la siguiente:

«Que debo rectificar y rectifico el error padecido en el
sentido que donde se dice “Entidad Sur Andalucía”, en el
encabezamiento y Sur Andalucía, S.L., en el texto y fallo debe
decir Editorial Sur Andalucía, S.L.»

Y con el fin de que sirva de notificación en forma legal
al/a los demandado/s EBC Editorial, S.A., y Editorial Sur Anda-
lucía, S.L., que se encuentra/n en situación procesal de rebel-
día e ignorado paradero, expido y firmo la presente en Sevilla,
a diez de junio de dos mil dos.- El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
DE AGUILAR DE LA FRONTERA

EDICTO dimanante del procedimiento de separa-
ción núm. 20/2002. (PD. 1986/2002).

CEDULA DE NOTIFICACION

En los autos sobre Separación Matrimonial seguidos en
este Juzgado con el número 20 de 2002, a instancia de don
José Gutiérrez Jiménez, contra doña Rafaela Muñoz Hoyos,
se ha dictado la siguiente:

SENTENCIA NUM. 114/02

En Aguilar de la Frontera, a veinticinco de junio de dos
mil dos.

La Sra. doña Margarita Borrego Carrión, Juez de Primera
Instancia de esta ciudad y de su partido, ha visto, en juicio
oral y público, los presentes autos de Separación Matrimonial
núm. 20/02, seguidos a instancia de don José Gutiérrez Jimé-
nez, representado por la Procuradora doña María del Carmen
Roldán García y asistido por el Letrado don José Francisco
Beato Fernández, contra doña Rafaela Muñoz Hoyos, en situa-
ción de rebeldía procesal, y con la intervención del Ministerio
Fiscal.

F A L L O

Estimando la demanda interpuesta por doña María del
Carmen Roldán García en nombre y representación de don
José Gutiérrez Jiménez contra doña Rafaela Muñoz Hoyos,
se decreta la separación definitiva del matrimonio, inscrito en
el Registro Civil de Moriles al Tomo 11, Página 45, cesando

totalmente la presunción de convivencia de los mismos; así
como la posibilidad de vincular los bienes del otro cónyuge
en el ejercicio de la potestad doméstica.

Y para que sirva de notificación a la demandada doña
Rafaela Muñoz Hoyos, en situación procesal de rebeldía y
de ignorado paradero, expido la presente cédula en Aguilar
de la Frontera a veinticinco de junio de dos mil dos.- La Secre-
taria Judicial.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE MARBELLA

EDICTO dimanante del procedimiento de menor
cuantía núm. 400/1999. (PD. 1995/2002).

NIG: 2906941C19991000154.
Procedimiento: Menor Cuantía 400/1999. Negocia-

do: PF.
Sobre: Menor Cuantía núm. 400/99.
De: Inversiones Tembo del Sol, S.A.
Procuradora: Sra. Inmaculada Sánchez Falquina.
Contra Centro Médico Alhambra del Mar, S.L.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Menor Cuantía 400/1999, seguido
en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 1
de Marbella a instancia de Inversiones Tembo del Sol, S.A.,
contra Centro Médico Alhambra del Mar, S.L., sobre Menor
Cuantía núm. 400/99, se ha dictado la sentencia que, copiada
en su encabezamiento y fallo, es como sigue:

SENTENCIA NUM.

En Marbella, a veinticuatro de octubre de dos mil uno.

La Sra. doña María Josefa Lario Parra, Magistrado-Juez
del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número Uno
de Marbella y su Partido, habiendo visto los presentes autos
de Menor Cuantía 400/1999, seguidos ante este Juzgado,
entre partes, de una como demandante Inversiones Tembo
del Sol, S.A., con Procuradora doña Inmaculada Sánchez Fal-
quina y Letrado don Ignacio Pérez de Vargas; y de otra como
demandada Centro Médico Alhambra del Mar, S.L., declarada
en rebeldía, sobre reclamación de cantidad, y,

F A L L O

Que debo estimar y estimo la demanda interpuesta por
la Procuradora doña Inmaculada Sánchez Falquina, en nombre
y representación de Inversiones Temblo del Sol, S.A., contra
Centro Médico Alhambra del Mar, S.L., declarado en rebeldía,
condenando al demandado a que abone a la entidad actora
la cantidad de 4.667.662 ptas. más los intereses legales
correspondientes, que se fijarán en ejecución de sentencia,
así como a las costas de este procedimiento.

Contra esta resolución cabe recurso de apelación, que
se interpondrá por escrito ante este Juzgado en término de
quinto día, conforme a lo preceptuado en la Ley de Enjui-
ciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, mando y firmo.
La anterior sentencia fue publicada en su fecha.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al/a
demandado/a Centro Médico Alhambra del Mar, S.L., extiendo
y firmo la presente en Marbella, a trece de mayo de dos mil
dos.- El/La Secretario.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 25 de junio de 2002, de la
Secretaría General para el Deporte, por la que se anun-
cia la contratación de obras por procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variante. (PD.
2016/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Turismo y Deporte.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Tecnología e Infraestructuras Deportivas.
c) Número de expediente:

1. T002OB0102MA.
2. T006OB0101HU.
3. T017OB0102CA.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto:

1. «Construcción de Pabellón Polideportivo».
2. «Construcción de Pabellón Polideportivo».
3. «Reforma de local para Centro de Medicina Deportiva».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución:

1. Torrox (Málaga).
2. Hinojos (Huelva).
3. San Fernando (Cádiz).

d) ) Plazo de ejecución (meses):

1. 16 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
2. 14 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
3. 14 meses, desde el día de comprobación del replanteo.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variante.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

1. 1.296.529,96 euros.
2. 601.012,10 euros.
3. 727.224,63 euros.

5. Garantía provisional: Exenta.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, 1.ª planta.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfonos: 95/506.51.22; 95/506.52.90.
e) Telefax: 95/506.51.76.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

2 días antes de la finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista. Ver Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares.

a) Clasificación, en su caso:

1. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría: e.
2. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría: d.
3. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría: d.

b) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica
y profesional: Ver Pliego de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: Antes de las 20 horas
del vigésimo sexto día, contado desde el siguiente día al de
la publicación en BOJA. (Si el final del plazo coincidiera con
sábado o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los
anteriores.)

b) Documentación a presentar: Ver Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Turismo
y Deporte.

2.º Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n-Edificio
Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41092.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de pro-
posiciones (art. 89 del TRLCAP R.D.L. 2/2000).

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Secretaría General para el Deporte.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n-Edificio

Torretriana, planta 1.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: Quince días naturales después del indicado

en 8 a). (Si la fecha coincidiera con sábado o inhábil, se
trasladará al siguiente día distinto a los anteriores.)

e) Hora: A las 12 horas.
10. Otras informaciones.
a) Modalidades de financiación y pago: Certificaciones

mensuales a cuenta y liquidación.
b) Forma jurídica de uniones de empresarios: Se ajustará

a los requisitos previstos en el artículo 24 del R.D.L. 2/2000,
de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

c) Plazo de subsanación: Cinco días antes de la fecha
y en el lugar indicado en el punto 9, se harán públicos en
el tablón de anuncios los defectos subsanables observados
en la documentación, siendo remitida la documentación sub-
sanada a la Mesa en un plazo no superior a tres días hábiles
desde su publicación en el tablón.

11. Gastos de anuncios: El importe de los anuncios, tanto
oficiales como de prensa, será de cuenta del adjudicatario
hasta un importe máximo de 2.000,00 euros.

Sevilla, 25 de junio de 2002.- El Consejero, P.D. (Orden
de 24.6.96), El Secretario General para el Deporte, Manuel
Prado Fernández.
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RESOLUCION de 25 de junio de 2002, de la
Secretaría General para el Deporte, por la que se anun-
cia la contratación de obras por procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variante. (PD.
2015/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Turismo y Deporte.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Tecnología e Infraestructuras Deportivas.
c) Número de expediente:

1. T011OB0102HU.
2. T019OB0102CO.
3. T005OB0102CO.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto:

1. «Construcción de Pabellón Polideportivo».
2. «Cubrición de Pista Polideportiva».
3. «Construcción de Pabellón Polideportivo».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución:

1. Minas de Riotinto (Huelva).
2. Palenciana (Córdoba).
3. Peñarroya-Pueblonuevo (Córdoba).

d) Plazo de ejecución (meses):

1. 14 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
2. 14 meses, desde el día de comprobación del replanteo.
3. 14 meses, desde el día de comprobación del replanteo.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variante.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

1. 817.376,46 euros.
2. 619.042,47 euros.
3. 763.682,78 euros.

5. Garantía provisional: Exenta.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Tecnología e Infraes-

tructuras Deportivas.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n. Edificio

Torretriana, 1.ª planta.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfonos: 95/506.51.22; 95/506.52.90.
e) Telefax: 95/506.51.76.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

2 días antes de la finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista. Ver Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares.

a) Clasificación, en su caso:

1. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría: d.
2. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría: d.
3. Grupo: C, Subgrupos: Todos, Categoría d.

b) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica
y profesional: Ver Pliego de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: Antes de las 20 horas
del vigésimo sexto día, contado desde el siguiente día al de
la publicación en BOJA. (Si el final del plazo coincidiera con
sábado o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los
anteriores.)

b) Documentación a presentar: Ver Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Turismo
y Deporte.

2.º Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n-Edificio
Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41092.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de pro-
posiciones (art. 89 del TRLCAP R.D.L. 2/2000).

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Secretaría General para el Deporte.
b) Domicilio: C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n-Edificio

Torretriana, planta 1.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: Quince días naturales después del indicado

en 8.a). (Si la fecha coincidiera con sábado o inhábil, se tras-
ladará al siguiente día distinto a los anteriores.)

e) Hora: A las 12 horas.
10. Otras informaciones.
a) Modalidades de financiación y pago: Certificaciones

mensuales a cuenta y liquidación.
b) Forma jurídica de uniones de empresarios: Se ajustará

a los requisitos previstos en el artículo 24 del R.D.L. 2/2000,
de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

c) Plazo de subsanación: Cinco días antes de la fecha
y en el lugar indicado en el punto 9, se harán públicos en
el tablón de anuncios los defectos subsanables observados
en la documentación, siendo remitida la documentación sub-
sanada a la Mesa en un plazo no superior a tres días hábiles
desde su publicación en el tablón.

11. Gastos de anuncios: El importe de los anuncios, tanto
oficiales como de prensa, será de cuenta del adjudicatario
hasta un importe máximo de 2.000,00 euros.

Sevilla, 25 de junio de 2002.- El Consejero, P.D. (Orden
de 24.6.96), El Secretario General para el Deporte, Manuel
Prado Fernández.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 4 de julio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se anuncia concurso,
por el procedimiento abierto, para la contratación de
la consultoría y asistencia que se indica. (PD.
2005/2002).

La Consejería de Economía y Hacienda ha resuelto con-
vocar concurso para la contratación de la siguiente consultoría
y asistencia.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Economía y Hacienda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número de expediente: 01.026/02.
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2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: «Consultoría y Asistencia Cola-

boración con la Intervención General de la Junta de Andalucía
en la auditoría de la cuenta de gastos de la Sección Garantía
del FEOGA, rendida por el Fondo Andaluz de Garantía Agraria
(FAGA), correspondiente al ejercicio financiero 16.10.2001
al 15.10.2002, y en la emisión de informe sobre los pro-
cedimientos y transacciones efectuadas por el citado orga-
nismo».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Sevilla.
d) Plazo de ejecución: Hasta el 15 de enero de 2003.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Importe total: Noventa mil ciento cincuenta y uno con

ochenta y dos (90.151,82) euros. IVA incluido.
5. Garantías. Definitiva: 4% del importe de la adju-

dicación.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Sección de Contratación de la Secretaría Gene-

ral Técnica.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 6.ª
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/506.46.40.
e) Telefax: 95/506.47.19.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

12 días naturales a partir de la publicación del presente anun-
cio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: No.
b) Otros requisitos: Ver Pliego de Cláusulas Administra-

tivas Particulares.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales a contar

desde el siguiente al de la publicación del presente anuncio
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, terminando
a las catorce horas. Si el último día fuese inhábil, el plazo
finalizará el siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La exigida en el epígra-
fe 8.2 del PCA.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

2.º Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edi-
ficio Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41071.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de
proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Secretaría General Técnica. Sala de Juntas.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 6.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: El quinto día hábil siguiente al examen de la

documentación. Si fuese sábado, se efectuará el siguiente día
hábil.

e) Hora: A las doce horas.
10. Otras informaciones: El examen de la documentación

se realizará el primer día hábil siguiente a aquel en que termine
el plazo de presentación de ofertas, excepto sábado. El resul-
tado se publicará en el tablón de anuncios de la Secretaría
General Técnica, a fin de que los afectados conozcan y sub-

sanen, en su caso, los defectos materiales observados, en
el plazo que se indique.

11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 4 de julio de 2002.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Peña Bursón.

RESOLUCION de 4 de julio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se anuncia concurso,
por el procedimiento abierto, para la contratación de
la consultoría y asistencia que se indica. (PD.
2006/2002).

La Consejería de Economía y Hacienda ha resuelto con-
vocar concurso para la contratación de la siguiente consultoría
y asistencia.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Economía y Hacienda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número de expediente: 01.033/02.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: «Consultoría y Asistencia Apoyo

a la Intervención General de la Junta de Andalucía en el Diseño,
Implantación y Mantenimiento de los Sistemas de Contabilidad
Pública».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Sevilla.
d) Plazo de ejecución: 12 meses a partir de la firma del

contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Importe total: Sesenta y un mil quinientos sesenta y

seis con cuarenta y cinco (61.566,45) euros, IVA incluido.
5. Garantías. Definitiva: 4% del importe de la adju-

dicación.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Sección de Contratación de la Secretaría Gene-

ral Técnica.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 6.ª
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/506.46.40.
e) Telefax: 95/506.47.19.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

12 días naturales a partir de la publicación del presente anun-
cio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: No.
b) Otros requisitos: Ver Pliego de Cláusulas Administra-

tivas Particulares.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales a contar

desde el siguiente al de la publicación del presente anuncio
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, terminando
a las catorce horas. Si el último día fuese inhábil, el plazo
finalizará el siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La exigida en el epígra-
fe 8.2 del PCA.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

2.º Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edi-
ficio Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
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d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de
proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Secretaría General Técnica. Sala de Juntas.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 6.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: El quinto día hábil siguiente al examen de la

documentación. Si fuese sábado, se efectuará el siguiente día
hábil.

e) Hora: A las doce horas.
10. Otras informaciones: El examen de la documentación

se realizará el primer día hábil siguiente a aquél en que termine
el plazo de presentación de ofertas, excepto sábado. El resul-
tado se publicará en el tablón de anuncios de la Secretaría
General Técnica, a fin de que los afectados conozcan y sub-
sanen, en su caso, los defectos materiales observados, en
el plazo que se indique.

11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 4 de julio de 2002.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Peña Bursón.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 28 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de equipamiento
informático departamental del Servicio Andaluz de
Empleo. (PD. 1976/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 94/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Equipamiento informático

departamental del Servicio Andaluz de Empleo.
b) Lugar de ejecución: Servicios Centrales.
c) Plazo de ejecución: 24 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 1.442.440,00

euros (un millón cuatrocientos cuarenta y dos mil cuatrocientos
cuarenta euros).

5. Garantía provisional. 28.849,00 euros, veintiocho mil
ochocientos cuarenta y nueve euros.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones.

b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14, planta sótano 1.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Durante el plazo de presentación de proposiciones.
7. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 24.8.2002.
b) Documentación a presentar: La especificada en los

Pliegos Base de esta Contratación.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección
arriba citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: Tres meses.

8. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14.
c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha examen documentación administrativa

28.8.2002.
e) Apertura de proposiciones: A las nueve horas del

4.9.2002.
9. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio será

por cuenta del adjudicatario.
10. Fecha del envío el anuncio al «Diario Oficial de las

Comunidades Europeas»: Este anuncio fue remitido al DOCE
con fecha 28.6.2002.

11. Página web de información: www.cedt.junta-an-
dalucia.es

Sevilla, 28 de junio de 2002.- El Secretario General Técnico,
Juan Francisco Sánchez García.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del Decreto
245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece la Estruc-
tura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y el Servicio
Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la siguiente adju-
dicación definitiva, todo ello en virtud de lo dispuesto en el
art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Complejo Hos-

pitalario Carlos Haya, Málaga.
b) Dependencia que tramita el expediente: Unidad de

Contratación Administrativa.
c) Número de expediente: 2001/208207 (HS01103).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Suministro.
b) Descripción del objeto: Arrendamiento de local para

archivo de historias clínicas (a208207-HRM).
c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 132, de 15.11.01.
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

69.236,59 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 14.5.02.
b) Contratista: Clasidator, S.L.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 69.236,59 E.
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6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior
a 60.101,21 euros:

Importe total:
7. Lotes declarados desiertos:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director de Gestión Económica,
Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del Decreto
245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece la Estruc-
tura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y el Servicio
Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la siguiente adju-
dicación definitiva, todo ello en virtud de lo dispuesto en el
art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Hospital Uni-

versitario Virgen de las Nieves, Granada.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de

Compras e Inversiones.
c ) N ú m e r o d e e x p e d i e n t e : 2 0 0 2 / 0 5 9 9 3 8

(02S87023057).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del objeto: Obra de implantación de gene-

rador optimus en Hemodinámica, planta 3.ª del Hospital Médi-
co Quirúrgico (a59938-HVN).

c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 47, de 23.4.02.
3. Tramitación: Urgente. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

124.591,90 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 13.5.02.
b) Contratista: Grupo D Edificaciones y Obras, S.A.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 102.213,39 E.
6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior

a 60.101,21 euros:
Importe total:
7. Partidas declaradas desiertas:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del
Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la
siguiente adjudicación definitiva, todo ello en virtud de lo dis-

puesto en el art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Distrito A.P.

Sierra de Cádiz, Cádiz.
b) Dependencia que tramita el expediente: Administración

Distrito.
c) Número de expediente: 2001/220182.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Gestión de Servicio Público.
b) Descripción del objeto: Servicio de Transporte Sanitario

urgente mediante concierto (a220182-ASC).
c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 145, de 18.12.01.
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

667.433,56 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 19.2.02.
b) Contratista: Ambulancias Cádiz, S.L.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 667.094,59 E.
6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior

a 60.101,21 euros:
Importe total:
7. Lotes declarados desiertos:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del
Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la
siguiente adjudicación definitiva, todo ello en virtud de lo dis-
puesto en el art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Area Sanitaria

Norte de Córdoba, Pozoblanco.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección Area.
c) Número de expediente: P.N. 17/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Suministro.
b) Descripción del objeto: Suministro de material de radio-

logía (a17n-asn).
c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación:
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Negociado. For-

ma de adjudicación: Sin publicidad.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

94.489,24 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 25.3.02.
b) Contratista: Kodak, S.A.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 92.526,20 E.
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6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior
a 60.101,21 euros:

Importe total:
7. Lotes declarados desiertos:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del
Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la
siguiente adjudicación definitiva, todo ello en virtud de lo dis-
puesto en el art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Servicios Cen-

trales, Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Subdirección

de Inversiones y Contrataciones.
c ) N ú m e r o d e e x p e d i e n t e : 2 0 0 2 / 0 3 1 6 4 3

(C.C.0007/2002).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del objeto: Ejecución de las obras de cons-

trucción del Centro de Salud T-II El Ejido Sur, en Almería
(a31643-SC).

c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 40, de 6.4.02.
3. Tramitación: Urgente. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

1.100.337,02 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 10.6.02.
b) Contratista: Promociones y Construcciones Dizu, S.L.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 1.100.337,02 E.
6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior

a 60.101,21 euros:
Importe total:
7. Partidas declaradas desiertas:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del
Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la
siguiente adjudicación definitiva, todo ello en virtud de lo dis-

puesto en el art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Hospital Uni-

versitario San Cecilio, Granada.
b) Dependencia que tramita el expediente: Contratación

Administrativa.
c) Número de expediente: 2002/017370 (GSP-SC

39/2002).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Gestión de Servicio Público.
b) Descripción del objeto: Servicio de Terapias Respira-

torias Domiciliarias mediante concierto para el ámbito de la
demarcación sanitaria del hospital (a17370-HSC).

c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 37, de 30.3.02.
3. Tramitación: Urgente. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

1.502.530,20 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 22.5.02.
b) Contratista: Oximesa, S.L.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 1.493.005,08 E.
6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior

a 60.101,21 euros:
Importe total:
7. Lotes declarados desiertos:

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

RESOLUCION de 20 de junio de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se publica adjudicación
definitiva en su ámbito.

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el art. 11 del
Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto hacer pública la
siguiente adjudicación definitiva, todo ello en virtud de lo dis-
puesto en el art. 93.2 del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Distrito Sanitario

Macarena-Carmona, Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Administración

Distrito.
c) Número de expediente: 2001/277810.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Suministro.
b) Descripción del objeto: Arrendamiento de local para

Centro de Salud Básica La Paz (a277810-DMA).
c) Lote: Véase informe técnico.
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación:
3. Tramitación: Contratación directa. Sin publicidad.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

1.509.660,08 E.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 2.1.02.
b) Contratista: Comarcal de Locales, S.L.
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c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 1.509,660,08 E.
6. Otras empresas con importe de adjudicación inferior

a 60.101,21 euros:
Importe total:
7. Lotes declarados desiertos:

Sevilla, 20 de junio de 2002.- El Director Gerente, P.D.F.
(Resolución de 19.2.2002), El Director General de Gestión
Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 15 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia la
adjudicación definitiva de Contratos.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Cultura hace pública la adjudicación
definitiva del Contrato de Consultoría y Asistencia, realizado
mediante procedimiento abierto, que a continuación se rela-
ciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Cultura.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número de expediente: K02002CAOOSG.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y Asistencia.
b Descripción del objeto: «Asistencia técnica para la coor-

dinación del Plan de Acción en el desarrollo del Plan de Sis-
temas de Información de la Consejería de Cultura».

c) Lote:
d) Boletín o diario oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 20, de 16 de febrero de 2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes de carácter técnico.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

89.331,89 euros.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 15 de marzo de 2002.
b) Contratista: Don Manuel María Luque Ramos.
c) Nacionalidad: Española.
Importe de adjudicación: 87.545,25 euros.

Sevilla, 15 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Antonio J. Hidalgo López.

RESOLUCION de 21 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Instituciones del Patrimonio Histórico,
por la que se anuncia concurso por procedimiento
abierto para la adjudicación del contrato de consultoría
y asistencia. (PD. 1998/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Cultura.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Instituciones del Patrimonio Histórico.
c) Número de expediente: D020268CA98IP.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Asesoramiento técnico para la

contratación y seguimiento de las obras para sedes institu-
cionales en los conjuntos arqueológicos.

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Ver Pliego de Prescripciones

Técnicas.
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega (meses):

24 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

66.772,45 euros.
5. Garantía provisional. Dispensada.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Instituciones del Patri-

monio Histórico, Servicio de Infraestructura y Gestión de
Instituciones.

b) Domicilio: C/ Levíes, 17.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 955/03.66.63.
e) Telefax: 955/03.66.14.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Hasta la fecha de finalización del plazo de presentación
de ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación, en su caso (Grupos, subgrupos y cate-

goría): No.
b) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica

y profesional: Ver Pliego de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares.

8. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: El día 3 de septiembre

de 2002.
b) Documentación a presentar: La especificada en el Plie-

go de Cláusulas Administrativas Particulares.
c) Lugar de presentación:

1. Entidad: Registro General de la Consejería de Cultura.
2. Domicilio: C/ San José, núm. 13.
3. Localidad y código postal: Sevilla, 41071.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: 3 meses desde la fecha de apertura de
proposiciones.

9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Consejería de Cultura.
b) Domicilio: C/ San José, 13.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: El décimo día natural después del indicado

en 8 a). Si fuese sábado o inhábil, se trasladará al siguiente
día hábil.

e) Hora: A las 12,00 horas.
11. Gastos de anuncios. El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 21 de junio de 2002.- La Directora General, M.ª
del Mar Villafranca Jiménez.

RESOLUCION de 21 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Instituciones del Patrimonio Histórico,
por la que se anuncia concurso por procedimiento
abierto para la adjudicación del contrato de consultoría
y asistencia. (PD. 1999/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Cultura.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Instituciones del Patrimonio Histórico.
c) Número de expediente: D020578CA41IP.
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2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Asistencia técnica para coor-

dinación de instalaciones informáticas en los centros admi-
nistrativos dependientes de la Consejería de Cultura.

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Ver Pliego de Prescripciones

Técnicas.
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega (meses):

24 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

57.884,97 euros.
5. Garantía provisional. Dispensada.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Dirección General de Instituciones del Patri-

monio Histórico, Servicio de Infraestructura y Gestión de
Instituciones.

b) Domicilio: C/ Levíes, 17.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 955/03.66.63.
e) Telefax: 955/03.66.14.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Hasta la fecha de finalización del plazo de presentación
de ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación, en su caso (Grupos, subgrupos y cate-

goría): No.
b) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica

y profesional: Ver Pliego de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares.

8. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: El día 3 de septiembre

de 2002.
b) Documentación a presentar: La especificada en el Plie-

go de Cláusulas Administrativas Particulares.
c) Lugar de presentación:

1. Entidad: Registro General de la Consejería de Cultura.
2. Domicilio: C/ San José, núm. 13.
3. Localidad y código postal: Sevilla, 41071.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: 3 meses desde la fecha de apertura de
proposiciones.

9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Consejería de Cultura.
b) Domicilio: C/ San José, 13.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: El décimo día natural después del indicado

en 8 a). Si fuese sábado o inhábil, se trasladará al siguiente
día hábil.

e) Hora: A las 12,00 horas.
11. Gastos de anuncios. El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 21 de junio de 2002.- La Directora General, M.ª
del Mar Villafranca Jiménez.

RESOLUCION de 28 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz del Patrimonio Histórico, por la que se
anuncia concurso por procedimiento abierto para la
adjudicación de servicios. (PD. 2000/2002).

1. Entidad adjudicadora.
Consejería de Cultura.
Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico.
Dirección: Camino de los Descubrimientos, s/n, Sevilla,

C.P. 41071.
Tlfno: 95/503.70.00. Fax: 95/503.70.01.

2. Objeto del contrato.
a) Título: Servicio de limpieza de la sede del Instituto

Andaluz del Patrimonio Histórico.
b) Número de expediente: B021091SV41IH.
c) Lugar de entrega: Sevilla.
d) Plazo de ejecución: 12 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes de carácter técnico.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

90.150,00 euros (Inc. IVA).
5. Garantías. Provisional: 1.803,00 euros.
6. Obtención de documentación e información.
a) Lugar: Véase punto 1, Registro del Instituto Andaluz

del Patrimonio Histórico.
b) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: 2 días antes fin de recepción de ofertas.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo: III; Subgrupo: 6; Categoría: A.
b) Otros requisitos: Ver Pliego de Cláusulas Administra-

tivas Particulares.
8. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 8 días naturales a contar

desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, finalizando el plazo a las 14 horas
de la fecha indicada (si el final de plazo coincidiera con sábado
o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los anteriores).

b) Documentación a presentar: Véase Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación: Véase punto, Registro del Ins-
tituto Andaluz del Patrimonio Histórico.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener la oferta: Tres meses, a partir de la fecha de apertura
de las proposiciones.

9. Apertura de las ofertas.
a) Forma: Acto público.
b) Lugar: Sala de Juntas del Instituto Andaluz del Patri-

monio Histórico.
c) Fecha y hora: A las 12 horas del quinto día hábil

después del indicado en 8.a) (si la fecha coincidiera con sábado
o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los anteriores).

10. Otras informaciones.
a) Modalidades de financiación y pago: Mensuales.
b) Forma jurídica de uniones de empresarios: Se ajustará

a los requisitos previstos en el artículo 24 del Texto Refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

11. Gastos de anuncios: El importe de los anuncios, tanto
oficiales como de prensa, será de cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 28 de junio de 2002.- El Director, Román
Fernández-Baca Casares.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Gestión del Medio Natural, por la que
se hace pública la adjudicación de contratos, en cum-
plimiento de lo dispuesto en el artículo 93.22 del RDL
2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el
TRLCAP.

Esta Dirección General de Gestión del Medio Natural, en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 93.2 del
R.D.L. 2/2000, de 16 de junio , por el que se aprueba el
TRLCAP, y a los efectos determinados en el mismo, hace públi-
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ca la adjudicación definitiva de los contratos que a continuación
se relacionan:

Núm. expte.: 38/02/M/00.
Título: Fletamiento de Aviones en la lucha contra incendios

forestales en la Base de Gergal. Almería.
Adjudicatario: Angel Martínez Ridao.
Importe: 318.236,00 euros.

Sevilla, 6 de junio de 2002.- El Director General, José
Guirado Romero.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato que se cita.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Asuntos Sociales de la Junta

de Andalucía.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de

Administración General y Contratación.
c) Número de expediente: C-3/01.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del contrato: Asistencia técnica a las labo-

res de producción del Servicio de Informática de la Consejería
de Asuntos Sociales.

c) Boletín y fecha de publicación del anuncio de licitación:
BOJA núm. 13, de 31.1.02.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

180.303,63 euros.
5. Adjudicación:
a) Fecha: 10 de mayo de 2002.
b) Contratista: Getronics Grupo CP, S.L.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe: 155.434,16 euros.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- La Secretaria General
Técnica, M.ª Angeles Martín Vallejo.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 14 de junio de 2002, de la Uni-
versidad Pablo de Olavide de Sevilla, por la que se
convoca concurso abierto para la ejecución de las obras
que se citan. (PP. 2009/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Universidad Pablo de Olavide de Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Unidad de

Contratación y Patrimonio.
c) Número de expediente: OB.7/02.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Ejecución de obras de reha-

bilitación para la adaptación a departamentos del edificio
núm. 7 «Pedro Rodríguez Campomanes», en la Universidad
Pablo de Olavide de Sevilla.

b) División por lotes y número: Lote único.

c) Lugar de ejecución: Edificio núm. 7 «Pedro Rodríguez
Campomanes», de la Universidad Pablo de Olavide.

d) Plazo de ejecución: 12 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación o canon de explotación:

Dos millones quinientos cuarenta y nueve mil cuatrocientos
ochenta y siete euros con noventa y seis céntimos
(2.549.487,96 euros).

5. Garantía provisional: 2% del presupuesto de licitación.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Universidad Pablo de Olavide.
b) Domicilio: Carretera de Utrera, kilómetro 1.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41013.
d) Teléfono: 95/434.92.14.
e) Telefax: 95/434.90.87.
f) Plazo de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de ofertas.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo «C» (completo), categoría «f».
b) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica

y profesional: Ver Pliego.
8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de

participación.
a) Plazo de presentación: Veintiséis días naturales a partir

del día siguiente a esta publicación.
b) Documentación a presentar: Ver Pliego.
c) Lugar de presentación: Registro General.

1.ª Entidad: Universidad Pablo de Olavide.
2.ª Domicilio: Carretera de Utrera, kilómetro 1.
3.ª Localidad y código postal: Sevilla, 41013.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: 3 meses.

e) Admisión de variantes: No se admiten.
9. Aperturas de las ofertas.
a) Entidad: Universidad Pablo de Olavide.
b) Domicilio: Carretera de Utrera, kilómetro 1.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: 12 de septiembre de 2002.
e) Hora: 9,30 horas.
10. Otras informaciones: Si el último día de presentación

de ofertas fuese inhábil, se ampliaría el plazo al siguiente
día hábil.

11. Gastos de anuncios: Por cuenta del adjudicatario.
12. Página web donde figuran las informaciones relativas

a la convocatoria o donde pueden obternerse los pliegos:
http://www.upo.es/ser/otros/pliego34.htm.

Sevilla, 14 de junio de 2002.- El Rector Accidental, Juan
Jiménez Martínez.

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA

RESOLUCION de 24 de mayo de 2002, del Ins-
tituto de Deportes, por la que se anuncia la contratación
que se indica. (PP. 1984/2002).

1. Entidad adjudicadora.
Organismo: Instituto de Deportes.
Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Admi-

nistración y Asuntos Generales.
Expediente: 138/2002.
2. Objeto del contrato.
Descripción: Proyecto de construcción de vestuarios en

el Centro Deportivo Los Corrales.
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3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Urgente.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

195.185,14 euros.
5. Garantías. Definitiva: 4% del importe de la adju-

dicación.
6. Clasificación contratista: Grupo C; Subgrupo 2; Cate-

goría D.
6. Obtención de documentación e información.
Información: Instituto de Deportes. Sección de Admón.

(Avda. Kansas City, s/n, 41007, Sevilla. Teléfonos:
94/459.68.20-18-85-75. Telefax: 95/459.68.86). La docu-
mentación podrá retirarse en:

- Copymat. Sevillana de Copias. C/ República Argentina,
núm. 44. Tlf.: 95/445.83.07.

- MC 47 Servicio de Copias. C/ Montecarmelo, núm.
7, local D. Tlf. 95/428.30.68.

7. Presentación de proposiciones.
Fecha límite de presentación: Trece días naturales a contar

desde el siguiente al de publicación de presente anuncio en
BOJA. Si el último día fuese sábado o festivo, se prorrogará
al siguiente día hábil.

Documentación a presentar: La indicada en el Pliego de
Condiciones Administrativas.

Lugar de presentación: Registro General del Instituto de
Deportes, de lunes a jueves de 9,00 a 13,00 horas y de
17,00 a 19,00 horas y viernes de 9,00 a 14,00 horas durante
los meses de enero a mayo y de octubre a diciembre, y de
9,00 a 14,00 horas de lunes a viernes durante los meses
de junio a septiembre.

Domicilio y localidad: El indicado en el apartado anterior.
8. Apertura de ofertas.
Entidad: Instituto de Deportes.
Domicilio y localidad: El indicado en el apartado 6.
Fecha: Se comunicará previamente a los licitadores.
9. Gastos de anuncios.
El importe del presente anuncio será por cuenta del

adjudicatario.

Sevilla, 24 de mayo de 2002.- El Secretario General,
Venancio Gutiérrez Colomina.

ANUNCIO de subasta pública. (PP. 1940/2002).

1. Ayuntamiento de Sevilla.
a) Servicio de Patrimonio.
b) Sección de Contratación de Obras y Servicios.
2. Expte.: 132/02 de Contrat. de O. y S.
a) Obra: Cubrición de pistas poliderportivas en el Colegio

Público Pino Flores.
b) Presupuesto de licitación: 265.443,64.
c) Partida presupuestaria: 12200-12125-62200.
d) Fianza Provisional: 2% del presupuesto de contrata

(5.308,87).
e) Plazo de ejecución: 120 días.
f) Clasificación: Grupo c; Subgrupos 1 al 9; Categoría C.
3. a) Forma de contratación: Subasta pública.
b) Tramitación: Ordinaria.
c) Procedimiento: Abierto.
4. Obtención de documentación.
a) Sección de Contratación de Obras y Servicios, sita en

C/ Pajaritos, 14. Tef: 95/459.06.12 y 95/459.06.53.
b) La documentación será facilitada durante el plazo de

presentación de ofertas.
5. Presentación de ofertas.
a) Plazo: 26 días naturales a contar del siguiente a la

publicación de este anuncio en el BOJA.

b) Los documentos a presentar se encuentran detallados
en los Pliegos de Condiciones.

c) Lugar: Registro General del Ayuntamiento, C/ Pajaritos,
14, Sevilla, en horas de oficina.

6. Apertura de ofertas: La apertura de los sobres núm. 1
de Documentación General tendrá lugar el lunes siguiente a
la fecha en que termine el plazo de presentación de ofertas,
a las 9,00 horas, en la Sala de los Fieles Ejecutores del Ayun-
tamiento, sita en Plaza Nueva, 1. La apertura de los sobres
núm. 2, conteniendo las ofertas económicas, se realizará en
acto público, el lunes siguiente al de la apertura de los sobres
núm. 1 a la hora y lugar anteriormente indicado.

7. Los gastos de publicación será de cuenta del adju-
dicatario.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Secretario General.

EMPRESA PUBLICA DE LA RADIO Y TELEVISION
DE ANDALUCIA

ANUNCIO de contratación (Expte. CC/1-014/02).
(PD. 1988/2002).

Objeto: «Contratación de las obras de adaptación de las
instalaciones del plató de informativos del Centro de Produc-
ción de RTVA en Málaga» (CC/1-014/02).

Procedimiento y forma de adjudicaciÓn: Ordinario, abier-
to, mediante subasta.

Presupuesto de licitación: Se establece un presupuesto
máximo de licitación de (IVA Incluido) doscientos treinta y
un mil trescientos setenta euros con diecinueve céntimos,
231.370,19 E.

Fianza provisional: Se establece fianza provisional por
importe de cuatro mil seiscientos ventiocho euros 4.628 E.

Disponibilidad de la documentación: El Proyecto, los Plie-
gos de Condiciones Técnicas, de Cláusulas Jurídicas y demás
documentos que integran el expediente podrán ser retirados
de la Copistería Sevilla-2, Avda. San Francisco Javier, s/n,
sótano Edf. Sevilla-2, Sevilla, 41018.

Presentación de ofertas: Las ofertas económicas, con los
requisitos y la documentación exigida en los Pliegos, se pre-
sentarán en la Secretaría de la Comisión de Contratación, sita
en el Pabellón de Andalucía, planta 3.ª, C/ José Gálvez, s/n
(Isla de la Cartuja), Sevilla, 41092, antes de las 15,00 horas
del día 3 septiembre 2002.

Apertura pública de ofertas: La apertura de las ofertas
presentadas tendrá lugar a las 10,00 horas del día 10 sep-
tiembre 2002.

El importe de los anuncios será por cuenta del adju-
dicatario.

Sevilla, 3 de julio de 2002.- El Presidente de la Comisión
de Contratación, Carlos Rosado Cobián.

ANUNCIO de contratación (Expte. CC/1-015/02).
(PD. 1987/2002).

Objeto: «Suministro e instalación de 40 servidores para
montaje en rack, así como material auxiliar» (CC/1-015/02).

Procedimiento y forma de adjudicación: Urgente, abierto,
mediante subasta.

Presupuesto de licitación: Se establece un presupuesto
máximo de licitación de trescientos setenta y cinco mil euros
(IVA incluido) (375.000 E).

Fianza provisional: Siete mil quinientos euros (7.500 E).
Disponibilidad de la documentación: Los Pliegos de Con-

diciones Técnicas y de Cláusulas Jurídicas podrán retirarse
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por los interesados en la Comisión de Contratación, sita en
el Pabellón de Andalucía, planta 3.ª, C/ José Gálvez, s/n (Isla
de la Cartuja), Sevilla, 41092 (dirección internet:
http://www.canalsur.es/licitadores) durante el plazo de presen-
tación de ofertas.

Presentación de ofertas: Las ofertas económicas, con los
requisitos y la documentación exigida en los Pliegos, se pre-
sentarán en la Secretaría de la Comisión de Contratación, sita
en el Pabellón de Andalucía, planta 3.ª, C/ José Gálvez, s/n
(Isla de la Cartuja), Sevilla, 41092, antes de las 15,00 horas
del último día del plazo de ocho a contar desde el siguiente
a la publicación del presente anuncio en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía. Si el último día antes referido fuera
sábado o festivo, se trasladaría al siguiente día hábil inme-
diatamente posterior.

Apertura pública de ofertas: La apertura de las ofertas
presentadas tendrá lugar a las 10,00 horas del día siguiente
al de la finalización del plazo de presentación de ofertas en
el Pabellón de Andalucía, planta 3.ª, C/ José Gálvez, s/n (Isla
de la Cartuja), Sevilla, 41092. Si el último día antes referido
fuera sábado o festivo, se trasladaría al siguiente día hábil
inmediatamente posterior.

El importe de los anuncios será por cuenta del adju-
dicatario.

Sevilla, 3 de julio de 2002.- El Presidente de la Comisión
de Contratación, Carlos Rosado Cobián.

EMPRESA PUBLICA DE SUELO DE ANDALUCIA

ANUNCIO de licitación de Concurso de Proyecto
y Obra de Urbanización (Expte. núm. 43/06-2002).
(PD. 2011/2002).

1. Entidad contratante: Empresa Pública de Suelo de
Andalucía (EPSA). Empresa Pública de la Junta de Andalucía,
adscrita a la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción: Expediente núm. 43/06/-2002. «Redac-

ción del Proyecto y Ejecución de las Obras de Urbanización
de las Zonas Residenciales del Sector Toyo-1 de Almería».

b) Lugar de ejecución: Provincia de Almería.
c) Plazo de ejecución: Dieciocho meses (18 meses).
3. Procedimiento y forma de adjudicación.
a) Procedimiento: Abierto.
b) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: Nueve millones cuatrocientos

sesenta y ocho mil euros (9.468.000 E) IVA incluido.
5. Garantías. Provisional: 2% del presupuesto de licita-

ción. 189.360 E.
6. Obtención de documentación e información.
EPSA Oficina de Gestión El Toyo:

a) Domicilio: Calle Martínez Campos, 28, bajo.
b) Localidad y código postal: Almería, 04002.
c) Teléfono: 95/024.11.43. Fax: 95/025.99.97.

En Servicios Centrales de EPSA:

a) Domicilio: Calle Cardenal Bueno Monreal, 58-2.ª
planta.

b) Provincia: 41012, Sevilla.
c) Teléfono: 955/03.03.00. Fax: 955/03.04.24.
7. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 13.00 horas

del día 24 de septiembre de 2002.

b) Documentación a presentar: La que se especifica en
el Pliego de las Bases para la licitación.

c) Lugares de presentación:

Registro General de EPSA:

a) Domicilio: Calle Cardenal Bueno Monreal, 58-2.ª
planta.

b) Provincia: 41012, Sevilla.
c) Teléfono: 955/03.03.00. Fax: 955/03.04.24

Registro EPSA-Oficina de Gestión El Toyo:

a) Domicilio: Calle Martínez Campo, 28-bajo.
b) Provincia: Almería, 04002.
c) Teléfono: 95/024.11.43. Fax: 95/025.99.97.

Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses desde la fecha del acta de apertura
económica.

8. Apertura de la oferta económica.
Tendrá lugar en: Excmo. Ayuntamiento de Almería.
Fecha: El día 24 de octubre de 2002, a las 12,00 horas.
Domicilio: Plaza Vieja, s/n (Almería).
9. Otras informaciones. Clasificación requerida: A-2-e,

E-1-e, G-4-e, I-6-e.
10. Gastos de anuncios: Los gastos de anuncios serán

satisfechos por el adjudicatario.

Sevilla, 4 de julio de 2002.- El Director, Fermín Moral
Cabeza.

ANUNCIO de licitación de concurso de obra. (PD.
2010/2002).

1. Entidad contratante: Empresa Pública de Suelo de
Andalucía (EPSA). Empresa Pública de la Junta de Andalucía,
adscrita a la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción: Expte. núm. 44/06-2002. Urbanización

del Espacio Público denominado «Zona Verde Arroyo del Pilar»
en El Coronil (Sevilla).

b) Lugar de ejecución: Sevilla.
c) Plazo de ejecución: Siete (7 meses).
3. Procedimiento y forma de adjudicación.
a) Procedimiento: Abierto.
b) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: Doscientos treinta mil vein-

tinueve euros (230.029 E) IVA incluido.
5. Garantías. Provisional: 2% del Presupuesto de lici-

tación: 4.600,58 E.
6. Obtención de documentación e información: Gerencia

Provincial de EPSA en Sevilla.
a) Domicilio: Virgen del Valle, 91.
b) Localidad y código postal: Sevilla, 41011.
c) Teléfono: 95/503.06.00.
d) Fax: 95/503.06.11.
Servicios Centrales EPSA.
a) Domicilio: C/ Cardenal Bueno Monreal, 58.
b) Localidad y código postal: Sevilla, 41012.
c) Teléfono: 95/503.03.00.
d) Fax: 95/503.04.24.
7. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación de ofertas: Hasta las

13,00 horas del día 26 de agosto de 2002.
b) Documentación a presentar: Las reseñadas en las bases

del concurso.
Lugar de presentación: Registro General de EPSA.
C/ Cardenal Bueno Monreal, 58.
41012, Sevilla.
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Tlfn. 95/503.03.00. Fax: 95/503.04.24.
Registro Auxiliar de EPSA en Sevilla.
Domicilio: Virgen del Valle, 91.
Localidad y código postal: Sevilla, 41011.
Teléfono: 95/503.06.00. Fax: 95/503.06.11.
8. Apertura de la oferta económica.
Tendrá lugar en: Sevilla, C/ Cardenal Bueno Monreal, 58,

41012.

Fecha: A las 12,00 horas del día 5 de septiembre de
2002.

9. Otras informaciones: Clasificación requerida: (Gru-
po-Subgrupo-Categoría): G-6-c.

10. Gastos de anuncios: Los gastos de los anuncios serán
satisfechos por el adjudicatario.

Sevilla, 4 de julio de 2002.- El Director, Fermín Moral
Cabeza.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, por
el que se emplaza a don José M. Fernández Campos
para que pueda comparecer ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo núm. Tres de Málaga y per-
sonarse en el recurso núm. 362/01, interpuesto por
Explotaciones Turísticas Universales del Sur de Anda-
lucía, S.L., como posible tercero interesado en el
recurso.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 49.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, y por considerar que puede estar
interesado en el recurso que se sigue en el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo núm. 3, de Málaga, con el
núm. 362/01, interpuesto por Explotaciones Turísticas Uni-
versales del Sur de Andalucía, S.L. (ETURSA), se le emplaza
para que pueda personarse en el plazo de nueve días en el
citado recurso contencioso-administrativo en legal forma,
mediante abogado y procurador, o sólo con abogado con poder
al efecto. Haciéndole saber que, de personarse fuera del indi-
cado plazo, se le tendrá por parte, sin que por ello deba retro-
traerse ni interrumpirse el curso del procedimiento, y si no
se personare oportunamente continuará el procedimiento por
sus trámites, sin que haya lugar a practicarle notificación de
clase alguna. Le notificamos también, que mediante oficio,
de fecha 1 de octubre de 2001, se envió al órgano juris-
diccional el expediente administrativo relacionado con el
recurso.

El domicilio del citado Juzgado es el siguiente: Alameda
Principal, núm. 16, 29071, Málaga.

Sevilla, 18 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Granada,
notificando trámites de la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita.

Intentada la notificación personal, sin haber podido rea-
lizar la misma, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 59.4 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se notifica a los interesados que se
indican que, habiéndose requerido por la Comisión de Asis-
tencia Jurídica Gratuita la documentación necesaria para su
defensa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 33

de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Justicia Gratuita, trans-
curridos diez días, a contar desde el día siguiente a la publi-
cación de este anuncio sin que aporten dicha documentación,
la Comisión archivará la solicitud.

El expediente completo se encuentra a disposición de los
interesados en la Secretaría de la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita, Delegación de Justicia y Administración Pública
de la Junta de Andalucía, sita en C/ Arteaga, núm. 2-3.º,
de Granada.

Expediente: 1407/02.
Interesado: Ei Houssain Amghar.
Asunto: Recur. cont. admvo.

Expediente: 3182/01.
Interesado: Mohamed Jiovak.
Asunto: Perm. trab. y Resid.

Expediente: 6129/01.
Interesado: Ana Belén Colmenero Vargas.
Asunto: Asuntos civiles.

Expediente: 4134/01.
Interesado: Abdelmajid Mhandi.
Asunto: Perm. trab. y resid.

Expediente: 2022/02.
Interesado: Barek Oubarrarge.
Asunto: Recur. contenc. admvo.

Expediente: 0959/02.
Interesado: Magdalena Vaduva.
Asunto: Perm. trab. resid.

Expediente: 1172/02.
Interesado: Abdeslam Zarrouk.
Asunto: Perm. trab. y resid.

Expediente: 0645/02.
Interesado: Cherkaoui Selloumi.
Asunto: Perm. trab. y resid.

Expediente: 3783/01.
Interesado: Marcel Lucian Bucsa.
Asunto: Perm. trab. resid.

Expediente: 1211/02.
Interesado: Kofi Acheampong.
Asunto: Perm. trab. resid.

Expediente: 1210/02.
Interesado: Ibrahima Dieme.
Asunto: Perm. trab. resid.
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Expediente: 2240/02.
Interesado: Calin Mihai Grama.
Asunto: Rec. conten. admvo.

Granada, 10 de junio de 2002.- El Delegado, José Luis
Hernández Pérez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Granada,
notificando resolución denegatoria recaída en expe-
diente de Asistencia Jurídica Gratuita.

Intentada la notificación personal sin haber podido realizar
la misma en el último domicilio conocido, de conformidad
con lo establecido en el artículo 59.4 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por el
presente anuncio se notifica a los interesados que por la Comi-
sión Provincial de Asistencia Jurídica Gratuita se ha dictado
resolución denegando el reconocimiento del derecho a la asis-
tencia jurídica gratuita al interesado que se indica.

El expediente completo se encuentra a disposición de los
interesados en la Secretaría de la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita, Delegación de Justicia y Administración Pública
de la Junta de Andalucía, sita en C/ Arteaga, núm. 2-3.º,
de Granada, a efectos de su conocimiento y ejercicio de los
derechos que le asisten.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley
1/1996, de 10 de enero, la correspondiente resolución podrá
ser impugnada ante el órgano judicial que esté tramitando
el proceso para el cual se solicitó el derecho a la Asistencia
Jurídica Gratuita, o ante el Juez Decano de la localidad si
el proceso no se hubiese iniciado. El escrito de interposición
del recurso deberá ser presentado ante la Secretaría de la
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dentro del plazo de
los cinco días siguientes a partir de la fecha de publicación
de este anuncio.

Expediente: 3824/01.
Interesado: Carlos Mendes.
Asunto: Perm. trab. resid.

Granada, 10 de junio de 2002.- El Delegado, José Luis
Hernández Pérez.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 26 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se convoca
el levantamiento de actas previas a la ocupación de
fincas afectadas por el Proyecto Línea Aérea de Media
Tensión (20 kV) y Centro de Transformación Intemperie
(50 kA) para suministro de energía eléctrica a la posi-
ción S-06.2, en el término municipal de Mijas. (PP
1992/2002).

Por Resolución de 29 de mayo de 2002, esta Delegación
Provincial de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de la Junta de Andalucía de Málaga fue autorizada la cons-
trucción del proyecto «Línea Aérea de Media Tensión (20 kV)
y Centro de Transformación Intemperie (50 kA) para suministro
de energía eléctrica a la posición S-06.2, en el término muni-
cipal de Mijas», declarando en concreto su utilidad pública
que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 105 de la
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos,
lleva implícita, en todo caso, la necesidad de ocupación a
los efectos del artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa,
de 16 de diciembre de 1954, por lo que procede la iniciación
del procedimiento expropiatorio.

En su virtud, esta Delegación Provincial de Málaga, en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de
Expropiación Forzosa, ha resuelto convocar a los titulares de
bienes y derechos afectados para que comparezcan en los
Ayuntamientos donde radican las fincas afectadas, como punto
de reunión para, de conformidad con el procedimiento que
establece el precitado artículo, llevar a cabo el levantamiento
de Actas Previas a la Ocupación y, si procediera, el de las
de Ocupación Definitiva.

El levantamiento de actas tendrá lugar el próximo día
18 de julio de 2002, según el calendario establecido en el
Anexo de esta Resolución, en los locales del Excmo. Ayun-
tamiento de Mijas.

Todos los interesados, así como las personas que sean
titulares de cualesquiera clase de derechos o intereses sobre
los bienes afectados, deberán acudir personalmente o repre-
sentados por personas debidamente autorizada, aportando los
documentos acreditativos de su titularidad y el último recibo
de la Contribución, pudiéndose acompañar de sus Peritos y
un Notario, si lo estiman oportuno, con gastos a su costa.

El orden del levantamiento de las actas, día y hora figura
en el tablón de anuncios del Excmo. Ayuntamiento de Mijas,
así como en esta Resolución, los cuales se comunicarán a
cada interesado mediante la oportuna cédula de citación, sig-
nificándose que esta publicación se realiza, igualmente, a los
efectos que determina el artículo 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, para la notificación de la presente reso-
lución en los casos de titular desconocido o domicilio ignorado.

En el expediente expropiatorio Enagás, S.A., asumirá la
condición de beneficiaria.

Málaga, 26 de junio de 2002.- La Delegada, Isabel
Muñoz Durán.

CONVOCATORIA DE ACTAS PREVIAS A LA OCUPACION PRO-
YECTO: «LINEA AEREA DE MEDIA TENSION (20 KV) Y CEN-
TRO DE TRANSFORMACION INTEMPERIE (50 KA) PARA
SUMINISTRO DE EMERGENCIA ELECTRICA A LA POSICION

S-06.2, EN EL TERMINO MUNICIPAL DE MIJAS»

TERMINO MUNICIPAL DE MIJAS

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Almería,
de información pública sobre instalación eléctrica e
impacto ambiental. (PP. 699/2002).

De acuerdo con lo establecido en el Decreto 1955/2000,
de 1 de diciembre, sobre Autorización de Instalaciones Eléc-
tricas, en aplicación de lo dispuesto en la Ley 54/97, de 27
de noviembre, del Sector Eléctrico, así como en el Decre-
to 292/1995, de 12 de diciembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental de la
Comunidad Autónoma Andaluza en desarrollo de la Ley 7/94,
de 18 de mayo, de Protección Ambiental de Andalucía, se
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somete a información pública, el expediente incoado en esta
Delegación Provincial con objeto de autorizar la instalación
eléctrica siguiente:

Peticionario: Fronterwind, S.L.
Domicilio: Urb. «La Sirena», 181, 29790, Málaga.
Finalidad: Parque eólico para generación de energía

eléctrica.
Características principales:

1. Denominación: Parque Eólico «Sierra de las Estan-
cias-Alamicos».

2. Emplazamiento: Noroeste de la provincia de Almería.
Coordenadas U.T.M.:

X: 555000 556000 556600 556250
Y: 4157000 4157750 4157300 4156500

X: 558200 556750 447200 558500 559300
Y: 4154700 4155000 4156500 4157400 4156800

3. Términos municipales afectadas: Chirivel y Oria (Al-
mería).

4. Potencia: 50 MW.
5. Producción estimada de energía: 103,4 GWh/año.
6. Aerogeneradores.
Número de aerogeneradores: 25.
Rotor:
Tipo: 3 palas.
Diámetro: 88 m.
Emplazamiento: Fuste metálico de 60/67/78/100 m de

altura.
Generador.
Tipo: Asíncrono trifásico de 690 V.
Potencia: 2.000 kW - 50 Hz.
Velocidad nominal: 1.915 rpm.
C. T. Generador.
Potencia: 2.000 kVA.
Tensión: 0,69/20 kV.
Emplazamiento: Interior del fuste de cada aerogenerador.
7. Líneas de conexión de generadores a subestación.
Número de líneas: 5 (L-1, 2, 3, 4 y 5).
Trazado: Subterráneo.
Sección: 3 unipolares de secciones adecuadas de hasta

240 mm2 AL.
Tipo de conductor: DHV 12/20 kV.
8. C.T. de S. Auxiliares.
Potencia: 250 kVa.
Tensión: 0,420-0,242/20 kV.
Emplazamiento: Interior.
9. Subestación.
Entrada: Subterránea, 5 posiciones en 20 kV.
Salida: Aérea. 2 posición en 132 kV.
Tensión: 20/220 kV.
Potencia: 1 x 50 MVA.
Tipo: Intemperie.
10. Procedencia de los materiales: Nacional/UE.
Presupuesto en euros: 35.362.548,67 euros.

Lo que se hace público para que pueda ser examinada
la documentación presentada en esta Delegación Provincial,
sita en C/ Hermanos Machado, s/n, 2.ª planta, y formularse
al mismo tiempo en pliego duplicado, las reclamaciones que
se estimen oportunas, en el plazo de treinta días, contados
a partir del siguiente de la publicación del anuncio.

Almería, 25 de febrero de 2002.- El Delegado, Clemente
García Valera.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 3 de julio de 2002, de la Direc-
ción General de Transportes, por la que se somete
a información pública y ambiental el estudio informativo
de la red de metro de Málaga.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 y
16 de la Ley 16/1987, de 31 de julio, de Ordenación de
los Transportes Terrestres, de lo dispuesto en los artículos
25, 26 y 228, de su Reglamento de aplicación, así como
del artículo 16 del Reglamento de Informe Ambiental aprobado
por Decreto 153/1996, de 30 de abril, se somete a información
pública y ambiental el estudio informativo de la red de metro
de Málaga por un período de 30 días hábiles contados a partir
de la fecha de publicación de la presente Resolución en el
BOJA.

El proyecto estará expuesto al público en días y horas
hábiles de oficinas en los locales de la Delegación Provincial
de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de Málaga,
C/ Compositor Lemberg Ruiz, núm. 18.

Las alegaciones que se formulen irán dirigidas a la citada
Delegación Provincial de la Consejería de Obras Públicas y
Transportes de Málaga, indicando como referencia «Informa-
ción pública y ambiental del estudio informativo de la red
de metro de Málaga».

Sevilla, 3 de julio de 2002.- El Director General, Rafael
Candau Rámila.

RESOLUCION de 3 de julio de 2002, sobre período
de información públ ica para la obra clave
07-AA-1553-0.0.0.0-SV, actuación de seguridad vial
en eliminación de tramo de concentración de acci-
dentes en la carretera A-492, PK 3+000 (TCA núm.
67, Huelva).

Habiendo sido aprobado técnicamente el proyecto arriba
referenciado, con fecha 9 de mayo de 2002, se publica relación
concreta e individualizada de los bienes y derechos, así como
de los propietarios afectados en el expediente reseñado, some-
tiéndose a información pública la citada relación durante un
período de veinte días hábiles, contados a partir del día siguien-
te al de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de la Ley
de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, en
concordancia con el artículo 86.2 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre.

El proyecto se encuentra a disposición de los interesados
en el Servicio de Carreteras de esta Delegación Provincial,
sito en C/ José Nogales, núm. 10.

Así mismo, se hace constar que, en virtud de lo previsto
en el artículo 59.4 de la referida Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, el presente anuncio servirá como notificación a
los posibles interesados no identificados, a los titulares de
bienes y derechos afectados que sean desconocidos, y a aque-
llos respecto de quienes sea ignorado su paradero.

Los propietarios afectados, así como Organismos, Cor-
poraciones o público en general podrán aportar por escrito
cuantas alegaciones y correcciones estimen pertinentes a fin
de subsanar posibles errores en esta Delegación Provincial
y en el Ayuntamiento donde radiquen los bienes.

Huelva, 3 de julio de 2002.- La Delegada, Rocío Allepuz
Garrido.
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RELACION QUE SE CITA

TERMINO MUNICIPAL: ALJARAQUE

Finca núm.: 1.
Políg./Parc.: 5/8.
Propietaria: Doña Carmen Alemán Maestre.
Superficie afectada m2 191.
Cultivo: Labor secano

Finca núm.: 2.
Políg./Parc.: 5/9.
Propietario: Dehesa Golf.
Superficie afectada m2: 368.
Cultivo: Labor secano.

Finca núm.: 3.
Políg./Parc.: 6/22.
Propietario: Cía. Minera de Tharsis, S.A.
Superficie afectada m2: 517.
Cultivo: Labor secano.

Finca núm.: 4.
Políg./Parc.: 6/34.
Propietario: Don Manuel Prieto Rodríguez.
Superficie afectada m2: 568.
Cultivo: Labor regadío.

CONSEJERIA DE SALUD

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Sevilla,
en el que se requiere a las empresas que se citan
para que presenten solicitudes de convalidación o baja
en el registro sanitario de alimentos.

A los efectos del artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por la
presente se requiere a las empresas que se citan a continuación
para que, en el plazo de diez días, presenten solicitud bien
de convalidación, bien de baja, o para que formulen alega-
ciones en relación con sus inscripciones en el Registro General
Sanitario de Alimentos, indicándoles que de no hacerlo en
dicho plazo, se procederá a la retirada de la autorización sani-
taria de funcionamiento y, en consecuencia, a la revocación
de la inscripción correspondiente sin cuyo requisito sus acti-
vidades se reputarán clandestinas.

EMPRESAS QUE SE CITAN CON SUS CORRESPONDIENTES
NUMEROS DE REGISTRO SANITARIO

Cabello Mateos, Alfonso. 20.26872/SE.
Covex S. Cooperativa Andaluza. 21.14357/SE.
Chaves de los Reyes, Diego. 21.1136/SE.
Hijos de Antonio Morillo. S.EN C..- 20.6881/SE.
Marín López, Francisco. 20.27803/SE.
Panificadora Ntro. Padre Jesús S.A.L. 20.27073/SE.
Ruiz Amador S.A. 20.8202/SE.
Villamarín S.A. 39/1120/SE.

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Delegado, Francisco J.
Cuberta Galdós.

CONSEJERIA DE CULTURA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Jaén,
por el que se somete a información pública el pro-
cedimiento de inscripción específica, en el Catálogo
General del Patrimonio Histórico Andaluz, de la Zona
Arqueológica de Fuente Alamo en Alcalá la Real (Jaén).

Encontrándose en tramitación el procedimiento de ins-
cripción específica en el Catálogo General del Patrimonio His-
tórico Andaluz a favor de la Zona Arqueológica de Fuente Alamo
en Alcalá la Real (Jaén), y atendiendo al estado de las actua-
ciones, se anuncia la apertura del período de información públi-
ca del expediente, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 12 del Decreto 19/1995, de 7 de febrero (BOJA núm.
43, de 17 de marzo), por el que se aprueba el Reglamento
de Protección y Fomento del Patrimonio Histórico de Anda-
lucía, en relación con el 86 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre (BOE núm. 285, de 27 de noviembre), de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

A tal efecto, el expediente en cuestión estará de manifiesto
por plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al
de la publicación de este anuncio, para que cuantos tengan
interés en el mismo puedan, en el plazo citado, examinarlo
y formular las alegaciones que estimen pertinentes.

El lugar de exhibición es la Delegación Provincial de la
Consejería de Cultura, Departamento de Protección del Patri-
monio Histórico, Jaén, C/ Martínez Montañés, 8, 4.ª planta,
de nueve a catorce horas.

Jaén, 30 de mayo de 2002.- La Delegada, Andrea Gómez
Moral.

A N E X O

INSTRUCCIONES PARTICULARES PARA LA INSCRIPCION EN
EL CATALOGO GENERAL DEL PATRIMONIO HISTORICO
ANDALUZ, CON CARACTER ESPECIFICO, DE LA ZONA

ARQUEOLOGICA DE FUENTE ALAMO EN
ALCALA LA REAL (JAEN)

Estas instrucciones particulares se redactan atendiendo
al mandato de la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio
Histórico de Andalucía, que, en su artículo 8.2, establece que
los sitios incluidos con categoría específica en el Catálogo
General del Patrimonio Histórico Andaluz dispongan de una
normativa peculiar.

El objeto de estas instrucciones es preservar el estado
actual de la Zona Arqueológica de Fuente Alamo (en adelante
ZAFA) y regular tanto el desarrollo de los usos y aprovecha-
mientos consolidados en el área como la implantación de otros
nuevos, de manera que los mismos sean compatibles con
los valores patrimoniales reconocidos en la misma.

Las instrucciones vienen a concretar para la ZAFA la nor-
mativa vigente en materia de protección del patrimonio arqueo-
lógico, en particular la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio
Histórico de Andalucía, y el Decreto 19/1995, de 7 de febrero,
por el que se aprueba el Reglamento de Protección y Fomento
del Patrimonio Histórico de Andalucía, y serán de aplicación
directa en todos aquellos aspectos no recogidos en las mismas.
Estas normas servirán además de referencia para la interpre-
tación de las instrucciones.

I. ANTECEDENTES

El 7 de octubre de 1988, se aprueba el actual Plan General
de Ordenación Urbana de Alcalá la Real, el cual sufre cinco
modificaciones en mayo de 1989, enero de 1991, octubre
de 1993, febrero de 1994 y junio de 1996.
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En marzo de 1998, la Comisión Provincial de Patrimonio
Histórico aprobó el documento de «Información y Diagnóstico
de la Normativa de Protección y Catálogo de Elementos Pro-
tegidos de la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana
de Alcalá la Real», redactado por don Oswaldo Perea y doña
Ana Fernández Zamora, según encargo de la Dirección General
de Bienes Culturales.

Sólo en este último documento se hace mención al patri-
monio arqueológico del ámbito rural del término municipal,
delimitando ocho atalayas del cinturón de defensa de Alcalá
la Real, pero sin que se mencione el Cortijo de la Torre ni
los restos romanos de Fuente Alamo.

No sería hasta julio de 1999, que don Ignacio Muñiz
Jaén, Director del Museo Histórico de Almedinilla (Córdoba),
denuncie ante la Delegación Provincial en Jaén, de la Con-
sejería de Cultura, el peligro inminente de destrucción de restos
arqueológicos (villa y/o necrópolis romana y antiguo balneario
de aguas sulfurosas del siglo XVII) debido a las obras de acon-
dicionamiento del camino rural de Fuente Alamo, llevadas a
cabo por la Excma. Diputación Provincial de Jaén.

En septiembre de 1999, se redacta de oficio por la Dele-
gación Provincial el expediente de «Impacto Arqueológico en
la Villa Romana de Fuente Alamo (Alcalá la Real)», por don
Narciso Zafra de la Torre, en el que se señala la necesidad
de proceder a la protección, conservación e investigación de
la zona. En diciembre de ese mismo año se redacta, por la
misma vía y autor, el expediente de catalogación específica
de la zona arqueológica, y el 3 de febrero de 2000 se remite
propuesta de catalogación a la Dirección General de Bienes
Culturales.

El 19 de marzo de 2001 se dicta Resolución de la Direc-
ción General de Bienes Culturales, por la que se incoa el pro-
cedimiento para la inscripción específica en el Catálogo General
del Patrimonio Histórico Andaluz de la Zona Arqueológica de
Fuente Alamo, en Alcalá la Real (Jaén), y en la que se insta
a la redacción de las presentes instrucciones particulares.

II. DELIMITACION

a) Criterios y justificación de la delimitación.
El establecimiento de los límites de la ZAFA se ha realizado

a partir de una prospección del área afectada y que discrimina
más allá del elemento arquitectónico declarado BIC, puesto
que junto al mismo se extiende un asentamiento romano de
gran entidad y el testimonio de una necrópolis bajomedieval.

Así, se fija un ámbito de protección amplio, que contenga
todas las evidencias arqueológicas y su contexto inmediato,
y adecuado a la propia configuración del paisaje natural y
humano. De ahí que los límites orientales, occidentales y meri-
dional se adapten a los caminos y carretera de acceso a la
pedanía de Fuente Alamo, a los restos arqueológicos que con-
tienen y a la realidad catastral de la propiedad. El límite sep-
tentrional queda determinado por la presencia de unos aflo-
ramientos rocosos (que ubican la mina y la cantera) y por
el propio núcleo urbano de Fuente Alamo.

b) Descripción de la delimitación.
La ZAFA queda determinada mediante un área poligonal,

siendo sus lados los límites de la misma y teniendo como
vértice las siguientes coordenadas UTM y alturas medias:

1 408.739 4.148.282 720
2 408.758 4.148.268 720
3 408.832 4.148.262 730
4 408.886 4.148.282 740
5 408.917 4.148.230 740
6 408.942 4.148.205 740
7 408.963 4.148.137 740
8 408.949 4.148.127 730
9 408.959 4.148.104 730

10 408.917 4.148.042 715
11 408.976 4.147.822 685

12 408.832 4.147.807 680
13 408.810 4.147.783 680
14 408.791 4.147.830 675
15 408.719 4.147.853 675
16 408.551 4.147.770 665
17 408.459 4.147.836 670
18 408.497 4.147.872 670
19 408.532 4.147.979 680
20 408.577 4.148.000 680
21 408.627 4.148.197 690
22 408.656 4.148.197 690
23 408.654 4.148.247 695
24 408.712 4.148.255 710

* Cartografía base: Hoja 990 (2-1), del Mapa Topográfico
de Andalucía. Consejería de Obras Públicas. 1991.

Las longitudes de las líneas rectas que conforman dicho
polígono, expresadas en metros, son las siguientes:

1-2 30 13-14 54
2-3 68 14-15 67
3-4 58 15-16 191
4-5 66 16-17 108
5-6 32 17-18 46
6-7 72 18-19 117
7-8 16 19-20 46
8-9 25 20-21 205

9-10 74 21-22 31
10-11 231 22-23 52
11-12 143 23-24 58
12-13 32 24-1 33

Se trata, pues, de un perímetro de 1.865 metros, para
un área absoluta de 168.192 m2 a ser protegida.

Las parcelas afectadas por la delimitación de la ZAFA
se sitúan en los polígonos 23 y 24 del catastro de rústica
del término municipal de Alcalá la Real.

Las parcelas afectadas en su integridad son las siguientes:
32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 46 del polígono
23 y 22a del polígono 24.

III. DETERMINACION DE LAS INSTRUCCIONES
PARTICULARES

CAPITULO 1.º

Ambito de aplicación

Artículo 1. Definición de la ZAFA.
El ámbito de aplicación de estas instrucciones particulares

es la ZAFA, la cual se delimita en el Capítulo II de las mismas
y en su Anexo cartográfico. Comprende depósitos arqueoló-
gicos, emergentes o subyacentes; dispersiones superficiales
de materiales arqueológicos y elementos inmuebles caracte-
rísticos de la zona arqueológica susceptibles de interpretación
histórica.

En particular, la ZAFA está constituida por al menos dos
asentamientos bien diferenciados, uno de época romana y
otro bajomedieval. Forman igualmente parte de la misma el
Cortijo de la Torre y la torre medieval declarada BIC, la mina
y las canteras, así como todos los restos arqueológicos que
estén contenidos dentro de los límites de la Zona Arqueológica.

CAPITULO 2.º

Obligaciones de los propietarios o poseedores

Art. 2. Tutela de los bienes.
Los propietarios o poseedores de la ZAFA deberán ejercer

una tutela activa de los bienes relacionados en el art. 1 y
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comunicar a la Delegación Provincial en Jaén, de la Consejería
de Cultura de la Junta de Andalucía (en adelante DP), cualquier
riesgo o amenaza que observen para la conservación e inte-
gridad de estos bienes.

2.1. La DP puede exigir a los propietarios o poseedores
la ejecución de las medidas de mantenimiento, restitución
o consolidación que estime convenientes para la conservación
de estos bienes. Cuando la alteración de las condiciones de
conservación actuales no sea responsabilidad de los propie-
tarios o poseedores, la DP podrá adoptar las medidas nece-
sarias para el restablecimiento de la situación original mediante
acuerdo con los mismos.

2.2. En caso de producirse una situación de peligro inmi-
nente de pérdida o destrucción de estos bienes, los propietarios
o poseedores adoptarán, en un plazo de 48 horas, las medidas
imprescindibles para el mantenimiento de la situación de esta-
bilidad anterior, debiendo comunicar inmediatamente estas
circunstancias a la DP, que también deberá ser informada
de las actuaciones cautelares que se proponen realizar antes
de su ejecución.

La DP puede realizar indicaciones precisas acerca de las
medidas que deben ser adoptadas durante las 48 horas
siguientes a la notificación de la situación de emergencia,
debiéndose entender en caso contrario que acepta las pro-
puestas comunicadas por los propietarios o poseedores de
los bienes. La situación de emergencia puede ser reconocida
por la DP, por los Ayuntamientos en cuyos términos muni-
cipales se encuentren radicados los bienes, o por los mismos
propietarios o poseedores.

Art. 3. Libre acceso público.
El cumplimiento de la función social de los bienes rela-

cionados en el art. 1 exige que los propietarios o poseedores
faciliten el libre acceso público y, en particular, permitan la
ocupación temporal de los mismos por investigadores y per-
sonal acreditado por la DP.

3.1. Los propietarios o poseedores están obligados a otor-
gar permiso por escrito para la realización de actividades
arqueológicas a los investigadores que lo soliciten, cuando
la finalidad del mismo sea la obtención de la autorización
correspondiente ante la Dirección General de Bienes Cul-
turales.

3.2. Los propietarios o poseedores pueden exigir a los
investigadores una indemnización en concepto de daños oca-
sionados por la interrupción de los usos o actividades normales
del inmueble, que deberán ser cuantificados por los interesados
mediante tasación pericial y expresamente recogidos en el per-
miso al que hace referencia el artículo anterior. Esta indem-
nización no podrá ser exigida por actividades promovidas por
la DP cuando el objeto de las mismas sea el de la conservación
o prevención de riesgos para los valores patrimoniales de los
inmuebles.

3.3. Los propietarios o poseedores de bienes situados
en la ZAFA podrán dirigir solicitud razonada a la DP para
quedar eximidos de la obligación de facilitar la visita pública.
La DP resolverá esta petición entendiendo las circunstancias
expuestas por los interesados, pudiendo imponer un régimen
de visita particular como alternativa al libre acceso del público.

Art. 4. Inspección.
Los propietarios o poseedores están obligados a permitir

la inspección del bien, según lo dispuesto en el art. 15.2
de la Ley 1/1991, de Patrimonio Histórico de Andalucía, y
desarrollado en el artículo 21 del Decreto 19/1995, de 7 de
febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección
y Fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía.

Art. 5. Investigación.
Los propietarios o poseedores están obligados a permitir

la investigación sobre el bien, según lo dispuesto en el art.
15.2 de la Ley 1/1991 de la Ley de Patrimonio Histórico

de Andalucía, y desarrollado en el artículo 22 del Decreto
19/1995, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento
de Protección y Fomento del Patrimonio Histórico de Anda-
lucía.

Art. 6. Transmisión.
La transmisión de la titularidad o tenencia de los terrenos

e inmuebles afectados por la delimitación de la ZAFA quedará
sujeta a los derechos de tanteo y retracto de la DP y a la
necesidad de comunicar las condiciones de la venta, rigiéndose
según los términos expuestos en el artículo 58 de la Ley
16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español,
y 18 de la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico
de Andalucía.

Art. 7. Denuncia.
Los propietarios o poseedores están obligados a la denun-

cia de todos aquellos hechos que pongan en peligro la con-
servación de la ZAFA.

Art. 8. Incumplimiento de las obligaciones.
El incumplimiento por los propietarios o poseedores de las

obligaciones señaladas en los artículos 2, 4 y 7 deberá ser
entendido como expoliación arqueológica, según define este
comportamiento el artículo 4 de la Ley 16/1985, de 25 de
junio, de Patrimonio Histórico Español, y determinará la incoa-
ción del expediente sancionador correspondiente por la DP.

CAPITULO 3.º

Obligaciones del Ayuntamiento

Art. 9. Determinación de las obligaciones.
En virtud del artículo 3 de la Ley 1/1991, de 3 de julio,

de Patrimonio Histórico de Andalucía, y 7 de la Ley 16/1985,
de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español, las obli-
gaciones del Ayuntamiento son:

a) Realce y difusión públicas, con asesoramiento de
la DP.

b) Adopción de medidas cautelares en caso de urgencia.
c) Subsidio en la conservación y custodia.
d) Denuncia ante la DP de cualquier amenaza para su

conservación o mantenimiento de la función social.

CAPITULO 4.º

Determinación de actividades, usos y aprovechamientos
en la ZAFA

Art. 10. Usos compatibles sin autorización.
Los usos, actividades y aprovechamientos compatibles

actualmente consolidados en la ZAFA y que tienen conside-
ración de compatibles sin autorización de la DP -siempre que
no afecten a materiales arqueológicos superficiales ni a mate-
riales de construcción- se contemplan en los siguientes
epígrafes:

a) Trabajos y labores relacionados con el mantenimiento
de las plantaciones de olivar y tierras calmas existentes
actualmente.

b) Las actividades ganaderas existentes, comprendiendo
también el mantenimiento de construcciones y estructuras rela-
cionadas con las mismas.

c) Mantenimiento de los actuales sistemas de riego.
d) Mantenimiento de la red viaria ya existente, siempre

que no implique la remoción del terreno ni entienda la amplia-
ción, pavimentación o profundización.

10.1. No tendrá la consideración de usos compatibles
sin autorización aquéllos que requieran la ocupación total o
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parcial de cualquiera de los inmuebles descritos en el art. 1.
o incumplan alguno de los artículos siguientes.

Art. 11. Usos compatibles con autorización.
Los usos y aprovechamientos con autorización adminis-

trativa de la DP -exigiendo a los interesados un informe arqueo-
lógico por especialistas que respete las pautas señaladas en
el Anexo I- se contemplan en los siguientes epígrafes:

a) Ampliación e introducción de nuevos sistemas de rega-
dío, abastecimiento de agua o desagüe, siempre que no impli-
quen la remoción del subsuelo.

b) Sondeos de aguas subterráneas así como cualquier
tipo de sondeo geológico.

c) Explotaciones forestales en general.
d) Construcciones aisladas de nueva planta.
e) Reparcelaciones y concentraciones parcelarias.
f) El cambio de uso de la tierra y del subsuelo atendiendo

al uso que actualmente presenta la superficie delimitada por
la Zona Arqueológica, incluyendo toda actividad que suponga
roturación, movimiento de tierras o incorporación de un nueva
sistema de riego.

g) Dispersión de todo tipo de terreras y acumulaciones
de tierra.

h) Toda obra que afecte directa o indirectamente al total
del espacio contenido dentro de los límites de la ZAFA, ya
sean sistemas de cubrición, construcciones de nueva planta,
reparaciones mayores de caminos, cerramientos, o cualquier
otra que afecte al terreno o a la imagen estética del conjunto.

Art. 12. Usos prohibidos.
Quedan expresamente prohibidas las siguientes activi-

dades:

a) El uso de detectores de metales.
b) Acumulaciones de tierra o excavaciones no contro-

ladas, por cuanto dañan la imagen de la ZAFA y suponen
un grave riesgo para la conservación de sus restos materiales.

c) Las actividades extractivas y mineras junto con las
instalaciones anejas y las infraestructuras de servicio.

d) La introducción de nuevos sistemas de riego aparente
y no aparente, así como otras captaciones de agua, que requie-
ran la remoción del subsuelo.

e) Las actuaciones de carácter infraestructural ya sean
senderos, caminos o carreteras de nuevo trazado, o una actua-
ción específica en las existentes y su respectiva señalización.
Así, como las instalaciones de alta tensión y otras eléctricas,
telefónicas, etc.

f) Cualquier tipo de vallado de nuevo trazado que no
esté relacionado con la protección y difusión pública de la
ZAFA.

g) El vertido de toda clase de residuos y la instalación
de vertederos de cualquier tipo, así como sus instalaciones
anejas.

h) Instalaciones publicitarias y símbolos o imágenes con-
memorativos que no estén relacionados con la difusión pública
de la ZAFA.

i) Todas aquellas construcciones que no sean las des-
tinadas a la difusión pública de la ZAFA, entendidas estas
primeras como campamentos de turismo, albergues sociales,
instalaciones deportivas aisladas e instalaciones hoteleras de
nueva planta.

j) Las infraestructuras para experimentación industrial.
k) La construcción o instalación de industrias agrarias,

incluyendo dentro de las mismas las instalaciones de primera
transformación, almazaras, invernaderos, establos, piscifac-
torías, etc.

CAPITULO 5.º

Villa Romana de Fuente Alamo y otros restos arqueológicos:
Determinación de actuaciones

Toda obra que implique la actuación directa o indirecta
sobre los restos arqueológicos de la ZAFA deberá contar con
proyecto previo y aprobación por parte de la DP.

Art. 13. Determinaciones para la Villa Romana de Fuente
Alamo.

13.1. Se insta a eliminar, y sustituir por uno apropiado,
el revestimiento plástico actual de las excavaciones, el cual
impide la transpiración de la humedad y está dañando los
restos debido a la formación de verdina y de bolsas de agua.

13.2. Se insta a la instalación de un nuevo sistema de
cierre para las excavaciones, el cual impida el paso y entrada
de animales, sin perjuicio de uno general que abarque el perí-
metro total de la ZAFA.

Art. 14. Determinaciones y normativa de aplicación espe-
cífica para otros bienes contenidos en la ZAFA.

14.1. Se prohíbe el estacionamiento de todo tipo de
vehículos y el uso como almacén o vertedero de toda apertura
rocosa incluida dentro de los límites de la ZAFA. Así, se insta
a liberar el espacio ocupado de la mina y canteras.

14.2. Se prohíbe la realización de todo tipo de fuegos
y la ocupación animal o humana de todo tipo de huecos rocosos
contenidos dentro de los límites de la ZAFA, en particular
los situados en los afloramientos rocosos septentrionales.

14.3. Se insta a la limpieza de los residuos abandonados
a lo largo de toda la zona arqueológica.

14.4. Se insta a la dispersión lógica y documentada de
las terreras acumuladas dentro de los límites de la ZAFA.

14.5. Toda obra que incida sobre todo tipo de restos
arqueológicos deberá contar con la previa redacción de Pro-
yecto de Conservación (según las pautas señaladas en el
Anexo I, punto 3.º) y autorización de la DP.

CAPITULO 6.º

Cortijo de la Torre: Determinación de actuaciones

Considerando que el Cortijo de la Torre es susceptible
de una valiosa interpretación histórica, toda obra que implique
la actuación directa o indirecta sobre cualquier parte del mismo
deberá contar con proyecto previo y aprobación por parte de
la DP.

Art. 15. Determinaciones y normativa de aplicación
específica.

15.1. Toda obra de derribo total o parcial de muros y
levantamiento de pavimentos o forjados deberá contar con
proyecto previo y autorización expresa de la DP, la cual podrá
exigir la elaboración de cuantos estudios considere pertinentes.

15.2. En la medida de lo posible, se optará por la con-
servación de las estructuras visibles, evitando su destrucción
y los proyectos de nueva planta.

15.3. Toda obra que incida sobre la torre medieval decla-
rada BIC, deberá contar con la previa redacción de Proyecto
de Conservación (según las pautas señaladas en el Anexo I,
punto 3.º) y autorización de la DP.

CAPITULO 7.º

Régimen de investigación

Art. 16. Proyecto de Investigación de la ZAFA
Se elaborará un Proyecto General de Investigación para

la ZAFA de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 del
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Reglamento de Actividades Arqueológicas (Decreto 32/1993,
de 16 de marzo).

Art. 17. Requerimientos para los investigadores.
Para toda excavación o prospección arqueológica, los

investigadores o personal acreditado por la DP, según el artículo
42 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico
Español, deberán contar con la autorización expresa de la
administración competente, así como cumplir con lo señalado
en el Capítulo 8.º del presente texto.

Art. 18. Normativa de aplicación.
Los investigadores o personal acreditado por la DP se

regirán con la normativa de aplicación de la realización de
actividades arqueológicas según el Decreto 32/1993, de 16
de marzo.

CAPITULO 8.º

Instrucciones relativas a la conservación

Art. 19. Entrega de materiales.
Todos los bienes que sean exhumados de la ZAFA son

de dominio público, de conformidad con el artículo 44.1 de
la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Espa-
ñol. Para cumplir con las funciones de tutela que son com-
petencia de la Consejería de Cultura, los bienes muebles
arqueológicos recuperados durante el proceso de intervención
se entregarán en el museo o centro señalado en la resolución
de autorización (art. 54.1 de la Ley 1/1991) y mediante el
procedimiento recogido en el artículo 15 del Decreto 32/1993,
de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de
Actividades Arqueológicas.

Art. 20. Entrega de documentación.
Toda la documentación generada por la intervención

arqueológica (registro textual, gráfico y fotográfico) se entregará
en la DP como anexos al informe correspondiente.

Art. 21. Actuaciones de conservación.
Una vez evaluado el informe arqueológico por la DP, ésta

indicará las medidas de conservación adecuadas al sitio. Las
actuaciones de conservación podrán ser:

a) Soterramiento: Mantenimiento y consolidación en el
subsuelo de las estructuras, debidamente protegidas, en el
lugar de su descubrimiento.

b) Integración: Mantenimiento y consolidación de las
estructuras en el lugar de su descubrimiento, implicando la
adecuación de un espacio en su entorno inmediato que con-
tenga información que posibilite su observación, contextua-
lización y comprensión.

Art. 22. Adecuación de las técnicas de análisis.
Se considerarán adecuadas todas las técnicas de análisis

de tipo no destructivo que se precisen para el mejor cono-
cimiento y conservación de los bienes integrados dentro de
la ZAFA.

CAPITULO 9.º

Instrucciones relativas al fomento y difusión

Art. 23. Programas de difusión.
Se promoverán programas de difusión específicos de los

valores presentes en la ZAFA y que han motivado su ins-
cripción.

Dentro de éstos, tendrán particular relevancia aquéllos
dedicados a la exposición de los resultados obtenidos en el
proceso de investigación arqueológica de la zona.

CAPITULO 10.º

Proyecto General de Ordenación, Conservación y Difusión
de la ZAFA

Art. 24. Elaboración.
Se elaborará un Proyecto General de Ordenación, Con-

servación y Difusión para la ZAFA con el objetivo de ordenar
y compatibilizar sus usos y de integrar aquellos elementos
susceptibles de hacer comprensible el público conocimiento
histórico de la zona.

ANEXO I

NORMAS DE PRESENTACION DE DOCUMENTOS

1. Para los proyectos de obra autorizados en las siguientes
instrucciones particulares, se identificará y definirá de forma
completa la actuación a realizar, poniendo especial énfasis
en las especificaciones que contribuyan a aclarar las actua-
ciones que afecten al subsuelo, incluyendo al menos los docu-
mentos que se enumeran a continuación:

a) Memoria expositiva.
b) Plano de situación general (E: 1:2.000).
c) Plano de localización detallada (E: 1:1.000 o supe-

rior).
d) Plano de cimentaciones con cotas de altitud sobre

el nivel del mar.
e) Secciones longitudinales y transversales con indicación

de la rasante del estado actual del terreno.
f) Estudio geológico, si lo contiene el proyecto.

2. Para el cumplimiento de los objetivos de investigación,
conservación y difusión de la Zona Arqueológica de Fuente
Alamo, los proyectos de intervención arqueológica cuya auto-
rización se solicite contendrán la información que se establece
en los formularios de control que se especifican a continuación:

Formulario 1. A cumplimentar por el solicitante previa-
mente a la intervención arqueológica. En todo caso, se deberán
presentar todos los documentos relacionados a continuación
o, cuando ello no sea posible, justificarlo por escrito. El for-
mulario se adjuntará al proyecto de intervención arqueológica.

Expediente núm.:
Título del Proyecto:
Modalidad:

El proyecto deberá contener los siguientes documentos:

- Datos personales del solicitante (en el caso del Director
de la intervención, deberá constar nombre, dirección, fecha
y firma).

- Titulación académica y currículum vitae.
- Autorización del propietario y documento acreditativo

de la propiedad.
- Memoria.
- Planos.
- Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares (a cum-

plimentar por la Consejería de Cultura cuando la obra sea
contratada por la misma).

- Presupuesto con partida del 20% para medidas de con-
servación (cuando proceda).

Memoria:

- Justificación expresa del cumplimiento de la normativa
vigente.

- Justificación de la situación de urgencia.
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- Descripción de la zona a intervenir y delimitación
mediante polígono con distancia entre vértices.

- Explicitación de los objetivos perseguidos.
- Determinación y justificación de la metodología a seguir.
- Definición de propuestas de medidas preventivas de

conservación.
- Presupuesto económico con partida del 20% para medi-

das de conservación.

Planimetría:

- Deberán ser enumerados correlativamente, sin dupli-
cidad y con subíndice el número total de planos.

- Contendrán el visto bueno del Director de la inter-
vención.

- Aportará un plano preciso de situación (E: 1:2.000).
- Aportará un plano preciso de delimitación a escala sufi-

ciente (E: 1:400).
- Aportará un plano con el planeamiento de la interven-

ción a escala suficiente (E: 1:400).

Presentación: En tamaño DIN A4, por triplicado ejemplar.

Formulario 2. A cumplimentar con posterioridad al
desarrollo de la intervención arqueológica. En todo caso, se
deberán presentar todos los documentos relacionados a con-
tinuación o, cuando ello no sea posible, justificarlo por escrito.
El formulario se adjuntará a la memoria de la intervención
arqueológica.

Expediente núm.:
Título del informe:
Modalidad:
Fecha de autorización:
Fecha de inicio y de finalización de los trabajos de campo:

El informe deberá contener la siguiente documentación:

- Memoria.
- Documentación gráfica (planimétrica y fotográfica).
- Acta de entrega y depósito de los materiales en el museo

o centro designado.
- Fichas de registro del material arqueológico.
- Diarios de campo o fichas de registro que los sustituyan.
- Libro Diario.

Memoria:

- Indice.
- Definición de los límites precisos de la zona de exca-

vación (polígonos con distancias entre vértices, coordenadas
UTM) y su extensión, así como referencias de altitud absoluta.

- Descripción de la intervención y justificación de las fases
detectadas.

- Descripción de los conjuntos estructurales definidos.
- Aproximación a los procesos posicionales y postdepo-

sicionales fijados para el ámbito de la intervención y las
estructuras.

- Interpretación histórica.

Documentación gráfica:

- Plano preciso de situación (E: 1:2.000 o superior).
- Plano de delimitación a escala suficiente (E: 1:400).
- Plano con el planteamiento de la intervención a escala

suficiente (E: 1:400).
- Plantas generales con especificación de las fases (E:

1:400 o superior).
- Planta general de cada una de las fases con la deno-

minación de todos los complejos estructurales (E: 1:80).
- Planta de detalle de los conjuntos estructurales (E:

1:20).
- Perfiles generales y sus correspondientes matrices (E:

1:80).
- Perfiles de conjuntos estructurales excavados y sus

matrices (E: 1:20).
- Dibujos de material, reconstrucciones u otra documen-

tación gráfica que ayude a comprender la interpretación de
lo excavado.

Documentación fotográfica (con índice adjunto detallando
la numeración y descripción de cada uno de los elementos):

- Representación del estado previo a la intervención.
- Representación del planeamiento de la intervención.
- Representación de los complejos estructurales defi-

nidos.
- Representación de los perfiles de los complejos estruc-

turales definidos.
- Representación de los perfiles generales.
- Representación de las plantas generales.
- Otras representaciones (de trabajo, de estructuras, de

materiales, etc.).

Presentación:

- Por triplicado ejemplar, en tamaño DIN A4.
- Los planos irán numerados correlativamente, sin dupli-

cidad y con subíndice del número total de planos y figuras.
- Cada documento presentará las hojas númeras corre-

lativamente y llevará al final la fecha y firma original del Director
de la intervención.

- Los planos llevarán el visto bueno del Director de la
intervención.

3. El Proyecto de Conservación deberá adaptarse al siguiente
esquema (y según lo estipulado en el Título III de la Ley
1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía):

a) Identificación del bien.
b) Diagnosis de su estado con identificación de las

patologías.
c) Justificación teórica y fundamentación de la actuación.
d) Descripción de la metodología a utilizar.
e) Proyecto de actuación: Propuesta técnica y presupues-

to económico.
f) Plantas, alzadas y secciones, escala mínima 1/100.
g) Análisis estratigráfico.
h) Reportaje fotográfico.
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CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se acuerda
constituir el acogimiento familiar permanente de la
menor MCMC (expediente núm. CO-4498/01).

Esta Delegación Provincial, en el expediente de referencia,
ha dictado la Resolución mencionada, acordando en la misma
lo siguiente:

1.º Constituir el acogimiento familiar permanente de la
menor M.C.M.C. a favor de sus abuelos maternos y formalizar
el citado acogimiento en la correspondiente acta.

Contra la presente Resolución podrá formularse oposición
ante el Juzgado de Primera Instancia (Familia) de los de Cór-
doba que por turno corresponda, por los trámites que esta-
blecen los artículos 779 y siguientes de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, sin perjuicio de poder formular, con carácter
potestativo, reclamación previa ante el Ecxmo. Sr. Consejero
de Asuntos Sociales, de conformidad con lo que establecen
los artículos 120 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en relación
con el artículo 49, apartado 4, de la Ley 6/1983, de 21
de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma.

Comoquiera que se ignora el domicilio actual de doña
Concepción Molina Cosano, madre de la menor citada, se
publica el presente edicto para que sirva de notificación a
la interesada.

Córdoba, 12 de junio de 2002.- El Delegado, Manuel
Sánchez Jurado.

RESOLUCION de 15 de noviembre de 2001, del
Delegado Provincial de Sevilla, dictada en el expediente
2001/41/188 sobre protección de menores, por la que
se acuerda el acogimiento familiar de la menor que
se cita.

Núm. exptes.: 2001/41/188.
Nombre y apellidos: Don Fernando Guisado Ruiz.
Contenido del acto: De conformidad con lo dispuesto en

los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y habida cuenta que,
intentada la notificación a don Fernando Guisado Rus, ésta
no se ha podido practicar, se publica extracto del acto dictado,
por considerarse que su notificación íntegra por medio de anun-
cios lesionaría los derechos inherentes a los menores afectados.

Con fecha 15 de noviembre de 2001, el Delegado Pro-
vincial de Asuntos Sociales de Sevilla, en el expediente de
protección de menores 2001/41/188, dictó resolución acor-
dando:

1. Ratificar la situación legal de desamparo de la menor
E.G.F., permaneciendo la tutela asumida sobre la misma en
esta entidad pública.

2. Constituir el acogimiento familiar de la menor E.G.F.,
con el carácter de preadoptivo, con las personas seleccionadas
a tal efecto.

Para conocimiento del contenido íntegro de la Resolución
dictada, don Fernando Guisado Ruiz podrá comparecer, en
el plazo de diez días, en la Delegación Provincial de Asuntos
Sociales en Sevilla, sita en C/ Luis Montoto, núm. 89, 3.ª
planta.

Se le significa que contra la misma podrá formularse opo-
sición ante el Juzgado de Primera Instancia (Familia) de esta
capital, y por los trámites establecidos en los arts. 779 y ss.
De la LEC, sin perjuicio de poder formular, con carácter potes-
tativo, reclamación previa ante el Excmo. Sr. Consejero de
Asuntos Sociales, de conformidad con lo establecido en los
arts. 120 y ss. de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, modi-
ficada por la Ley 4/99, de 13 de enero, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en relación con el art. 49.4 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Sevilla, 15 de noviembre de 2001.- El Delegado,
Francisco Obregón Rojano.

RESOLUCION de 15 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Sevilla, dictada en el expe-
diente 2001/41/131 sobre protección de menores, por
la que se acuerda el acogimiento familiar de la menor
que se cita.

Núm. expte.: 2001/41/131.

Nombre y apellidos: Don Joaquín Márquez Barreda.

Contenido del acto: De conformidad con lo dispuesto en
los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y habida cuenta que
se ignora el paradero de don Joaquín Márquez Barreda, se
publica extracto del acto dictado, por considerarse que su noti-
ficación íntegra por medio de anuncios lesionaría los derechos
inherentes a los menores afectados.

Con fecha 15 de marzo de 2002, el Delegado Provincial
de Asuntos Sociales de Sevilla, en el expediente de protección
de menores 2001/41/131, dictó Resolución acordando:

1. Ratificar la situación legal de desamparo de la menor
L.M.S., permaneciendo la tutela asumida sobre la misma en
esta entidad pública.

2. Establecer de forma cautelar un régimen de relaciones
personales de la menor L.M.S. con sus padres.

3. Constituir el acogimiento familiar de la menor L.M.S.,
con el carácter de permanente, con las personas seleccionadas
a tal efecto.

Para conocimiento del contenido íntegro de la Resolución
dictada, don Joaquín Márquez Barreda podrá comparecer, en
el plazo de diez días, en la Delegación Provincial de Asun-
tos Sociales en Sevilla, sita en C/ Luis Montoto, núm. 89,
3.ª planta.

Se le significa que contra la misma podrá formularse opo-
sición ante el Juzgado de Primera Instancia (Familia) de esta
capital, y por los trámites establecidos en los arts. 779 y ss.
de la LEC, sin perjuicio de poder formular, con carácter potes-
tativo, reclamación previa ante el Excmo. Sr. Consejero de
Asuntos Sociales, de conformidad con lo establecido en los
arts. 120 y ss. de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, modi-
ficada por la Ley 4/99, de 13 de enero, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en relación con el art. 49.4 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Sevilla, 15 de marzo de 2002.- El Delegado, Francisco
Obregón Rojano.
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RESOLUCION de 26 de abril de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, dictada en los expedientes
1998/41/248 y 249 sobre protección de menores, por
la que se acuerda formular propuesta judicial de adop-
ción de los menores que se citan.

Núm. exptes.: 1998/41/248 y 249.
Nombre y apellidos: Don José Luis Jiménez Jiménez.
Doña Manuela Rodríguez Rodríguez.
Contenido del acto: De conformidad con lo dispuesto en

los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y habida cuenta que,
intentada la notificación a don José Luis Jiménez Jiménez
y doña Manuela Rodríguez Rodríguez, ésta no se ha podido
practicar, se publica extracto del acto dictado, por considerarse
que su notificación integra por medio de anuncios lesionaría
los derechos inherentes a los menores afectados.

Con fecha 26 de abril de 2002, la Comisión Provincial
de Medidas de Protección de la Delegación de Asuntos Sociales
de Sevilla, en los expedientes de protección de menores
1998/41/248 y 249, dictó resolución acordando:

1. Ratificar la situación legal de desamparo de los menores
objeto de la resolución, permaneciendo la tutela asumida sobre
los mismos en esta entidad pública.

2. Formular propuesta previa de adopción de los menores,
con las personas determinadas al efecto, ante el Juzgado de
Primera Instancia-Familia que corresponda.

Para conocimiento del contenido íntegro de la Resolución
dictada, don José Luis Jiménez Jiménez y doña Manuela Rodrí-
guez Rodríguez podrán comparecer, en el plazo de diez días,
en la Delegación Provincial de Asuntos Sociales en Sevilla,
sita en C/ Luis Montoto, núm. 89, 3.ª planta.

Se le significa que contra la misma podrá formularse opo-
sición ante el Juzgado de Primera Instancia (Familia) de esta
capital, y por los trámites establecidos en los arts. 779 y ss.
de la LEC, sin perjuicio de poder formular, con carácter potes-
tativo, reclamación previa ante el Excmo. Sr. Consejero de
Asuntos Sociales, de conformidad con lo establecido en los
arts. 120 y ss. de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, modi-
ficada por la Ley 4/99, de 13 de enero, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en relación con el art. 49.4 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Sevi l la, 26 de abri l de 2002.- El Delegado,
Francisco Obregón Rojano.

RESOLUCION de 6 de mayo de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Sevilla, dictada en el expediente
2001/41/128 sobre protección de menores, por la que
se acuerda formular propuesta judicial de adopción
de la menor que se cita.

Núm. expte.: 2001/41/128.
Nombre y apellidos: Don Marcu Sava y doña Lina Rostas.
Contenido del acto: De conformidad con lo dispuesto en

los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y habida cuenta que,
intentada la notificación a don Marcu Sava y doña Lina Rostas,
ésta no se ha podido practicar, se publica extracto del acto
dictado, por considerarse que su notificación íntegra por medio
de anuncios lesionaría los derechos inherentes a los menores
afectados.

Con fecha 6 de mayo de 2002, la Comisión Provincial
de Medidas de Protección de la Delegación de Asuntos Sociales

de Sevilla, en los expedientes de protección de menores
2001/41/128, dictó Resolución acordando:

1. Ratificar la situación legal de desamparo de la menor
objeto de la Resolución, permaneciendo la tutela asumida
sobre los mismos en esta entidad pública.

2. Formular propuesta previa de adopción de la menor,
con las personas determinadas al efecto, ante el Juzgado de
Primera Instancia-Familia que corresponda.

Para conocimiento del contenido íntegro de la Resolución
dictada, don Marcu Sava y doña Lina Rostas podrán com-
parecer, en el plazo de diez días, en la Delegación Provincial
de Asuntos Sociales en Sevilla, sita en C/ Luis Montoto,
núm. 89, 3.ª planta.

Se le significa que contra la misma podrá formularse opo-
sición ante el Juzgado de Primera Instancia (Familia) de esta
capital, y por los trámites establecidos en los arts. 779 y ss.
de la LEC, sin perjuicio de poder formular, con carácter potes-
tativo, reclamación previa ante el Excmo. Sr. Consejero de
Asuntos Sociales, de conformidad con lo establecido en los
arts. 120 y ss. de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, modi-
ficada por la Ley 4/99, de 13 de enero, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, en relación con el art. 49.4 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Sevilla, 6 de mayo de 2002.- El Delegado, Francisco
Obregón Rojano.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 2 de julio de 2002, de la Uni-
versidad Pablo de Olavide de Sevilla, por la que se
hace pública la solicitud de la empresa MABS 29,
SL, para la concesión de la explotación de un local
comercial para papelería, material de oficina y con-
sumibles informáticos en la Universidad Pablo de Ola-
vide. (PP. 2008/2002).

Por parte de la empresa MABS 29, S.L., se solicita la
concesión de la explotación de un local comercial para pape-
lería, material de oficina y consumibles informáticos, en la
Universidad Pablo de Olavide.

De conformidad con el artículo 100 de la Ley 4/86, de
5 de mayo, de Patrimonio de la Junta de Andalucía, por parte
de la Universidad Pablo de Olavide se procede a dar cono-
cimiento de esta solicitud, y, en consecuencia, establecer un
plazo de treinta días para que otros posibles interesados pue-
dan formular peticiones alternativas.

Sevilla, 2 de julio de 2002.- El Rector Acctal., Juan
Jiménez Martínez.

AYUNTAMIENTO DE ARCHIDONA

ANUNCIO de Aprobación Inicial Normas Subsi-
diarias de Planeamiento de Archidona. (PP.
1818/2002).

En la sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Ilus-
tre Ayuntamiento de Archidona el día 14 de marzo de 2002,
se acordó aprobar inicialmente, en los términos en que ha
sido redactado, el Texto Refundido de la Revisión de las Nor-
mas Subsidiarias de Planeamiento de Archidona.
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Lo que se somete a información pública por el plazo de
un mes, a contar desde la fecha de su publicación, a los
efectos de que los interesados que así lo consideren, puedan
presentar las alegaciones que estimen oportunas.

Archidona, 14 de junio de 2002.- El Alcalde, Manuel
Arjona Santana.

AYUNTAMIENTO DE BENAHAVIS

ANUNCIO de bases.

BASES QUE HAN DE REGIR LA CONVOCATORIA PARA
CUBRIR EN PROPIEDAD LAS PLAZAS DE PERSONAL LABO-
RAL FIJO DE LA PLANTILLA DE PERSONAL DE ESTE AYUN-
TAMIENTO INCLUIDAS EN LA OFERTA DE EMPLEO PUBLICO

CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO 2001

1. Objeto de la convocatoria.
La provisión mediante contratación laboral fija a través

del procedimiento de concurso de las plazas vacantes en la
plantilla de personal de este Ayuntamiento, con la dotación
económica correspondiente, que a continuación se relacionan:

Número de plazas: 1, clase Encargado.
Número de plazas: 3, clase Jardineros.
Número de plazas: 1, clase Operarios del servicio de lim-

pieza viaria.
Número de plazas: 2, clase Operarios de servicios varios

(Servicio de Obras y Construcción).
Número de plazas: 1, clase Operarios de servicios varios

Electricidad, Fontanería.
Número de plazas: 1, clase Operarios del Servicio de reco-

gida de basura.
Número de plazas: 2, clase Limpiadoras.

2. Requisitos de los aspirantes.
Para ser admitidos a las pruebas o procedimientos selec-

tivos, será necesario que los aspirantes reúnan los siguientes
requisitos:

A) Generales:

a) Ser nacional de alguno de los Estados miembros de
la Unión Europea o ser extranjero con residencia legal en Espa-
ña, de conformidad con el contenido del artículo 10.2 de la
Ley Orgánica 4/2000, 11 de enero, sobre Derechos y Liber-
tades de los Extranjeros en España y su Integración Social,
en su nueva redacción dada por Ley Orgánica 8/2000, de
22 de diciembre.

b) Tener cumplidos los 18 años.
c) No padecer enfermedad ni estar afectado por limitación

física o psíquica que sea incompatible con el desempeño de
las correspondientes funciones.

d) No haber sido separado, mediante expediente disci-
plinario, del servicio del Estado, Comunidades Autónomas o
las Entidades Locales, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio
de funciones públicas.

B) Específicos: Graduado Escolar, Certificado de Estudios
Primarios o ESO.

3. Instancia y pago de derechos.
Las instancias solicitando tomar parte en las pruebas

selectivas, conteniendo los datos previstos en el artículo 70
de la Ley 30/1992, y en las que los aspirantes deberán mani-
festar que reúnen todas y cada una de las condiciones que
se exigen en las bases, con indicación precisa de las plazas
a que aspira, se dirigirán al Alcalde-Presidente de la Corpo-

ración y se presentarán en el Registro General de Entrada
de este Ayuntamiento (calle Castillo, número 3), debidamente
reintegradas, o en cualquiera de las formas previstas en el
artículo 38.4 de la Ley anteriormente citada, durante el plazo
de veinte días naturales, contados a partir del siguiente al
de la publicación del anuncio de la convocatoria en el «Boletín
Oficial correspondiente».

Las instancias podrán facilitarse por las oficinas de este
Ayuntamiento.

Los derechos de examen se fijan en ptas. por solicitante.
Se abonarán tantos derechos como a plazas diversas se

aspire. Serán satisfechas por los aspirantes al presentar la
instancia, bien por ingreso en cualquiera de las cuentas que
este Ayuntamiento tiene abiertas en las entidades bancarias
con sede en la localidad (Unicaja y Cajamar) de esta localidad
o por giro postal o telegráfico, indicando el número de recibo o
giro correspondiente en la instancia, debiendo especificar cla-
ramente en el texto del giro a la plaza a la que se opta y
para la que se destina su importe. El impago de derechos
o abono fuera de plazo establecido para la presentación de
solicitudes determinará la exclusión del aspirante. En ningún
caso el abono de los derechos de examen supondrá sustitución
del trámite de presentación en tiempo y forma de la solicitud.
Los derechos de examen no podrán ser devueltos, salvo cuando
por causas no imputables al aspirante la actividad adminis-
trativa no se preste o desarrolle.

Se establece su pago como depósito previo, conforme
al artículo 47 de la Ley 39/88, de las Haciendas Locales.

4. Admisión de aspirantes.
Expirado el plazo de presentación de instancias, la Pre-

sidencia de la Corporación, en el plazo máximo de un mes,
aprobará la lista de aspirantes admitidos y excluidos, que se
hará pública en el Boletín Oficial de la Provincia ante la
Alcaldía.

De no presentarse recurso procedente, al escrito de sub-
sanación de defectos se considerará definitivamente excluido
de la realización de los ejercicios o procedimiento selectivo.

Los errores de hecho podrán subsanarse en cualquier
momento, de oficio o a petición del interesado.

5. Tribunales Calificadores.
Se constituirán de la siguiente forma:

Presidente: El de la Corporación o miembro de esta en
quien delegue.

Vocales:

- Un Concejal por cada uno de los grupos con repre-
sentación en esta Corporación.

- Un funcionario de carrera perteneciente al Grupo C,
de entre los que integran la plantilla de personal.

Secretario: El de la Corporación o un funcionario de la
misma que le sustituya.

El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la asistencia
de mas de la mitad de sus miembros, titulares o suplentes
indistintamente y, en todo caso, del Presidente y Secretario.
Los miembros del Tribunal deberán abstenerse cuando con-
curran las circunstancias previstas en el art. 28 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común. Así mismo, los aspi-
rantes podrán recusar a los miembros del Tribunal cuando
concurran algunas de dichas circunstancias.

El Tribunal, a los efectos de percepción de asistencias,
se clasificará en la categoría cuarta, siendo las cuantías a
percibir las establecidas para la citada categoría en el Anexo
del Real Decreto 236/1988, de 4 de marzo.
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6. Comienzo y desarrollo de las actuaciones del Tribunal.
El lugar y fecha de constitución del Tribunal para el inicio

de sus actuaciones se determinará en la Resolución que recoge
los aspirantes admitidos y excluidos, que se publicará en el
«Boletín Oficial de la Provincia» y tablón de edictos del
Ayuntamiento.

7. Concurso y valoración de méritos.
En esta fase el Tribunal, a la vista de los méritos alegados

y justificados documentalmente, puntuará cada una de las
solicitudes presentadas de acuerdo con el baremo específico
de cada plaza, que a continuación se detalla:

B A R E M O

En esta fase el Tribunal, a la vista de los méritos alegados
y justificados documentalmente, puntuará cada una de las
solicitudes presentadas de acuerdo con el baremo específico
de cada plaza, que a continuación se detalla:

Encargado:

- Bachiller Superior o FP 2.º Grado.
- Entrevista personal en la que se acredite estar dotado

para la realización de labores de gestión y ordenación de recur-
sos humanos.

Jardineros:

- Servicios prestados en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se aspira: 0,2 puntos por mes trabajado, máximo
6,5 puntos.

- Entrevista en la que se acredite conocimiento en tareas
propias de la plaza a la que se opta: 3,5.

Operarios del Servicio de recogida de basura:

- Servicios prestados en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se opta: 0,2 puntos por mes trabajado, máximo 6,5
puntos.

- Entrevista en la que se acredite experiencia y cono-
cimiento en tareas propias de la plaza a la que se opta: 3,5.

Operarios del servicio de limpieza viaria:

- Servicios prestados en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se opta: 0,2 puntos por mes de trabajo, máximo
6,5 puntos.

- Entrevista en la que se acredite conocimientos en tareas
propias de la plaza a la que se aspira 3,5 puntos.

Limpiadoras:

- Servicios prestado en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se opta: 0,2 puntos por mes trabajado, máximo 6,5
puntos.

- Entrevista en la que se acredite experiencia y cono-
cimiento en tareas propias de la plaza a la que se opta: 3,5.

Operarios de servicios varios (Servicio de Obras y Cons-
trucción):

- Servicios prestado en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se opta: 0,2 puntos por mes trabajado, máximo 5
puntos.

- Entrevista en la que se acredite experiencia y cono-
cimiento en tareas propias de la plaza a la que se opta: 2,5.

- Estar en posesión del carné de conducir tipo C: 2,5.

Operarios de servicios varios (Electricidad Fontanería):

- Servicios prestados en puesto de trabajo igual a la plaza
a la que se opta: 0,2 puntos por mes trabajado, máximo 5
puntos.

- Entrevista en la que se acredite experiencia y cono-
cimiento en tareas propias de la plaza a la que se opta: 2,5.

- Estar en posesión del título de Instalador Electricista:
2,5.

8. Propuesta del Tribunal, presentación de documentos
y contratación.

Finalizada la valoración de méritos, el Tribunal hará públi-
co su resultado, declarando aprobados a los aspirantes con
mayor puntuación, que serán propuestos con carácter vincu-
lante al Presidente de la Corporación para su contratación
y sin que en ningún caso la propuesta pueda exceder del
número de plazas ofertadas.

El aspirante propuesto aportará ante la Corporación, den-
tro del plazo máximo de veinte días naturales desde que se
haga pública la declaración del Tribunal, los documentos acre-
ditativos de las condiciones de capacidad y requisitos exigidos
en la presente convocatoria.

Quienes dentro del plazo indicado, y salvo causa de fuerza
mayor debidamente motivada, no presentaran la documen-
tación no podrán ser contratados, quedando anuladas todas
las actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
pudieran haber incurrido por falsedad en la solicitud inicial.

Los que ya viniesen prestando servicios en esta Corpo-
ración municipal estarán exentos de justificar las condiciones
y requisitos ya acreditados para obtener su anterior puesto,
debiendo presentar únicamente certificación del Ayuntamiento,
acreditando las circunstancias que consten en su expediente
personal.

Cumplidos los requisitos precedentes, el Presidente de
la Corporación formalizará la contratación laboral.

9. Norma final.
Cuantos actos administrativos se deriven de la presente

convocatoria, de sus bases y de las actuaciones del Tribunal
podrán ser impugnados por los interesados en los casos y
en la forma establecidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Benahavís, 14 de marzo de 2002.- El Alcalde, Antonio
Mena Gracia.

AYUNTAMIENTO DE CARMONA

ANUNCIO sobre modificación de bases.

MODIFICACION DE LAS BASES QUE RIGEN LA CONVOCA-
TORIA PARA CUBRIR, EN PROPIEDAD, UNA PLAZA DE

ARCHIVERO

Habiéndose procedido por la Comisión de Gobierno de
este Excmo. Ayuntamiento, en sesión de 7 de junio de 2002,
a la modificación de las bases que rigen la convocatoria para
cubrir, en propiedad, una plaza de Archivero, vacante en la
plantilla de personal funcionario de este Ayuntamiento e inte-
grada en la Oferta de Empleo Público para 2001, publicadas
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 54, de
9 de mayo de 2002, y en el Boletín Oficial de la Provincia
de Sevilla núm. 106, de 10 de mayo de 2002, a continuación
se transcribe la parte de las mismas afectada por dicha
modificación:

«Concurso. En la fase de concurso, se aplicará el siguiente
baremo de méritos:
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Experiencia profesional:

- Por cada mes de servicio en cualquier Administración
Pública o en Entidades dependientes de las mismas, en pues-
tos de iguales o similares características al que se convoca:
0,050 puntos.

La puntuación máxima de este apartado será de 2,75
puntos.

Carmona, 13 de junio de 2002.- El Alcalde.

AYUNTAMIENTO DE MAIRENA DEL ALJARAFE

ANUNCIO del Instituto Municipal de Bienestar
Social de bases.

Don Antonio Martínez Flores, Alcalde y Presidente del
Instituto Municipal de Bienestar Social de Mairena del Aljarafe
(Sevilla).

HAGO SABER

Que por acuerdo del Consejo del Instituto Municipal de
Bienestar Social celebrado el pasado 29 de abril de 2002,
se han aprobado las bases para las pruebas selectivas a cele-
brar para cubrir diversas plazas relacionadas en los Anexos
a estas bases generales en el Instituto Municipal de Bienestar
Social.

El plazo de presentación de solicitudes se iniciará a partir
del día siguiente a aquél en que aparezca publicado el extracto
de la convocatoria en el Boletín Oficial del Estado.

BASES GENERALES PARA LA CONVOCATORIA DE DIVERSAS
PLAZAS DE PERSONAL LABORAL VACANTES EN LA PLANTILLA
DE PERSONAL DEL INSTITUTO MUNICIPAL DE BIENESTAR
SOCIAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE MAIRENA DEL

ALJARAFE

BASES GENERALES

I. NORMAS GENERALES

Primera. Objeto de la convocatoria.
Se convocan para la selección con carácter fijo, los puestos

de trabajo de personal laboral vacantes en la plantilla del Ins-
tituto Municipal de Bienestar Social incluidas en la Oferta de
Empleo público para el año 2002 que figuran en los Anexos
de estas Bases Generales.

1. Estos puestos de trabajo pertenecen a la categoría que
se indica, y están dotados de los haberes correspondientes
al grupo que igualmente se especifica.

2. El aspirante que obtenga plaza quedará sometido al
sistema de incompatibilidad actualmente vigente, sin perjuicio
de que por el puesto que ocupen le sean de aplicación otra
incompatibilidad.

Segunda. Legislación aplicable.
El número, características y modos de realización de los

ejercicios se regirán por lo previsto en las presentes bases
y sus anexos correspondientes y en su defecto por lo esta-
blecido en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen
Local; Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril,
por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Local; Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función
Pública; Real Decreto Legislativo 896/1991, de 7 de junio,
por el que se establecen Reglas Básicas y los programas míni-
mos a que debe ajustarse el procedimiento de selección de
los FAL, Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el

que se aprueba el reglamento general de Ingreso del Personal
al Servicio de la Administración del Estado, y demás dispo-
siciones que le sean de aplicación.

La fase de oposición se regirá, asimismo, por lo previsto
en los Anexos correspondientes.

II. REQUISITOS DE LOS ASPIRANTES

Tercera. Condición de los aspirantes.
Para ser admitidos a la realización de las pruebas selec-

tivas los aspirantes deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Ser español. Igualmente podrán ser admitidos los nacio-
nales de los demás Estados miembros de la Unión Europea
en los términos previstos en la Ley 177/1993, de 23 de
diciembre.

b) Tener cumplidos dieciocho años de edad.
c) No padecer enfermedad o defecto físico que impida

el desempeño de las correspondientes funciones.
d) No haber sido separado, mediante expediente disci-

plinario del servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las fun-
ciones públicas.

e) No hallarse incurso en ninguno de los supuestos de
incapacidad o incompatibilidad establecidos en la legislación
vigente.

f) Estar en posesión del título exigido o en condiciones
de obtenerlo en la fecha en que termine el plazo de presen-
tación de instancias.

En el caso de titulaciones obtenidas en el extranjero deberá
estarse en posesión de la credencial que acredite su homo-
logación en España.

g) Aquéllos que, independientemente de los anteriores,
se establecieren en los Anexos correspondientes.

III. SOLICITUDES Y DOCUMENTACION

Cuarta.
1. Las solicitudes para participar en los procedimientos

de selección se formularán en instancia dirigida al Excmo.
Sr. Presidente del Instituto Municipal de Bienestar Social y
deberán presentarse en el plazo de veinte días naturales a
partir de la publicación de un extracto de la convocatoria en
el Boletín Oficial del Estado, y se presentarán en el Registro
General del Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe, sito en
calle Nueva 21, desde las 9,00 hasta las 14,00 horas, o
en cualquiera de los lugares establecidos en el artículo 38.4
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de Las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

2. De esta convocatoria se dará publicidad íntegra median-
te la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla,
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y tablón de anuncios
del Ayuntamiento.

3. Para ser admitidos y, en su caso tomar parte en la
práctica de las pruebas selectivas correspondientes, los inte-
resados harán constar en las instancias expresa y detallada-
mente que reúnen todos y cada uno de los requisitos exigidos
en la convocatoria, así como los que pudieran recogerse en
los Anexos respectivos referidos siempre a la fecha de expi-
ración del plazo señalado para la presentación de instancias.

4. A las solicitudes habrá de acompañarse los justificantes
de los méritos a valorar en la fase de concurso, que habrán
de relacionarse en la instancia de solicitud o en Anexo y que
deberán aportarse mediante documento original acreditativo
de los mismos o copia debidamente compulsada, sin que se
proceda a la valoración de aquellos que no se presenten en
esta forma.

Aquellos méritos de entre los alegados que no resulten
suficientemente acreditados , de conformidad con lo estable-
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cido en esta base, no serán tenidos en cuenta por el Tribunal
Calificador.

5. Así mismo, a la solicitud deberá acompañarse res-
guardo acreditativo de haber abonado en la cuenta corriente
núm. 2071.0309.49.0100272017 del Instituto Municipal de
Bienestar Social de Mairena del Aljarafe, en la Oficina núm.
0309 de la Caja de Ahorros San Fernando de Sevilla y Jerez,
los derechos de examen, cuya cuantía queda determinada
para cada categoría en su Anexo correspondiente. El importe
de estos derechos de examen no podrá ser devuelto más que
en el caso de no ser admitida la solicitud por carecer de alguno
de los requisitos exigidos.

En ningún caso el pago de la cantidad establecida por
derechos de examen supondrá sustitución del trámite de pre-
sentación en tiempo y forma de la solicitud.

IV. ADMISION DE ASPIRANTES

Quinta.
1. Terminado el plazo de presentación de instancias, y

en el término de un mes, el Excmo. Sr. Presidente del Instituto
Municipal de Bienestar Social dictará Resolución aprobatoria
de la lista provisional de admitidos y excluidos, en la que
constará el nombre y apellidos de los aspirantes, DNI, y en
su caso, causa de exclusión.

En dicha Resolución, que deberá publicarse en el Boletín
Oficial de la Provincia y en el tablón de anuncios del Instituto
Municipal de Bienestar Social, así como en el del Ayunta-
miento, deberá constar igualmente la composición del Tribunal
Calificador, concediéndose un plazo de quince días, a contar
desde la citada publicación, para la presentación de recla-
maciones, a efectos de subsanación de errores de los aspirantes
excluidos, y de recusación.

2. Los aspirantes que dentro del plazo señalado no sub-
sanen la exclusión o aleguen la omisión, justificando su dere-
cho a ser incluidos en la relación de admitidos, serán defi-
nitivamente excluidos de la realización de las pruebas. A estos
efectos los aspirantes deberán comprobar no sólo que no figu-
ran recogidos en la relación de excluidos sino, además, que
sus nombres constan correctamente en la pertinente relación
de admitidos.

3. Transcurrido el plazo al que hace referencia el párrafo
anterior se dictará resolución por el presidente del Instituto
Municipal de Bienestar Social aceptando o rechazando las
reclamaciones, y elevando a definitiva la lista de admitidos
y excluidos, que se hará pública en el Boletín Oficial de la
Provincia y en el tablón de anuncios del Instituto Municipal
de Bienestar Social y municipal, donde se determinará, si es
posible, el lugar, fecha y hora de comienzo de las pruebas
y, en su caso, el orden de actuación de los aspirantes.

4. No procederá devolución alguna de los derechos de
examen en los supuestos de exclusión de las pruebas selectivas
por causa imputable al interesado.

Sexta.
1. De acuerdo con lo establecido en la Ley 1/1999, de

31 de marzo, de atención a las personas con discapacidad
en Andalucía, serán admitidas las personas con minusvalía
en igualdad de condiciones con los demás aspirantes. Sólo
podrán establecerse exclusiones por limitaciones psíquicas y
físicas en los casos en que sean incompatibles con el desem-
peño de las tareas o funciones correspondientes.

En las pruebas selectivas, se establecerán, para las per-
sonas con minusvalía que lo soliciten, las adaptaciones posi-
bles de tiempo y medios para su realización, si bien some-
tiéndose a las mismas pruebas que el resto de los aspirantes.

2. Los interesados deberán formular la petición corres-
pondiente en el momento de solicitar tomar parte en las prue-
bas selectivas, debiendo acreditar documentalmente, a través
del Organismo competente, su condición de minusválido, y
poseer una discapacidad de grado igual o superior al 33%;

la compatibilidad para el desempeño de las tareas y funciones
propias de las plazas a las que se opta, habrá de acreditarse
por el Servicio Médico de Empresa.

3. En ningún caso será necesaria la previa inscripción
en las Oficinas de Empleo para participar en las pruebas selec-
tivas derivadas de la presente Oferta de Empleo Público.

V. TRIBUNALES

Séptima.
1. El Tribunal Calificador estará constituido de la siguiente

forma:

Presidente: El del Instituto Municipal de Bienestar Social
o miembro de su Consejo de Gobierno en quien delegue, que
disfrutará de voto de calidad.

Vocales:

a) Un representante político, que será designado por el
Presidente del Instituto Municipal de Bienestar Social de entre
uno de los Grupos Municipales de la oposición.

b) Un trabajador fijo de la plantilla de personal del Instituto
Municipal de Bienestar Social, experto en la materia, designado
a propuesta del Comité de Empresa del Ayuntamiento de Mai-
rena del Aljarafe, o en su defecto, de entre el personal de
plantilla del Ayuntamiento.

c) Un representante de la Junta de Andalucía, experto
en la materia.

d) El Concejal Delegado de Recursos Humanos del Excmo.
Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe o personal de plantilla
en quien delegue.

Secretario: El Secretario del Instituto Municipal de Bie-
nestar Social o funcionario en quien delegue, con voz, pero
sin voto.

Se nombrarán suplentes para cada uno de los miembros
del Tribunal.

2. La composición de los Tribunales será predominan-
temente técnica y los Vocales deberán poseer titulación o espe-
cialización iguales o superiores a las exigidas para el acceso
a la/s plaza/s convocada/s.

3. El Tribunal se constituirá de acuerdo a lo establecido
en el artículo 28 del Real Decreto 2223/1984, de 19 de
diciembre, y las decisiones se adoptarán por mayoría de los
miembros presentes, resolviendo, en caso de empate, el voto
de calidad del que actúe como Presidente.

El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la presencia
de, al menos, la mitad más unos de sus miembros titulares
o suplentes.

4. Los Tribunales Calificadores quedarán facultados para
resolver las dudas que pudieran surgir en la aplicación de
las bases, para decidir respecto a lo no contemplado en las
mismas, así como para incorporar especialistas en aquellas
pruebas cuyo contenido requiere el asesoramiento técnico de
los mismo, quienes actuarán con voz, pero sin voto.

Contra las resoluciones adoptadas por los Tribunales y,
sin perjuicio del posible recurso del alzada o cualquier otro
que pudiera interponerse de conformidad con la legislación
vigente, los aspirantes podrán presentar reclamaciones ante
el propio órgano de selección dentro del plazo que este acuerde
a partir de la publicación en el tablón de anuncios de dichas
resoluciones.

5. Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de inter-
venir, notificándolo a la autoridad convocante, y los aspirantes
podrán recusarlos cuando concurran las circunstancias pre-
vistas en el art. 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

6. Todos los miembros del Tribunal serán retribuidos de
acuerdo con lo dispuesto en el R.D. 236/1988, de 4 de marzo,
sobre indemnizaciones por razón del servicio y disposiciones
complementarias.
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7. El Tribunal no podrá aprobar ni declarar que han supe-
rado las pruebas selectivas un número superior de aspirantes
al de plazas convocadas.

8. El Tribunal adoptará, en lo posible, las medidas opor-
tunas para garantizar que los ejercicios escritos sean corregidos
y valorados sin que se conozca la identidad de los aspirantes.

VI. DESARROLLO DE LOS EJERCICIOS

Octava. Procedimiento de selección.
El procedimiento de selección constará de dos fases:

a) Concurso.
b) Oposición.

La fase de concurso será previa a la de oposición y no
tendrá carácter eliminatorio ni podrá tenerse en cuenta para
superar las pruebas de la fase de oposición.

a) Fase de concurso: En la misma se valorarán los méritos
alegados que hayan sido justificados documentalmente por
los aspirantes en el momento de la presentación de la ins-
tancias, con arreglo a lo establecido en la base cuarta.

Resuelta esta fase, se publicará en el tablón de anuncios
del Instituto Municipal de Bienestar Social y del Ayuntamiento
el resultado de la misma, detallándose la puntuación obtenida
por cada uno de los aspirantes, de acuerdo con el Baremo
general establecido en el Anexo a estas bases.

b) Fase de oposición:

1. Los ejercicios de la oposición no podrán comenzar
hasta transcurridos dos meses desde la fecha en que aparezca
publicado el anuncio de la Convocatoria en el Boletín Oficial
del Estado.

2. La fecha, lugar y hora del comienzo del primer ejercicio
de la oposición se publicará, al menos, con quince días de
antelación en el Boletín Oficial de la Provincia, a ser posible,
junto con la lista de admitidos y excluidos y orden de actuación.

Los restantes ejercicios serán anunciados exclusivamente
en el tablón de anuncios de Instituto Municipal de Bienestar
Social y el de la Corporación, así como el lugar de celebración
de las pruebas, con doce horas, al menos, de antelación del
comienzo de las mismas, si se trata del mismo ejercicio, o
de veinticuatro horas, si se trata de un nuevo ejercicio.

3. Desde la terminación de una prueba y el comienzo
de la siguiente, deberá transcurrir un plazo mínimo de cuarenta
y ocho horas y máximo de veinte días.

4. Los aspirantes serán convocados para cada ejercicio
en llamamiento único, salvo causa de fuerza mayor debida-
mente justificada y apreciada libremente por el Tribunal, per-
diendo todos sus derechos aquel aspirante que el día y hora
de la prueba no se presente a realizarla.

Para establecer el orden en que habrán de actuar los
opositores individualmente se estará a lo que resulte del sorteo
realizado el décimo día hábil siguiente al de la publicación
de la Convocatoria en el Boletín Oficial del Estado.

5. En cualquier momento, los Tribunales podrán requerir
a los opositores para que acrediten tanto su personalidad como
que reúnen los requisitos exigidos para tomar parte en las
pruebas selectivas.

6. En las pruebas orales, si las hubiere, se podrá, por
los Tribunales Calificadores, conceder a los aspirantes hasta
un periodo de quince minutos para hacer un guión sobre los
temas extraídos en sorteo sin que para la preparación del mis-
mo pueda consultarse texto alguno.

Comenzada la exposición de los temas por el aspirante,
los Tribunales Calificadores, transcurridos diez minutos de
exposición, pueden decidir que el aspirante abandone la prue-
ba por estimar su actuación notoriamente insuficiente.

Del mismo modo, cuando se lleve a efecto la lectura de
los ejercicios realizados, si así lo determinan los Tribunales
Calificadores, transcurridos diez minutos de lectura, pueden
decidir la retirada del opositor por estimar su actuación noto-
riamente insuficiente.

VI. SISTEMA DE CALIFICACION

Novena.
1. La calificación máxima de la Fase de Oposición será

de 20 puntos, valorándose la parte teórica en un máximo
del 40% de la Oposición y la parte práctica en un 60%.

En aquellas convocatorias donde se incluyen dos ejercicios
teóricos, la puntuación resultante, a efectos de determinar la
calificación de la parte teórica, se hallará de la suma de las
puntuaciones de ambos ejercicios dividida por dos.

Cada uno de los ejercicios será calificado hasta un máximo
de 10 puntos, siendo eliminados los aspirantes que no alcan-
cen un mínimo de 5 puntos.

A tal efecto, el número de puntos que podrá ser otorgado
por cada miembro del Tribunal será de 0 a 10 puntos.

Las distintas pruebas componentes de un ejercicio podrán
realizarse conjunta o separadamente, según determine el Tri-
bunal Calificador.

Si en algunos de los temas o partes que contenga cada
prueba, al aspirante se le calificase con 0 puntos, ello supon-
dría la descalificación automática del mismo, quedando, por
tanto, eliminado.

2. De las puntuaciones que otorgaren los miembros de
los Tribunales Calificadores se eliminarán la mayor y menor
puntuación si se apartan en tres puntos o más de la citada
media, de tal manera que la nota que obtendrá el aspirante
será la media de las restantes puntuaciones concedidas por
los mismos. En caso de que la mayor o menor puntuación
fueran varias, se eliminarán únicamente una de ellas, res-
pectivamente.

Las calificaciones de cada ejercicio se harán públicas en
el tablón de edictos del instituto Municipal de Bienestar Social
y el de la Corporación.

En base a una mayor objetividad en la calificación, ésta
se realizará mediante votación secreta.

3. Calificación final: La calificación final será la suma
del resultado obtenido en cada una de las dos fases, según
lo dispuesto en el apartado 1 de esta base novena. La cali-
ficación final será publicada en los tablones de edictos del
Instituto Municipal de Bienestar Social y el de la Corporación.

En los supuestos de empate en la calificación final, se
resolverá atendiendo a la puntuación obtenida en cada uno
de los siguientes factores y por el siguiente orden:

1.º Mejor puntuación en la fase de oposición.
2.º Mejor puntuación en el ejercicio práctico.
3.º Mejor puntuación en los apartados del concurso

siguiendo el siguiente orden: Experiencia, cursos y seminarios
y titulación.

4.º El Tribunal queda facultado para realizar una prueba
adicional de desempate, que no computará para la puntuación
total.

VII. PROPUESTA DE SELECCION, PRESENTACION
DE DOCUMENTOS Y NOMBRAMIENTO

Décima. Finalizada la fase de oposición, el Tribunal hará
pública, en el tablón de anuncios del Instituto Municipal de
Bienestar Social y el de la Corporación y en el lugar de cele-
bración del último ejercicio, la puntuación de los aspirantes
que hubieran superado todos los ejercicios, sumada a la pun-
tuación de la fase de concurso, así como la propuesta de
nombramiento a favor del aspirante/s que hubiera/n obtenido
la/s máxima/s puntuación/es, sin que puedan rebasar éstos
el número de plazas convocadas.
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Undécima. 1. El aspirante o aspirantes propuestos apor-
tará, ante el Instituto Municipal de Bienestar Social, dentro
del plazo de veinte días naturales desde que se hagan públicas
las relaciones de aprobados, en la forma indicada en la base
décima, de los documentos acreditativos de las condiciones
de capacidad y requisitos exigidos en la base tercera de la
convocatoria, y los que se exijan en su caso, en cada uno
de los Anexos. El cumplimiento del requisito c) de la base
tercera habrá de acreditarse a través del Servicio Médico de
Empresa del Excmo. Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe.

Si dentro del plazo indicado, y salvo los casos de fuerza
mayor, alguno de los aspirantes propuestos no presentara la
documentación o no reuniera los requisitos exigidos para ocu-
par la plaza, no podrá ser nombrado y quedarán anuladas
todas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en
que hubieran podido incurrir por falsedad en la instancia soli-
citando tomar parte en el concurso-oposición.

En este caso, la Presidencia del Instituto Municipal de
Bienestar Social resolverá el nombramiento a favor del aspi-
rante que, habiendo aprobado todos los ejercicios del con-
curso-oposición, figurara en el puesto inmediato inferior en
el orden de calificación.

2. Los que tuvieran la condición de funcionarios públicos
estarán exentos de justificar las condiciones y requisitos ya
acreditados para su anterior nombramiento, debiendo presen-
tar únicamente certificación de la Administración Pública de
quien dependa, acreditando la condición y demás circuns-
tancias que consten en su expediente personal.

3. Una vez ratificada por la Presidencia del Instituto Muni-
cipal de Bienestar Social la propuesta del Tribunal Calificador,
el opositor u opositores propuestos deberán formalizar el corres-
pondiente contrato en el plazo de un mes, contados a partir
del siguiente al en que les sea notificada la propuesta de con-
tratación indefinida.

4. Efectuada la contratación, el aspirante se someterá
al periodo de prueba que para cada categoría se estipula en
la legislación laboral vigente.

X. IMPUGNACIONES

Duodécima. Contra las presentes bases se podrá inter-
poner recurso potestativo de reposición, que será de un mes,
contado a partir del día siguiente al de la publicación de la
convocatoria en el Boletín Oficial de la Provincia o recurso
Contencioso Administrativo en el plazo de dos meses, contados
desde la misma fecha, según los artículos 8, 9, 10, 11 y
12 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa
así como cualquier otro que estime conveniente.

A N E X O

BAREMO GENERAL DE MERITOS

I. Titulación.
Por poseer titulación académica igual o superior, rela-

cionada con la plaza a la que se opta, aparte de la exigida
para acceder a la misma, hasta un máximo de un punto,
en la forma siguiente:

Grado de doctor: 1,00 punto.
Título universitario superior: 0,80 puntos.
Título universitario de grado medio o Diplomado univer-

sitario: 0,60 puntos.
Bachiller superior o equivalente: 0,40 puntos.
Graduado Escolar, FP o equivalente: 0,20 puntos.

No se valorarán los títulos académicos imprescindibles
para la obtención de otros de nivel superior que se aleguen.

A efectos de equivalencia de titulación, sólo se admitirán
las establecidas por el Ministerio de Educación, Cultura y
Deportes con carácter general.

II. Cursos y seminarios.
Por la participación en cursos y seminarios impartidos

por Instituciones Públicas y privadas, estas ultimas homolo-
gadas oficialmente para la impartición de cursos, que tengan
relación directa con las actividades a desarrollar en los puestos
solicitados, hasta un máximo de un punto en la forma
siguiente:

Hasta 14 horas o 2 días: 0,05 puntos.
De 15 a 40 horas o de 3 a 7 días: 0,10 puntos.
De 41 a 70 horas o de 8 a 12 días: 0,20 puntos.
De 71 a 100 horas o de 13 a 20 días: 0,25 puntos.
De 101 a 200 horas o de 21 a 40 días: 0,50 puntos.
Más de 200 horas o 40 días: 0,60 puntos.

Los cursos que no determinaren el número de horas o
días de las que constó se valorarán como los de hasta 14
horas.

III. Experiencia.
Por cada año completo de servicios prestados en la Admi-

nistración Local en plaza o puesto de iguales o similares carac-
terísticas al que se convoca: 0,75 puntos.

Por cada año completo de servicios prestados en otra
Administración Pública en plaza o puesto de iguales o similares
características al que se convoca: 0,50 puntos.

Por cada año completo de servicios prestados en Empresas
privadas en plaza o puesto de iguales o similares características
al que se convoca: 0,25 puntos.

A estos efectos no se computarán servicios que hubieran
sido prestados simultáneamente con otros igualmente alegados
y se reducirán proporcionalmente los prestados a tiempo
parcial.

Las fracciones de tiempo inferiores al año se valorarán
por meses, en forma proporcional a la valoración de los perío-
dos anuales.

Máximo de puntos a otorgar en concepto de méritos pro-
fesionales: 5,00 puntos.

IV. ACREDITACION DE LOS MERITOS

La acreditación de los méritos correspondientes a los dife-
rentes apartados deberá hacerse mediante la presentación de
la siguiente documentación:

Titulación. Título expedido por el Ministerio de Educación,
Cultura, y Deportes o resguardo acreditativo de haber abonado
los derechos de expedición del correspondiente título, o cer-
tificación expedida por la Secretaría del centro donde se hayan
cursado los estudios.

Cursos y seminarios. Certificación, título, o diploma expe-
dido por el centro u organismo que impartió el curso.

Experiencia. Original o copia compulsada de los contratos
de trabajo registrados y sellados por la oficina del INEM, acom-
pañados del correspondiente certificado de empresa, o bien
certificación de la Administración donde se haya prestado ser-
vicios en la que conste denominación, área de adscripción,
funciones, y en su caso, grupo de clasificación, nivel y titulación
requerido del puesto desempeñado.

ANEXO I

Denominación del puesto: Asesor/a Jurídico.
Categoría: Técnico Superior.
Número de plazas: 2.
Grupo: A. Titulación exigida: Licenciado/a en Derecho.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.
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Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
durante un periodo máximo de dos horas, un tema de carácter
general, determinado por el Tribunal de las materias específicas
establecidas en el Programa Anexo, aunque no se atenga al
epígrafe concreto del mismo.

En este ejercicio se valorará la formación general uni-
versitaria, la claridad y orden de ideas, la facilidad de expo-
sición escrita, la aportación personal del aspirante y su capa-
cidad de síntesis.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito
durante un período máximo de 5 horas, cinco temas de entre
diez extraídos a la suerte de entre los comprendidos en el
programa anexo a la convocatoria: 1 del Grupo I, 1 del Grupo
II, 1 del Grupo III, 1 del Grupo IV y 1 del Grupo V, pudiendo
el opositor elegir uno de cada grupo.

El Tribunal valorará los conocimientos sobre los temas
expuestos y podrá dialogar con el aspirante sobre las materias
objeto de los mismos y pedirles cualesquiera otras explica-
ciones complementarias. El diálogo podrá tener una duración
máxima de quince minutos.

Tercer ejercicio: Consistirá en la resolución por escrito,
durante un período máximo de tres horas, de un supuesto
práctico, común a todos los aspirantes que planteará el Tri-
bunal inmediatamente antes del comienzo del ejercicio en rela-
ción con las funciones propias de la plaza y el Programa anexo.

En este ejercicio se valorará fundamentalmente la capa-
cidad de raciocinio, la sistemática en el planteamiento y for-
mulación de conclusiones y el conocimiento y adecuada inter-
pretación de la normativa aplicable.

Los opositores podrán disponer de los textos legales que
estimen oportunos.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

GRUPO I

1. El concepto de Constitución. La Constitución como
norma jurídica. Líneas fundamentales del constitucionalismo
español. La Constitución española de 1978: Estructura.

2. El Estado español como Estado Social y Democrático
de Derecho. La situación actual del Estado del Bienestar.

3. Los valores fundamentales del ordenamiento jurídico.
4. Los derechos fundamentales. Evolución histórica y con-

ceptual. Los derechos fundamentales en la Constitución
Española.

5. El modelo económico de la Constitución Española. Prin-
cipios informadores y objetivos específicos.

6. Las Cortes Generales: Composición y funciones. Aspec-
tos básicos del procedimiento de aprobación y elaboración
de las leyes. La función parlamentaria del control del Gobierno:
modalidades.

7. Organos dependientes de las Cortes Generales. El Tri-
bunal de Cuentas. El Defensor del Pueblo. Organos análogos
de las Comunidades Autónomas.

8. El Gobierno. Composición y funciones. Designación,
remoción y responsabilidad del Gobierno y de su Presidente.

9. La Administración Pública: Principios constitucionales
informadores. Tipología de las Administraciones. Los principios
de la organización administrativa.

10. La Administración del Estado: Organos superiores y
órganos directivos. Organos periféricos. El Delegado del Gobier-
no. La Administración consultiva.

11. La Administración institucional en los ámbitos estatal,
autonómico y local. Origen, tipología y régimen jurídico.

12. Distribución de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas en la Constitución y en los Estatutos

de Autonomía. El ámbito competencial de la Junta de Anda-
lucía: Especial referencia a las competencias en materia de
Régimen Local.

13. La relaciones entre Administraciones Públicas. Las
relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas:
mecanismos de cooperación y coordinación. El control sobre
la actividad de las Comunidades Autónomas. Las relaciones
entre las Comunidades Autónomas y la Administración Local.

14. La Administración Autonómica: Principios informa-
dores y organización. La Administración periférica. La Admi-
nistración Institucional de la Junta de Andalucía. La Ley de
Organización Territorial y la del Gobierno y Administración de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

GRUPO II

1. El Derecho Administrativo: Concepto y contenido. La
aplicación del Derecho.

2. La Administración pública: Concepto. Las Adminis-
traciones y poderes del Estado. Gobierno y Administración.
Control legislativo, jurisdiccional y político de la Administación.
La Administración y la norma jurídica: El principio de legalidad.

3. Fuentes del Derecho Administrativo: Concepto y clases.
Jerarquía normativa. Autonomía y sistema de fuentes. El valor
de la costumbre y Principios Generales del Derecho.

4. La Ley: Concepto y clases. Disposiciones del Ejecutivo
con fuerza de ley.

5. El Reglamento: Clases. Fundamento y límites de la
potestad reglamentaria. Relaciones entre Ley y Reglamento.

6. La relación jurídico administrativa. Concepto. Sujetos.
El administrado. Los derechos públicos subjetivos. Los inte-
reses legítimos. La acción popular. Los actos jurídicos de los
administrados.

7. El acto administrativo. Concepto, clases y elementos.
Su motivación y notificación. Eficacia y validez de los actos
administrativos.

8. El procedimiento administrativo. Principios informa-
dores. Las fases del procedimiento: iniciación, ordenación, ins-
trucción y terminación.

9. Los procedimientos de ejecución: Título y medios. Los
procedimientos de revisión . Procedimiento para la elaboración
de disposiciones de carácter general. Las reclamaciones pre-
vias al ejercicio de acciones en vía judicial.

10. Los recursos administrativos: Concepto y clases.
Requisitos generales de los recursos administrativos. Materias
recurribles, legitimación y órgano competente. Las reclama-
ciones económico administrativa.

11. La jurisdicción contencioso-administrativa. Natura-
leza, extensión y límites. El recurso contencioso. Las partes,
procedimiento, recursos contra sentencias y ejecución de las
mismas.

12. La legislación reguladora de los contratos de las Admi-
nistraciones Públicas. La figura del contrato administrativo.
Contratos administrativos y privados de la Administración en
el ordenamiento vigente. Requisitos. Órganos de contratación.
El contratista: Capacidad, solvencia, prohibiciones, clasifi-
cación.

13. La selección del contratista. Actuaciones previas a
la contratación. Procedimientos, formas y criterios de adju-
dicación. Garantías. Perfeccionamiento y formalización del
contrato.

14. Ejecución y modificación de los contratos adminis-
trativos. Las prerrogativas de la Administración. El equilibrio
financiero de los contratos. La revisión de precios.

15. La invalidez de los contratos. La doctrina de los actos
separables. La extinción de los contratos administrativos: Cau-
sas, modalidades y efectos.

16. La expropiación forzosa. Potestad expropiatoria. Natu-
raleza y justificación. Sujetos, objeto y causas. El procedimiento
expropiatorio. Expropiaciones especiales. Garantía jurisdic-
cional.
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17. La responsabilidad patrimonial de la Administración.
Evolución histórica y régimen jurídico actual.

18. La intervención administrativa. Clasificación tradicio-
nal de las formas de acción administrativa. El fomento. Mani-
festaciones más importantes de la acción administrativa de
fomento.

19. La actividad de policía en el Estado de Derecho. Los
poderes de policía de las distintas Administraciones Públicas.
Manifestaciones más importantes de la acción de policía en
la Administración del Estado.

20. La potestad sancionadora de la Administración. Prin-
cipios generales. Procedimiento sancionatorio. Sanciones
administrativas.

21. Teoría general del servicio público. Formas de gestión.
Especial referencia a la concesión.

22. El dominio público. Concepto y naturaleza. Bienes
que lo integran. El régimen jurídico del dominio público. Las
mutaciones demaniales.

23. Uso y utilización del dominio público. Estudio especial
de la concesión y la reserva demanial.

24. El patrimonio privado de las Entidades Públicas. La
legislación del patrimonio del Estado. Estudio especial del patri-
monio mobiliario.

GRUPO III

1. Régimen local español. Principios constitucionales y
regulación jurídica. La autonomía local.

2. La provincia en el Régimen local. La regulación cons-
titucional de la provincia en España. Organización y compe-
tencias de la provincia.

3. El municipio. Clases de entes municipales en el Dere-
cho Español.

4. El término municipal. La población municipal: Con-
sideración especial del vecino. El empadronamiento municipal.
Organización y competencias municipales.

5. Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos cole-
giados locales.

6. Fórmulas asociativas municipales: En especial las
mancomunidades.

7. Ordenanzas y Reglamentos de las Entidades Locales.
Clases. Procedimiento de elaboración y aprobación. Los Ban-
dos: Naturaleza, publicación, límites e impugnación.

8. La función pública. Naturaleza de la relación entre
el funcionario y la Administración. Personal al servicio de la
Administración Local. Clases. Estructura.

9. El personal al servicio de las Entidades Locales: Selec-
ción. Provisión de puestos de trabajo. La carrera administrativa.
Adquisición y pérdida de la condición de funcionario. Situa-
ciones administrativas.

10. El personal al servicio de las Entidades Locales: Dere-
chos y deberes. Incompatibilidades. Responsabilidad civil y
penal de las autoridades y personal al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas. Régimen disciplinario.

11. El personal al servicio de las Entidades Locales: Dere-
chos económicos y régimen de Seguridad Social.

12. Personal no funcionario de las Entidades Locales.
Clases y régimen jurídico.

13. Los bienes de las Entidades Locales. Régimen de
utilización de los de dominio público.

14. Las formas de actividad de las Entidades Locales.
La intervención administrativa en la actividad privada.

15. Las licencias. Naturaleza jurídica. Régimen jurídico
y procedimiento de otorgamiento. El condicionamiento de las
licencias.

16. Licencia de apertura de establecimientos.
17. El servicio público en la esfera local. Los modos de

gestión de los servicios públicos. Consideración especial de
la concesión.

18. Las empresas municipales. Fórmulas de cooperación
en la prestación de los servicios, en especial los consorcios.

19. Las Haciendas Locales: Clasificación de los ingresos.
Ordenanzas fiscales.

20. Tasas, precios públicos y contribuciones especiales.
21. Los impuestos locales.
22. Régimen jurídico del gasto público local.
23. Los presupuestos locales. Contabilidad y cuentas.

MATERIAS ESPECIFICAS

GRUPO IV

1. Teoría sobre el Estado de Bienestar Social. La política
social en España: Evolución y características. Política social
europea. Los tratados. Los fondos estructurales. Incidencia en
las políticas sociales de los Estados integrantes de la UE.

2. Derecho Internacional Público en relación con los Ser-
vicios Sociales. Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos. La Carta Social Europea. Consejo Europeo.

3. Los servicios sociales en la Constitución Española, Esta-
tuto de Autonomía de Andalucía y Ley de Bases de Régimen
Local.

4. Competencias de las diferentes Administraciones Públi-
cas en materia de Servicios Sociales: Autonómica, Provincial,
Municipal y su coordinación. Marco legal.

5. La financiación pública del sistema público de servicios
sociales. Normativa. El Plan Andaluz de Servicios Sociales.
Contexto de los servicios sociales en Andalucía. Objetivo del
Plan. Financiación, seguimiento y evaluación.

6. Servicios Sociales Comunitarios. Concepto. Bases nor-
mativas. Prestaciones y Servicios. Territorialización, implan-
tación y desarrollo en Andalucía.

7. La iniciativa social y el asociacionismo: Concepto y
legislación. La Ley del Voluntariado y regulación legal de las
entidades colaboradoras.

8. La Ley de prevención de riesgos laborales y sus dis-
posiciones de desarrollo.

9. El sistema español de la Seguridad Social. Ley General
de la Seguridad Social. Acción protectora de la Seguridad
Social. Conceptos y clases de prestaciones. Carácter de la
misma.

10. La Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios Sociales
de Andalucía. Estructura, competencias, gestión y participa-
ción. La Consejería de Asuntos Sociales. Organización, con-
tenido, competencias.

11. La construcción Social de Género. Historia de los
movimientos organizadores de mujeres. Intervención Social
con mujeres desde la perspectiva de género. Aspectos legales.

12. Los Planes de Igualdad en Andalucía I y II. Legislación:
Convenios. Recursos Sociales para mujeres.

13. Planes de actuación del Gobierno Andaluz para avan-
zar en la erradicación de la violencia contra las mujeres.

14. Competencias en materia de mujer. Administración
central, autonómica y local: Plan concertado.

15. Mujer y Educación. El derecho a la Educación en
la Unión Europea y su desarrollo legal. Marco Constitucional.
Legislación del sistema educativo en nuestro país. Marco
competencial.

16. Mujer y Ciudadanía. Marco constitucional y desarrollo
legal. Especial referencia a los derechos de los extranjeros
en España.

17. Mujer y salud. Ley General de Sanidad. El derecho
a la protección de la Salud. Competencias de las Adminis-
traciones Públicas. Sistema Andaluz de Salud: Ley 2/1998
de 15 de junio de Salud de Andalucía.

18. Mujer y Empleo. Derechos y deberes de los traba-
jadores. El contrato de trabajo. Modalidades. Los Convenios
colectivos. Concepto. Régimen Jurídico.

19. El aborto. Regulación. Supuestos de infracción penal
y su tratamiento legal.
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GRUPO V

1. Marco legislativo sobre atención al menor: Ley Orgánica
4/1992, sobre reforma de la Ley reguladora de las Compe-
tencias y el Procedimiento de los Juzgados de Menores. Ley
Orgánica 1/1996 de protección jurídica al menor.

2. Protección jurídica y social del niño/a: Ley 1/1998,
de 20 de abril de los derechos y atención al menor. La ins-
titución del desamparo. Menores tutelados por la Junta de
Andalucía. Asunción institucional de la guarda legal de meno-
res. Decreto 42/2002, de 12 de febrero, del régimen de desam-
paro, tutela y guarda administrativa.

3. Menores infractores. Ley orgánica 5/2000, de 12 de
enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
Ejecución de medidas sin ingreso en centros. Medidas de ingre-
sos en centros.

4. Drogadicción y Ludopatías. Conceptos. Legislación.
Drogas legales e ilegales. Competencias en materia de atención
a la drogadicción y ludopatía. Administración Central: Plan
nacional de drogas. Administración autonómica. Administra-
ción Local: Plan concertado.

5. La atención a personas con discapacidad en Andalucía.
Régimen Jurídico. Competencias de las distintas Administra-
ciones Públicas en materia de atención a minusválidos.

6. Competencias de las distintas Administraciones Públi-
cas en materia de tercera edad. Administración Local: Plan
concertado. La Ley 6/1999, de 7 de julio, de atención y pro-
tección de las personas mayores.

7. Competencias de las distintas Administraciones Públi-
cas en materia de atención a minorías étnicas e inmigración:
Central, Autonómica y local: Plan concertado. Sistemas de
cobertura económica.

8. Estrategias contra los malos tratos: Sistema de justicia
penal. Evolución de la respuesta del Código Penal a la violencia
contra las mujeres. Clases y características de las diferentes
manifestaciones de la violencia contra las mujeres. Su tipi-
ficiación actual. Tutela de la jurisdicción penal: Los procesos
judiciales.

9. Derechos y deberes en las relaciones de parejas: Unio-
nes matrimoniales y no matrimoniales. Régimen económi-
co-matrimonial.

10. Filiación, paternidad y maternidad. Concepto. Regu-
lación. Adopción y acogimiento familiar. Modalidades. Marco
legal.

11. Derechos y deberes paterno-filiales. Naturaleza jurí-
dica. Legislación.

12. Estrategias contra los malos tratos: Sistema de la
justicia civil. Marco constitucional de las relaciones familiares.
Legislación civil. Tutela de la jurisdicción civil: Los procesos
judiciales.

13. Procedimiento de Coordinación Institucional para la
Atención a Mujeres Víctimas de Malos Tratos y Agresiones
Sexuales. Funciones e intervención de las/os asesoras/es de
los Centros de la Mujer en el seguimiento de este procedimiento
de coordinación.

14. Malos tratos en el ámbito laboral. Acoso sexual en
el trabajo. Respuesta del Código Penal. Discriminación laboral
por razón de sexo.

ANEXO II

Denominación del puesto: Psicólogo/a.
Categoría: Técnico Superior.
Número de plazas: 3.
Grupo: A.
Titulación exigida: Licenciado/a en Psicología.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 4 horas, dos temas extraídos por sorteo
de la parte relativa a Materias Específicas del programa de
la convocatoria, siendo uno del Grupo I y otro del Grupo II.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 1 hora y media, un tema extraído
por sorteo de la parte relativa a Materias Comunes del programa
de la convocatoria.

Tercer ejercicio: Consistirá en realizar por escrito, en el
tiempo máximo de 2 horas, un ejercicio práctico propuesto
por el Tribunal, relacionado con el contenido de las Materias
Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución española de 1978. Principios Gene-
rales. Características y estructura.

2. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.
La protección de los derechos fundamentales.

3. Organización territorial del Estado. Los Estatutos de
Autonomía. Su significado. Especial referencia al Estatuto de
Autonomía de Andalucía.

4. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Fuentes del Derecho Público. La Ley. Clases de Leyes.

5. El administrado. Concepto y clases. La capacidad del
administrado y sus causas modificativas. Los derechos de los
administrados. Colaboración y participación de los ciudadanos
en la Administración.

6. El acto administrativo. Concepto. Clases de actos admi-
nistrativos. Elementos del acto administrativo.

7. Dimensión temporal del procedimiento administrativo.
Recepción y registro de documentos. El interesado y su repre-
sentación. Comunicaciones y notificaciones.

8. Las fases del procedimiento administrativo general. El
silencio administrativo. Referencia al procedimiento adminis-
trativo local. Los recursos administrativos en la esfera local.

9. La responsabilidad patrimonial de la Administración.
Evolución y régimen actual.

10. Régimen local español. Principios constitucionales
y regulación jurídica. La Autonomía Local. Especial referencia
a la doctrina del Tribunal Constitucional.

11. Teoría general de las competencias locales. Sistemas
de determinación de la competencia local. Competencias y
obligaciones mínimas. Los conflictos de competencias y
atribuciones.

12. El Alcalde: Elección, competencias y estatuto per-
sonal. El Ayuntamiento pleno. La Comisión de Gobierno: Com-
posición y funciones.

13. La potestad reglamentaria de las Entidades Locales.
Reglamento Orgánico y Ordenanzas. Procedimientos de ela-
boración y aprobación. La publicación de las normas locales.
Los bandos.

14. Las formas de acción administrativa de las Entidades
Locales. Evolución histórica, clases y caracteres. El fomento
en la esfera local.

15. Funcionamiento de los órganos colegiados locales.
Convocatoria y orden del día. Requisitos de constitución. Vota-
ciones. Actas y certificados de acuerdos.

16. Personal al servicio de las Entidades Locales. La fun-
ción pública local, organización, selección y situaciones admi-
nistrativas. El personal laboral. Derechos y deberes del personal
al servicio de los Entes Locales. Responsabilidad. Régimen
disciplinario. El sistema de seguridad social del personal al
servicio de las Entidades Locales.

17. Los contratos administrativos de las Entidades Locales.
18. El concepto de servicio público. Los modos de gestión

de los servicios públicos locales.
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MATERIAS ESPECIFICAS

GRUPO I

1. La acción social: Concepto y evolución histórica.
2. Políticas sociales en la Unión Europea. Las iniciativas

europeas.
3. La Ley de SS.SS. de Andalucía. Desarrollo legislativo.

Concreción de la ley.
4. El plan concertado de prestaciones básicas.
5. Los órganos de participación en servicios sociales.
6. Los servicios sociales comunitarios. Concepto y obje-

tivos. Organización y desarrollo de programas.
7. Los servicios sociales especializados. Concepto y obje-

tivos. Sectores a atender. La importancia del equipo inter-
disciplinar.

8. El servicio de ayuda a domicilio. Prestaciones. Desarro-
llo normativo. Rol del psicólogo.

9. El servicio de convivencia y reinserción social. Defi-
nición. Organización y funciones. Rol del psicólogo.

10. Modelos teóricos de intervención y su aplicación en
servicios sociales.

11. Planificación de programas sociales: niveles de
planificación.

12. Estrategias de intervención: El programa de interven-
ción y su evaluación.

13. Estrategias de intervención: La evaluación de la
intervención.

14. Los sistemas de calidad y su aplicación en los servicios
sociales.

15. Importancia de los indicadores sociales en el proceso
de programación de la intervención social.

16. El objeto de la intervención psicosocial: Bienestar
y calidad de vida.

17. La intervención social comunitaria: El equipo de tra-
bajo en los Servicios sociales comunitarios. Composición, fun-
ción y modelos.

18. La marginación Social. Análisis psicosocial.
19. La intervención desde los servicios sociales con la

comunidad gitana: Colaboración entre las Administraciones.
20. La familia en riesgo social. Intervención desde los

servicios sociales y rol del psicólogo.
21. Análisis de la legislación vigente en materia de meno-

res. Competencia de la Administración central, autonómica
y local.

22. La inserción de menores: Función de los servicios
sociales comunitarios.

23. Las drogodependencias: Análisis psicosocial.
24. El Plan Andaluz sobre Drogas.
25. Características psicosociales de la tercera edad.
26. Las nuevas bolsas de pobreza y su repercusión en

los programas sociales.
27. La construcción social de género. Intervención social

con mujeres desde la perspectiva de género.
28. Recursos sociales para mujeres. Los planes de igual-

dad en Andalucía. Recursos sociales para mujeres víctimas
de malos tratos.

29. Mujer y educación-ciudadanía-salud-empleo.
30. Mujeres y autoestima: Construcción y desconstrucción

del autoconcepto.
31. La entrevista psicológica. Tipos - áreas de aplica-

ción-Técnicas de la entrevista.
32. Dinamización de grupo: Conceptos. Fuerzas gene-

radas en el seno del grupo. El test sociométrico. Clases de
grupos. Campos de aplicación de la dinámica de grupo.

33. Actitudes, prejuicios y estereotipos sociales. Natu-
raleza y mediación. El problema del cambio de actitudes. Cam-
bio de actitud y cambio de conducta.

34. Malos tratos a la infancia. Tipos. Causas. Modelos
de Intervención.

35. El voluntariado social. Definición, funciones y ámbito
de actuación.

36. Gestión de recursos humanos.
37. Las escuelas de padres en los servicios sociales.
38. Estrategias de intervención para la inserción socio-la-

boral. Concepto de inserción socio-laboral.
39. Diseño de itinerario de inserción. Técnicas de bús-

queda de empleo.

GRUPO II

1. La comunicación humana. Elementos psicológicos de
la comunicación. La comunicación como factor esencial de
la dinamización social.

2. La entrevista como técnica psicológica. Concepto y
tipología.

3. El diagnóstico psicológico. Procesos, criterios y difi-
cultades.

4. Técnicas psicométricas de evaluación de la persona-
lidad: Cuestionarios, inventarios, escalas.

5. Evaluación clínica del desarrollo.
6. Nosología de los trastornos psíquicos. Clasificaciones

actuales.
7. Técnicas de comunicación y habilidades sociales para

la intervención en grupos.
8. La socialización: Concepto y teorías.
9. Estrategias y técnicas básicas de intervención social.

Apoyo y redes sociales. Habilidades sociales.
10. El ocio y tiempo libre. Significado y características

del ocio en la sociedad actual.
11. Los planes integrales para la infancia.
12. El plan andaluz de servicios sociales.
13. Estructura orgánica de la Consejería de Asuntos

Sociales.
14. Psicología ambiental. Concepto y líneas de inves-

tigación.
15. Problemas urbanos y ecológicos. Marginados sin

hogar, inmigrantes y refugiados.
16. El modelo ecológico en la intervención psico-social.
17. La organización. Estructura y funciones. La comu-

nicación en las organizaciones.
18. La familia como contexto socializador: Procesos

fundamentales.
19. Desarrollo evolutivo en la infancia: Problemas rela-

cionados con el ciclo vital.
20. Desarrollo evolutivo en la adolescencia. Problemas

relacionados con el ciclo vital.
21. Características evolutivas de la madurez y senectud.
22. Desarrollo socio-emocional en la adolescencia: La

familia, los iguales. Valores y estilos de vida.
23. La inadaptación en la infancia y adolescencia. Fac-

tores determinantes y alternativas socio-educativas.
24. El concepto de competencia social. Desarrollo en la

infancia y la adolescencia.
25. Los procesos de reinserción en menores: Análisis

legislativo y estrategias de intervención.
26. Interacción social y estructuración de la personalidad.
27. Trastorno de conducta disocial: Definición y diag-

nóstico diferencial.
28. La Logse y su proyección en los servicios sociales.
29. La orientación educativa y profesional.
30. Las técnicas de grupo en educación.
31. Problemas de violencia y agresión. Violencia y abuso

en menores. Violencia doméstica.
32. Las terapias de grupo.
33. La terapia cognitivo-conductual.
34. La terapia de familia: La familia desde un abordaje

sistémico.
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35. Deontología y código de ética profesional del psi-
cólogo.

36. Formación del asociacionismo de mujeres. Creación
de redes. Intervención desde la psicología de la organización
y de los grupos.

37. Programación y evaluación de proyectos con pers-
pectivas de género.

ANEXO III

Denominación del puesto: Trabajador/a Social.
Categoría: Técnico Medio.
Número de plazas: 2.
Grupo: B.
Titulación exigida: Diplomado/a en Trabajo Social o título

académico oficial de Asistente Social expedido por una Escuela
de Asistentes Sociales.

Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 4 horas, dos temas extraídos por sorteo
de la parte relativa a Materias Específicas del programa de
la convocatoria, siendo uno del Grupo II y otro del Grupo III.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 4 horas, dos temas extraídos por
sorteo del programa de la convocatoria, siendo uno de la parte
relativa a Materias Comunes y otro del Grupo I de la parte
de Materias Específicas.

Tercer ejercicio: Consistirá en realizar por escrito, en el
tiempo que indique el Tribunal, un ejercicio práctico propuesto
por el mismo, relacionado con el contenido de las Materias
Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Características y estructura.

2. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.
3. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-

cho. Fuentes del Derecho Público. La Ley. Clases de Leyes.
4. El administrado. Concepto y clases. La capacidad del

administrado y sus causas modificativas. Los derechos de los
administrados. Colaboración y participación de los ciudadanos
en la Administración.

5. El acto administrativo: Concepto, eficacia y validez.
El procedimiento administrativo local: Sus fases. El silencio
administrativo.

6. Régimen local español. Principios constitucionales y
regulación jurídica.

7. Organización y competencias municipales y provin-
ciales.

8. Ordenanzas y Reglamentos de las Entidades Locales.
Clases. Procedimiento de elaboración y aprobación.

9. El personal al servicio de las Corporaciones Locales.
Sus clases. La función pública local: Organización, selección,
y situaciones administrativas. El personal laboral.

10. Funcionamiento de los órganos colegiados locales.
Convocatoria y orden del día. Requisitos de constitución. Vota-
ciones. Actas y certificados de acuerdos.

11. Los contratos administrativos de las Entidades Locales.
12. El Presupuesto Local. Elaboración, aprobación y eje-

cución presupuestaria. La fiscalización del Presupuesto Local.

MATERIAS ESPECIFICAS

GRUPO I

1. Antecedentes e historia del trabajo social.
2. Concepto y principios del trabajo social. Objeto, sujeto

y objetivos del trabajo social.
3. Modelos de la práctica del trabajo social.
4. La planificación. Proceso metodológico en la plani-

ficación. Aproximación a la realidad social. Formulación de
las prioridades: Planificación, programación, ejercicios y
evaluación.

5. Técnicas de investigación social. Métodos y técnicas
cuantitativas y cualitativas de las Ciencias Sociales y su apli-
cación al Trabajo Social. La estadística aplicada al trabajo
social.

6. Técnicas de Trabajo Social. La entrevista: Bases con-
ceptuales de la entrevista, diferentes tipos de entrevista. El
informe social. Documentación: Documentación propia de la
profesión: Fichas, ficheros, registro; otra documentación: Ofi-
cios, cartas.

7. Trabajo Social con grupos y la comunidad. Dimensión
grupal de las necesidades sociales. El grupo de ayuda y el
grupo de acción social. La dimensión comunitaria de las nece-
sidades sociales. Organización, desarrollo, ayuda informal y
apoyo mutuo. Técnicas de grupo.

8. La familia y Trabajo Social familiar. Origen. Tipología.
La familia en la sociedad actual. Cambios estructurales de
la unidad familiar. La familia como referente individual. El
Trabajo Social con familias en Servicios Sociales de atención
primaria y especializada.

9. Movilidad Social. Emigración-Inmigración. Asimilación
y acomodación del proceso migratorio. Características de la
sociedad industrial y su influencia en la movilidad social.

10. Infancia y Juventud. Metodología de intervención.
Problemática de la legislación. Los Derechos del Niño. Papel
del Trabajador Social.

11. Protección de menores. Prevención de la marginación
en la infancia y la juventud. Problemática del niño inadaptado.

12. Tercera Edad. Personas mayores: Aspectos psicoso-
ciales de la vejez. Condiciones físicas, psíquicas y de orga-
nización social que influyen en la calidad de vida de las per-
sonas mayores. Aportaciones de la gerontología social. El papel
del Trabajador Social.

13. Minusválidos. Conceptos básicos sobre minusvalía,
disminución y discapacidad. Prevención de la minusvalía. El
proceso de integración de los minusválidos. Métodos y niveles
de intervención. La atención a las personas con discapacidad
en Andalucía. Legislación. El papel del Trabajador Social.

14. Drogadicción y Ludopatías. Drogodependencias: Con-
ceptos básicos, antropología cultural y sociológica de la dro-
godependencias, métodos y niveles de intervención. Ludopa-
tías: Legislación. Drogas legales e ilegales: Conceptos, causa
y efectos. El papel del Trabajador Social.

15. Grupos étnicos. Concepto de etnia. Características
y origen de las etnias. Distintas culturas o minorías étnicas
en España: Comunidad Gitana.

16. La inadaptación y el control social. Conductas aso-
ciales. Papel del trabajador social.

17. Trabajo social con mujeres. Los planes de igualdad
de la mujer. Legislación: Convenios.

18. Concepto y tipología de necesidades y recursos. Rela-
ción entre ambos.

19. La marginación social. Causas y situaciones de mar-
ginación. Programas y actividades de integración social y pro-
gramas de reinserción laboral.

20. La exclusión social y la inserción socio-laboral. Plan
de lucha contra la pobreza y la exclusión Social en Andalucía.
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GRUPO II

1. Los servicios sociales. Fundamentación concepto, prin-
cipios, objetivos y modalidades. Su evolución histórica en
España y Andalucía.

2. Los servicios sociales comunitarios. Concepto, obje-
tivos, áreas de actuación. Ubicación física y programas.

3. Servicios de información, orientación, valoración y ase-
soramiento. Funciones del trabajo social.

4. Servicio de ayuda a domicilio. Funciones del trabajador
social.

5. Servicio de cooperación social. Funciones del trabajador
social.

6. Servicio de convivencia y reinserción social. Funciones
del trabajador social.

7. Los centros de servicios sociales y otros equipamientos
de los S. Sociales.

8. Equipo de trabajo en los servicios sociales comunitarios:
Composición, roles y modelos.

9. Los servicios sociales especializados. Concepto, obje-
tivos, sectores a atender. La importancia del equipo inter-
disciplinar.

10. Coordinación entre servicios sociales comunitarios y
servicios sociales especializados.

11. Competencias de las diferentes Administraciones
Públicas en materia de servicios sociales: Autonómica, Pro-
vincial y Municipal y su coordinación.

12. La financiación pública del sistema público de ser-
vicios sociales.

13. La participación de la iniciativa social en servicios
sociales. La iniciativa social y el asociacionismo: Concepto
y legislación. Funciones y articulación en los Servicios Sociales.

14. El voluntariado social y servicios sociales.
15. Departamentos municipales de servicios sociales.

Organización y coordinación interna.
16. Los planes integrales, el Plan Andaluz de Servicios

Sociales y los Planes Municipales.
17. La atención en Instituciones. Criterios científicos y

valores sociales de las Instituciones. Corriente desinstitucio-
nalizadora. El Trabajo Social en Instituciones.

GRUPO III

1. El Estado de bienestar social. Orígenes, concepto y
evolución.

2. Carta Social Europea.
3. La política social en la Comunidad Europea. Las ini-

ciativas comunitarias y los programas de lucha contra la exclu-
sión social.

4. Los servicios sociales en la Constitución Española, Esta-
tuto de Autonomía de Andalucía y Ley de Bases de Régimen
Local.

5. Ley de Servicios Sociales en Andalucía y su desarrollo
normativo.

6. La Consejería de Asuntos Sociales. Estructura, orga-
nización, contenido y competencias.

7. Plan concertado de servicios sociales.
8. Sistema de cobertura económica (pensiones contribu-

tivas y no contributivas). Otras prestaciones sociales públicas.
El salario social.

9. El sistema español de la Seguridad Social. Ley General
de la Seguridad Social. Acción protectora de la Seguridad
Social. Conceptos y clases de prestaciones. Carácter de la
misma.

10. Análisis de la legislación vigente en materia de meno-
res. Protección y tutela.

11. Fundamentos de los valores éticos en el Trabajo
Social. Modelos de responsabilidad profesional. Diferentes doc-
trinas éticas. Los códigos de ética en el Trabajo Social en
relación al usuario, a las Instituciones y otros profesionales.

ANEXO IV

Denominación del puesto: Educador/a.
Categoría: Técnico Medio.
Número de plazas: 1.
Grupo: B.
Titulación exigida: Diplomado/a Universitario o Equiva-

lente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 4 horas, dos temas extraídos por sorteo
de la parte relativa a Materias Específicas del programa de
la convocatoria, siendo uno del Grupo I y otro del Grupo II.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 1 hora y media, un tema extraído
por sorteo de la parte relativa a Materias Comunes del programa
de la convocatoria.

Tercer ejercicio: Consistirá en realizar por escrito, en el
tiempo máximo de 2 horas, un ejercicio práctico propuesto
por el Tribunal, relacionado con el contenido de las Materias
Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución española de 1978. Principios gene-
rales. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.

2. La organización territorial del Estado. Los Estatutos
de Autonomía. Especial referencia al Estatuto de Autonomía
de Andalucía.

3. La Administración Local; el Municipio: Organización
y competencias municipales. La Provincia: Organización y
competencias provinciales.

4. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Principios de actuación de las Administraciones Públicas:
Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y
coordinación.

5. El acto administrativo: Concepto, clases y elementos.
Eficacia y validez de los actos administrativos.

6. El procedimiento administrativo: Principios informa-
dores. Las fases del procedimiento: Iniciación, ordenación, ins-
trucción y terminación.

7. La contratación administrativa. Naturaleza jurídica de
los contratos públicos. Distinción con los civiles. Clases de
contratos públicos.

8. Elementos de los contratos públicos: Sujeto, objeto
y causa. La forma de contratación administrativa y los sistemas
de selección de contratista. Derechos y deberes de la Admi-
nistración y los contratistas.

9. El personal al servicio de las Administraciones públicas:
Sus clases. Especial referencia al personal laboral.

10. El contrato de trabajo: Sus tipos. Derechos y deberes
del trabajador.

11. Derecho de sindicación colectiva. La representación
de los trabajadores: Organos de representación. Los Convenios
Colectivos.

12. La responsabilidad de la Administración. Evolución
y régimen actual.

13. Los Bienes de las Entidades Locales. Régimen de
utilización de los de Dominio Público.
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MATERIAS ESPECIFICAS

GRUPO I

1. El estado de bienestar social. Características, modelos
y crisis.

2. El concepto de comunidad. La comunidad como objeto
de intervención.

3. La estratificación social: Definición y características que
definen a cada grupo social en razón de sus situaciones socia-
les, económicas y culturales.

4. La familia y el cambio social. Estructura y funciones
de la familia moderna.

5. El papel de la familia en la educación. Relación de
la familia y las instituciones educativas. Estrategias de trabajo
con los padres.

6. Los Servicios Sociales en España. Evolución histórica
y situación actual.

7. La Ley andaluza de Servicios Sociales.
8. El Plan Andaluz de Servicios Sociales.
9. Los Servicios Sociales comunitarios.
10. Los Servicios Sociales especializados.
11. Competencias de las diferentes Administraciones

Públicas en materia de Servicios Sociales. Autonómica, pro-
vincial, municipal y su coordinación.

12. El derecho a la educación: Su fundamento en la Cons-
titución Española y su desarrollo legal. La escolaridad obli-
gatoria y gratuita en España.

13. Legislación del sistema educativo en nuestro país.
Competencias de las distintas Administraciones (Estatal, Auto-
nómica y Local) en materia educativa.

14. Organización y funcionamiento de los centros edu-
cativos. Acceso y funciones de los órganos directivos y cole-
giados. Normativa que lo regula.

15. La inspección educativa. Funciones y organización.
Coordinación y colaboración con distintos sectores de la comu-
nidad educativa.

16. Relación de la institución educativa con su entorno.
Peculiaridades de la escuela en función de la variable
rural/urbano.

17. La etapa de Educación Infantil: Desarrollo y apren-
dizaje de la comunicación, el lenguaje, la autonomía y la adap-
tación personal y social.

18. La etapa de Educación Primaria: Desarrollo y apren-
dizaje de la comunicación, el lenguaje, la autonomía y la adap-
tación personal y social.

19. La etapa de Educación Secundaria: Desarrollo cog-
nitivo, personal y social.

20. Teorías del aprendizaje. Las dificultades en el apren-
dizaje del lenguaje y de los aspectos matemáticos.

21. El aprendizaje adulto. Intervención educativa.
22. El curriculum. Concepto y características. El diseño

curricular.
23. El modelo curricular establecido en la Logse: Estruc-

turas y elementos esenciales. Fundamentación.
24. La orientación educativa: Técnicas orientadoras.
25. La tutoría: funciones y metodologías del trabajo en

las distintas etapas del sistema educativo. El departamento
de orientación. Papel del orientador en la formación reglada.

26. La orientación profesional.
27. Métodos didácticos en formación.
28. El liderazgo. Teorías del liderazgo. Implicaciones sobre

el grupo.

GRUPO II

1. Concepto de educación y modalidades: Educación for-
mal, educación no formal, educación informal.

2. Concepto general de la Pedagogía. Relación de la Peda-
gogía con otras ciencias.

3. La educación para la igualdad y la convivencia. Líneas
de intervención para fomentar el desarrollo de actitudes no
discriminatorias, democráticas y cooperativas.

4. Los métodos de investigación socio-educativa. Aspectos
generales.

5. La intervención socio-educativa.
6. Intervención con menores en conflicto social.
7. La socialización, tipos y agentes. La educación como

factor de cambio social.
8. La educación ambiental.
9. La educación para la salud. La educación afecti-

vo-sexual.
10. La educación para el tiempo libre.
11. El Educador: Características personales y métodos

de intervención socio-educativa.
12. El Educador en el ámbito familiar.
13. Principales técnicas en la investigación pedagógica:

La observación, la entrevista, el cuestionario, el diario, otros.
14. Métodos didácticos en formación.
15. Concepto de medios y recursos didácticos y sus posi-

bilidades educativas.
16. Concepto, características y tipos de evaluación.
17. La educación social: Fundamentos, planificación y

evaluación en el ámbito social. Estrategias de enseñanza en
el ámbito social. La animación sociocultural.

18. La educación especial. Técnicas de trabajo.
19. Educación permanente. Educación de adultos. Mode-

los y programas de alfabetización de adultos.

ANEXO V

Denominación del puesto: Agente para la Igualdad.
Categoría: Técnico Medio.
Número de plazas: 2.
Grupo: B.
Titulación exigida: Diplomado/a Universitario o Equiva-

lente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.

Fase de Oposición: La Fase de Oposición constará de
los siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los
aspirantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 4 horas, dos temas extraídos por sorteo
de la parte relativa a Materias Específicas del programa de
la convocatoria, siendo uno del Grupo I y otro del Grupo II.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 1 hora y media, un tema extraído
por sorteo de la parte relativa a Materias Comunes del programa
de la convocatoria.

Tercer ejercicio: Consistirá en realizar por escrito, en el
tiempo máximo de 2 horas, un ejercicio práctico propuesto
por el mismo, relacionado con el contenido de las Materias
Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios gene-
rales. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.

2. La organización territorial del Estado. Los Estatutos
de Autonomía. Especial referencia al Estatuto de Autonomía
de Andalucía.

3. La Administración Local; el Municipio: Organización
y competencias municipales. La Provincia: Organización y
competencias provinciales.

4. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Principios de actuación de las Administraciones Públicas:
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Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y
coordinación.

5. El acto administrativo: Concepto, clases y elementos.
Eficacia y validez de los actos administrativos.

6. El procedimiento administrativo: Principios informa-
dores. Las fases del procedimiento: Iniciación, ordenación, ins-
trucción y terminación.

7. La contratación administrativa. Naturaleza jurídica de
los contratos públicos. Distinción con los civiles. Clases de
contratos públicos.

8. Elementos de los contratos públicos: Sujeto, objeto
y causa. La forma de contratación administrativa y los sistemas
de selección de contratista. Derechos y deberes de la Admi-
nistración y los contratistas.

9. El personal al servicio de las Administraciones públicas:
Sus clases. Especial referencia al personal laboral.

10. El contrato de trabajo: Sus tipos. Derechos y deberes
del trabajador.

11. Derecho de sindicación colectiva. La representación
de los trabajadores: Órganos de representación. Los Convenios
Colectivos.

12. La responsabilidad de la Administración. Evolución
y régimen actual.

13. El Administrado. Colaboración y participación de los
ciudadanos en las funciones administrativas.

14. El servicio público. Los modos de gestión de los ser-
vicios públicos. Especial referencia a la esfera local.

15. Las formas de acción administrativa de los entes loca-
les. El fomento en la esfera local.

16. Participación de España en Organizaciones Interna-
cionales: Especial referencia a la ONU y a la Unión Europea.

17. La Administración Pública en el Ordenamiento Jurí-
dico Español. Tipología de los entre públicos: La Adminis-
tración del Estado, Autonómica, Institucional y Local.

18. La Ley de Haciendas Locales. Clasificación de los
ingresos.

19. El presupuesto local. Concepto. Principios presupues-
tarios. Contenido. Elaboración, aprobación y ejecución del pre-
supuesto, su liquidación, control y fiscalización.

MATERIAS ESPECIFICAS

GRUPO I

1. Teorías sobre el Estado de Bienestar. La Política Social
en España: Evolución y características.

2. La Ley de Servicios Sociales en Andalucía y desarrollo
normativo.

3. Competencias de la Administración Central, Autonó-
mica y Local en materia de Mujer.

4. La Consejería de Asuntos Sociales. Organización, con-
tenido y competencias. El Instituto Andaluz de la Mujer.

5. La organización administrativa de los Servicios Sociales
en Andalucía. La estructura de los Servicios Sociales en Anda-
lucía: Los Servicios Sociales Comunitarios y Especializados.

6. El plan concertado de prestaciones básicas.
7. Los Centros Municipales de Información a la Mujer.

Organización. Funciones.
8. La familia y los problemas sociales.
9. Educación y desigualdad social. Igualdad de oportu-

nidades: Movilidad social y reproducción social.
10. Mujeres en situación de especial dificultad. La sico-

logía de la mujer maltratada. Nociones generales.
11. Sociología del mercado de trabajo. El mercado de

trabajo en España. Dimensión regional del mercado de trabajo.
El trabajo extradoméstico de la mujer.

12. La situación laboral como determinante de la inte-
gración social.

13. Los actores de las relaciones laborales. Sindicatos,
patronales y conflictos en España, con especial referencia a
Andalucía.

14. Técnicas organizativas para asociaciones y colectivos.
15. La iniciativa social y el Asociacionismo: el volun-

tariado.
16. Educación para la salud. Educación afectivo-sexual.
17. Técnicas de análisis sociológico y de género.
18. El concepto de cultura. Diversidad cultural. Dinámica

cultural.
19. El concepto de personalidad. Proceso de socialización

y control social. Agentes socializadores.
20. El concepto de sistema social. Status, roles e ins-

tituciones sociales.

GRUPO II

1. La construcción social de género.
2. Intervención social con mujeres desde la perspectiva

de género.
3. Recursos sociales para mujeres. Estudio de necesi-

dades y evaluación de programas.
4. Los planes de igualdad en Andalucía.
5. Planes de actuación del Gobierno Andaluz para avanzar

en la erradicación de la violencia contra las mujeres.
6. Historia de los movimientos organizadores de mujeres.
7. Mujer y Educación-ciudadanía-salud-empleo.
8. Feminización de la pobreza. Plan de lucha contra la

pobreza y la exclusión social en Andalucía.
9. Agente de promoción para la igualdad. Funciones.
10. La animación sociocultural. Antecedentes históricos

en España. Objetivos y valores. Sus fundamentos psicológicos
y antropológicos.

11. Elaboración de proyectos de animación sociocultural.
Las técnicas de intervención para grupo de mujeres desde
la perspectiva de género.

12. Asociacionismo. Clasificación tipológica de los colec-
tivos de mujeres.

13. La orientación profesional. Modelos y programas de
orientación profesional.

14. Mujer y empleo. Empleo irregular. Economía sumer-
gida. Los problemas del paro.

15. El paro y la formación profesional en Andalucía.
16. El modelo curricular establecido en la Logse: Estruc-

tura y elementos esenciales. Fundamentación.
17. Desarrollo de iniciativas comunitarias de formación

profesional en Andalucía.
18. La orientación profesional ocupacional. Programas

de formación profesional ocupacional en Andalucía.
19. Programas de formación y empleo: Escuelas Taller

y Casas de Oficios.
20. Los servicios integrados para el Empleo y los diferentes

programas de Empleo para Andalucía.
21. Programas de formación para el Empleo. Plan Nacio-

nal de Formación e Inserción Profesional.
22. Medidas para el fomento del empleo desde el ámbito

local.
23. Técnicas de búsqueda de empleo. La promoción del

empleo femenino. El autoempleo en la mujer.

ANEXO VI

Denominación del puesto: Animador/a Sociocultural (de
Mayores).

Categoría: Animador Sociocultural.
Número de plazas: 1.
Grupo: D.
Titulación exigida: Graduado Escolar, FP 1er grado o

equivalente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 12 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.
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Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 3 horas, dos temas extraídos por sorteo,
uno de la parte relativa a Materias Específicas y otro de la
parte relativa a Materias Comunes.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 2 horas, un ejercicio práctico pro-
puesto por el mismo, relacionado con el contenido de las Mate-
rias Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Características y estructura.

2. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Fuentes del Derecho Público. La Ley. Clases de leyes.

3. Los derechos del ciudadano ante la Administración
Pública. Especial consideración del interesado. Colaboración.

4. El acto administrativo: Concepto, eficacia y validez.
El procedimiento administrativo local: Sus fases. El silencio
administrativo.

5. Régimen Local español. Principios constitucionales y
regulación jurídica.

6. Organización y Competencias municipales.
7. El presupuesto Local. Elaboración, aprobación y eje-

cución presupuestaria. La fiscalización del Presupuesto Local.

MATERIAS ESPECIFICAS

1. La Animación Socio-cultural: Antecedentes, áreas,
ámbitos y características esenciales.

2. El animador sociocultural. Sus funciones y papel dentro
del equipo de trabajo.

3. Importancia del ocio y tiempo libre. Descripción de
un programa de dinamización.

4. Desarrollo de la animación sociocultural en el muni-
cipio, entre las políticas municipales socioculturales y las
demandas explícitas y latentes de la comunidad.

5. El asociacionismo en la actividad cultural.
6. La Sociedad del Ocio: ventajas e inconvenientes en

localidades cercanas a las grandes urbes.
7. El voluntariado en el desarrollo sociocultural de la pobla-

ción mayor.
8. Los recursos económicos y materiales para la gestión

de procesos de animación sociocultural.
9. La realización de procesos socioculturales partici-

pativos.
10. Metodología de la animación sociocultural. El proceso

de intervención.
11. El grupo y las necesidades individuales. El papel del

animador sociocultural.
12. Técnicas de sensibilización en la población.
13. Técnicas de información y comunicación.

ANEXO VII

Denominación del puesto: Animador/a Sociocultural (de
Infancia).

Categoría: Animados Sociocultural.
Número de plazas: 1.
Grupo: D.
Titulación exigida: Graduado Escolar, FP 1er grado o

equivalente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 12 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito, en
el tiempo máximo de 3 horas, dos temas extraídos por sorteo,
uno de la parte relativa a Materias Específicas y otro de la
parte relativa a Materias Comunes.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
en el tiempo máximo de 2 horas, un ejercicio práctico pro-
puesto por el mismo, relacionado con el contenido de las Mate-
rias Específicas del programa de la convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Características y estructura.

2. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Fuentes del Derecho Público. La Ley. Clases de leyes.

3. Los derechos del ciudadano ante la Administración
Pública. Especial consideración del interesado. Colaboración.

4. El acto administrativo: Concepto, eficacia y validez.
El procedimiento administrativo local: Sus fases. El silencio
administrativo.

5. Régimen Local español. Principios constitucionales y
regulación jurídica.

6. Organización y Competencias municipales.
7. El presupuesto Local. Elaboración, aprobación y eje-

cución presupuestaria. La fiscalización del Presupuesto Local.

MATERIAS ESPECIFICAS

1. La Animación Socio-cultural: Antecedentes, áreas,
ámbitos y características esenciales.

2. El animador sociocultural. Sus funciones y papel dentro
del equipo de trabajo.

3. La intervención sociocultural en la población infantil.
Fases y desarrollo de las mismas.

4. Desarrollo de la animación sociocultural en el muni-
cipio, entre las políticas municipales socioculturales y las
demandas explícitas y latentes de la comunidad.

5. Los recursos económicos y materiales para la gestión
de procesos de animación sociocultural.

6. La realización de procesos socioculturales partici-
pativos.

7. Metodología de la animación sociocultural. El proceso
de intervención.

8. El grupo y las necesidades individuales. El papel del
animador sociocultural.

9. La educación no formal, la educación social y la ani-
mación sociocultural.

10. Ofertas culturales de la Junta de Andalucía a los
Ayuntamientos.

11. Financiación de las Actividades culturales: Ayudas
y cauces de financiación.

12. Funciones y lugares de actuación del animador socio-
cultural en el sector infantil.

13. Proyectos de dinamización lectora: subvenciones para
la realización de campañas de animación a la lectura.

ANEXO VIII

Denominación del puesto: Administrativo/a.
Categoría: Administrativo.
Número de plazas: 1.
Grupo: C.
Titulación exigida: Bachiller Superior, FP 2 Administrativo

o equivalente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 18 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.
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Primer ejercicio: Consistirá en contestar por escrito, en
el tiempo que indique el Tribunal Calificador, a un cuestionario
tipo test con respuestas alternativas, siendo sólo una la correc-
ta, que versará sobre el contenido del grupo de materias comu-
nes y específicas del programa.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar por escrito,
durante un período máximo de dos horas, dos temas, elegidos
al azar, uno correspondiente al Grupo I y uno al Grupo II
del programa adjunto a la convocatoria.

Tercer ejercicio: Consistirá en una prueba práctica sobre
procesador de texto Microsoft Word 97 o superior a desarrollar
en el tiempo que indique el Tribunal Calificador.

PROGRAMA ANEXO

GRUPO I

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Estructura.

2. Los derechos y deberes fundamentales de los espa-
ñoles.

3. La Corona. Los poderes del Estado. Nociones generales.
4. La Administración Pública en el Ordenamiento Jurídico

Español. Tipología de los entes públicos: La Administración
del Estado, Autonómica, Institucional y Local.

5. La organización territorial del Estado. La Administración
Autonómica: Principios informadores y organización.

6. El Estatuto de Autonomía para Andalucía: estructura
y disposiciones generales. Competencias y organización de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

7. Participación de España en Organizaciones Interna-
cionales: Especial referencia a la ONU y a la Unión Europea.

8. Principios de actuación de la Administración Pública:
Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y
coordinación.

9. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Fuentes del Derecho Público. La Ley: Sus clases. El Regla-
mento. Otras fuentes del Derecho Administrativo.

10. La Responsabilidad de la Administración Pública. Evo-
lución histórica y régimen actual.

11. Los contratos administrativos: Principios generales
y clases. La sujeción del contratista. Derechos y deberes del
contratista.

12. Los derechos reales administrativos. El dominio públi-
co. El patrimonio privado de la Administración.

13. Las formas de la actividad administrativa. El fomento.
La Policía.

14. El servicio público. Nociones generales. Los modos
de gestión de los servicios públicos.

15. Régimen Local Español. Entidades que lo integran.
Principios Constitucionales y regulación jurídica.

16. El administrado. Colaboración y participación de los
ciudadanos en las funciones administrativas.

17. Los actos administrativos: Concepto y clases. Su moti-
vación y notificación. Eficacia y validez de los actos admi-
nistrativos.

18. El procedimiento administrativo (I): Concepto. Los
sujetos del procedimiento: La Administración y los interesados.
Dimensión temporal del procedimiento: días y horas hábiles.
Cómputo de plazos. Forma del procedimiento.

19. El procedimiento administrativo (II): Las fases del
procedimiento administrativo: Iniciación. Ordenación de ins-
trucción: Informes, pruebas, alegaciones y audiencia la inte-
resado.

20. El procedimiento administrativo (III): El silencio admi-
nistrativo. Terminación del procedimiento: Terminación normal
y anormal: Desistimiento, renuncia y caducidad. Peculiarida-
des del procedimiento administrativo local.

21. La Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Principios
informadores y ámbito de aplicación.

22. Teoría de la invalidez de los actos administrativos.
Actos nulos y anulables. La convalidación del acto adminis-
trativo. La revisión de oficio.

23. Los recursos administrativos. Concepto y clases. El
recurso de alzada y el potestativo de reposición.

GRUPO II

MATERIA ESPECIFICAS

1. La Provincia en el Régimen Local. Organización Pro-
vincial. Competencias.

2. El Municipio. Organización Municipal. Competencias.
3. Elementos del Municipio. El Término Municipal. La

Población. El Empadronamiento.
4. Relaciones de las Entidades Locales con las restantes

Administraciones territoriales. La autonomía municipal y el
control de legalidad.

5. La Ley de Haciendas Locales: principios inspiradores.
Innovaciones que se introducen respecto a la legislación ante-
rior. Clasificación de los recursos. Ordenanzas fiscales. Ingre-
sos de derecho privado. Participación de los municipios y las
provincias en los tributos del Estado.

6. El presupuesto Local. Concepto. Principios presupues-
tarios. Contenido. Elaboración, aprobación y ejecución del pre-
supuesto. Su liquidación, control y fiscalización.

7. Régimen jurídico del gasto público local.
8. Ordenanzas y Reglamento de las Entidades Locales.

Clases. Procedimiento de elaboración y aprobación.
9. El personal al servicio de las Corporaciones Locales.

Sus clases. La función pública local: Organización, selección,
y situaciones administrativas. Especial referencia al personal
laboral.

10. El contrato de trabajo: sus tipos. Derechos y deberes
del trabajador.

11. Derecho de sindicación colectiva. La representación
de los trabajadores: Organos de representación. Los Convenios
Colectivos.

12. El servicio público en la esfera local. Los modos de
gestión de los servicios públicos. Consideración especial de
la concesión.

13. Los bienes de las Entidades Locales. Régimen de
utilización de los de dominio público.

14. El registro de documentos. Requisitos de la presen-
tación de documentos. El Registro de entrada y salida.

15. Funcionamiento de los órganos colegiados locales.
Convocatoria y orden del día. Actas y certificados de acuerdos.

16. La Informática en la Administración Pública. El orde-
nador personal: Sus componentes fundamentales.

17. La Ofimática: Especial referencia al tratamiento de
textos, hoja de cálculo y base de datos.

18. El análisis de las tareas. Análisis de funciones. Las
mejoras en los procedimientos.

19. La administración de los archivos. Clases de archivos.
Organización del trabajo de archivo.

ANEXO IX

Denominación del puesto: Auxiliar Administrativo/a.
Categoría: Auxiliar Administrativo.
Número de plazas: 3.
Grupo: D.
Titulación exigida: Graduado Escolar, FP 1 Administrativo

o equivalente.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 12 euros.
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Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en contestar por escrito, en
el tiempo que indique el Tribunal Calificador, a un cuestionario
tipo test con respuestas alternativas, siendo sólo una la correc-
ta, que versará sobre el contenido del grupo de materias comu-
nes y específicas del programa.

Segundo ejercicio: Consistirá en una prueba práctica sobre
procesador de texto Microsoft Word 97 o superior a desarrollar
en el tiempo que indique el Tribunal Calificador.

PROGRAMA ANEXO

GRUPO I

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Estructura y contenido. Los derechos y deberes fun-
damentales.

2. La Corona. Los poderes del Estado. Nociones generales.
3. La Administración Pública en el Ordenamiento Jurídico

Español. Tipología de los entes públicos. La Administración
del Estado, Autonómica, Institucional y Local.

4. Las Comunidades Autónomas, constitución y compe-
tencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía: Estructura
y disposiciones generales. Idea general de las competencias
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

5. Sometimiento de la Administración a la Ley y al Dere-
cho. Fuentes del Derecho Público.

6. Régimen Local Español. Entidades que lo integran.
Principios Constitucionales y Regulación Jurídica.

7. Las Haciendas locales: Clasificación de los recursos.
Ordenanzas fiscales.

GRUPO II

MATERIA ESPECIFICAS

1. La Administración Pública en el ordenamiento jurídico
español: Concepto. Principios de organización y actuación
administrativa.

2. El acto administrativo: Concepto, clases y elementos.
Su motivación y notificación. Eficacia y validez de los actos
administrativos.

3. El procedimiento administrativo: significado. Concepto
de interesado. Las fases del procedimiento administrativo
general.

4. Los recursos administrativos en la esfera local.
5. El personal al servicio de las Corporaciones Locales.

Sus clases. La función pública local: Organización, selección,
y situaciones administrativas. El personal laboral.

6. El Alcalde: Elección, deberes y atribuciones. El pleno
del Ayuntamiento. La Comisión de Gobierno.

7. Régimen de funcionamiento de los órganos colegiados
locales. Convocatoria y orden del día. Actas y certificados de
acuerdos.

8. La Provincia en el Régimen Local. Organización Pro-
vincial. Competencias.

9. El Municipio. El Término Municipal. La Población. El
Empadronamiento. Organización Municipal. Competencias.

10. Presupuestos Municipales. Estructura y tramitación.
Régimen jurídico del gasto público local.

11. Procedimiento Administrativo Local. El registro de
entrada y salida de documentos. Requisitos en la presentación
de documentos. Derechos de los ciudadanos en su relación
con la Administración Pública. Derecho de acceso a archivos
y registros públicos.

12. La Ofimática y la Informática en la Administración
Pública. El ordenador personal: Sus componentes fundamen-

tales. Especial referencia al tratamiento de textos y la base
de datos.

13. Concepto de documento y archivo. Funciones del
archivo. Criterios de ordenación de archivos. El archivo como
fuente de información: Servicio del Archivo.

ANEXO X

Denominación del puesto: Auxiliar de Hogar (Servicio de
ayuda a domicilio).

Categoría: Auxiliar de Hogar.
Número de plazas: 5.
Grupo: E.
Titulación exigida: Certificado de Escolaridad.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Derechos de examen: 12 euros.

Fase de Oposición: La fase de Oposición constará de los
siguientes ejercicios, todos ellos comunes para todos los aspi-
rantes y de carácter obligatorio y eliminatorio.

Primer ejercicio: Consistirá en la resolución de una prue-
ba/s o supuesto/s prácticos que por el Tribunal se formulen,
en el tiempo máximo que por aquel se determine, relacionado
con el temario adjunto a la convocatoria.

Segundo ejercicio: Consistirá en contestar en el tiempo
máximo que determine el Tribunal, un cuestionario tipo test
sobre el programa adjunto a la presente convocatoria.

PROGRAMA ANEXO

MATERIAS COMUNES

1. La Constitución Española de 1978. Principios Gene-
rales. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.
Organización territorial del Estado.

2. El personal al servicio de las Administraciones Públicas:
Sus clases, especial referencia al personal laboral.

3. El contrato de trabajo. Sus tipos. Derechos y deberes
del trabajador. Los convenios colectivos.

MATERIAS ESPECIFICAS

1. Nutrición. Necesidades nutritivas del anciano. Dietas
especiales.

2. Alimentación. Natural y artificial.
3. Higiene y cuidado en los ancianos.
4. Preparación y limpieza de la cama. Higiene de la habi-

tación y su utillaje.
5. Psicología del anciano. Características principales.
6. Elementos que deben integrar un menaje elemental

en la limpieza diaria.
7. Productos de limpieza: Idea básica de los mismos.

Clasificación según su aplicación.

Mairena del Aljarafe, 29 de mayo de 2002.- El Alcalde
y Presidente, del IMBS.

AYUNTAMIENTO DE PILAS

ANUNCIO sobre aprobación de iniciativa para la
adopción de una bandera de la villa de Pilas. (PP.
1235/2002).

Don Jesús Calderón Moreno, Alcalde-Presidente del
Excmo. Ayuntamiento de Pilas (Sevilla).

Hago saber: Que el Pleno Municipal, en sesión de fecha
16 de abril de 2002, aprobó la iniciativa para la adopción
de una bandera de la villa de Pilas, de conformidad con lo
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establecido en el artículo 2 del Decreto 14/1995, de 31 de
enero, que regula el procedimiento para la aprobación y reha-
bilitación de escudos heráldicos, banderas y otros símbolos
de las Entidades Locales.

Lo que se hace público, sometiéndose el acuerdo a infor-
mación pública por un período de veinte días hábiles, al objeto
de que puedan formularse las alegaciones y sugerencias que
se estimen convenientes, mediante anuncio en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía y en el tablón de edictos de
esta Corporación.

Dicho plazo se computará a partir del día siguiente al
de esta publicación. Las alegaciones y sugerencias se dirigirán
por escrito al Registro General de este Ayuntamiento, sito en
Plaza del Cabildo, núm. 1.

Pilas, 18 de abril de 2002.- El Alcalde, Acctal. José
Leocadio Ortega Irizo.

ANUNCIO sobre aprobación de iniciativa para la
adopción de un sello del Ayuntamiento de la villa de
Pilas. (PP. 1234/2002).

Don Jesús Calderón Moreno, Alcalde-Presidente del Excmo.
Ayuntamiento de Pilas (Sevilla).

Hago saber: Que el Pleno Municipal, en sesión de fecha
16 de abril de 2002, aprobó la iniciativa para la adopción
del sello del Ayuntamiento de la villa de Pilas, de conformidad
con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 14/1995, de
31 de enero, que regula el procedimiento para la aprobación
y rehabilitación de escudos heráldicos, banderas y otros sím-
bolos de las entidades locales.

Lo que se hace público, sometiéndose el acuerdo a infor-
mación pública por un período de veinte días hábiles, al objeto
de que puedan formularse las alegaciones y sugerencias que
se estimen convenientes, mediante anuncio en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía y en el tablón de edictos de
esta Corporación.

Dicho plazo se computará a partir del día siguiente al
de esta publicación. Las alegaciones y sugerencias se dirigirán

por escrito al Registro General de este Ayuntamiento, sito en
Plaza del Cabildo, núm. 1.

Pilas, 18 de abril de 2002.- El Alcalde Acctal., José
Leocadio Ortega Irizo.

AYUNTAMIENTO DE PRADO DEL REY

ANUNCIO de aprobación inicial de revisión de nor-
mas subsidiarias de planeamiento municipal. (PP.
1996/2002).

Habiendo sido aprobadas inicialmente por el Ayuntamien-
to Pleno, sesión extraordinaria celebrada el día 4 de julio de
2002, la revisión de las normas subsidiarias de planeamiento
municipal, redactadas por el Arquitecto don Pablo Diáñez
Rubio, y su correspondiente Estudio de Impacto Ambiental,
se exponen al público por período de un mes, contado a partir
del siguiente al de la publicación de este anuncio en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, para que los interesados
puedan formular las alegaciones o reclamaciones que estimen
pertinentes.

Igualmente se hace saber que se acordó simultáneamente
la suspensión del otorgamiento de licencias de parcelación,
edificación y demolición para el suelo afectado por la citada
revisión, en cuanto a las nuevas determinaciones supongan
modificación de las normas subsidiarias actualmente en vigor
y se opongan o entren en contradicción con ésta, y hasta
la aprobación definitiva de la revisión en trámite o durante
un plazo máximo de un año.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 114.1 del Real Decreto Legislativo 1/1992, de
26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, así
como en la Ley 7/1994, de 18 de mayo, de Protección Ambien-
tal, y el Decreto 292/1995, de 12 de diciembre, por el que
se aprueba el Reglamento de Impacto Ambiental de Andalucía.

Prado del Rey, 5 de julio de 2002.- El Alcalde, Fernando
Pérez Castillo.

(Continúa en el fascículo 2 de 4)
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 3 de junio de 2002, por la que se
aprueban las plantillas orgánicas de los centros públi-
cos de enseñanzas no universitarias, dependientes de
la Consejería.

La progesiva implantación de las enseñanzas contempla-
das en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación
General del Sistema Educativo, hace necesario que los recursos
humanos de los distintos centros educativos sean objeto de
revisión en orden a una mejor adecuación de las plantillas
de los diferentes cuerpos docentes no universitarios a las exi-
gencias y características de las nuevas enseñanzas.

Por otro lado, la progresión hacia la configuración de la
red de centros y enseñanzas que dé respuesta a las nece-
sidades de formación de los ciudadanos andaluces, mediante
la creación y adaptación de nuevos centros, conlleva la defi-
nición imprescindible de las nuevas plantillas.

Por todo lo anterior, en virtud de las competencias que
tengo conferidas,

D I S P O N G O

Primero. Aprobar las plantillas orgánicas de los centros
públicos de enseñanzas no universitarias dependientes de la
Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía,
de acuerdo con la configuración, por cuerpos docentes, que
se establece en los siguientes Anexos:

Anexo I: Cuerpo de Maestros.
Anexo II: Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria.

Anexo III: Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación
Profesional.

Anexo IV: Cuerpo de Profesores de Escuelas Oficiales de
Idiomas.

Anexo V: Cuerpo de Catedráticos de Música y Artes
Escénicas.

Anexo VI: Cuerpo de Profesores de Música y Artes
Escénicas.

Anexo VII: Cuerpo de Profesores de Artes Plásticas y
Diseño.

Anexo VIII: Cuerpo de Maestros de Taller de Artes Plásticas
y Diseño.

Segundo. Contra la presente Orden, que pone fin a la
vía administrativa, cabe interponer en el plazo de dos meses,
a contar desde el día siguiente al de su publicación, recurso
contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo competente, conforme a lo establecido en
los artículos 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, o, potestativamente, recurso de reposición ante este
órgano, en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente
al de su publicación, conforme a lo establecido en los artículos,
107.1, 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 3 de junio de 2002

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.667



BOJA núm. 81Página núm. 12.668 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.669



BOJA núm. 81Página núm. 12.670 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.671



BOJA núm. 81Página núm. 12.672 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.673



BOJA núm. 81Página núm. 12.674 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.675



BOJA núm. 81Página núm. 12.676 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.677



BOJA núm. 81Página núm. 12.678 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.679



BOJA núm. 81Página núm. 12.680 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.681



BOJA núm. 81Página núm. 12.682 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.683



BOJA núm. 81Página núm. 12.684 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.685



BOJA núm. 81Página núm. 12.686 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.687



BOJA núm. 81Página núm. 12.688 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.689



BOJA núm. 81Página núm. 12.690 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.691



BOJA núm. 81Página núm. 12.692 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.693



BOJA núm. 81Página núm. 12.694 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.695



BOJA núm. 81Página núm. 12.696 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.697



BOJA núm. 81Página núm. 12.698 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.699



BOJA núm. 81Página núm. 12.700 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.701



BOJA núm. 81Página núm. 12.702 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.703



BOJA núm. 81Página núm. 12.704 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.705



BOJA núm. 81Página núm. 12.706 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.707



BOJA núm. 81Página núm. 12.708 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.709



BOJA núm. 81Página núm. 12.710 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.711



BOJA núm. 81Página núm. 12.712 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.713



BOJA núm. 81Página núm. 12.714 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.715



BOJA núm. 81Página núm. 12.716 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.717



BOJA núm. 81Página núm. 12.718 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.719



BOJA núm. 81Página núm. 12.720 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.721



BOJA núm. 81Página núm. 12.722 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.723



BOJA núm. 81Página núm. 12.724 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.725



BOJA núm. 81Página núm. 12.726 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.727



BOJA núm. 81Página núm. 12.728 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.729



BOJA núm. 81Página núm. 12.730 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.731



BOJA núm. 81Página núm. 12.732 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.733



BOJA núm. 81Página núm. 12.734 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.735



BOJA núm. 81Página núm. 12.736 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.737



BOJA núm. 81Página núm. 12.738 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.739



BOJA núm. 81Página núm. 12.740 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.741



BOJA núm. 81Página núm. 12.742 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.743



BOJA núm. 81Página núm. 12.744 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.745



BOJA núm. 81Página núm. 12.746 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.747



BOJA núm. 81Página núm. 12.748 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.749



BOJA núm. 81Página núm. 12.750 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.751



BOJA núm. 81Página núm. 12.752 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.753



BOJA núm. 81Página núm. 12.754 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.755



BOJA núm. 81Página núm. 12.756 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.757



BOJA núm. 81Página núm. 12.758 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.759



BOJA núm. 81Página núm. 12.760 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.761



BOJA núm. 81Página núm. 12.762 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.763



BOJA núm. 81Página núm. 12.764 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.765



BOJA núm. 81Página núm. 12.766 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.767



BOJA núm. 81Página núm. 12.768 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.769



BOJA núm. 81Página núm. 12.770 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.771



BOJA núm. 81Página núm. 12.772 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.773



BOJA núm. 81Página núm. 12.774 Sevilla, 11 de julio 2002



(Continúa en el fascículo 3 de 4)

BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.775



BOJA núm. 81Página núm. 12.776 Sevilla, 11 de julio 2002

NORMAS PARA LA SUSCRIPCION AL
BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA

PARA EL AÑO 2002

1. SUSCRIPCIONES
1.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA están sujetas al pago

previo de las correspondientes tasas (art. 25.a de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y
Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía).

1.2. Las solicitudes de suscripción deberán dirigirse al Servicio de Publicaciones y BOJA. Apartado
Oficial Sucursal núm. 11, Bellavista. 41014 - Sevilla.

2. PLAZOS DE SUSCRIPCION
2.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA serán por período de

un año indivisible (art. 28 de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía).

2.2. La solicitud de las suscripciones se efectuará dentro del mes anterior al inicio del período de
suscripción (art. 16, punto 3, del Reglamento del BOJA, Decreto 205/1983, de 5 de octubre).

3. TARIFAS
3.1. El precio de la suscripción para el año 2002 es de 145,69 E.

4. FORMA DE PAGO
4.1. El pago de la suscripción se realizará de conformidad con la liquidación que se practique por

el Servicio de Publicaciones y BOJA al aceptar la solicitud.
En dicha liquidación se detallará la forma de pago.

4.2. No se aceptarán pagos ni ingresos de ningún tipo que se realicen de forma distinta a la indicada
en la liquidación que se practique.

5. ENVIO DE EJEMPLARES
5.1. El envío, por parte del Servicio de Publicaciones y BOJA, de los ejemplares del BOLETIN

OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA, comenzará a hacerse una vez tenga entrada en
dicho Servicio el ejemplar para la Administración del Mod. 046 mecanizado por el Banco o
Caja de Ahorros.

5.2. En el caso de que el ejemplar para la Administración del Mod. 046 correspondiente al período
de suscripción solicitado tenga entrada en este Servicio una vez comenzado el mismo, el envío
de los Boletines será a partir de dicha fecha de entrada.
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NORMAS PARA LA SUSCRIPCION AL
BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA

PARA EL AÑO 2002

1. SUSCRIPCIONES
1.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA están sujetas al pago

previo de las correspondientes tasas (art. 25.a de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y
Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía).

1.2. Las solicitudes de suscripción deberán dirigirse al Servicio de Publicaciones y BOJA. Apartado
Oficial Sucursal núm. 11, Bellavista. 41014 - Sevilla.

2. PLAZOS DE SUSCRIPCION
2.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA serán por período de

un año indivisible (art. 28 de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía).

2.2. La solicitud de las suscripciones se efectuará dentro del mes anterior al inicio del período de
suscripción (art. 16, punto 3, del Reglamento del BOJA, Decreto 205/1983, de 5 de octubre).

3. TARIFAS
3.1. El precio de la suscripción para el año 2002 es de 145,69 E.

4. FORMA DE PAGO
4.1. El pago de la suscripción se realizará de conformidad con la liquidación que se practique por

el Servicio de Publicaciones y BOJA al aceptar la solicitud.
En dicha liquidación se detallará la forma de pago.

4.2. No se aceptarán pagos ni ingresos de ningún tipo que se realicen de forma distinta a la indicada
en la liquidación que se practique.

5. ENVIO DE EJEMPLARES
5.1. El envío, por parte del Servicio de Publicaciones y BOJA, de los ejemplares del BOLETIN

OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA, comenzará a hacerse una vez tenga entrada en
dicho Servicio el ejemplar para la Administración del Mod. 046 mecanizado por el Banco o
Caja de Ahorros.

5.2. En el caso de que el ejemplar para la Administración del Mod. 046 correspondiente al período
de suscripción solicitado tenga entrada en este Servicio una vez comenzado el mismo, el envío
de los Boletines será a partir de dicha fecha de entrada.

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico



SUMARIO

Jueves, 11 de julio de 2002 Año XXIV Número 81 (4 de 4)
Edita: Servicio de Publicaciones y BOJA Teléfono: 95 503 48 00*
CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA Fax: 95 503 48 05
Secretaría General Técnica. Depósito Legal: SE 410 - 1979
Dirección: Apartado Oficial Sucursal núm. 11. Bellavista. ISSN: 0212 - 5803
41014 SEVILLA Formato: UNE A4
Talleres: Servicio de Publicaciones y BOJA

(Continuación del fascículo 3 de 4)

Número formado por cuatro fascículos

3. Otras disposiciones
PAGINA

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Orden de 3 de junio de 2002, por la que se
aprueban las plantillas orgánicas de los centros
públicos de enseñanzas no universitarias, depen-
dientes de la Consejería (continuación). 12.666



BOJA núm. 81Página núm. 12.890 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.891



BOJA núm. 81Página núm. 12.892 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.893



BOJA núm. 81Página núm. 12.894 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.895



BOJA núm. 81Página núm. 12.896 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.897



BOJA núm. 81Página núm. 12.898 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.899



BOJA núm. 81Página núm. 12.900 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.901



BOJA núm. 81Página núm. 12.902 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.903



BOJA núm. 81Página núm. 12.904 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.905



BOJA núm. 81Página núm. 12.906 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.907



BOJA núm. 81Página núm. 12.908 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.909



BOJA núm. 81Página núm. 12.910 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.911



BOJA núm. 81Página núm. 12.912 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.913



BOJA núm. 81Página núm. 12.914 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.915



BOJA núm. 81Página núm. 12.916 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.917



BOJA núm. 81Página núm. 12.918 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.919



BOJA núm. 81Página núm. 12.920 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.921



BOJA núm. 81Página núm. 12.922 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.923



BOJA núm. 81Página núm. 12.924 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.925



BOJA núm. 81Página núm. 12.926 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.927



BOJA núm. 81Página núm. 12.928 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.929



BOJA núm. 81Página núm. 12.930 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.931



BOJA núm. 81Página núm. 12.932 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.933



BOJA núm. 81Página núm. 12.934 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.935



BOJA núm. 81Página núm. 12.936 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.937



BOJA núm. 81Página núm. 12.938 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.939



BOJA núm. 81Página núm. 12.940 Sevilla, 11 de julio 2002



BOJA núm. 81Sevilla, 11 de julio 2002 Página núm. 12.941


